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La cuestión de prejudicialidad civil en la falsificación manifiesta de documentos públicos al 
amparo de lo previsto por el artículo 180 del código de procedimiento civil 
 
La presente investigación procuró desarrollar un medio académico efectivo que permita tanto a los 
profesionales del Derecho en libre ejercicio como a los administradores de justicia, determinar la 
aplicabilidad de la institución jurídica de la prejudicialidad, toda vez que existen criterios 
contradictorios respecto a la naturaleza de la misma en calidad de impedimento para el inicio de la 
acción penal pública por el delito de Falsificación de Documentos Públicos. Para el efecto nos 
hemos permitido acudir a fallos dictados por la más alta corte de justicia ordinaria, y se realizó en 
este sentido una investigación comparativa que arrojó como resultado la falta de aplicación de la 
prejudicialidad en el juzgamiento penal del delito antes referido, por lo que se cuestionó de igual 
manera si el principio de legalidad adjetiva había sido subrogado por los principios rectores de la 
administración de justicia de celeridad y economía procesales, cuya respuesta no tardó en llegar, ya 
que se buscó la finalidad de la acción civil, comparándola con la de la acción penal, evidenciando 
la necesidad de amplificar la medida de actividad jurisdiccional penal, a fin de que el Tribunal de 
Garantías Penales se encuentre en capacidad de declarar en sentencia y de así ameritarlo, nulo el 
documento falso, completando de esta manera la reforma realizada por el Código Orgánico Integral 
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The issue of civil prejudicialidad in manifest forgery of public documents under the 
provisions of Article 180 of the code of civil procedure 
 
This research intended to develop an effective academic means that will allow Law professionals in 
private practice and the administrators of justice, to determine the applicability of the juridical 
institution of prejudgement. There are still contradicting criteria in relation to the nature of 
prejudging in the quality of an impediment in proceeding with public penal action for the crime of 
Forgery of Public Documents. To this effect, we have resorted to sentences carried out by the 
highest court of ordinary justice, and a comparative research was performed in this sense. The 
results of this research showed lack of application of prejudging in the aforementioned penal crime. 
For this reason, this research questions if the principle of adjective legality had been subrogated by 
the governing principles of the administration of prompt justice and procedural economy, whose 
answered arrived soon, given that finality of civil action was sought promptly in comparison to that 
of penal action. This evidences the need to amplify the measure of penal jurisdictional activity, 
seeking for the Court of Penal Guarantees to be in capacity of sentencing, if necessary, nullity of 
the forged document, thus completing the reform made by the Integral Organic Penal Code to our 
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Uno de los tópicos que más discusión ha causado tanto a nivel doctrinario como a nivel judicial ha 
sido la aplicación de la prejudicialidad en el juzgamiento penal de delitos de falsificación 
manifiesta de documentos públicos, prevista esta como un obstáculo para el inicio de la acción 
penal, establecida en el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil. Precisamente a raíz de esta 
situación han existido grandes debates incluso dentro de la misma Función Judicial, toda vez que se 
remarca con claridad dos corrientes sumamente opuestas: la primera de ellas que acepta la 
aplicación de la prejudicialidad como requisito sine qua non para el ejercicio de la acción pública; 
mientras que por otro lado, existe otra corriente que nos indica que no es necesaria la aplicación de 
la referida institución para el inicio de la acción penal pública.  
 
Lo que se ha pretendido con el presente trabajo de investigación ha sido determinar cuál de estas 
dos corrientes es la más aplicable en consideración al marco constitucional que fue implantado en 
nuestra sociedad a partir de octubre del dos mil ocho, y principalmente, especificar la naturaleza de 
esta institución, toda vez que nos hallamos frente a un nuevo marco sustantivo y adjetivo penal, que 
iniciará en agosto del corriente, por lo que se hace necesario, adquirir conocimiento mucho más 
profundo de determinadas instituciones, a fin de entender su naturaleza jurídica, que se encuentra 
en muchos de los casos, más allá de la letra de la ley. En tal sentido, hemos de indicar que se ha 
procurado recurrir a análisis doctrinarios que nos permita hallar –reiteramos- la naturaleza 
intrínseca de factores que concurren a la presente investigación, tales como la acción civil, la 
acción penal y la misma prejudicialidad, elementos y conceptos trascendentales que nos han 
permitido determinar objetivos con claridad y el desarrollo de una propuesta que finalmente 
complete –por lo menos en la problemática planteada en este proyecto de investigación- la reforma 
iniciada con el Código Orgánico Integral Penal, y provea al lector de detalles acerca del actual 
anteproyecto del Código General de Procesos, por lo que se considera que este trabajo de 
investigación no se encuentra netamente limitado a la letra de la ley, sino que como se indica en 
líneas anteriores, se trata de un análisis jurídico y doctrinario que nos permita acceder directamente 
a la naturaleza de la institución jurídica de la prejudicialidad, a fin de determinar su aplicabilidad 













La falta de cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, 
para iniciar un juicio penal por el delito de falsificación manifiesta de instrumentos públicos 
previsto en el artículo 339 del Código Penal vigente, como requisito previo al ejercicio de la acción 
penal pública.  
 
1.1   EL TEMA 
 
La cuestión de prejudicialidad civil en la falsificación manifiesta de documentos públicos al 
amparo de lo previsto por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil. 
 
1.2.-  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En el país, actualmente existen dos corrientes irreconciliables respecto del procedimiento que 
debe seguir el proceso de criminalización del delito de falsificación de instrumento público.  
 
La primera de esas corrientes manifiesta que, al tratarse de una falsificación material del 
instrumento en cuestión, no requiere de manera absoluta la prejudicialidad civil, expresada en el 
Código Adjetivo ut supra, sino que por el contrario, al encontrarse el documento alterado en su 
continente, es esta situación suficiente para iniciar el movimiento de la maquinaria punitiva estatal, 
representada esta por la Fiscalía General del Estado, en el ejercicio de la acción penal pública, en 
base a los principios de celeridad y economía procesales.  
 
La segunda de las corrientes referidas, la encontramos precisamente en el polo opuesto, debido a 
que consideran, en cumplimiento estricto de lógica formal y jurídica, al tratarse de una falsificación 
material, esta es susceptible de ser comprobada, cotejada –tal como lo señala el inciso final del 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil-con el documento original, por tanto, es obligatoria 
la aplicación de dicha norma, tanto así, que se constituye en una cuestión de prejudicialidad, ergo, 
el fuero civil, debe declarar en primer lugar, la falsedad del instrumento en cuestión, con la 
finalidad de invalidar dicho instrumento, y remitirla de manera inmediata al fiscal competente para 
iniciar la acción penal pública, de conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 
180 del cuerpo de leyes ya citado. 
 
  3   
 
 
De lo manifestado podemos claramente inferir la existencia de argumentos valederos de ambas 
corrientes, sin embargo, al no haberse logrado unificar los criterios jurisdiccionales respecto de este 
tipo de delitos –por lo menos en lo que al procedimentalismo se refiere-, es necesario, analizar 
ambas posiciones, ponderar los derechos tanto de la parte agraviada como de la parte acusada, en 
consideración a que nos encontramos en un Estado constitucional de derechos y justicia, un Estado 
que busca la paz social, misma que de acuerdo al autor de este trabajo, debe ser conseguida 
mediante el respeto a la seguridad jurídica, y principios conexos. 
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CAPÍTULO II 
CONSIDERACIONES GENERALES DE LA PREJUDICIALIDAD 
 
Previo a pasar a conocer la cuestión de prejudicialidad civil en delitos de falsificación 
manifiesta de documentos públicos es necesario poseer definiciones básicas que nos permitan 
entender de mejor manera la existencia de cuestiones que –de conformidad con lo que se prevé en 
la ley- deben ser resueltas de manera anterior al inicio del enjuiciamiento penal. 
 
2.1  DEFINICIÓN DE PREJUDICIALIDAD.- 
 
Existen diferentes definiciones de prejudicialidad, empero de lo cual, es necesario referirnos a la 
establecida en el Código Adjetivo Penal vigente hasta el 10 de agosto de 2014, fecha en la que será 
sustituido por el Código Orgánico Integral Penal, publicado en el Suplemento de Registro Oficial 
Nº 180,  de 10 de febrero de 2014, que será materia de análisis más adelante.  
 
Retomando el tema inicial, es necesario citar el artículo 40 del cuerpo de leyes ya mencionado 
que señala en la parte pertinente:  
 
“En los casos expresamente señalados por la ley, si el ejercicio de la acción penal 
dependiera de cuestiones prejudiciales cuya decisión competa exclusivamente al fuero 
civil, no podrá iniciarse el proceso penal antes de que haya auto o sentencia firme en la 
cuestión prejudicial.” 
 
Del texto anotado, podemos claramente inferir que al hablar de la prejudicialidad, -como 
etimológicamente se establece- es necesario la existencia de una sentencia o auto ejecutoriado, que 
posea la fuerza de res iudicata, es decir, de cosa juzgada, que de manera evidente se expresa a 
través de un proceso judicial. En tal sentido, la prejudicialidad es aquel juicio llevado a cabo en 
contra de un ciudadano, previo a la iniciación del juicio penal; en otras palabras, se trata de un 
juicio civil antes de un juicio penal.  
 
Es precisamente que frente a esta cuestión expresada en el artículo 40 del referido cuerpo de 
leyes, la técnica jurídica utilizada es la “lege ferenda1”, que ha permitido al Juzgador –ya sea este 
                                                         
1
 Definición que a decir del autor de esta tesis, no consiste en otra cosa que descargar responsabilidad 
legislativa sobre las generaciones futuras, al ser, por definición, “cosa a ser legislada en un futuro”. En tal 
sentido, habremos de recordar que en el Derecho Penal, y más aún en el sistema acusatorio que ha adoptado 
el Ecuador a partir de la promulgación del Códigos Penal y de Procedimiento Penal, el principio de 
legalidad es la base del accionar de nuestro Estado, y más aún el principio máximo de regularidad del 
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de primer nivel o de instancia- incurrir en fallos contradictorios, al no haber una línea limítrofe que 
permita establecer de manera clara, expresa y determinante el camino procesal a seguir en los 
juicios de reproche llevados a cabo dentro del delito que pretendemos abordar a partir de la 
presente investigación.  
 
Como consecuencia del uso de esta técnica legislativa hemos podido observar de manera 
evidente la llamada “preeminencia de juicios2”, que ulteriormente plantearía la importancia de un 
juicio sobre otro, en el sentido de que el segundo se encontraría dependiendo enteramente de la 
existencia y decisión final del primero. 
 
Siguiendo esta misma línea de pensamiento, es necesario considerar, que lo que el maestro 
(Zavala Baquerizo, 2008, pág. 297), señala respecto a la prejudicialidad: 
 
“[…] la Prejudicialidad en materia penal está dada por toda cuestión de carácter 
jurídico-civil que debe ser previamente resuelta por el órgano jurisdiccional civil, como 
presupuesto necesario para la procedencia del ejercicio de la acción penal o de la 
sentencia […]”.  
 
De la definición anotada, observamos que la prejudicialidad constituye, no únicamente un 
requisito previo para la inicio de la acción penal, sino que también se constituye en una cuestión 
previa, que –procedimentalmente hablando- habrá de ser discutida en la audiencia preparatoria de 
juicio, pero que se encuentra englobada, categóricamente, dentro de la misma, sin embargo que, se 
infiere que toda prejudicialidad es cuestión previa, pero no toda cuestión previa, es prejudicialidad
3
. 
                                                                                                                                                                          
accionar del aparataje estatal en ejercicio del Ius Puniendi. En consecuencia, al haber adoptado la “lege 
ferenda”, como base de la “lege data”, ha permitido al sistema de administración de justicia, el incurrir en 
fallos que son contradictorios entre sí, atentando de manera consistente en contra de la seguridad jurídica y 
lo que es más grave aún, al debido proceso.  
2
 Doctrina que plantea la primacía de una especie de juicio sobre otro, debido al tipo de procedimiento que 
sigue uno de ellos, situación que deberá ser considerada al momento de resolver sobre el fondo del asunto –
y que de acuerdo al autor de la presente investigación- podría plantear la trascendencia de la decisión en 
más de una competencia, de tal manera que,  exista, en los casos expresamente determinados en la ley penal, 
una especie de prórroga de competencias, de lo civil, hacia lo penal, sin necesidad de la existencia de un 
juicio civil previo al inicio del proceso penal. Para estos efectos habremos de considerar lo que se realiza en 
la práctica en países como Uruguay, en donde en casos específicos, -como por ejemplo en delitos en contra 
de la administración pública- los jueces penales adquieren competencias contencioso administrativas- todo 
esto en razón de aplicación de principios de celeridad y economía procesal.  
3
 Este criterio es único y exclusivo del autor de la presente investigación. Recordemos pues, que en la 
audiencia preparatoria de juicio, es necesario pasar a resolver sobre cuestiones previas, procedibilidad y 
prejudiciales. En tal sentido, se hace menester abordar que en la praxis, las cuestiones previas y 
prejudiciales, han sido ubicadas en un mismo nivel procedimental, al punto de que al hablar de unas –
cuestiones previas- se está hablando al mismo tiempo de cuestiones prejudiciales, en el sentido de que 
resolver unas, implica también la resolución de las otras; es precisamente que en este sentido, observamos el 
primer traspié que da el sistema de administración de justicia al confundir las cuestiones previas con las 
prejudiciales, respecto de lo cual habremos de remitirnos a lo señalado en líneas anteriores respecto de la 
generalidad y la particularidad de la prejudicialidad. 
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Del axioma planteado, observamos que la cuestión previa, planteada de la forma prevista por el 
Código Adjetivo Penal, constituye el género, mientras que la prejudicialidad, es la especie. Sin 
embargo de lo anotado, habremos de considerar que a nivel doctrinario, ambas referencias, poseen 
tratamiento distinto, teniendo la prejudicialidad corrientes doctrinarias que plantean su existencia 
como trascendental para el inicio del juicio penal, existiendo otra, -que es la que ha sido adoptada 
por la Fiscalía General del Estado- mucho más pragmáticas, en el sentido de plantear la prórroga de 
la competencia civil a favor del juez penal. 
 
Por su parte, el tratadista (Vallejo, pág. 4 / 21), al referirse a la existencia de la prejudicialidad 
expresa respecto de las condiciones de prejudicialidad: 
 
“Existe cuestión prejudicial en aquella situación jurídica que requiere una decisión que 
indudablemente incidirá de manera necesaria sobre el pronunciamiento de la cuestión 
principal discutida. Una cuestión prejudicial suspende el juicio primario (civil o penal) y 
debe ser resuelta con autoridad de cosa juzgada.” 
 
De la cita invocada, se observa claramente lo mencionado en líneas anteriores respecto de la 
preeminencia de los procesos. En el tema planteado, precisamente, se infiere de manera diáfana la 
“trascendencia” que posee la decisión judicial civil respecto del juicio penal, pues, insistimos 
nuevamente, se suspende el proceso penal, sino existe esta decisión civil respecto del asunto 
ventilado en aquella litis, -es más- ni siquiera podría existir el mencionado enjuiciamiento penal 
sino hay esa decisión, todo esto de acuerdo a lo manifestado por el inciso final del artículo 180 del 
Código Procesal Civil: “[…] En caso de declararse falso un instrumento, en la misma sentencia se 
ordenará la remisión de copias del enjuiciamiento civil al fiscal competente para que ejerza la 
acción penal, sin que pueda ejercerla antes de tal declaración.”, asunto que será aclarado más 
adelante cuando se aborde la prejudicialidad y el fuero penal. 
 
Por su lado (Davis Echandía, 1966), al hablarnos respecto de la prejudicialidad, explica: 
 
“[…] es aquella cuestión sustancial autónoma que constituye un necesario antecedente 
lógico-jurídico de la resolución que debe adoptarse en la sentencia, y que es indispensable 
resolver previamente por otra sentencia o providencia que haga sus veces, en proceso 
separado, con valor de cosa juzgada, ante el mismo despacho judicial o en otro distinto, 
para que sea posible decidir sobre lo que es materia del juicio, sea civil o penal, razón por 
la cual éste debe ser suspendido hasta cuando aquella decisión se produzca.”. 
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De la cita anotada, habremos de remarcar la naturaleza jurídica de la prejudicialidad en el 
sentido de sus características trascendentales; la primera de ellas constituida netamente por ser una 
cuestión “sustancial autónoma”, siendo esta característica, la que engloba la independencia de su 
existencia frente a otros hechos jurídicos, en tal sentido, observamos que la referida acción, es 
autónoma tanto más cuanto que no existen “barreras” que impidan su inicio –no así en cuanto se 
refiere al proceso penal en referencia al juicio civil previo para establecer  con certeza el tipo penal 
materia de análisis de esta investigación-, y más aún en consideración a que –como se ha dicho ya 
en líneas anteriores- sin esta decisión, no podría iniciarse el referido juicio, demostrando de esta 
manera su importancia.  
 
La segunda de las características que habremos de remarcar de la definición otorgada por Devis 
Echandía, es aquella referida  a que el mismo órgano jurisdiccional que se ha pronunciado sobre la 
cuestión prejudicial –eventualmente- podría pronunciarse, de igual manera, sobre el delito, dentro 
de la materia penal. En esta línea de análisis, podemos observar una especie de prórroga de 
competencia, por no llamar atribución de la misma, al acto de irrogarse un “x” órgano 
jurisdiccional, la potestad de declarar un documento falso, e iniciar en un mismo acto el proceso 
penal. 
 
De lo anotado, podemos entonces procurar un concepto claro respecto a la prejudicialidad que 
nos permita unificar las dos líneas de pensamiento planteadas en párrafos anteriores, de tal manera 
que podríamos definir a la prejudicialidad como aquella cuestión previa que posee carácter 
trascendental y suspensivo en el juicio penal, cuyo efecto se observa en la fuerza de cosa juzgada 
impuesta por parte de un órgano jurisdiccional distinto al penal, y que limita a al Ius Puniendi 
estatal en su accionar respecto del tipo penal que se acusará y el procedimiento a seguir dentro de 
un proceso punitivo derivado de aquel. 
 
Esclarecidas que han sido las distintas definiciones doctrinarias sobre la prejudicialidad, y 
determinadas sus características, podemos pasar a conocer aspectos más profundos de la misma, 
que nos permitan establecer nexos lógicos con la materia penal y su especial conexión con la 
actividad judicial en esta materia.  
 
En tal sentido habremos de clasificar a la prejudicialidad, de acuerdo a la labor realizada por la 
doctrina española, en las siguientes categorías 
 (http://www.enciclopediajuridica.biz14.com/d/prejudicialidad/prejudicialidad.html) 
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 “Devolutiva, cuando, con suspensión del proceso en que se plantea la cuestión, es 
un órgano jurisdiccional distinto, de la rama u orden correspondiente a la 
cuestión, quien debe pronunciarse sobre ella.   
 No devolutiva, si ha de ser juzgada por el mismo juzgado o tribunal competente 
para el objeto principal del proceso, aunque sin fuerza de cosa juzgada, sino a los 
solos efectos de antecedente de la resolución sobre aquel objeto principal.   
 En Derecho español, la regla general es que los tribunales competentes para el 
objeto principal conocen de lo cuestiones prejudiciales, excepto de las que 
revistan naturaleza jurídico-penal que se reservan a los órganos de esa rama u 
orden”. 
 
El autor de esta investigación, observa también que existe una tercera posibilidad que no ha sido 
considerada para la legislación ecuatoriana, cuya base fundamental se encuentra precisamente en la 
prórroga de la competencia a favor de los jueces penales, en tal sentido,  podríamos establecer 
procesalmente una prejudicialidad interna, propuesta de la que trataremos más adelante, con mayor 
detalle. 
 
2.2  LA PREJUDICIALIDAD CIVIL 
 
El actual y vigente Código de Procedimiento Civil establece, en su artículo 180, los efectos de 
la prejudicialidad, mientras que el artículo 40 del aún vigente Código Procesal Penal, remite, -de 
manera genérica e irresponsable- la definición de los casos prejudiciales “a la ley”, estableciendo 
de esta manera el sistema de “lege ferenda”, mismo que fue explicado de mejor manera en líneas 
anteriores.  
 
El autor de este trabajo de investigación ha decidido retomar los puntos ya abordados en el sub 
capítulo anterior, con la finalidad de evidenciar –a los ojos del lector- la carencia de especificidad 
en cuanto se refiere al establecimiento de las normas procesales adecuadas, que permitan asegurar 
de manera efectiva la seguridad jurídica prevista en el artículo 82 de la Constitución de la 
República del Ecuador, contraviniendo las garantías jurisdiccionales –y, a través de estas, el debido 
proceso-, así como el principio de legalidad, trascendental al momento de crear la figura penal con 
el objeto de proteger el bien jurídico establecido en la Ley Suprema del Estado; es necesario 
remarcar entonces, el mero hecho de que todos estos principios y normas se encuentran 
transgredidos al haber realizado, el legislador, un somero análisis respecto de la cuestión 
prejudicial, permitiendo de esta manera se cree –indirectamente- una especie de línea borrosa, 
procesalmente hablando, entre lo ya existente, y lo que debió haberse establecido de manera 
diáfana, principalmente en consideración al axioma latino: lex scripta, lex previa y lex certa. 
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En lo que respecta a la prejudicialidad civil de manera específica habremos de determinar que 
no existe norma que establezca taxativamente los casos de prejudicialidad civil, respecto a materia 
alguna, y menos aún la existencia de dichos casos en materia penal, lo que hace aún más evidente 
la carencia de técnica legislativa en cuanto se refiere a la creación –o por lo menos esclarecimiento- 
de las cuestiones prejudiciales que pudieran evitar el inicio del proceso de investigación penal, o a 
lo sumo, el suspender el proceso penal, de manera momentánea hasta la decisión civil, aguardando 
que aquella pase a autoridad de cosa juzgada.  
 
Es precisamente, respecto a la última afirmación, en la que me permito indicar que la 
prejudicialidad civil, de acuerdo a lo manifestado por la doctrina, posee dos efectos distintos, 
dependiendo precisamente del momento en el que se la haya invocado. En tal sentido observamos 
que en primer lugar, realiza una limitación a la acción penal pública, sin que esta pueda iniciarse 
antes de la sentencia emitida en fuero civil; la segunda de ellas, es más especial, puesto que se 
presenta como incidente dentro de un juicio penal que se encuentra en trámite, suspendiéndolo de 
manera tal, que no se puede emitir sentencia hasta haber resuelto dicho incidente.  
 
Lo anotado, se puede concentrar en que la prejudicialidad puede suspender el inicio de la acción 
pública, así como puede detener el pronunciamiento del órgano jurisdiccional pluripersonal, en un 
caso concreto, tal como lo plantea (Duràn Díaz, 1992, pág. 133), quien citando a Santos Atrecho 
Benítez –quien a su vez cita Helio-expresa:  
 
“[…] las denominadas Prejudicialidad a la acción y Prejudicialidad al fallo, han sido 
generalmente aceptadas por los tratadistas y corresponden a dos especies características. 
Las primeras, mantienen en suspenso la acción pública, de modo que ésta no pueda ser 
intentada sino después de que aquellas han sido resueltas; las otras, no importan más que 
un simple obstáculo a la persecución comenzada.”  
 
En consideración a lo expuesto, y en atención a la falta de legislación clara que permita tanto a 
los órganos judiciales, abogados en libre ejercicio como a la Fiscalía General del Estado, hacer una 
aplicación adecuada de la misma, es necesario remitirnos al examen de la práctica profesional para 
determinar los casos en los que es aplicable la llamada prejudicialidad civil, mismos que pasamos a 
enumerar a continuación: 
 
 Falsedad de Instrumento o Documento Público4. 
                                                         
4
 Tipo penal, que, de acuerdo al autor de la presente investigación constituye un yerro en el proceso de 
legislación penal, puesto que si bien es cierto este delito, se encuentra establecido con claridad, el requisito 
previo al inicio de su enjuiciamiento, constante en el inciso tercero del artículo 180 del Código Adjetivo 
Civil, no lo está, teniendo como resultado, yerros en la aplicación procedimental de la norma referida, lo 
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 Concurso de Acreedores (Sentencia civil necesaria declarando la quiebra o insolvencia, y 
su carácter de fraudulencia). 
 Remoción Arbitraria de Prenda 5   y/o disposición arbitraria de bienes con reserva de 




Pasando a conocer el motivo principal de este capítulo, es necesario remitirnos al inciso primero 
del artículo 180 del Código Adjetivo Civil, que expresa: “Si se demandare la falsedad de un 
instrumento público, el juez procederá a comparar la copia con el original, y a recibir las declaraciones de 
los testigos instrumentales.”.  
 
De la norma transcrita, hemos de remarcar dos aspectos que son trascendentales al momento de 
determinar la aplicabilidad de la institución de prejudicialidad dentro de delitos de falsedad 
instrumental; la primera de ellas, es la demanda que debe mediar para activar el mecanismo antes 
señalado, para efectos de lo cual deberemos referirnos al concepto de la misma, constante en el 
artículo 66 del citado cuerpo legal: “Demanda es el acto en que el demandante deduce su acción o 
formula la solicitud o reclamación que ha de ser materia principal del fallo.”, de tal manera que es 
precisamente, que el accionante deberá expresamente invocar la falsedad del documento público 
para iniciar el juicio ordinario respectivo, abriendo el abanico de funciones que posee el 
                                                                                                                                                                          
que ha tenido como consecuencia pronunciamientos contradictorios por parte de los diversos tribunales 
penales, violentación indirecta del principio de no impunidad y lo que es más grave aún, una violación 
flagrante al principio de legalidad, y por ende al debido proceso, existiendo entonces, falta de observancia 
de la Ley Suprema del Estado. Respecto a esta última afirmación es necesario referirnos a lo manifestado 
por la Corte Constitucional de Transición, particularmente a aquel publicado en el Registro Oficial 
Suplemento Nº 602 de 01 de junio de 2009, en el que se señala en la parte pertinente:  
 
“[…] En sentido material, el debido proceso es el adelantamiento de las etapas del proceso y el 
cumplimiento de las distintas actuaciones judiciales, con sujeción a las garantías constitucionales y 
legales, como límite de la función punitiva del Estado. […] Hay debido proceso desde un punto de 
vista material, si se respeta los fines superiores como la libertad, la dignidad humana, la seguridad 
jurídica y los derechos constitucionales como la legalidad, la controversia, la celeridad, la 
publicidad, la prohibición de la reforma in pejus y el doble procesamiento.” 
 
Respecto precisamente a la seguridad jurídica, la misma Corte Constitucional, ha mantenido el criterio de 
que constituye una de las garantías que el Estado debe ofrecer a sus ciudadanos, de que su situación jurídica 
no podrá ser cambiada, sino en uso de procedimientos y medios establecidos por la ley, así lo ha 
manifestado en diversas sentencias, una de ellas publicadas en el Registro Oficial Suplemento ibídem:  
  
“[… ]la seguridad jurídica es la garantía constitucional dada a los ciudadanos y ciudadanas por el 
Estado, de que sus derechos no serán violados; si esto ocurriera, se los protegerá. Es la convicción, 
[…] que tiene el ciudadano y ciudadana de que su situación jurídica no será de ninguna manera 
cambiada más que por procedimientos establecidos previamente.” 
5
 Hechos que requieren ser declarados en sentencia civil, y que evidentemente requieren de resolución y 
pasen al imperio de cosa juzgada, para que el primero de los elementos del tripartito penal, quede sentado, 
teniendo como consecuencia jurídica la posterior investigación por parte de la Fiscalía General del Estado 
por presunto delito de abuso de confianza. 
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administrador de justicia –otorgadas por la ley- para declarar la falsedad de dicho instrumento, y es 
precisamente, que remarcamos, que se trata de un juicio ordinario, que busca dejar sin efecto al 
instrumento público cuya falsedad se ha alegado. Sin embargo, de acuerdo al artículo 182 ibídem, 
que expresa:  “Si la nulidad o la falsedad del instrumento se pidiere como incidente de un juicio o como 
excepción, se la ventilará en el mismo proceso, para resolver todo en la sentencia definitiva.”, habremos de 
decir, que el objetivo ulterior de la demanda de falsedad instrumental, no es conseguido únicamente 
por este medio procesal, sino que, en virtud de la norma invocada, se  lo puede presentar por medio 
de un incidente en un juicio cualquiera, de tal manera que, -y como se dijo en comentarios 
anteriores realizados por el autor de esta investigación jurídica- la competencia se encontraría 
radicada ya en el órgano administrador de justicia, que, dada la naturaleza del juicio en el que sea 
invocada como excepción o incidente la falsedad instrumental, se encontraría ya en posibilidad de 
resolverla en sentencia. De esta manera, nos encontraríamos –procesalmente hablando- frente a dos 
hechos dignos de consideración: a) La existencia de una especie de “internalidad de la 
competencia”, o si se lo quiere llamar de otra manera, “prejudicialidad interna”, que radica en el 
mismo órgano jurisdiccional, la potestad para conocer sobre el incidente, sin que sea necesario 
remitir a otro juez dicho proceso; y, b) La suspensión de la prosecución de la causa en miras de 
resolver el objeto principal de la litis, para resolver en primer lugar, la validez de ese instrumento.  
 
En segundo lugar, es menester hacer hincapié en la actividad del juez quien una vez recibida la 
demanda de falsedad, deberá comparar el documento original con la “copia”, a efectos de 
determinar su autenticidad. Esta labor obligatoria, legalmente establecida por el artículo 180 del 
Código Adjetivo Civil, encuentra su base en la intencionalidad del aparato juzgador en el proceso 
de establecimiento de una falsedad, lo que a criterio del autor de esta investigación, tendría 
consecuencias trascendentales en la etapa de investigación del delito, pues, es de remarcar, que de 
aceptarse la demanda de falsedad por parte del juez civil, a parte de nulitar los efectos de ese 
documento, con su sentencia, declararía de igual manera, la existencia de la materialidad de la 
infracción, resultando en una reducción de las investigaciones a realizar por parte de la Fiscalía 
General del Estado, hecho que analizaremos más adelante. 
 
Del acápite que antecede, entonces observamos claramente que la prejudicialidad establecida en 
el Código Adjetivo Civil, es aplicable únicamente para casos de falsificación material de 
documentos, lo que esclarece en parte el procedimiento a seguir en aquellos casos, sin embargo, no 
desenmaraña de manera efectiva las posibilidades de confusión a las que ha llevado la aplicación 
del sistema de “lege ferenda”, en lo que respecta a este asunto.  
 
Debemos de igual manera establecer, que si bien es cierto la prejudicialidad civil es uno de los 
requisitos previos a tomar en cuenta en la audiencia preparatoria de juicio, se observa claramente –
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de manera teórica- la suspensión de la audiencia –que al haber llegado ya a esas instancias, 
constituye un yerro procedimental-, debiendo remitirse inmediatamente al juez civil para que emita 
su pronunciamiento; empero de lo que debe hacerse, la práctica jurídica es totalmente distinta, al 
punto en que ni siquiera se habla respecto a este tema dentro de la referida diligencia, teniendo 
como consecuencia la falta de aplicación del artículo 40 del Código Procesal Penal, que podría 
traer como resultado, la nulidad del proceso. A fines de no cansar al lector, pasaremos al siguiente 
sub capítulo, que nos permitirá, dilucidar de mejor manera la prejudicialidad civil y su relación 
intrínseca con el fuero penal.  
 
2.3  LA PREJUDICIALIDAD CIVIL EN FUERO PENAL 
 
Como se ha  establecido ya en los dos sub capítulos anteriores, la prejudicialidad constituye una 
barrera para el inicio del enjuiciamiento penal en la mayoría de los casos, mientras que en un 
mínimo número de los mismos, constituyen incidentes que permiten el pronunciamiento por parte 
del órgano juzgador en sentencia, resolviendo el asunto principal de la litis y todos los incidentes 
presentados a causa de esto.  
 
Es necesario entonces resaltar dos cuestionamientos que deliberadamente hemos obviado en  
líneas anteriores: 
 
¿Si para el inicio del enjuiciamiento civil por falsedad instrumental hace falta una demanda, se 
puede intuir la existencia de una denuncia y la posterior acusación particular en fuero penal por 
parte del ofendido en caso de mediar sentencia civil declarativa de la falsedad del mentado 
instrumento? 
 
¿Presentada una denuncia en la Fiscalía General del Estado por falsedad instrumental de un 
documento público, puede este brazo autónomo del Consejo de la Judicatura, emprender una 
investigación de oficio, sin que exista la sentencia civil ejecutoriada? 
 
Estas son las cuestiones que procuraremos solucionar dentro de la presente investigación por 
cuanto, es precisamente a este tipo de dudas no resueltas, que se deben errores en los que ha 
incurrido tanto la Fiscalía General del Estado y por ende la administración de justicia, 
particularmente existiendo pronunciamientos y actuaciones investigativas contradictorias y en 
consecuencia, contraproducentes.  
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En esta misma línea de pensamiento, para evitar futuras confusiones, dentro de esta 
investigación, habremos de partir de la premisa que la institución de la prejudicialidad se aplica 
exclusiva y únicamente para instrumentos públicos, cuya presunta falsedad MATERIAL sea 
alegada. Es imposible ir más allá respecto al procedimiento judicial, por cuanto, es esa 
precisamente, la cuestión que pretendemos resolver, al punto de que entendemos de manera clara 
que existe prejudicialidad civil hacia un juicio penal, pero la cuestión principal sería si la Fiscalía 
General del Estado debería eximirse de continuar con la investigación penal, si no media sentencia 
civil dictada con anterioridad, entendiéndose dicha investigación como requisito previo al 
enjuiciamiento penal, o podemos “obviar” determinadas etapas en el desarrollo del proceso 
investigativo.  
 
El artículo 40 del Código de Procedimiento Penal, expresamente establece a la prejudicialidad 
como cuestión que impide el nacimiento del proceso penal,  sino se ha resuelto sobre la misma con 
anterioridad. Con base a lo establecido en los dos subcapítulos anteriores, es evidente que esta 
norma no podría dejarse de aplicar bajo ningún concepto, en estricta aplicación del principio de 
legalidad que debe regir en materia penal, expresando de esta manera respeto irrestricto a la 
garantía del debido proceso. 
 
Abordando ya el tema que nos compete en esta tercera parte, es necesario remitirnos al proceso 
penal, cuyo origen se encuentra netamente en el auto de llamamiento a juicio, concibiéndose a este 
como el inicio de la acción penal. Previo a este auto y al existir dos audiencias que decidirán sobre 
el mismo –audiencias de formulación de cargos y preparatoria de juicio-, para el autor de este 
trabajo no existe juicio penal, por lo que, es necesario que toda cuestión previa se encuentre 
resuelta o subsanada previo a dicho auto de llamamiento a juicio cuya génesis se halla en 
presunciones graves y fundadas –en elementos de convicción- de la existencia de un delito.  
 
En tal sentido, debemos recordar que en un caso de prejudicialidad, la materialidad y la 
antijuricidad del hecho, se encontrarían ya probadas al momento del inicio de la etapa investigativa 
llevada a cabo por la Fiscalía, por lo que esta debería limitarse únicamente a buscar 
responsabilidades, lo que beneficia al sistema de administración de justicia; sin embargo, en 
consideración a la presunción de inocencia, prevista en la Constitución de la República del 
Ecuador, se realizan nuevamente todas las investigaciones para recabar sobre la materialidad y 
responsabilidad del presunto delito.  
 
El conflicto proviene del siguiente cuestionamiento –ya expresado con anterioridad-: 
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¿Es factible que la Fiscalía General del Estado, por medio de la unidad correspondiente, realice 
investigaciones respecto a la posible falsificación de un instrumento público sin que existan juicio 
ni sentencia civil respecto a la validez/falsedad de aquel documento? 
 
De ser el caso, ¿Cuál sería el procedimiento adecuado para que la Fiscalía, una vez investigado 
el hecho presuntamente delictivo, respete el debido proceso, y ponga en conocimiento de los jueces 
civiles el documento público cuya veracidad se encuentra en tela de duda?  
 
Se derivan, de igual manera, las siguientes preguntas:  
 
 ¿Qué pasaría con la investigación realizada sin esa sentencia: es nula? 
 
 ¿Pueden dichos elementos de convicción ser considerados como prueba una vez llegada la 
etapa de juicio?  
 
 ¿Si resulta que el documento efectivamente es falso, todos aquellos actos celebrados en 
base a él, son considerados nulos, por cuanto no se invalidó el documento referido por 
medio de un juicio civil? 
 
 ¿Podría el juez penal declarar la nulidad de ese documento? 
 
De los cuestionamientos realizados, podemos evidenciar dos temas a considerar: el primero de 
ellos se refiere a que la institución de la prejudicialidad es el vehículo procesal adecuado para 
realizar una transición del derecho privado hacia el derecho público, siendo expresado este último 
por medio del Ius Puniendi estatal; el segundo nos remarca el carácter trascendental que reporta la 
prejudicialidad, puesto que sirve de unión entre dos puntos, la posible prejudicialidad interna en un 
mismo órgano jurisdiccional y el inicio del juicio penal. 
 
Es de considerar, que la preeminencia de juicios, a la que nos referimos al inicio de este 
capítulo, adquiere pertinencia en este punto, puesto que es necesario que el juicio civil sea 
finalizado antes del inicio de la acción penal, materializando de esta manera la excepción a la regla 
de que “El Derecho Civil sigue los pasos del Derecho Penal”.  
 
De lo anotado podemos inferir que el carácter que comporta la prejudicialidad en materia penal, 
es preeminente, de tal manera que no puede iniciarse un juicio penal, sin que esta se halle resuelta 
con anterioridad. Sin embargo, y al comparar con el procedimiento español, el tratamiento de este 
tipo de cuestiones se lo maneja desde la perspectiva suspensiva, a tal punto que: 
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“Cuando la cuestión es penal, sólo se ordena la paralización del proceso si concurren las 
siguientes circunstancias: 1) que exista causa criminal por algunos de los hechos en los 
que fundamenten sus pretensiones, y 2) que la decisión penal tenga influencia en la 
resolución del asunto civil.” ( Tomado de la página web: 
http://www.enciclopediajuridica.biz14.com/d/prejudicialidad/prejudicialidad.htm ) 
 
Por otra parte, la normativa penal prohíbe expresamente la interpretación extensiva, que 
evidentemente incluye la analogía, por ende mal podríamos indicar que por ejemplo, debería darse 
el tratamiento prejudicial a un documento público que adolezca de las condiciones de falsificación 
previstas en el artículo 338 del aún vigente Código Penal, en el sentido, de que se trata de una 
falsificación que aparentemente reúne los requisitos para ser tratada en fuero civil, pero que no 
corresponde al tipo penal que puede corresponder al proceso determinado en el artículo 180 del 
Código Procesal Civil, consideración –que a criterio del autor de este trabajo- deberá ser tomada en 
cuenta para el juzgamiento del tipo penal contenido en los artículos 340 y 341 del Código 
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CAPÍTULO III 
LA PREJUDICIALIDAD EN EL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL 
PENAL Y EN EL ANTE PROYECTO DEL CÓDIGO GENERAL DEL 
PROCESO 
 
De la manera en la que hemos logrado definir la prejudicialidad en el capítulo anterior, es  
necesario referirnos en este trabajo de investigación al tratamiento que es dado en el recientemente 
publicado Código Orgánico Integral Penal, que entrará en vigencia este agosto y su conexión 
intrínseca con las “novedades” procesales con las que nos encontramos en el anteproyecto del 
Código Orgánico General de Procesos, cuyo segundo debate, es esperado por la ciudadanía.  
 
Al haber establecido ya, en el capítulo anterior las definiciones básicas entorno a las cuales 
construiremos esta investigación y tesis,  pasaremos, sin más dilaciones a considerar y analizar lo 
establecido en los dos cuerpos legales ante dichos, para efectos de lo cual, dividiremos este 
capítulos en dos títulos, el primero referente al COIP (Código Orgánico Integral Penal), mientras 
que el segundo se referirá al anteproyecto del Código Orgánico General del Proceso. 
 
3.1  LA PREJUDICIALIDAD PREVISTA EN EL CÓDIGO ORGÁNICO 
INTEGRAL PENAL 
 
Previo a analizar lo determinado en el artículo 414 del mencionado cuerpo legal, es necesario 
remitirnos al preámbulo del mismo, por el que se establece o justifica la necesidad de creación de 
una nueva legislación penal, que vaya acorde a los principios constitucionales e internacionales, 
particularizando la trascendencia del principio pro homine, y es justamente, que respecto a este 
último principio que se erige siete columnas sobre las que se ha construido una nueva ley penal, 
que paso a enumerar a continuación: 
 
 Dimensión Histórica, en la que se realiza un resumen del desarrollo de la legislación 
penal, la adopción e implementación de ideas extranjeras –particularmente provenientes 
del Derecho Continental Europeo- en nuestros cuerpos legales penales. 
 
 Imperativo constitucional, en base al que se ha erigido una nueva dogmática penal, que 
en conjunción de actividad con los tratados internacionales, proveen especial protección 
a los derechos humanos, y por medio de ellos, la dignidad humana. 
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 Constitucionalización del Derecho Penal, cuya razón de ser, y como consta en el 
Registro Oficial Suplemento Nº 180, de 10 de febrero de 2014, es el no caer en la 
venganza privada, ni dejar hechos que atentan en contra de los derechos de la 
ciudadanía, en la impunidad. En pocas, palabras, busca que por medio de la aplicación 
de la proporcionalidad y la institución de la reparación integral, la eficacia de la 
actividad punitiva del Estado, frente a hechos que pueden ser considerados delictivos, 
mediante la integración de las distintas normas penales que se encontraban “sueltas” en 
nuestro ordenamiento jurídico, sean estas sustantivas, adjetivas o ejecutivas. 
 
 Actualización doctrinaria de la Legislación Penal, misma que citando lo allí descrito, 
habilita al legislador a “crear” figuras y sanciones penales, a saber: 
 
“ […] la imprescriptibilidad de ciertos delitos que tienen particular gravedad en el mundo 
entero; el estado de necesidad en sociedades en las que hay extrema pobreza y exclusión, 
como es la nuestra; las penas prohibidas, para evitar arbitrariedades; la revisión 
extraordinaria de la condena; la suspensión condicional de la pena; supresión de delitos 
que pueden merecer mejor respuesta desde el ámbito civil o administrativo; la proscripción 
de un derecho penal de autor; la supresión de la presunción de derecho del conocimiento 
de la ley, entre otros.”. ( Registro Oficial, Suplemento Nº 180, de 10 de febrero de 2014) 
 
Dentro de este mismo ítem, se ha realizado una justificación absurda respecto de la 
creación de doctrina, y más aún, se ha cometido un sin sentido al indicar que: “Las y los 
jueces penales han estado sometidos a una concepción excesivamente legalista.”, ( Registro 
Oficial, Suplemento Nº 180, de 10 de febrero de 2014) pues recordemos que si bien es 
cierto nos encontramos en estado constitucional de derechos y justicia, es necesario 
también reconocer la trascendencia que posee el principio de legalidad, preeminente en el 
tratamiento de cuestiones penales, tal y como lo establece la Constitución en su artículo 82, 
y que constituye uno de los pilares fundamentales del Derecho Penal, cuyos límites se 
hallan precisamente en la ley, de lo contrario, podríamos incurrir, en un estado policial de 
vendetta privada. 
 
 Adecuación de la normativa nacional a los compromisos internacionales, pilar 
fundamental que ha permitido la tipificación de delitos que –a decir del autor de este 
trabajo- poseen la calidad de intemporales, por la gravedad e impacto social que han 
generado en su comisión, como delitos de lesa humanidad y desaparición forzada de 
personas, entre otros.  
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 Balance entre garantías y eficiencia de la Justicia Penal, misma que se analiza desde la 
dimensionalidad del Derecho Penal, en cuanto, por un lado, debe garantizar los 
derechos de las personas, mientras que por otro, busca la sanción de la lesión a esos 
mismos derechos,  mediante la limitación de algunos de ellos en el sujeto del acusado y 
posteriormente condenado. En tal sentido, se observa que esta bidimensionalidad, se 
expresa en derechos y garantías. 
 
Finalmente, el nuevo Código Orgánico Integral Penal, encuentra su piedra cuadrangular en la 
ejecución de penas. Recordemos, pues, que en el artículo 230 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, se han creado jueces de Garantías Penitenciarias
6
, entre otras especialidades de 
competencia, cuya función principal es el brindar amparo legal a los derechos y beneficios de las 
personas privadas de su libertad del Sistema de Rehabilitación Social, haciendo de esta manera 
posible –aunque sea  en la teoría- la reinserción social de las mismas.  
 
Una vez que han sido analizadas las “necesidades” de la creación de una nueva legislación 
penal, es necesario remarcar pues, que la misma tiene un carácter garantista acorde con el bloque 
de constitucionalismo, implementado en el país, por medio de la Constitución de  2008, pero que 
sin embargo, entra en conflicto con la misma, ya que como se deja remarcado en líneas anteriores, 
si bien es cierto, la interpretación de la Ley Suprema del Estado, se halla sujeta al principio pro 
homine, extensible a voluntad del juzgador cuando se trate de derechos y garantías del ciudadano, 
no es menos cierto que el principio de seguridad jurídica, previsto en el artículo 82 de la 
Constitución de la República del Ecuador, tiene su base en el principio de legalidad, mismo que en 
su concepción más básica determina la importancia de leyes previas, claras, concatenadas entre sí 
que prescriban procedimientos diáfanos respecto de determinada actuación tomada por la 
ciudadanía, y que permite precisamente alcanzar esa seguridad jurídica, misma que ya ha sido 
                                                         
6
 Materia que es actualmente conocida por los Jueces Penales de conformidad con la resolución Nº 179-
2014 emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura de fecha 03 de febrero de 2014, en franca 
contraposición a la Resolución del Pleno de la Corte Nacional de Justicia, de 26 de agosto de 2009, 
publicado en el Suplemento de Registro Oficial Nº 22 de 09 de septiembre de 2009, en la que se les confiere 
esta potestad a los Directores de los Centros de Rehabilitación Social en los que las personas privadas de su 
libertad se encuentren cumpliendo con la pena impuesta por autoridad competente. Es de remarcar para el 
autor de este trabajo de investigación que se trata en primer lugar y en términos muy simples de una 
posición contradictoria entre el órgano de administración de la Función Judicial –Pleno del Consejo de la 
Judicatura- versus el Pleno de la Corte Nacional de Justicia, lo que incurre –de acuerdo a la observación 
del investigador-, en un grave atentado contra la seguridad jurídica, por dos razones evidentes: a) La 
competencia nace de la ley, mas no de resoluciones que poseen efectos judiciales, emitidas por un órgano 
administrativo, y; b) La autoridad de los jueces penales se encontraría amplificada de conformidad con esta 
resolución –que ha sido justificada en el mismo Código Integral Penal-, y su accionar al momento de 
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definida en líneas anteriores y cuya base –es decir el principio de legalidad, será analizada en los 
siguientes capítulos.  
 
Dentro de este mismo contexto,  es necesario remarcar que con la creación de un Estado 
Constitucional de derechos, nace a la vez, una nueva concepción de las garantías que ofrece el 
Estado como institución nacional, a favor de sus administrados, entrando, entonces en una nueva 
etapa de organización en cuanto se refiere a protección de garantías, lo que implicaba, -al 2008, y 
actualmente en menor medida- la necesidad de una reforma legal general, dejando atrás la sola 
concepción de la Constitución como norma suprema, sino que además de ese carácter, posee 
también el carácter de norma central, por cuanto, en primer lugar se ordena su directa aplicación 
(en cuanto a derechos se refiere), y en segundo lugar, se construye alrededor de esta el nuevo 
aparato estatal y legal, facultando de esta manera a los órganos de administración de justicia penal, 
aplicarla, por cuanto, por medio del reconocimiento del Estado de derechos, se habilita un sistema 
de principios como base del derecho, cuyas construcciones más palpables son las normas 
secundarias –a saber, las sustantivas, adjetivas y ejecutivas-, y es así que (Atienza & Ruiz Manero, 
2004, pág. 36), se expresa al respecto y señala: 
 
“[…]las reglas son razones autoritativas tanto en cuanto al por qué operan como al cómo 
operan en el razonamiento justificativo de los órganos jurisdiccionales; que los principios 
explícitos son razones autoritativas en cuanto al porqué de su presencia en dicho 
razonamiento, pero no en cuanto al cómo operan en él y que los principios implícitos […] 
no son autoritativos en cuanto a su forma de operar en el razonamiento y, en cuanto al 
porqué de su presencia en él, lo son, en todo caso, sólo indirectamente, en tanto que tal 
presencia se fundamenta en su adecuación a las reglas y principios explícitos.”. 
 
Continuando en esta misma línea de análisis, observamos lo que nos indica (Zavala Egas, 2010, 
pág. 103) 
 
“[…] cuando existe en el Ordenamiento alguna laguna sea del tipo normativa o axiológica 
(cuando la solución que da el derecho es injusta) entran a operar los principios propios del 
sistema y, en consecuencia no hay actividad discrecional del juez, sino aplicación de una 
norma, que es el principio que lo vincula y decide el caso. Es decir, la fuerza del Derecho 
es superada por los jueces, pero jurídicamente.” 
 
En tal sentido, se hace necesario observar que, esta posibilidad de extensividad en cuanto a la 
interpretación de derechos y garantías mediante el uso de principios –acogidos por la norma 
suprema del Estado- facilita la administración de justicia, por cuanto, y como lo ha expresado el 
doctrinario ecuatoriano doctor Jorge Zavala Egas, se hace factible superar la legalidad de una 
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norma injusta, para aplicar el principio que más se adapta para el caso concreto, administrando de 
esta manera, precisamente, justicia.  
 
En conclusión, el órgano jurisdiccional puede dejar de aplicar determinada norma, que sea 
considerada injusta, para aplicar una norma cuyo carácter se ajusta de mejor manera a la dogmática 
constitucional; restando, en esta forma, valor a aquella norma, y reemplazándola en su aplicación 
bien por un principio o bien por una norma superior, en este caso, constitucional. Es  esta capacidad 
precisamente, la que considero como la expresión máxima de la función de control de 
constitucionalidad de las normas por parte de los administradores de justicia, lo que permite, en 
primera instancia encontrar antinomias y lagunas, mientras que en segunda, posee un efecto 
dominó, ya que crea derecho por medio de la aplicación de principios constitucionales, cuya 
expresión se encuentra determinada en las normas contenidas por nuestra ley suprema; en tal 
sentido, al ser la Constitución de directa aplicación –lo cual constituye para el autor de esta 
investigación, un parafraseo respecto de la obligación de aplicación de los principios contenidos en 
determinada norma de rango supremo-, se vuelve tarea del juzgador estipular el alcance de la 
norma constitucional a aplicar dentro de determinado caso, entrando en juego, únicamente bajo esta 
premisa, la actividad discrecional del órgano jurisdiccional, -interpretación abstracta- reduciéndola 
en la llamada interpretación en concreto respecto de un caso, y que no es más que la subsunción de 
un hecho concreto en el campo de la aplicación de determinada norma previamente identificada en 
la primera fase de análisis de alcance de ella, mediante el uso de sistemas como el gramático, literal 
y sistemático. Respecto a esta labor de interpretación, (Gascòn Abellàn & Garcìa Figueroa, 2005, 
pág. 105) nos indica:  
 
“La interpretación jurídica es, pues, una interpretación de enunciados, y como interpretar 
un enunciado consiste en atribuirle sentido o significado, la interpretación jurídica 
consiste en la atribución de sentido o significado a los enunciados jurídicos.” 
 
De esta manera, analizados los principios prescritos por la Constitución de la República del 
Ecuador, y las implicaciones que lleva la denominación de nuestro estado como uno constitucional 
y de derechos, conlleva al autor de esta investigación a pensar que no se ha eliminado en todo el 
principio de legalidad como base de la seguridad jurídica, puesto que es el único medio de 
limitación al Ius Puniendi estatal, de ahí la importancia de actualizar nuestras leyes penales, 
incluyendo preceptos, principios y tipos penales que no se han incorporado a la ley sustantiva 
penal, pese a estar reconocidos internacionalmente por tratados y convenciones, -tales como delitos 
de lesa humanidad y desaparición forzada de personas-, de los cuales el Ecuador es suscriptor y los 
ha ratificado legalmente, adquiriendo de esta manera compromisos para con la comunidad 
internacional, pero más aún, para con sus propios ciudadanos. 
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Ahora bien, demarcadas las premisas necesarias para entrar a conocer el artículo 414 del Código 
Orgánico Integral Penal, es menester remitirnos al mismo: 
 
“Prejudicialidad.- En los casos expresamente señalados por la Ley, si el ejercicio de la 
acción penal depende de cuestiones prejudiciales, cuya decisión compete exclusivamente al 
fuero civil, no podrá iniciarse el proceso penal antes de que exista auto o sentencia firme 
en la cuestión prejudicial.” 
 
Por su parte el aún vigente Código de Procedimiento Penal, en su artículo 40, establece: 
 
“Prejudicialidad.- En los casos expresamente señalados por la ley, si el ejercicio de la 
acción penal dependiera de cuestiones prejudiciales cuya decisión competa exclusivamente 
al fuero civil, no podrá iniciarse el proceso penal antes de que haya auto o sentencia firme 
en la cuestión prejudicial.” 
 
Del articulado transcrito, observamos sin mayor necesidad de análisis que la redacción de la 
norma contenida en el artículo 414 del Código Orgánico Integral Penal, ha cambiado únicamente 
en el modo de conjugación del verbo “competer” y el remplazo del verbo “haber” por el de 
“existir”: mientras en el Código de Procedimiento Penal se realiza la conjugación del verbo 
competer en modo subjuntivo –estableciendo de esta manera una posibilidad, un caso hipotético-; 
por su parte el Código Orgánico Integral Penal, al conjugar el verbo antes referido en modo 
indicativo, establece con toda certeza la existencia de casos prejudiciales que se encuentran 
determinados en la ley.  
 
Por su parte, el remplazo del verbo haber por el de existir, no implica cambio alguno en la idea 
principal de la cláusula secundaria existente en el silogismo que nace del articulado en mención.  
 
Salvo las enumeradas diferencias entre los articulados de los cuerpos legales ya referidos, no 
existe mayor especificidad ni cambio alguno respecto a los efectos que se generarán a partir de 
agosto de este año, remarcando que el artículo 414 del Código Orgánico Integral Penal, al haber 
conjugado el verbo “competer” en el modo indicativo, presta –quizá en una impresión somera y 
fugaz- la idea de mayor seguridad, sin embargo, y como lo dejamos expresado en líneas anteriores, 
los efectos de ambos no cambian, por cuanto se maneja el mismo sistema legislativo de lege 
ferenda; respecto a esta última afirmación, deseo cuestionar, que si bien es cierto nos encontramos 
en un nuevo Estado constitucional, de derechos y justicia, como lo establece el artículo 1 de la 
Constitución de la República, en el que se debe proteger el debido proceso, concebido este como 
ultra garantía,  no es menos cierto que el viejo sistema legislativo se expresa mediante leyes, -
  22   
 
mismas que de acuerdo al autor de este trabajo, al no ser claras, son sometidas a interpretación y 
cuestionamientos evidenciándose la carencia de técnica legislativa al momento de su creación- que 
carecen de efectividad en un nuevo marco garantista de derechos, que ofrecen interpretaciones 
ambiguas, y no obedecen a la necesidad de limitación del Ius Puniendi.  
 
Por su parte, el procedimiento establecido para la discusión de este tipo de cuestiones, se 
encuentra determinado por el artículo 601 y 604 del cuerpo de leyes que se está analizando, 
hallándose dicha discusión limitada a  la etapa de evaluación y preparatoria de juicio,  
estableciendo el primero de ellos lo siguiente: 
 
“Finalidad.- Tiene como finalidad conocer y resolver sobre cuestiones de procedibilidad, 
prejudicialidad, competencia y procedimiento; establecer la validez procesal, valorar y 
evaluar los elementos de convicción en que se sustenta la acusación fiscal, excluir los 
elementos de convicción que son ilegales, delimitar los temas por debatirse en el juicio 
oral, anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de juicio y aprobar los 
acuerdos probatorios a que llegan las partes.” 
 
Por otro lado, a partir del artículo 603 del Código Orgánico Integral Penal, se establece el 
procedimiento a seguir dentro de la audiencia preparatoria de juicio, que se encuentra dentro de la 
etapa evaluatoria y que técnicamente equivaldría a una revisión del proceso, con la finalidad de 
evitar nulidades que pudieran incidir más adelante en la decisión final. Es así que el artículo 604.2 
del mismo cuerpo legal establece el camino procedimental a seguir dentro de esta etapa, y que nos 
permitimos transcribir a continuación: 
 
“Artículo 604.- Audiencia preparatoria de juicio.- Para la sustanciación de la audiencia 
preparatoria del juicio, seguirán además de las reglas comunes     a las audiencias 
establecidas en este Código, las siguientes: 2. La o el juzgador resolverá sobre cuestiones 
referentes a la existencia de requisitos de procedibilidad, cuestiones prejudiciales, 
competencia y cuestiones de procedimiento que puedan afectar la validez del proceso. La 
nulidad se declarará siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque 
indefensión. Toda omisión hace responsable a las o los juzgadores que en ella han 
incurrido, quienes serán condenados en las costas respectivas.” 
 
Por su parte el artículo innumerado agregado por la Ley Nº0, publicada en el Registro Oficial 
Suplemento 555 de 24 de marzo de 2009, a continuación del artículo 226.1 del actual Código de 
Procedimiento Penal, establece en la parte pertinente: 
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“Adicionalmente, la audiencia preparatoria de juicio y de formulación del dictamen a que 
se refieren los artículos 224 y 226, tiene las siguientes finalidades: 2.- Resolver sobre 
cuestiones prejudiciales, competencia y cuestiones de procedimiento que puedan afectar la 
validez del proceso.” 
 
Del articulado trascrito, podemos observar que en la cuestión que nos compete no ha variado el 
procedimiento para tratarla; en tal sentido, se puede claramente inferir que no existe mayor cambio 
en la etapa procesal en la que se ventilará, por lo que, la tarea que se ha realizado en el Código 
Orgánico Integral Penal, ha sido la de separar procedimientos y esclarecerlos, en dos articulados 
distintos.  
 
A modo de conclusión de esta primera parte, habremos de reconocer la necesidad de un nuevo 
ordenamiento jurídico penal, pero es necesario subrayar que el mismo debe ir acorde al momento 
histórico-jurídico por el que atraviesa el país, obedeciendo, entonces a los sistemas de ultra 
garantías –concebidos en su mayor parte en el Pacto San José de Costa Rica, (1969)-, enmarcados 
dentro de los principios constitucionales e internacionales de los derechos y su interpretación, cuya 
base sea el principio de legalidad, reduciendo al mínimo la actividad discrecional del juez respecto 
de la interpretación de la ley, y que por el contrario, se dé paso a la creación judicial del derecho, 
sin desatender la máxima del Derecho Penal, que es precisamente, la legalidad.  
 
Es de remarcar en este sentido, que se ha intentado dar una solución a la aplicación de la 
institución de prejudicialidad constante en la derogatoria cuarta del Código Orgánico Integral 
Penal, en el sentido de eliminar el inciso final del artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, 
sin embargo, si bien es cierto, se eliminaría este requisito, no podemos dejar de pensar en la 
naturaleza del juicio civil, que técnicamente busca quitar los efectos jurídicos al documento falso, 
que además en su sentencia –que goza de la presunción de certeza- declara la condición de un 
instrumento que más adelante corresponderá a la  “materialidad” de la infracción. En este sentido 
se deja “solucionado” el problema que representa la aplicación de la prejudicialidad, sin tampoco 
haber detallado de manera expresa los casos de prejudicialidad, que corresponde a la redacción del 
artículo 414 del mismo cuerpo de leyes, violentando de esta manera el principio de legalidad, del 
que hablaremos más adelante. 
 
3.2. LA PREJUDICIALIDAD EN EL CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE 
PROCESOS 
 
En el sub capítulo anterior se ha expuesto la justificación de un nuevo ordenamiento jurídico 
penal, misma que se hace extensible hacia la necesidad de un Código General del Proceso, que 
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sirva de catalizador de uniformidad de procesos, facilitando de esta manera la administración de 
justicia, en cumplimiento del artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador, mediante 
la implementación de la oralidad en materias cuyo procedimiento podría calificarse hasta cierto 
punto de nebuloso, aclarando y facilitando de esta manera el ejercicio de la profesión y lo que es 
más importante, el cumplimiento de la paz social, como objetivo final de la administración de 
justicia. 
 
Es pues necesario de igual manera recordar que el actual Código de Procedimiento Civil, en su 
artículo 180, determina la obligación de que la falsedad material de un documento sea demandada 
para que se activen de esta forma las facultades del órgano jurisdiccional competente, en otras 
palabras, se encuentra sometida esta cuestión al principio dispositivo, sin embargo, del análisis más 
profundo de este articulado, se torna evidente para el autor de esta investigación el hecho de que no 
es necesario que la falsedad sea demandada, -acción cuyo objeto principal es restarle efectos 
jurídicos al documento en cuestión, y declarar su nulidad- sino que paralelamente se puede incluso 
invocar dicha calidad de “x” instrumento, como excepción -que de acuerdo al Código Orgánico 
General de Procesos- tendría la categoría de “Excepciones de Previo y Especial Pronunciamiento”, 
excuyéndola evidentemente, de las excepciones previas, por cuanto, las primeras requieren de 
resolución inmediata para continuar con el proceso, mientras que las segundas, bien pueden ser 
acogidas en la audiencia preliminar, como en la audiencia de juicio. 
 
De igual manera, a un somero examen del cuerpo de leyes aún en trámite, se deriva que es fruto 
de la implementación final del sistema de oralidad dentro de nuestro procedimiento, coadyuvando a 
facilitar la ya de por sí complicada tarea de la administración de justicia en materias no penales, 
reduciendo de esta manera el desgaste de actividad jurisdiccional, manteniendo los principios 
determinados en el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
Como ejemplo de lo expresado anteriormente hemos de referirnos a la unificación planteada por 
este posible nuevo cuerpo legal adjetivo respecto de las audiencias en diversas materias, es 
necesario referirnos a las mismas –particularizando que las normas que analizaremos, corresponden 
al juicio ordinario, que es la vía procesal mediante la cual se puede demandar la falsedad 
instrumental; y, en consideración a que son estas reglas, las aplicables a los demás tipos de 
procesos, previstos en el proyecto de ley-, de tal manera que lo que se pretende hacer es la 
existencia de dos audiencias dentro de un mismo juicio, a saberse: la audiencia preliminar y la 
audiencia de juicio propiamente dicha.  
 
La primera de ellas se encuentra establecida en el artículo 353 del proyecto antes mencionado, 
estableciendo las finalidades de la misma, que me permito transcribir a continuación: 
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“a) Ratificación de la demanda, contestación, reconvención (de haberla) y la contestación 
a la misma. 
b) Insinuación de conciliación entre las partes, misma que de darse totalmente, deberá ser 
declarada en sentencia por parte de la jueza o juez; si la conciliación es parcial 
únicamente, se la declarará mediante auto, que causará ejecutoria, mientras que lo 
restante se ventilará en la litis. 
c) Resolución del órgano jurisdiccional respecto de la validez del proceso. 
d) Resolución del mismo órgano jurisdiccional respecto de las excepciones de previo y 
especial pronunciamiento; y, todas las cuestiones que obstaren a la decisión de mérito, 
incluyendo la improponibilidad de la demanda y la falta de legitimación en la causa. 
e) Resolución sobre el objeto de la controversia 
f) Resolución del órgano jurisdiccional sobre reclamos de terceros. 
g) Resolución motivada sobre la admisibilidad de la prueba conducente, pertinente y útil, 
anunciada oportunamente por las partes.” 
 
Una vez finiquitada la referida diligencia la jueza o juez, procederá a dictar las resoluciones 
correspondientes de conformidad con el artículo 355 del mismo proyecto de ley, entre ellas la 
aceptación de la prueba pertinente al caso, que  es pedida en la primera audiencia, ordenada, 
practicada e incorporada en la audiencia de juzgamiento; de igual manera resolverá todas las 
excepciones previas, saneando el proceso, y de acogerse una de ellas que no sea subsanable, se 
declarará sin lugar la demanda, ordenándose su archivo.  En general dentro de esta misma línea de 
análisis se puede observar una referencia a las excepciones previas, mismas que constan en el 
artículo 165 del Código Orgánico General de Procesos, mismas que paso a enumerar a 
continuación: 
 
a) Existencia de convenio o compromiso arbitral o convenio de mediación; 
b) Incompetencia de jueza o juez 
c) Incapacidad de la parte actora o de su representante 
d) Falta de legitimación en la causa de la parte actora o la parte demandada, cuando surja 
manifiestamente de los propios términos de la demanda;  
e) Falta de llamamiento a terceros que estén obligados a concurrir al proceso; 
f) Defecto en la forma de proponer la demanda, inadecuación del trámite dado a la misma; o, 
indebida acumulación de pretensiones
7
; 
g) Litispendencia8;  
                                                         
7
 En cuyo caso, y de conformidad con el numeral 3 del artículo 355 del mismo cuerpo de leyes, la parte 
demandante subsanará los defectos en la propia audiencia, y se suspenderá la diligencia, otorgándose a la 
parte demandada el término de treinta días para completar o remplazar su contestación y anunciar prueba, 
atendiendo las aclaraciones o precisiones formuladas por la parte actora. 




j) Cosa juzgada;  y,  
k) Transacción 
 
Respecto de la resolución tomada en esta audiencia preliminar, cabrán únicamente recursos 




Por su parte el artículo 356 del Código Orgánico General de Procesos, establece el 
procedimiento a seguir dentro de la audiencia de juzgamiento, misma que deberá efectuarse antes 
de cuarenta y cinco días contados a partir de la fecha de la audiencia preliminar, cuyas 
resoluciones, cabe destacar no constituyen ni adelantamiento de criterio y menos aún 
prejuzgamiento; demás está decir, que de esta manera se salva cualquier tipo de consecuencias 
legales no deseadas por mala fe procesal, como la recusación y la acusación de prevaricato en 
contra del órgano jurisdiccional competente. 
 
De igual manera es de remarcar, que el tratamiento probatorio es el mismo que debe regir en 
estricto apego a la oralidad, es decir, las pruebas deberán ser enunciadas con anterioridad a la 
audiencia de juzgamiento, como hemos indicado anteriormente, y serán ordenadas, practicadas e 
incorporadas en el desarrollo de la audiencia de juzgamiento. Por su parte, en cuanto se refiere a 
peritos y testigos, se mantiene el manejo previsto en el Código Adjetivo Civil. 
 
El cambio más trascendental que se advierte dentro de lo previsto en el procedimiento de los 
tipos de juicios previstos en el proyecto de ley que analizamos –como lo es el juicio sumario, 
ejecutivo, monitorio, contencioso administrativo- es la obligación de la jueza o juez de dictar 
resolución oral dentro de la misma audiencia de juzgamiento, que de acuerdo al numeral 7 del 
artículo en cuestión, no podrá ser diferida, y en caso de serlo, deberá ser reinstalada el mismo día, 
en respeto de la inmediación procesal.  
 
De lo arriba descrito, es evidente pues, que existe, desafortunadamente una especie de omisión 
en el proyecto de ley, que si bien puede ser subsanada con las reglas previstas en los artículos 165 y 
353 del Código Orgánico General de Procesos, no es menos cierto, que la regla contenida en el 
                                                                                                                                                                          
8
 Si se tratará de litisconsorcio activo o falta de personería, se otorgará un término de diez días para 
subsanar el defecto, bajo apercibimiento de tener por no presentada la demanda y de aplicarse las sanciones 
que legalmente sean pertinentes. 
9
 Situación que a ojos del autor de esta investigación es la más acertada, pues es necesario recordar que la 
oralidad es el principio rector de nuestra administración de justicia, además de constituir una garantía para 
las partes procesales por cuanto, se respeta la inmediación entre los sujetos procesales, con la finalidad de 
llegar a conocer la verdad procesal.  
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artículo 180 del Código de Procedimiento Civil es más clara y taxativa respecto de la conducta 
procesal que deberá adoptar la jueza o juez competente, respecto de la demanda de falsedad 
material documental, y más trascendental aún, es recordar que el cuerpo de leyes en mención, no 
determina la existencia de una audiencia preliminar, ordenando que todos los incidente sean 
resueltos en sentencia. 
 
En este sentido es de remarcar, nuevamente, que lo expresado por el Código Adjetivo Civil, en 
base al principio dispositivo y la autonomía de la voluntad privada, constituye una expresión de la 
voluntad del legislador de someter las consecuencias de la falsedad documental a una ventilación 
judicial previa al inicio de la acción penal, con la finalidad de restar sus efectos jurídicos, pero 
estableciendo como condición sine qua non la expresión del accionante para nulitar dicho 
documento, esto es la demanda.  
 
De igual manera, es de mencionar que dicha expresión, bien puede ser expuesta como 
excepción
10
 en cualquier otra clase de proceso, manteniendo el órgano jurisdiccional su 
competencia, y procediendo –en el momento de resolver este incidente- a cotejar los documentos 
indubitados con los dubitados, siempre y cuando se trate de falsedad material, puesto que así lo 
deja ver el articulado en mención. 
 
Ahora bien, dentro de este proceso de cotejamiento, existen dos posibilidades, la primera de 
ellas es que exista correspondencia entre ambos documentos, lo que descontaría de plano la  
excepción propuesta, habilitando al órgano jurisdiccional, el continuar la tramitación de la causa
11
; 
la segunda posibilidad, es que siendo esos documentos trascendentales para la decisión final de la 
causa, no exista esa correspondencia, lo que inhabilitaría al órgano jurisdiccional para continuar 
con el trámite de dicho juicio, activando únicamente el sistema de cotejamiento –o en su caso, 
nombrando inclusive peritos- limitándose el juez a declarar la nulidad de ese instrumento, y remitir 
copias certificadas de dicho expediente a la Fiscalía General del Estado.  
 
Dentro de esta misma línea, surge otra cuestión: ¿Qué pasa si el instrumento no es trascendental 
en la decisión de la causa? 
 
Considero que la consecuencia lógica es que no se suspende la tramitación de la causa, pues el 
juez se encontraría habilitado para continuar en el conocimiento de la misma, ya que dicho 
                                                         
10
 Tomada esta en el sentido genérico de la palabra, sin mayor diferenciación entre las excepciones 
previas y las excepciones de previo y especial pronunciamiento,  cuyo equivalente serían las excepciones 
perentorias y dilatorias. 
11
 Procedimiento que sería aplicable incluso cuando entré en rigor el Código Orgánico General de 
Procesos. 
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documento, sea falso o falte dentro del expediente, no influiría de mayor manera en la decisión 
final del juicio, pero para efectos de retirar su validez se habrá de hacerlo en la respectiva sentencia 
civil. 
 
De lo anotado se infiere tres hechos que son atentatorios contra la seguridad jurídica, los que 
pasamos a describir a continuación: 
 
No existen claramente delimitados los casos de prejudicialidad prevista por los artículos 414 del 
Código Orgánico Integral Penal  y 40 del Código de Procedimiento Penal, lo que crea un vacío 
legal, permitiendo interpretaciones y cuestionamiento, lo que evidencia que no se ha realizado un 
verdadero análisis de las consecuencias de dicha laguna legal, creando desconcierto en cuanto las 
manifestaciones de la administración de justicia, respecto de la prejudicialidad. 
 
Carencia de procedimientos claros respecto de la falsedad documental, lo que implica una falta 
de diferenciación de los tipos de falsedad. 
 
Se ha utilizado nuevamente el sistema de lege ferenda, aplazando la responsabilidad que tienen 
los legisladores de emitir leyes claras, concisas, previas y ciertas respecto de determinadas 
materias, y más aún en consideración a la consecuencia procesal que acarrea la laguna antes 
referida, incurriendo nuevamente en el error en el que cayeron los legisladores pasados.  
 
A modo de crítica, considero que las leyes –sean estas sustantivas, adjetivas o ejecutivas- deben 
poseer determinadas características que permitan a los ciudadanos de la República del Ecuador una 
comprensión clara de sus derechos, obligaciones, el procedimiento para hacer cumplirlos, de ahí 
precisamente nace el concepto de una sociedad jurídicamente organizada, para efectos de lo cual, 
se hace menester  referirnos al proceso de institucionalización de la sociedad, como parte 
fundamental del Estado para la creación del derecho, y parafraseando a (Abril, 2001, pág. 528), 
articulista argentino, determinamos que una “x” conducta social existe previo a su ordenamiento12, 
con anterioridad a su normativización, por lo que si observamos sistemáticamente el proyecto de 
ley en cuestión, podemos inferir que se encuentran reguladas determinadas conductas, pero que se 
dejan de normativizar otras, con lo que de acuerdo a lo descrito por el autor antes referido, y de 
conformidad con el investigador del presente trabajo, constituye una omisión garrafal, por cuanto, 
se insinuaría que dichos procedimientos son obsoletos, lo que se reduce a un sofisma jurídico, tanto 
más cuanto que existen pronunciamientos actuales de los distintos órganos jurisdiccionales 
pluripersonales que incurren en contradicciones entre ellos, debido precisamente a la falta de 
                                                         
12
 Previsto dicho ordenamiento el sentido jurídico, integrando un sistema de normas, sean estas procesales, 
sustantivas o ejecutivas, que rigen en un lugar y tiempos determinados.  
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taxatividad en la determinación de los casos de prejudicialidad, disminuyendo de esta manera la 
efectividad de articulación jurisdiccional en la misma Función Judicial, lo que a su vez, reduce en 
un gran porcentaje la finalidad nomofiláctica de la casación, esto por solo describir consecuencias a 
corto plazo dentro del mismo sistema de administración de justicia. 
 
Como se deja anotado en líneas anteriores,  es evidente la actualidad del tema y la necesidad de 
una mejor y mayor labor en la estipulación de conductas jurídicas que son adoptadas tanto por el 
abogado en el libre ejercicio como por el administrador de justicia, facilitando una labor articulada 
entre las distintas instituciones pertenecientes al sistema, mediante la creación de los medios 
procesales adecuados que permitan uniformizar los pronunciamientos de los distintos órganos 
jurisdiccionales.  
 
Considero que de aprobarse el Código Orgánico General de Procesos, tal como está en  estos 
momentos, constituiría una falta jurídica imperdonable, puesto que como se deja expuesto en el 
problema que analizamos, retrocederíamos jurídicamente en lugar de avanzar. No podemos 
desconocer los esfuerzos realizados por integrar en la administración de justicia, mayor agilidad y 
facilitar la noble tarea de las y los jueces en base a los principios rectores de la misma, constantes 
en el Código Orgánico de la Función Judicial sin embargo, debemos también recordar la 
importancia que posee el principio de legalidad dentro de un sistema positivista como en el que 
estamos, surgiendo entonces el cuestionamiento de la “Ley de Colisión” entre los principios 
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CAPÍTULO IV 
EL DELITO DE FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTOS 
 
Analizada que ha sido la prejudicialidad civil respecto del ejercicio de la acción penal en cuanto 
se trata de un requisito previo al enjuiciamiento penal, corresponde en este punto de la 
investigación procurar centrarnos en el tipo penal que requiere del procedimiento anteriormente 
analizado y previsto  tanto por el Código de Procedimiento Civil, como por el Código Procesal 
Penal, y más actualmente, el Código Orgánico Integral Penal.  
 
Dicho tipo penal se encuentra determinado en nuestro catálogo de delitos, en aquellos cuyo bien 
jurídico protegido es precisamente la fe pública, con lo que el autor de la presente investigación, se 
encuentra en desacuerdo totalmente, y cuyas razones para estarlo serán expuestas de manera 
detallada en la parte pertinente de la misma; capítulo que establece los presupuestos fácticos 
necesarios para la configuración de la falsedad documental.  
 
En este sentido, pues es necesario, a modo de introducción a lo que analizaremos más adelante, 
determinar conceptos básicos para proceder a un correcto entendimiento del delito de falsificación 
de documentos y todas sus variantes, entender en primer lugar el proceso de formación de un 
documento, sus características intrínsecas y la diferencia con aquellas añadidas por los 
intervinientes en el mismo, entre otras, conceptos –que como se ha dicho ya- son necesarios para la 
debida apreciación del lector de la presente investigación.  
 
Sin ánimos de extendernos en explicaciones sin detallar, pasemos a conocer los conceptos 
básicos en este tópico. 
 
4.1  CONCEPTOS INICIALES 
 
4.1.1 EL PROCESO DE FORMACIÓN DEL DOCUMENTO 
 
Si bien es cierto, nuestro Código de Procedimiento Civil no establece una concepción 
exacta de la significación y alcance de un documento, del que se presume su veracidad, es 
de trascendental importancia comprender el proceso de formación o creación de un 
documento, mismo que debe ser la representación exacta de aquella intención otorgada por 
los creadores del mismo, por lo que deberá existir correspondencia entre la forma del 
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documento, y el contenido de este, encontrando, en este sentido elementos internos y 
elementos foráneos.  
 
En este mismo sentido, considero necesario remitirnos a lo que establece la doctrina 
como definición de documento: “[…] se considera documento todo soporte material que exprese 
o incorpore datos, hechos o narraciones con eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia 
jurídica.”  (Villacampa Estiarte, 1999, pág. 98 y ss) 
 
De la definición citada hemos de observar que un documento se deberá entender a aquel 
“back up” material que contenga datos en general, cuya mira final es generar un efecto 
jurídico previsto o no por las partes que participaron en su formación, destacando de esta 
manera que la finalidad más evidente para un documento cualquiera es la probatoria, tal 
como lo establece el artículo 121 del Código de Procedimiento Civil, que en la parte 
pertinente establece: “Las pruebas consisten en confesión de parte, instrumentos públicos o 
privados, declaraciones de testigos, inspección judicial y dictamen de peritos o de intérpretes.”  
 
 En tal sentido, es de remarcar que dicho documento tendría que poseer “aptitud 
probatoria”, es decir, reunir en sí determinadas cualidades que permitan establecer su 
veracidad en cuanto refiere a su forma y su fondo, vale decir, en consecuencia, existe 
diferencias que realizar entre estas, subrayando entonces elementos internos y foráneos. 
 
Entre estos elementos internos o propios habremos de destacar la diferencia doctrinaria 
a realizar entre el documento –continente- y las declaraciones en él constantes –contenido-. 
En esta misma línea de análisis, teniendo como consecuencia la necesidad de 
correspondencia entre ambos, que en otras palabras implica que la forma –es decir el 
continente- deberá cumplir con requisitos de forma mínimos en el proceso de su 
otorgamiento con la finalidad de que aquellas declaraciones en él realizadas tengan efecto 
jurídico valedero y veraz.   
 
Es pertinente, en este punto de la investigación expresar que un documento debe reunir 
cuanto menos estos requisitos:  
 
“[…](1) la constancia en soporte indeleble (incluyendo los soportes electrónicos, 
informáticos y telemáticos); (2) la procedencia humana (el autor debe ser, cuanto menos, 
determinable por el sentido del propio documento); (3) el contenido de la declaración 
comprensible de acuerdo con los usos sociales, es decir, la declaración debe ser 
significativa en sí misma (un escrito encriptado no es documento); (4) la entrada en el 
tráfico jurídico; y, por último, (5) debe ser original, sin que valgan copias ni fotocopias, 
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aunque esta afirmación es cada vez más relativa.” 
(http://www.unav.es/penal/crimina/topicos/documento.html. ) 
 
Paralelamente, es de señalar que de existir esa correspondencia entre forma y fondo –o 
continente y contenido, el proceso de formación del documento en cuestión no ha 
finalizado aún, puesto que es de considerar otra correspondencia que otorgará la calidad de 
“veraz” al respaldo material en cuestión, y aquella es la de igualdad entre las declaraciones 
realizadas en el proceso de forjamiento del documento, es decir las percepciones de la 
realidad tomadas por los intervinientes, con aquella existente en el mundo de los sentidos
13
, 
es decir, la verdad más allá del documento, aquella verdad expresada en forma de 
documento que no obedece ni a la percepción de la realidad por parte de las partes ni a lo 
que se pretende plasmar allí, estableciendo de esta manera la correspondencia realidad-
verdad. 
 
Es allí entonces donde iniciamos verdaderamente el proceso de creación de un 
documento, para efectos de lo cual, habremos de decir que la falsedad, como lo 
explicaremos de manera minuciosa más adelante, se puede presentar ya sea en este 
momento –es decir su creación- o incluso después de su emisión, alterando de esta manera 
la finalidad a la que nos referimos antes –en caso procesal, afectando de seria manera la 
aptitud probatoria de ese documento- y en casos particulares, el efecto jurídico del referido 
instrumento. 
 
Respecto de lo expresado en el párrafo anterior, es necesario remitirnos a lo explicado 
por (Corredor Pardo, 2011, pág. 383), respecto de la falsedad de los documentos: 
 
“Por manera que se contrae a la verdad del objeto a partir del acto humano de su 
creación, de modo que la verdad en él declarada o representada y que conforma la verdad 
perceptible del objeto así creado sea la verdad admitida colectivamente, y que se coloca en 
el tráfico jurídico como elemento genuino de la vida social para la configuración general 
de las relaciones de Derecho. Es la verdad del originen en sí mismo del documento. Se 
confronta así origen documental y documento creado para definir la verdad del mismo. 
(NEGRILLAS FUERA DE TEXTO)”. 
 
                                                         
13
 Respecto a este tema, es necesario indicar que esa es una de las razones por las que un documento 
otorgando por un incapaz relativo o absoluto, no generará efectos jurídicos a menos que las actuaciones o 
declaraciones plasmadas en dicho instrumento sean ratificadas por un sujeto capaz, por lo que se considera 
a este mecanismo, por parte del autor de esta investigación una especie de “aseguramiento” de actuaciones 
civiles y contractuales de los intervinientes. 
 
  33   
 
De esta manera pues, podemos inferir claramente, que la correspondencia entre las 
declaraciones constantes en el instrumento del que hablamos –contenido- y la voluntad del 
declarante, se la denomina debido documentar,  sin que medie en dicha condición 
adquirida por ese documento, otro elemento que no sea la relación existente entre el fuero 
del sujeto que lo otorga con sus dichos; en consecuencia, estaríamos excluyendo de manera 
provisional la relación objetiva de ese documento con la realidad e incluso, a la forma en la 
que se le otorga, (solemnidades por ejemplo). Dicho en otras palabras, el debido 
documentar, no es más que la relación existente entre el contenido del instrumento y la 
intención allí plasmada por el compareciente o forjador de dicho documento.  
 
De la premisa sentada, se observará entonces que cualquier alteración al documento o 
condiciones en las que se formó el mismo, decaería en una falsedad material o llamada 
también mutatio veritatis susceptible de ser comprobada de manera técnica. Esta institución 
a la que conocemos como mutatio veritatis es definida por (Serrano Gòmez & Serrano 
Mailo, 2013, pág. 768), quienes expresan: 
 
“En las falsedades hay un elemento objetivo de materialización de la inveracidad y otro 
subjetivo de dolo falsario o voluntad de alterar conscientemente la verdad por medio de 
una acción que quiere trastocar la realidad, convirtiendo en verdad aparente lo que no lo 
es, por medio de cuyo acto se ataca y se destruye la confianza que la sociedad tienen 
depositada en el valor de los documentos […]” 
 
Considero de igual importancia remarcar que la acción de falsificación –propuesta en líneas 
anteriores- tendría el efecto de separación entre lo declarado en el documento y la 
intencionalidad del sujeto que lo forjó inicialmente, otorgándole pues a dicho instrumento 
la calidad de falso, pero no variando su relación con la realidad, es decir, los elementos 
externos al documento en cuestión –como las solemnidades en su otorgamiento- no 
variarán, más las declaraciones realizadas en ese documento diferirán de lo plasmado por el 
forjador, alterando posiblemente sus efectos jurídicos mas no su relación con el medio 
externo, puesto que el continente será válido totalmente, no así su contenido, estaríamos 
entonces, frente a una falsedad ideológica.  
 
De lo anotado, deberemos obligatoriamente invocar a Francesco Carnelutti, a modo de 
corolario de lo expuesto: 
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“[…] la declaración consiste en escribir y el documento en lo escrito; la primera es un 
acto, el segundo un objeto; lo escrito una ve formado no es, en realidad, la declaración que 
la representa”  (Carnelutti, 1998, pág. 420) 
 
Dentro de esta premisa, es necesario analizar los caminos que posee el forjador de un 
documento para hacerlo, y más importante aún, es determinar los límites a estos dentro de 
nuestra legislación, de tal manera, que es necesario recurrir al concepto de lo auténtico, 
respecto del cual, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, expresa: 
“Acreditado de cierto y positivo por los caracteres, requisitos o circunstancias que en ello 
concurren.”, (http://lema.rae.es/drae/?val=AUTENTICIDAD,) que es precisamente la 
presunción de buena fe sobre la cual se han erigido la mayoría de construcciones lógico-
jurídicas sobre este tema, destacándose dos en particular: a) la Verdad Sinceridad al 
momento de concepción del documento y, b) la Verdad por la igualdad con lo representado 
o también llamada Verdad Veracidad.  
 
i) LA VERDAD SINCERIDAD 
 
Como bien se deja anotado en líneas anteriores, el proceso de formación de un 
documento o instrumento es trascendental para determinar la validez que tendrá este, y 
particularmente los efectos jurídicos que se darán como consecuencia del tráfico jurídico 
que tendrá dicho documento. Es por esto que la doctrina ha señalado que existen 
determinadas modalidades en base a las cuales se puede llegar a determinar la veracidad o 
autenticidad de un documento. Una de ellas precisamente es la Verdad Sinceridad.  
 
Esta modalidad plantea un análisis pormenorizado de la relación existente entre el 
documento forjado y su creador, esto es quien ha realizado las declaraciones, sin prestar 
mayor importancia a las mismas, no así a la actitud prestada por el creador del instrumento 
en cuestión al momento de reconocer su validez y sus efectos jurídicos.  
 
Se centra principalmente, como es de anotar, en el fuero interno del creador, teniendo 
como consecuencia inevitable, el reconocer su percepción de la realidad –en caso de estar 
la misma plasmada materialmente en la integridad documental- como base sobre la que 
erigir construcciones fácticas de la validez instrumental, por ende, se deja de lado la 
relación del documento con la realidad externa –una relación objetiva- para enfocarse en la 
conexión existente entre el contenido y su forjador, disminuyendo de esta manera la 
trascendencia que tiene la correspondencia entre continente y contenido.  
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En otras palabras, se aparta de la objetividad que debe poseer el documento como tal, 
para prestar mayor atención al aspecto subjetivo de la creación del documento.  
 
Ahora bien, a modo de paréntesis, el autor de este trabajo de investigación ha tenido el 
honor de haber sido alumno de un ilustre profesor y maestro de vida de la Universidad 
Central del Ecuador como lo es el doctor Mario Paz y Miño, quien ha expresado en muchas 
de sus cátedras, que lo importante en un documento es la obligación que contiene, mas no 
el antecedente. 
  
Acogiendo el criterio de este insigne maestro, es necesario manifestar que si bien es 
cierto, es necesario considerar la voluntad de las partes al momento de emitir un 
documento en el que se declaran determinados hechos o se hacen constar datos u 
obligaciones, el tomar en cuenta la percepción de la realidad y hacerla constar dentro del 
documento en cuestión implicaría tomar en cuenta antecedentes, lo que contravendría la 
obligación expresada en ese documento. Dentro de este mismo análisis, es de diferenciar 
los vicios de consentimiento –que nulitarían ese instrumento- versus la percepción de la 
verdad objetiva en consideración a la expresada dentro de ese continente.  
 
Dentro de este mismo punto, y de manera concreta esta modalidad dirigida a determinar 
la veracidad de un documento, no presta tanta atención al documento en sí, tanto en la 
forma como en el fondo, no sucediendo así con el fuero íntimo de la conciencia humana, y 
es precisamente que respecto a esto, se torna sumamente dificultosa su aplicación por 
cuanto, no se puede cotejar con otro elemento objetivo constitutivo de ese documento o de 
uno parecido en la naturaleza jurídica, sino que por el contrario, se observa que el juzgador 
estaría en la posibilidad de cotejarlo con un elemento foráneo a su objetividad y existencia 
autónoma, pero inherente a su nacimiento a la vida jurídica, esto es, la sinceridad de la 
conciencia del forjador en la creación y su incidencia en lo plasmado en dicho instrumento.  
 
Reducida toda la doctrina a las palabras expresadas en el párrafo anterior, la pregunta es 
la siguiente: ¿Cuán efectivo es este sistema de control de veracidad documental en su uso 
por parte del órgano juzgador? 
 
La respuesta es ambigua, puesto que, este sistema no permite el control de veracidad 
documental objetiva, puesto que el fuero interno de los declarantes escapa de manera 
expresa al control jurídico de un órgano jurisdiccional, sin que sea posible de manera 
alguna llegar a determinar la veracidad de las intenciones –o sinceridad de las mismas- de 
los forjadores de ese documento, estando en tal caso frente a una zona gris del Derecho 
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Penal, ya que si bien es cierto, se pretende controlar la veracidad del documento, su validez 
y efectos jurídicos, no se puede supeditar de manera alguna la sinceridad de los declarantes.  
 
Es necesario diferenciar en este punto el tema del fuero íntimo de declarantes versus el 
objeto del documento (o contrato), que en caso de ser este último ilícito, causaría la nulidad 
del contrato, mientras que en caso de ser “falsa”, la declaración realizada por alguno de los 
forjadores del documento, no implicaría necesariamente la nulidad de ese contrato, sino 
que podría traer como consecuencia la falsedad de la declaración contenida en ese 
documento, acarreando consecuencias civiles y penales.  
 
Dentro de esta misma línea de pensamiento, al ser considerada esta modalidad de 
control de veracidad documental, inútil respecto de documentos objetivos, no lo es así 
respecto de falsedades ideológicas –respecto de las cuales hablaremos más adelante-, 
aunque más propiamente hablaríamos de documentos insinceros
14
, que de conformidad con 
la doctrina española no son propiamente falsos. 
15
 Y más importante es referirnos a estos 
últimos, por cuanto, al no haber medio de control de los mismos, se intuiría una gran 
cantidad de instrumentos ideológicamente falsos en tráfico jurídico, por cuanto, y como se 
remarca nuevamente, su tránsito entre las múltiples relaciones sociales, no se encuentra 
supeditado por un órgano de control establecido para tales efectos, sino que se halla sujeto 
únicamente al fuero interno de las partes participantes de ese instrumento, y es 
precisamente allí cuando esta modalidad de vigilancia documental cobra fuerza, teniendo 
como consecuencia particular trascendencia el examen de falsedades ideológicas en las 
funciones esenciales de un documento, a saber:  
 
a) Función de Perpetuación 
b) Función Probatoria 
c) Función de Garantía 
 




                                                         
14
 Mismos que no necesariamente implican la falsedad del documento –como continente- no así de su 
contenido. 
15
 La doctrina y jurisprudencia españolas expresan que la falsedad debe recaer de manera obligatoria sobre 
elementos esenciales de un documento, para que sea considerado este como falso, afectando de manera 
clara la integridad del documento además de los efectos jurídicos que se esperan de este.   
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 ii) LAS FUNCIONES DEL DOCUMENTO 
 
Dado que nuestra legislación penal no ha establecido de manera clara y taxativa 
una definición precisamente “penal” de lo que es un documento, es necesario, en 
una primera instancia determinar cuál es el significado y alcance de este concepto, 
de tal manera que, podríamos decir que si bien es cierto, un documento se 
circunscribe a cualquier soporte escrito que contenga declaraciones, jurídicamente 
no tendría validez alguna, puesto que requiere reunir en sí determinadas 
características para generar resultados en el mundo jurídico, de tal manera que no 
podemos circunscribirnos únicamente a dicha definición por cuanto, en ella existe 
un vacío, siendo este el de otorgarle al documento validez siempre y cuando, de 
acuerda a la naturaleza del mismo, recaigan en su forma –vale decir, continente- 
aquellas obligaciones que están determinadas en la ley de acuerdo al contenido, lo 
que en palabras de (Creus, 1986, pág. 14), sería: 
 
“[…] como criterio general puede sostenerse que […] es documento todo el que, 
con significación de constancia atinente a una relación jurídica, observa las 
formas requeridas por el orden jurídico como presupuestos para asignar valor de 
acreditación del hecho o acto que le da vida, modifica o extingue.” 
 
Sin embargo de lo anotado, el autor del presente trabajo de investigación 
considera que es bastante limitado por cuanto no permite su aplicación respecto de 
determinados tipos penales que puedan irrogar la calidad de falso a un documento, 
pese a que este, en su continente, se encuentre emitido de acuerdo a la normativa 
legal vigente, con todas las formalidades y solemnidades del caso, limitando la 
protección del bien jurídico protegido únicamente con la tipificación de 
falsificación material de documentos, mas no la ideológica, que es la que 
precisamente, me permito recordar al lector, pretende cubrir la doctrina de la 
“Verdad Sinceridad”. 
 
Ahora, el documento desde un punto de vista técnico jurídico habrá de reunir 
determinadas características, como bien se expresó en líneas anteriores, a saber: 
 
“a. La inteligibilidad […]; b. La aptitud para determinar la convicción de su 
eventual destinatario en cuanto a la realidad de su contenido.; c. La relevancia 
jurídica, es decir, que el mismo sea determinante para el nacimiento, 
conservación, modificación o extinción de una relación jurídica o de un derecho.; 
d. La determinabilidad de su autor”.                                                                           





De lo anotado, es evidente pues que podemos realizar una agrupación de dichas 
características, de conformidad con las funciones que cumplen de tal manera que: 
 
 La inteligibilidad, que no es más que el contenido del documento sea 
susceptible de ser entendido, se agruparía bajo la premisa de un medio 
escrito, que respondería a la función de perpetuación; 
 La relevancia jurídica, como medio de expresión de una obligación entre 
las partes intervinientes, responde a la función probatoria, de la que 
hablaremos más adelante. 
 La determinabilidad de sus autores además de la convicción plasmada en 
dicho documento, responden a la función de garantía.  
 
Sentadas las bases de conocimiento respecto de las funciones de un documento, 
es necesario pasar a conocer las mismas sin más preámbulos: 
 
a) La Función de Perpetuación 
 
Como se ha indicado anteriormente, un documento –o instrumento, en 
consideración a la finalidad penal de esta investigación- es todo soporte material que 
permita el plasmar en él datos, que expresen determinada información, que pueda o no 
poseer relevancia jurídica pero que permite “perpetuarlos” en el tiempo, escapando de 
esta manera a la destrucción ya sea por manos del hombre o por obra de la naturaleza. 
 
Es necesario remarcar que de manera tradicional a esta definición se ha escapado 
medios no tradicionales de “impresión” de datos, tales como medios magnéticos, 
discos compactos, informáticos, entre otros, por lo que la concepción de esta función 
se hallaba sometida únicamente a medios escritos, dejando de lado otro tipo de 
posibilidades, que dado el avance tecnológico por el que ha transitado la sociedad en 
general, se lo ha ampliado, y evidentemente tanto del lado de la ley como la faz ilegal 
de las actividades a las que circunscribe el documento y su instrumentación,  de tal 
manera que actualmente nos encontramos frente a una inminente evolución de ambas 
partes que ha conllevado a que la ley de la materia se halle en desventaja con las 
nuevas modalidades adquiridas para delinquir, teniendo como consecuencia la 
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imposibilidad de combatir estas noveles actividades ilícitas por parte del organismo 
estatal. 
 
Entre otras actividades, a las que me refiero, se halla la falsificación de firmas, que 
por ejemplo, no necesariamente se circunscribe de manera única  a la falsedad que 
puede cometerse sobre uno de los elementos trascendentales de un documento 
“escrito” , sino que por el contrario, se amplía, precisamente a otros documentos no 
escritos, preclaro de aquella situación es la falsificación de firmas electrónicas, hecho 
que no se encuentra determinado por la Ley de Comercio Electrónico
16
, en su 
categoría de ley especial, menos aún por el Código Penal, lo que evidencia de manera 
más la profunda brecha existente entre lo teórico de la ley y la práctica diaria.  
 
     Como parte de la función de perpetuación es menester remitirnos a lo expresado 
anteriormente respecto del debido documentar, que no es más que la correspondencia 
real existente entre lo plasmado en el documento y la intención o pensamiento del 
declarante, lo que en palabras de Carlos Creus, responde al tenor del documento: 
 
“[…] la exigencia de que por el documento mismo sea posible determinar la pertenencia a 
un sujeto del pensamiento expresado en él;  así, los escritos realizados por medios 
mecánicos, sin firma o sin referencia a los sujetos que por él se expresan, carentes de otros 
signos que indiquen tal pertenencia, también pueden ser objetos de distintos delitos al ser 
modificados ilegítimamente (Creus, 1986)” 
 
De la cita transcrita, hemos de observar que precisamente se entrelaza de manera 
expresa la función de perpetuación con la característica de determinabilidad, que a la 
larga responde a la función de garantía como se deja expresado en líneas anteriores.  
 
En resumen, la función de perpetuación es la capacidad de permanencia de la 
expresión de los datos o información contenida en el documento/instrumento, siempre 
y cuando estos datos o información –como parte principal del documento formado- 
posea relevancia jurídica para las partes intervinientes en el mismo, de tal manera que 
de ser alterada dicha información ya sea material o ideológicamente, se evidencia una 
falsificación. 
                                                         
16
 Que dicho sea de paso de conformidad con la disposición derogatoria novena del Código Orgánico 
Integral Penal, se ordena: “Deróguese el Título V, desde el artículo 57 al artículo 64, de la Ley de Comercio 
Electrónico, Firmas y Mensaje de Datos publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 557 de 17 de 
abril de 2002.” 
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b) La Función Probatoria 
 
Esta es una de las funciones preeminentes del documento, se refiere principalmente 
a la aptitud probatoria que posean las declaraciones, información o datos constantes en 
el documento –sea constancia escrita o de cualquier otro tipo-, y principalmente 
respecto de las obligaciones contenidas en dicho instrumento que de manera evidente 
se vuelven vinculantes para las partes intervinientes, y de hecho, esta es la función que 
más trasciende en el mundo jurídico, precisamente por la fe pública que pesa sobre el 
documento indubitado además del tráfico jurídico que correrá sobre ese instrumento, 
complementando de esta manera lo expresado anteriormente.  
 
¿Para qué desea alguien crear un documento que lo instrumentará más adelante? 
 
A fin de responder esta cuestión, es necesario remitirnos a los antecedentes de ese 
documento, cuya confección se debe, además de expresar el acuerdo al que han 
llegado las partes sobre tal o cual tema, principalmente a probar ese acuerdo, sin 
embargo, hay que diferenciar que ese acuerdo no se encuentra constituido por el 
documento, vale decir, el documento no es el acuerdo, sino que lo instrumenta, 
viabiliza su impresión en un medio escrito –aunque no necesariamente deberá existir 
en un medio físico, sino que podrá hacerlo en el mundo informático, en un medio 
digital, sin que por eso pierda valor para determinar su valor y expresión del acuerdo 
de voluntades, por ejemplo un acuerdo suscrito por medio de firmas digitales
17
; y por 
ello hemos hecho la diferenciación entre contenido –en este caso el acuerdo- y 
continente –el instrumento-.  
 
    Se derivan entonces dos premisas fundamentales para la continuación de la 
función de perpetuación y su incidencia en la función probatoria del documento en 
cuestión: 
 
El instrumento contiene el acuerdo de voluntades, los datos de relevancia jurídica 
para los intervinientes o información en general.  
                                                         
17
 Mismas que deberán ser otorgadas por autoridad competente, que en Ecuador es la Superintendencia de 
Telecomunicaciones, y que a saber del lector, son códigos constituidos por secuencias numéricas únicas 
asignadas al solicitante. Interesante a decir del autor de esta investigación es el hecho de que actualmente 
existen programas actualmente que han aumentado la seguridad de las firmas electrónicas mismas que en 
caso de no ser ingresadas de manera adecuada por “x” número de ocasiones, encriptan el documento, 
inhabilitándolo para ser conocido salvo bajo autorización del autor de dicho instrumento. Dentro de este 
criterio, es de observar que la finalidad de cualquier documento, debidamente instrumentado es el tráfico 
jurídico, lo que precisamente sería imposible una vez que el archivo en cuestión se ha encriptado, por lo que 
pese a tener relevancia jurídica para las partes, no es factible su función probatoria.  
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El instrumento prueba la existencia de un acuerdo, pero no prueba el acuerdo 
contenido en él, lo que implica que dicha información, no necesariamente es veraz, sin 
que exista la relación de correspondencia entre lo expresado en el documento y la 
intención de las partes declarantes en el mismo.  
 
De tal manera que, para continuar con la respuesta a la pregunta realizada 
inicialmente, el documento que ha sido posteriormente instrumentado adecuadamente 
por las partes en él intervinientes, tiene la finalidad de probar que ha existido un 
acuerdo, información o datos que son jurídicamente relevantes para los declarantes, 
pero no prueba de manera alguna que dichas afirmaciones sean veraces, ergo, el 
instrumento prueba la existencia de algo, pero ese algo no necesariamente es veraz, de 
allí precisamente parte la falsificación ideológica, a la que nos referiremos más 
adelante.  
Por otro lado es de trascendental importancia referirnos a dicha función probatoria 
y particularmente a la Teoría General de las Pruebas: 
 
 LA TEORÍA GENERAL DE LAS PRUEBAS 
 
    En primer lugar y para no entrar de manera profunda en el análisis de lo planteado por 
esta teoría, pues nos alejaría de nuestro tema inicial, es necesario remarcar de manera 
sucinta los lineamientos generales en base a los cuales estableceremos los conceptos 
básicos de esta pequeña referencia al Derecho Probatorio.  
    
 En primer lugar es menester aclarar los conceptos de probar y prueba. 
 
    El probar es una actividad de índole discursiva material que busca principalmente 
poner en conocimiento del órgano jurisdiccional aquello que se ha convertido en materia 
de la litis, a manera de concepto general. Sin embargo, esta actividad conlleva un 
obligación jurídica mucho más grande de lo que se puede expresar en un concepto como 
el que acabo de entregar, pues si bien es cierto, el onus probandi corresponde a aquel que 
afirma determinado hecho o derecho, no es menos cierto que actualmente dentro del 
ámbito penal, se ha manejado el principio de libertad probatoria, constituyendo este uno 
de los mayores logros dentro de nuestro Estado constitucional, pues recordemos que en 
determinados casos –como por ejemplo el enriquecimiento ilícito- el onus probandi o 
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carga de la prueba corresponde al acusado, violentando de esta manera el artículo 76.2 de 
nuestra Constitución que establece como regla general la presunción de inocencia.  
 
    En tal sentido, habremos de indicar particularmente, que el probar, carece del fin de 
“poner en conocimiento del juez determinado hecho”, sino que intenta convencer al 
órgano administrador de justicia que nuestros dichos se encuentran en lo correcto, y que 
es por eso precisamente que se presentan elementos que permiten al referido órgano 
jurisdiccional eliminar dudas sobre nuestras afirmaciones –lo que en la doctrina se le 
conoce como Estándar de la Prueba, y más exactamente a aquel llamado “Más allá de 
toda duda razonable” al que se refiere (Laudan, 2013). 
 
    Dentro de este mismo sistema probatorio, nos es necesario referirnos al concepto de 
prueba, mismo que son los medios que el jurista usa en su actividad lógica discursiva a 
fin de que el Juez o Tribunal llegue finalmente a un convencimiento cercano a la certeza, 
de los hechos o derechos que alega el abogado, siempre y cuando sean usados de manera 
legal, es decir, por los medios establecido por la ley, en el momento procesal oportuno. 
 
    Establecidos de manera muy precisa estos conceptos, podemos  pasar a realizar la 
diferenciación respectiva entre lo que se considera la fuente, el medio y el objeto de la 
prueba.  
 
A) LA FUENTE DE LA PRUEBA 
 
    Este concepto es extremadamente trascendental en derecho probatorio pues 
constituye un conjunto de circunstancias o hechos del que pueden nacer 
determinado número de medios de pruebas –que en la actualidad, prácticamente se 
habla de lo que la doctrina llama “numerus apertus” respecto de la prueba a ser 
evacuada en el proceso, desde que se maneja en nuestro sistema probatorio el 
principio de libertad probatoria-.  
 
    Como su nombre lo indica la fuente de la prueba es de dónde nace el medio 
probatorio, sin que precisamente este pueda considerarse como prueba en sí, puesto 
que existe una separación temporo-espacial entre la fuente de la prueba y las 
formalidades con la que una prueba realmente depurada puede ser evacuada, y por 
ende tener dicha calidad.  
 
  43   
 
B) EL MEDIO DE LA PRUEBA 
 
     El medio probatorio, de conformidad con lo establecido por la doctrina, es aquel 
hecho o circunstancia que ha nacido de la fuente de la prueba, pero que no posee 
dicha calidad, puesto que no se encuentra depurado, esto es, reunir determinadas 
cualidades, lo que llamo “aptitud probatoria”, misma que es obtenida después de 
un proceso de anunciamiento ante el Juez de Garantías Penales, y evacuada ante el 
Tribunal de Garantías Penales.  
 
    Técnicamente, todo informe, declaración o versión, examen practicado a la 
fuente de la prueba tiene potencial suficiente para llegar a ser un medio de prueba, 
que no es otra cosa que una expresión material, documental o testimonial que avala 
los hechos que se conocen y que han nacido de la Fuente de la Prueba, y aquellos 
que no –la prueba colateral o referencial. 
 
     Considero necesario remarcar que dentro de nuestra legislación no existe la 
categoría de medio probatorio, sino que su equivalente fáctica y 
característicamente corresponde a los elementos de convicción y a los anuncios 
probatorios otorgados ante el órgano jurisdiccional correspondiente. 
 
C) OBJETO DE LA PRUEBA 
 
De manera general podremos referirnos al objeto de la prueba como aquella 
circunstancia o hecho que se pretende probar. Es necesario no confundir este 
concepto con el objeto de la pericia o examen, puesto que aquello comporta un 
carácter intrínseco técnico 
 
De las circunstancias anotadas se observa entonces que la prueba, a fin de 
adquirir tal calidad, debe pasar por un proceso de depuración que va acorde con las 
etapas enumeradas en el artículo 206 del Código de Procedimiento Penal, de tal 
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TABLA 1: DESARROLLO DE LA PRUEBA EN PROCESO PENAL 
 
 
Es necesario remarcar el proceso por el que atraviesa el elemento de convicción 
que nace directamente de la Fuente de la Prueba, es decir, del antecedente y 
condición fáctica que constituyen el delito, y que deberán ser relacionados entre sí 
de manera inmediata, correspondiendo de esta manera a las etapas de indagación 
previa e instrucción fiscal, precisamente nace de ello su calidad de elementos de 
convicción, pues no poseen aptitud probatoria ni han sido evacuados aún para 




Una vez que el brazo investigador del Estado, es decir la Fiscalía,  tiene fuerte 
convicción erigida sobre elementos unívocos y concordantes entre sí, se emite un 
dictamen fiscal acusatorio a fin de que se evacúe la audiencia preparatoria de 
juicio, en donde se dictará auto de llamamiento a juicio, presumiendo la 
culpabilidad y responsabilidad de determinado ciudadano o ciudadana, finiquitando 
dicha etapa ante el Juez de Garantías Penales, por medio de la realización de 
anuncios y acuerdos probatorios, cuyos elementos, aún no adquieren aptitud 
                                                         
18
 Es necesario subrayar que en caso de delitos flagrantes, la fuente de la prueba será necesariamente dichos 
actos que constituyeron una actividad típica, antijurídica y sancionada con una pena, amparándose en la 
que más adelante se constituirá en una prueba colateral, la versión del agente que ha impedido la 
consumación de ese delito. Por otro lado, al momento de la audiencia de formulación de cargos en caso de 
delitos no flagrantes, no estamos frente a elementos de convicción, sino que se trataría únicamente de la 
Fuente de la Prueba, que involucra de manera estrecha al presunto responsable de aquella infracción.  
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probatoria, por lo que se encasillarán dentro de lo que la doctrina llama “medios de 
prueba”. 
 
Enviado el proceso al Tribunal de Garantías Penales, este, ordenará todas las 
diligencias solicitadas por parte del acusado, la Fiscalía y el acusador particular, de 
haberlo, mismas que una vez ordenadas, practicadas e incorporadas en el proceso, 
pasan a formar parte del acervo probatorio sobre el que el Tribunal deberá analizar 
y crear un criterio lógico basado precisamente en los niveles de probabilidad, 
posibilidad, duda y certeza de la participación del acusado o procesado en el delito 
del que se le acusa.  
 
Paralelamente, es de remarcar, que la prueba para tener dicha calidad deberá ser 
obtenida de manera legal, a través de los medios previstos por la ley y cumplir 
formalidades que se conocen como doctrina “POPI”, a fin de que cumpla la 
finalidad prevista para la prueba, que es demostrar la certeza de los hechos 
afirmados por los probantes, a fin de alejar toda duda de la mente del órgano 
juzgador, lo que nos enlaza directamente al Estándar de la Prueba, del que, 
curiosamente, carecemos.  
 
c) La función de Garantía 
 
     Esta función principalmente se encuentra relacionada con la identificación del autor 
o autores del documento o soporte material. A fin de realizar un análisis 
pormenorizado de esta función es necesario retroalimentarnos con lo expuesto 
anteriormente respecto de la autoría y el debido documentar.  
 
El concepto del debido documentar responde no únicamente a la correspondencia 
existente entre las declaraciones contenidas en el documento y la intención de su 
autor, sino que más bien se encuentra intrínsecamente relacionado con el verdadero 
autor de dicho escrito o soporte material. En líneas anteriores hemos referido que la 
falsificación ideológica puede ser realizada de manera que el documento o 
instrumento sea totalmente válido y que incluso pudiera llegar generar efectos 
jurídicos, sin embargo, no es menos cierto que, esta situación puede excluir a que el 
autor –tomado este último como el suscribiente- de dicho documento se encuentre al 
borde de esta situación, es decir, en pleno desconocimiento de la calidad intrínseca del 
mismo, por lo que, habremos de recurrir al declarante.  
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Este, precisamente es uno de los casos que más preocupa, y al que nos referiremos 
más adelante de manera detallada, pero por ahora, al plantear el caso, es sencillo, 
particularmente cuando a lo ya expuesto, sumamos en el campo hipotético que dicho 
documento –en vicio de su verdad sinceridad-, es otorgado ante el funcionario público 
competente, entregándole valor de instrumento público, teniendo como consecuencia 
un cuestionamiento legal: 
 
En caso de ser demostrada la falta de verdad sinceridad plasmada en el documento 
entregado ante funcionario público competente: ¿Quién será responsable del 
documento?  
 
Para responder de manera eficaz a esta pregunta, nos remitiremos al más básico de 
los conceptos de autor: “Persona que inventa algo.” (Real Academia de la Lengua 
Española). Se deriva entonces que el autor es el inventor de algo, al que se le puede 
considerar de alguna u otra manera –a efectos de esta investigación- la causa 
primigenia de un efecto. En tal sentido, es de remarcar que en el caso propuesto, no 
podría ser considerado autor el funcionario público ANTE QUIEN se ha otorgado a o 
b instrumento, sino que este, sin conocimiento de la situación de falsedad ideológica 
de la que adolece el documento, lo ha dotado de instrumentalización, entrando en 
juego otro tipo de figura penal conocido como el desplazamiento de culpa.  
 
Ahora bien, planteando otro caso, si es el funcionario público quién después de que 
las partes han otorgado el documento y este se encuentra con todas las formalidades de 
ley, es quien ha modificado o añadido alguna declaración, ya no nos encontraríamos 
frente a una falta de verdad sinceridad como método para determinar la veracidad de 
ese documento, sino que por el contrario, nos encontraríamos frente a una falsedad 
material –relacionada con la siguiente parte de este mismo capítulo-, y cuya 
responsabilidad recaería sobre el autor de esas añadiduras, es decir, el funcionario 
público.  
 
De los casos propuestos, nos encontramos entonces con varias posibilidades de 
autoría (fuera del ámbito penal): 
 
 El autor material de un documento, quien en pocas palabras es el que elabora 
y suscribe el soporte material. 
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 El autor intelectual del instrumento, quien no necesariamente es el que 
suscribe el documento pero se halla presente en su elaboración, manteniendo 
determinada relación de influencia en el mismo, pero que no es identificable a 
medida que se investiga su relación con el referido instrumento. Dentro de 
este tipo de autoría nos encontramos con los famosos “anónimos”, de 
pasquines, por ejemplo.  
 
Al no haber la teoría jurídica hallado suficiente facilidad para la aplicabilidad de 
estos conceptos, se ha optado por aplicar la teoría de la imputación de autoría, en 
calidad de autor en base al concepto otorgado por el Código Penal y próximamente 
por el Código Orgánico Integral Penal, que en su orden expresan: 
 
“Art. 42.- Se reputan autores los que han perpetrado la infracción, sea de una 
manera directa e inmediata, sea aconsejando o instigando a otro para que la 
cometa, cuando el consejo ha determinado la perpetración del delito; los que han 
impedido o procurado impedir que se evite su ejecución; los que han determinado 
la perpetración del delito y efectuándolo valiéndose de otras personas, imputables 
o no imputables, mediante precio, dádiva, promesa, orden o cualquier otro medio 
fraudulento y directo; los que han coadyuvado a la ejecución, de un modo 
principal, practicando deliberada e intencionalmente algún acto sin el que no 
habría podido perpetrarse la infracción; y los que, por violencia física, abuso de 
autoridad, amenaza u otro medio coercitivo, obligan a otro a cometer el acto 
punible, aunque no pueda calificarse como irresistible la fuerza empleada con 
dicho fin.” 
 
Mientras que el Código Orgánico Integral Penal, expresa: 
 
“Artículo 42.- Autores.- Responderán como autoras las personas que incurran en 
alguna de las siguientes modalidades: 1. Autoría directa: a) Quienes cometan la 
infracción de una manera directa e inmediata. b) Quienes no impidan o procuren 
impedir que se evite su ejecución teniendo el deber jurídico de hacerlo. 2. Autoría 
mediata: a) Quienes instiguen o aconsejen a otra persona para que cometa una 
infracción, cuando se demuestre que tal acción ha determinado su comisión. b) 
Quienes ordenen la comisión de la infracción valiéndose de otra u otras personas, 
imputables o no, mediante precio, dádiva, promesa, ofrecimiento, orden o 
cualquier otro medio fraudulento, directo o indirecto. c) Quienes, por violencia 
física, abuso de autoridad, amenaza u otro medio coercitivo, obliguen a un tercero 
a cometer la infracción, aunque no pueda calificarse como irresistible la fuerza 
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empleada con dicho fin. d) Quienes ejerzan un poder de mando en la organización 
delictiva.” 
 
De lo anotado se observa entonces que la imputación jurídica obedece a 
determinados parámetros que deberán observarse al momento de emitir un auto de 
llamamiento a juicio en contra de “x” ciudadano, mismos que deberán basarse en 
medios de prueba –elementos de convicción- en base, precisamente a la función 
probatoria  a la que obedece el instrumento.  
 
Realizados que han sido los análisis necesarios para el fundamento de la doctrina 
de la verdad sinceridad, es hora, entonces de pasar al segundo método de 
identificación de la veracidad de los documentos, concebidos estos, como un todo 
integrado de elementos.  
 
ii) LA VERDAD VERACIDAD 
 
O también llamada la igualdad por correspondencia entre lo declarado y la realidad. Es 
otro de los métodos a los que debe saber acceder el órgano jurisdiccional pues se refiere a 
una relación objetiva entre lo declarado y lo existente en el mundo de los sentidos, en 
consecuencia de allí nace precisamente la relación entre lo simbolizante (el documento) y 
lo simbolizado (la realidad).  
 
Hemos decidido remarcar esta relación por cuanto de manera anterior nos referimos a la 
relación existente entre el continente y el contenido,  relación a la que nos podríamos 
referir únicamente como intrínseca entre dos elementos que conforman un instrumento, de 
tal manera que estos dos sean complementarios y respondan a la verdad íntegra que 
conforman, dando como resultado el concepto de autenticidad; sin embargo, en la doctrina 
de la verdad veracidad, la referida relación, deja de ser trascendente a fin de determinar la 
veracidad o autenticidad de un instrumento, centrando la atención en la relación que tiene 
el instrumento con la realidad circundante, declarando a dicho instrumento como un 
símbolo de aquello a lo que se refiere, es decir, se conforma un tripartito de veracidad, en el 
que: el objeto simbolizante contendrá determinada declaración que encierra, de acuerdo a 
lo manifestado por (Corredor Pardo, 2011, pág. 389) “una representación de otro objeto que 
se supone real o verdadero”, esto es un objeto simbolizado cuya relación con la realidad 
deberá ser evaluada por el órgano jurisdiccional competente, en base a la operación lógica 
de cotejamiento o comparación entre lo declarado y la realidad.  
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Es evidente pues, que hasta el momento, este método de identificación de veracidad 
sería el más adecuado dado el nivel de objetividad que se observa, particularmente en el 
momento de determinar falsedades instrumentales, sean estas ideológicas o materiales; sin 
embargo, existe una  situación que es preocupante y que deviene precisamente de las 
falsedades ideológicas, al efecto se plantea un ejemplo: 
  
Si la persona “a” escribe un libro, proveniente de su imaginación y que por autonomía 
se encuentra deslindado de la realidad, ¿Constituye dicha obra una situación de falsedad 
ideológica? 
 
La respuesta para el autor de esta es investigación es un rotundo no, por cuanto, esta 
obra por su naturaleza es imaginativa proveniente del fuero interno, de la psique de esa 
persona “a”, que de ser aceptada sin límite legal este método, debería ser tratada como 
autora del delito de falsedad ideológica. En consecuencia, si se realiza un cotejamiento de 
las situaciones plasmadas allí (objeto simbolizado) nos encontramos con una falta 
manifiesta de correspondencia entre la realidad existente en el mundo de los sentidos y 
aquella simbolizada en esa obra.  
 
De lo expresado, es necesario subrayar que al igual que la doctrina consistente en la 
verdad sinceridad, esta última, deja muchos cabos sueltos en cuanto al proceso de 
apreciación de la función probatoria de un documento se refiere, sin que, necesariamente 
esto sea bueno, puesto que –y remarcamos- es necesario un límite legal para la actividad 
volitiva de apreciación, ya que si la dejamos al libre arbitrio del órgano jurisdiccional ante 
el que se ventile este tipo de casos, nos encontraríamos en medio de una inseguridad 
jurídica galopante, hecho que sería inaceptable en nuestro Estado.  
 
Considero en este punto indispensable cuestionar precisamente la cuota legal en base a 
la que se aprecia o no la falsedad de un documento, permitiéndome por medio de este 
proceso, cuestionar incluso el contenido –mas no la validez- del artículo 180 del Código de 
Procedimiento Civil, que establece el proceso de “cotejar” entre los documentos la 
veracidad de uno de ellos y la falsedad del otro, dejando entrever la necesidad de una 
mayor cuota de objetividad en ese proceso por parte del órgano juzgador, puesto que 
precisamente, se entiende que el administrador de justicia, es imparcial y objetivo, lo que 
es contravenido por los dos métodos que hemos explicado anteriormente, ante lo que nace 
una tercera teoría de determinación de validez y veracidad del instrumento.  
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Este “nuevo” método no retrotrae la verdad del documento hasta el momento de su 
creación para considerar como parte integrante del documento la sinceridad de los 
declarante, y menos aún procura entender la relación del documento con la realidad 
externa, que sería considerado como cambiante y muchos de los instrumentos quedarían 
invalidados –ya sea por “falsedad” o por la simple falta de correspondencia entre el objeto 
simbolizante y el objeto simbolizado”-, sino que lo que debería pretenderse realizar es una 
ponderación de la relación objetiva entre el documento y su fin, que a la larga será el 
tráfico jurídico, sin pretender por ello, dejar de lado la posible afectación que sufriría la fe 
pública en su contenido como bien jurídico colectivo.  
 
En este sentido, mal podríamos quedarnos y adoptar cualquiera de los métodos antes 
señalados, puesto que, como se deja antes anotado, incurriríamos en riesgos innecesarios 
para toda persona que crea un documento, cuya finalidad es probar la existencia de una 
obligación o cualquier otra circunstancia que en él se pueda plasmar, a efectos de lo cual, 
hemos de expresar que no es factible considerar el antecedente a un documento puesto que 
sería involucrar un pasado que puede o no ser cierto; así como tampoco podemos 
proyectarnos a un futuro jurídico del documento como tal, pero si prever las consecuencias 
que un acto sobre el mismo pudiere acarrear, de tal manera, que con esto se evidencia la 
necesidad de optar por una apreciación integradora de los elementos del documento –lo que 
no necesariamente implica el proceso de creación y su incidencia en el futuro jurídico del 
mismo-, y que, desde su génesis, no se encuentre en riesgo la fe pública y por medio de 
esta el tráfico jurídico de un instrumento, cuya presunción de bona fine, le entrega la 
validez. Lo que se propone es entonces, un medio objetivo de valoración, constituido 
precisamente por el documento, que en nuestro entender será probatorio en todas las 
dimensiones posibles, esto es declarando su validez como fuente, medio y objeto de 
prueba, con valor principal, otorgándolo valor colateral al resto de pruebas.  
 
Como bien lo expresa Manuel Corredor Pardo:  
 
“La perspectiva de protección jurídica se orienta por la tutela de las relaciones jurídicas 
que potencialmente surgen en el seno de la vida social a partir de la colocación de dicho 
documento en la misma, y que presuponen su validez formal para permitir que fluya el 
mismo tráfico a partir del estado de prueba existente en la vida colectiva, sin necesidad de 
acudir a una relación de conocimiento directo entre el sujeto observador de la prueba […], 
o al examen de intimidad personal, condiciones ambas casi imposibles […] (2011).” 
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4.2  EL BIEN JURÍDICO PROTEGIDO 
 
Mucho se ha discutido sobre el bien jurídico que se ve afectado en este tipo de delitos, por 
cuanto por un lado nos encontramos con la fe pública, misma que de acuerdo a (Pessina, 1885, pág. 
127), es concebida como: “La fe pública no es la pura fe del privado, sino la fe sancionada por el 
Estado.”, y  en tal sentido, habremos de determinar que la misma es aquella “potenciación” que 
pesa sobre algún acto indeterminado de la vida privada –autonomía de la voluntad privada- y que 
es otorgada por el  funcionario público competente. Sin embargo dentro de este mismo concepto 
nos encontramos con un nivel de limitación, puesto que habremos de recordar que el funcionario 
público competente para otorgar este tipo de fuerza en documentos privados lo hace sobre el 
continente, mas no sobre el contenido, de tal manera, que la fuerza de los efectos jurídicos que 
pueda generar un documento que posea reconocimiento público, puede ser considerado como una 
relación directamente proporcional entre la fuerza del reconocimiento realizado sobre el continente 
y los efectos del mismo, sin necesidad de reconocimiento que debería realizarse sobre el contenido 
del mismo.  
 
En tal sentido, este obstáculo, debería ser subsanado mediante el reconocimiento de las 
declaraciones constantes en el continente, de tal manera que puedan producirse los efectos jurídicos 
inmediatos a posterior de haber realizado dicho reconocimiento, de lo contrario, nos 
encontraríamos frente a una relación de “objetividad-sinceridad”, es decir, mal podríamos intentar 
relacionar la realidad externa al documento con las declaraciones no impregnadas en él y que lo 
anteceden.  
 
Ahora bien, al abordar el tema de la afectación que realiza el injusto penal previsto en el artículo 
337 y en concordancia con el artículo 341 del Código Penal, se trata de la fe pública, afectada por 
un instrumento privado. En otras palabras, la fe pública carece –evidentemente- de la característica 
de particular, puesto que se trata de la “confianza” de un colectivo puesta en el Estado, vale decir, 
en sus instituciones, constituyendo el engaño a esta, un delito debido al nivel de afectación en el 
que se incurre. Cabe recordar que el Derecho Penal, y en palabras de (Donna, 2004, pág. 19): “se 
extiende a aquellos hechos que no sólo traicionan la fiducia individual, sino que también son susceptibles de 
inducir a engaño a un número indeterminado de personas: el público”. 
 
De lo anotado, observamos que no nos encontramos frente a una afectación de un bien jurídico 
corriente, sino que por el contrario, nos hallamos frente a un delito que afecta a una colectividad, o 
más específicamente, a las creencias de una colectividad.  
 
  52   
 
Con creencias, valga la aclaración, habrá de entenderse en aquella confianza depositada por un 
colectivo humano, una sociedad, respecto de la validez y veracidad de un documento, de tal manera 
que el mismo empieza a surtir efecto casi de manera inmediata; lo que evidentemente sucede de 
manera precisa y consecuente con la presunción de legalidad del mismo, en la totalidad de su 
integridad como de sus funciones.  
 
En consecuencia de lo anotado y como se deja remarcado, dentro del objeto de análisis de esta 
investigación se hallan las modalidades de afectación de este bien jurídico en cuanto a falsedades 
documentales se refiere, puesto que recordemos, estos delitos –debidamente tipificados- no son los 
únicos que afectan este bien jurídico, al que calificaremos de colectivo, por cuanto no se han 
afectado únicamente los intereses particulares, ya que además de estos, se encuentra en juego una 
serie de circunstancias que sobrepasan el interés individual y generan un interés estatal. 
 
Precisamente, esta es la base sobre la cual se erige la teoría dirigida a demostrar que la 
afectación no se realiza directamente sobre la fe pública, concebida esta como un bien colectivo, 
sino que, la afectación material se la realiza en un proceso –no bien- distinto a esta. 
 
Previo a adentrarnos en esta teoría, es necesario recordar que un documento –sea este público o 
privado- es creado principalmente con el fin de ponerlo en circulación, con miras de obtener algún 
rédito del mismo, tal es el caso de las letras de cambio por ejemplo, sin prestar mayor atención a las 
funciones de perpetuación y de garantía, sin mantener esta línea con lo que respecta a la función 
probatorio, cuyo fin ulterior, se expresará en el cumplimiento o no de la obligación contenida en 
ese documento por parte de los contratantes –quienes en el caso propuesto, no necesariamente sean 
los suscribientes, pues puede existir un tercer beneficiario no suscribiente de aquel título valor- y 
que puede hallarse circulando casi de manera infinita en un contexto social, a través de la 
institución llamada “endoso”; en consecuencia, de este ejemplo se observarán dos finalidades: 
 
a) El cumplimiento de la obligación contenida en la letra de cambio; y, 
b) El tráfico que puede poseer dicho documento 
 
Es aquí entonces, donde podemos abordar de mejor manera a aquella teoría a la que nos hemos 
referido con anterioridad. El tráfico jurídico consiste precisamente en el movimiento que posee 
determinado documento en un colectivo social, manteniendo en sí determinadas presunciones que 
permiten su circulación, tales como la legalidad, debido documentar y legitimidad de tenencia, 
entre las más importantes, facilitando de esta manera su circulación.  
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Claro ejemplo de lo mencionado es precisamente el dinero. He de referirme a este último por 
cuanto no es más que un documento que posee una especie de “back up” económico otorgado por 
el Estado, a través del reconocimiento del “valor” de este último, no tanto por la cantidad impresa, 
sino por la representación que realiza el mismo de la “riqueza” de determinado sujeto o ciudadano, 
y en este caso, Estado. Este es un claro ejemplo de la consistencia que debe residir en un 
documento, ya que al ser un documento oficial (público) un billete de veinte dólares americanos, 
este debe ser considerado no una expresión económica, sino monetaria, de tal manera que sea 
establecido como una representación de riqueza, no la riqueza en sí. 
 
Al ser un documento que goza del amparo estatal para su emisión –recordemos la relación 
existente entre el circulante y la cantidad de riqueza guardada en el Tesoro de los Estados Unidos 
de Norteamérica que es de donde viene el circulante ecuatoriano-, es susceptible de falsificación, 
constituyendo esta una categoría penal independiente puesto que junta en sí las características de la 
falsedad ideológica con las de la material, haciendo la tarea del órgano jurisdiccional mucho más 
patente al momento de valorar la prueba en cuanto se refiere a documentos que poseen el amparo 
del aparataje estatal como lo son los billetes, cuya destinación final es precisamente el tráfico 
jurídico.  
 
Siguiendo esta misma línea de pensamiento, es de observar que, al ser el tráfico jurídico un 
medio para hacer circular documentos, es el instrumento ideal para poner en movimiento un 
documento falso, teniendo este, prácticamente las mismas características de un documento veraz, 
por lo que es uno de los medios más usados a fin de lograr dicho objetivo.  
 
De la situación remarcada es de observar que al ser el tráfico jurídico el objetivo de la gran 
mayoría de documentos que son concebidos por particulares, y que en muchos de los casos 
portarán el amparo estatal, es decir la fe pública, esta última no corresponde en su totalidad al bien 
jurídico afectado. El autor de esta investigación considera que si bien es cierto, la fe pública como 
bien jurídico colectivo es la afectación final de la circulación de documentos falsos, no constituye 
sino una parte de aquel, puesto que el tráfico jurídico se establecería como medio-fin. La razón de 
mis dichos se halla principalmente en que se afecta el documento en su funcionalidad probatoria 
como ya lo he explicado en líneas anteriores, lo que implica que no se halla el bien jurídico 
afectado o lesionado dentro de este tipo de delitos ya que escapa totalmente de la esfera de la 
voluntad particular plasmada o expresada en el documento, mismo que es afectado en su dimensión 
física, pero que sin embargo, la misma posee un peligro dañoso que operaría en detrimento de 
bienes jurídicos colectivos en caso de ser introducido en el medio-objeto referido anteriormente, 
puesto que hablamos de un daño de función, no del daño de un documento.  
 
  54   
 
Al respecto nos habla (García, 1994, pág. 45), quien expresa que:  
 
“En definitiva, el bien jurídico protegido específicamente en el delito de falsedad 
documental sería la propia funcionalidad del documento en las diversas misiones que tiene 
que cumplir en el tráfico jurídico.” 
 
Para entender de mejor manera lo expresado, nos debemos obligatoriamente remitir a la 
naturaleza jurídica del delito, a fin de llegar a una comprensión medianamente profunda que 
permita diferenciarlo de otros de su especie. En este sentido, iniciaremos indicando que la falsedad 
documental se trata de un delito de peligro.  
 
Tanto es así que el mero hecho de que una persona posea un documento que es falso (sin 
importar si aquella es ideológica o material), constituye un riesgo desde el momento de su creación 
sin requerirse la incorporación al tráfico jurídico, puesto que como se expresó en líneas anteriores, 
se ha afectado ya cualquiera de las funciones establecidas según la naturaleza del documento, 
particularmente la probatoria, lo que implica una afectación al interés de las partes comparecientes 
(por conexidad con la función de garantía), lesionando de manera expresa el interés particular, 
habilitando al aparato estatal investigador a descubrir la naturaleza del engaño, demostrando de esta 
manera la naturaleza jurídica del delito, el peligro que entraña un documento falso para la 
seguridad del tráfico jurídico, concebido este último como medio-fin. Es totalmente remarcable el 
pensamiento expresado por (Boldova Pasamar, 2000), quien cita la sentencia del Tribunal Supremo 
de España que dice:  
 
“En última instancia lo que se protege con la punición de las falsedades no es tanto la 
verdad como la función que los documentos están llamados a desempeñar en la vida 
jurídica, que son la perpetuación de las declaraciones de la voluntad, la de identidad de 
sus autores y la estrictamente probatoria del negocio jurídico que el documento refleja”.  
 
En tal sentido habremos de remarcar nuevamente que la falsedad afecta no únicamente a la 
relación que pueda poseer ese documento con la realidad externa, pero lesiona verdaderamente las 
funciones a las que este documento se encuentra llamado a cumplir y que en caso de no hacerlo 
representaría una lesión indirecta a la fe pública concebida esta como bien jurídico social, de donde 
se deriva directamente que se trata de un delito de peligro abstracto, puesto que de hacerse uso del 
documento que adolece de las características ya inferidas por el lector, se habría de configurar un 
tipo penal distinto al de la creación pero que acarrea las mismas consecuencias, mientras que la 
tesis dentro de nuestro ordenamiento penal, iría dirigida específicamente a la configuración de un 
tipo penal de resultado, puesto que si analizamos la punibilidad del delito en cuestión, se encuentra 
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tanto en el Código Penal como en el Orgánico Integral Penal, redactada de manera tal que se dirige 
única y exclusivamente a una acción, que evidentemente conduce al resultado, y que bajo 
determinadas circunstancias se encontraría limitada de tal manera que incluso se acepte la tentativa, 
de donde se deriva evidentemente que en nuestro país se trata de un delito de resultado, no así para 
una gran parte de la doctrina y jurisprudencia española
19
, de donde se infiere que nuestro sistema 
penal ha optado por aquel estadio de desarrollo del Ius Puniendi estatal que reprocha las conductas 
que AFECTAN MATERIALMENTE la seguridad del tráfico jurídico, y más colectivamente la fe 
pública, adoptando de esta manera lo expresado por (Jimenez, 2010, pág. 518), quien dice: “[…] la 
falsedad es un delito de resultado que se consuma con la alteración de la realidad que se pretende 
incorporar; siendo necesaria la entrada en el tráfico jurídico”, manifestándolo de igual manera 
(Olivares, 2009), remarcando precisamente la importancia de que, se requiere que el documento en 
cuestión ingrese al tráfico jurídico a fin de que exista una verdadera lesión en contra del mismo, 
descontando categóricamente la posibilidad de considerar a la falsedad documental como un delito 
de peligro concreto, como lo plantea la jurisprudencia española ya expuesta.  
 
Ahora bien, considero que es necesario analizar lo expresado por los dos autores antes referidos, 
en el sentido de que si bien es cierto, en nuestra legislación penal, se ha establecido como un delito 
de resultado, para efectos de la punibilidad esta caracterización es totalmente valedera, sin 
embargo, y con el riesgo de sonar extremista, la falsedad documental sin importar que el objeto del 
delito posea carácter privado o público, entraña un riesgo para el tráfico jurídico, puesto que más 
allá del proceso de su creación, redacción, y materialización, contiene determinadas declaraciones 
que surtirán efectos sino inmediatamente, en algún momento dentro de la vida jurídica del referido 
soporte material, en tal sentido, la falsedad o verdad se podrán palpar casi inmediatamente, es esta 
precisamente la línea borrosa que existe entre dos momentos “documentales”: el efecto jurídico y el 
tráfico jurídico, siendo este último precisamente el que debería estar en primer lugar dentro de una 
línea lógica de desarrollo de los efectos jurídicos. En otras palabras un instrumento, habrá en 
primer lugar de acceder al tráfico jurídico para poder generar efectos, sin embargo, dentro de la 
práctica, el instrumento sea privado o público, genera efectos en primera instancia, para que 
inmediatamente se ponga en consideración la afectación o no a la seguridad del tráfico jurídico.  
 
En tal sentido, habiendo diferenciado estos dos momentos tanto en la práctica como en la teoría, 
se encuentra en un estado de evidencia el hecho de que el resultado no es necesario para iniciar con 
                                                         
19
 Tal es el caso de Echando Basaldua (1986), Bajo Fernández (1998), autores españoles quienes consideran 
que el delito de falsedad documental se considerará consumado desde que existe una materialización de la 
falsedad, sin que sea necesario el tráfico jurídico. Por otro lado sentencias del Tribunal Supremo español 
(12 de diciembre de 1991, 28 de febrero de 1992, 6 de octubre de 1998,  4 de mayo de 2007, entre otras) 
claramente indican que no es trascendental que se haga uso de un documento falso para que se ponga en 
riesgo la seguridad del tráfico jurídico de un documento que posee las características de uno falso. 
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el proceso de afectación al bien jurídico protegido –doctrinariamente hablando-, esto es la tantas 
veces referida seguridad del tráfico jurídico, por ende, nos encontramos frente a una categoría de 
peligro concreto, puesto que requiere este proceso, determinadas y cortas acciones para generar 
resultados punibles, mismos que dentro de nuestra legislación, serán los cuestionables y 
constituirán la base sobre la que se erigirá el enjuiciamiento –sea este civil o penal-. 
 
En otras palabras lo que el autor de esta investigación plantea es que un documento se encuentra 
alterado o falseado desde el momento en el que se adecua la conducta adoptada por el sujeto activo 
de la infracción a aquella conducta típica, antijurídica y sancionada con una pena; diferenciando 
entonces, la existencia de punibilidad de la infracción por peligro abstracto, mas no como 
resultado, evidenciando entonces que existe una relación directa entre la fe pública y el concebir a 
la falsificación como delito de peligro, al igual que una relación directa entre el tráfico jurídico y el 
concebir a este injusto penal como delito de resultado, por lo que dependiendo de las diferentes 
variaciones de las conductas en cuestión, podrían responder a cualquiera de ambas categorías. 
 
En esta misma línea de pensamiento, es necesario también establecer el momento de 
prescripción de la acción, puesto que dentro de nuestra legislación, a fines de declarar la 
prescripción se ha realizado una diferenciación, de existir un enjuiciamiento iniciado, para cuyo 
caso se contará desde la fecha de emisión del auto cabeza de proceso, -que actualmente 
corresponde a la apertura de la instrucción fiscal-; y de no existir un juicio iniciado, -para efectos 
de lo cual se contará el tiempo correspondiente a la sanción de la infracción, desde la fecha de 
perpetración de la misma.  
 
Es importante analizar este último tema, en directa relación con lo expuesto anteriormente 
respecto del momento de punibilidad del delito, en tal sentido, dentro del aún vigente Código Penal 
y en Código Orgánico Integral Penal, hemos de observar que se lo ubica al delito –en sus variantes- 
dentro de ambas categorías de delito -peligro y resultado-, sin establecer límites claros respecto de 
los diferentes tipos penales que contiene la falsedad documental, teniendo como consecuencia  la 
aparición de dificultad para el establecimiento y dictamen de la prescripción, particularmente 
respecto del tipo de uso doloso de documento falso, que principalmente se remite a la autoría 
discutida anteriormente, por lo que, para efectos de la pena y prescripción –de la acción y de la 
pena- en nuestra legislación penal, se da un tratamiento de índole única, esto es, peligro, pese a que 
en el uso doloso de documento falso, nos encontramos de frente con una lesión directa al bien 
jurídico protegido –la seguridad del tráfico jurídico-. En consecuencia, habremos de indicar que, el 
caso más complicaciones entraña es cuando no se ha iniciado un enjuiciamiento sea por el uso 
doloso, o simplemente por la mera falsificación, en tal sentido, como se deja indicado, dado el 
hecho de que en el primero de los casos, se remite a la autoría del resto de casos de falsedad, en su 
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tipo de delito de peligro, la prescripción, al igual que la punibilidad, no se encontraría en juego 
desde el momento de lesión, sino desde el momento de falsificación documental, por cualquiera de 
los medios previstos por la ley.  
 
4.3.- LAS VARIANTES DEL TIPO PENAL DE FALSEDAD DOCUMENTAL 
 
A) LA FALSEDAD MATERIAL 
 
Como ya se ha expuesto anteriormente, uno de los medios de falsificar el soporte 
material llamado documento, es a través de la alteración física del mismo, que conllevará 
más adelante a la manipulación de su relación tanto con las partes que han declarado en el 
mismo, la función probatoria y la relación del mentado documento con la realidad objetiva. 
 
En el aún vigente Código Penal, se establece en el capítulo III los delitos de 
Falsificación de Documentos en General dentro de los que se incluyen documentos 
privados, documentos públicos, instrumentos mercantiles -a excepción de los cheques- así 
como el uso doloso de documento falso, y en los artículos 337 y los incisos primero, 
segundo y cuarto del artículo 339, se establece la modalidad de falsificación material de un 
documento en general, por lo que pasamos a conocerlo inmediatamente.  
 
En primer lugar nos encontramos con el artículo 337 del aún vigente Código Penal, que 
trata principalmente de falsificación de documentos públicos, ya sea por:  
 
a) Firmas falsas 
b) Alteración de actas, escrituras o firmas 
c) Suposición de personas 
d) Escrituras hechas o intercaladas en registros u otros documentos públicos, en 
escritos u otras actuaciones judiciales, después de su formación o clausura.  
 
De este articulado es remarcable el hecho que la sanción se la impone a un funcionario 
público, por cuanto este constituiría el medio adecuado para que los efectos de la falsedad 
documental se materialicen para las partes, y conviene indicar que el funcionario público, 
de conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica del Servicio Público, determina: 
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“Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que den cualquier forma o a 
cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro 
del sector público” 
 
En concordancia con lo establecido por el artículo 225 de la Constitución de la 
República del Ecuador, que determina la extensión del concepto de sector público que es:  
 
a) Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control Social; 
b) Las entidades que integral el régimen autónomo descentralizado; 
c) Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de 
la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar 
actividades económicas asumidas por el Estado; 
d) Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos.  
 
Por su parte, el artículo 199 de la Ley Suprema del Estado establece:  
 
“Los servicios notariales son públicos. En cada cantón o distrito metropolitano habrá el 
número de notarias y notarios que determine el Consejo de la Judicatura. Las 
remuneraciones de las notarias y notarios, el régimen de personal auxiliar de estos 
servicios, y las tasas que deban satisfacer los usuarios, serán fijadas por el Consejo de la 
Judicatura. Los valores recuperados por concepto de tasas ingresarán al Presupuesto 
General del Estado conforme lo que determine la ley.” 
 
De igual manera, la primera parte del artículo 200 de la Constitución de la República 
determina: “Las notarias y notarios son depositarios de la fe pública” 
 
Por su parte, el artículo 6 de la Ley Notarial, aún vigente, instituye en la parte pertinente 
que: 
 
“Notarios son los funcionarios investidos de fe pública para autorizar, a   requerimiento de 
parte, los actos, contratos y documentos determinados en las leyes.” 
 
 De la normativa transcrita se deriva el hecho de que las  y los notarios son los 
funcionarios públicos investidos de la potestad estatal de dar fe pública a determinados 
actos e instrumentos a fin de reconocer sus efectos jurídicos para las partes, así como de 
atestiguar de los mismos; sin embargo, es remarcable que de acuerdo a las disposiciones 
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correspondientes del Código de Procedimiento Civil, las y los notarios dan fe del 
otorgamiento y continente del documento mas no de la veracidad de las declaraciones que 
este contiene, lo que incurre en la posibilidad de que ellos puedan configurar un delito 
únicamente material, mas no ideológico, lo que, de acuerdo a nuestro sistema penal, es 
contradictorio ya que ambas modalidades se encuentran en posibilidad de ser cometidas por 
parte de estos funcionarios públicos. 
 
Por otro lado, es necesario considerar también que las y los notarios no son los únicos 
funcionarios públicos per se, quienes se encuentran en posibilidad de otorgar fe pública a 
determinados instrumentos, pues recordemos que, las y los jueces del país –particularmente 
de primer nivel- en un sentido doctrinario poseen también está facultado “secundaria”, al 
igual que las y los secretarios de juzgados, y demás instituciones públicas, dirigidas al 
ejercicio de determinada potestad estatal –el llamado potestas romano-, como bien lo 
establece el artículo 225 de nuestra Ley Suprema. 
 
En tal sentido, el elemento subjetivo del delito contenido en el artículo 337 del actual 
Código Penal, se encuentra limitado, en su comisión, a un funcionario público que ejerza, 
por determinación del artículo 229 de nuestra Constitución en concordancia con el artículo 
4 de la Ley Orgánica del Servicio Público, determinada actividad de prestación de servicio, 
por lo que se encuentra en este sentido, establecido el elemento objetivo de la autoría de 
este tipo penal.  
 
En esta misma línea de pensamiento es necesario remitirnos al objeto que es sometido a 
una alteración física, esto es el documento, para efectos de lo cual nos deberemos dirigir a 
lo establecido por el artículo 164 del Código de Procedimiento Civil, que establece:  
  
“Instrumento público o auténtico es el autorizado con las solemnidades legales por el 
competente empleado. Si fuere otorgado ante notario e incorporado en un protocolo o 
registro público, se llamará escritura pública. Se consideran también instrumentos 
públicos los mensajes de datos otorgados, conferidos, autorizados o expedidos por y ante 
autoridad competente y firmados electrónicamente.” 
 
De la norma transcrita hemos de entender que la amplitud del concepto de un 
documento público es más extenso que aquella denominación de “instrumento”; puesto que 
dados los avances tecnológicos por los que ha atravesado la sociedad, mal podíamos 
encontrarnos en un estadio pasado y caduco respecto a la denominación y proceso de 
otorgamiento de los mismos, tanto es así que actualmente, mal podríamos referirnos 
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únicamente a documentos, sino que se debería ampliar a “soportes materiales” de 
información, como bien lo sugiere el inciso segundo del artículo transcrito.  
 
Ahora bien, analizando de mejor manera el artículo 164 del Código de Procedimiento 
Civil, se infiere lo ya manifestado anteriormente:  
 
“[…] el carácter público del documento viene determinado por la esfera en que se produce 
y por el sujeto u órgano del cual emana su formación, sea que éste actúe en función del 
creador del tenor completo del documento [...], sea que lo haga en función del otorgador 
de autenticidad […] (Creus, 1986, pág. 35) 
 
 Además de sumar a todo esto, la fe pública, otorgada por el funcionario competente, en 
ejercicio de sus funciones, teniendo como consecuencia que existen determinadas 
presunciones de derecho, -las llamadas iuris tantum- que recaen sobre el soporte material, 
tales como la autenticidad oficial, la legitimidad de tenencia y la legalidad en su emisión –a 
las que ya nos hemos referido brevemente en líneas anteriores- y que deberán ser destruidas 
por medio de la prueba.  
 
Es aquí entonces en donde nos deberemos remitir al proceso civil, puesto que, a meros 
rasgos el direccionamiento del mismo se encuentra dirigido a la destrucción de los efectos 
jurídicos del instrumento o soporte material que adolece de una falsedad, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, pero que sin 
embargo, su esfera de acción se dilata sobre la materialidad del delito, a fin de desarmar las 
presunciones de derecho referidas, por medio de la declaratoria de su falsedad –que 
evidentemente incurre en la nulidad del instrumento-. 
 
Por otro lado, el mismo artículo 337 del Código Sustantivo Penal, establece las 
modalidades por las que un funcionario público puede cometer el delito de falsedad 
material que de acuerdo a lo manifestado por (Creus, 1986, pág. 51), corresponde a: “[…] 
hacer en todo o en parte un documento falso o adulterar uno verdadero, de modo que pueda 
resultar perjuicio.” 
 
Dentro de estas modalidades, observamos entonces claramente, en primer lugar las 
firmas falsas, que comporta de manera genérica la alteración de un documento esencial del 
soporte material de tal manera que afecta directamente a dos de las tres funciones expuestas 
dentro de este mismo capítulo, a saber en su orden las funciones de garantía y probatoria, 
alterando de esta manera en primer lugar, las partes para las que los efectos jurídicos 
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surtirán, en el sentido de alterarlas, ya sea por añadidura  o enmendadura a las firmas, lo 
que evidentemente incurriría en una cuestión de anulabilidad del instrumento, por 
reconocimiento de firma y rúbrica.  
 
En segundo lugar, la alteración de las firmas constantes al pie del documento, 
invalidaría la función probatoria debido a que las partes que crearon el soporte material, no 
están en posibilidad de reconocerlo de manera efectiva a fin de tomar bajo su 
responsabilidad los efectos jurídicos de dicho instrumento, de tal manera que la nulidad de 
ese instrumento sería evidente, teniendo como consecuencia la inmediata responsabilidad 
del fedatario, más allá de las posibles responsabilidades por parte de los otorgantes, 
aquellos que dieron pie a la formación del documento y quienes suscriben el mismo.  
 
En tal sentido, considero que la firma no es más que aquella expresión de aquiescencia 
de aquel que la estampa en un documento público, enunciando de esta manera la 
aprobación del suscribiente respecto de las cláusulas o acuerdos constantes en el 
documento, teniendo en este sentido una relación directa con el grado de veracidad –o 
percepción de la misma- que pueda tener el o los otorgantes. En tal sentido, lo que acarrea 
la falsificación o alteración de una o varias firmas, a más de tener los efectos que posee 
sobre la función de garantía, respecto a la identidad de las partes, posee una consecuencia 
colateral sobre la misma veracidad del documento. Es trascendental en esta línea de 
pensamiento proponer lo siguiente: 
 
La firma al ser una expresión de aprobación, mantiene una relación directa con las 
declaraciones contenidas en el soporte material, por lo que, al estarse alterando una parte 
esencial de un documento o instrumento, se está habilitando indirectamente al autor de 
dicha falsedad –en el caso concreto, un funcionario público- a realizar otro tipo de 
alteraciones físicas o ideológicas respecto del mismo documento, operando en el sentido 
que más pueda favorecer al autor de dicho injusto penal, afectando de manera indirecta  a 
la función probatoria del instrumento, y de llegarse a comprobar la falsedad ideológica 
operada después de la clausura del soporte material, podría llegar incluso a afectar la 
función de perpetuación puesto que no existe una correspondencia real entre lo plasmado 
en el instrumento y aquellas intenciones que tenían las partes al momento de la creación del 
referido documento, modificando de esta manera las tres funciones, mismas que afectan al 
documento no tanto en su materialidad sino en su integralidad, que es precisamente la 
gravedad que posee la falsedad material, -no necesariamente por firmas de manera única-. 
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Por otro lado, nos encontramos de lleno con la falsificación material por alteración de 
actas, escrituras o firmas, y que básicamente podremos centrar nuestro estudio en el verbo 
rector de este accionar: el alterar. De conformidad con la definición de alteración dada por 
el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, que establece el significado 
usual del vocablo: “Cambiar la esencia o forma de algo.” 
(http://lema.rae.es/drae/?val=ALTERAR ) 
 
En tal sentido, el alterar significa generar un cambio en determinado objeto o situación 
preexistente que posee sus propias características y elementos constitutivos que le permiten 
adquirir “aptitud probatoria” así como presunción de legitimidad. En el caso que nos 
ocupa se entenderá que un documento cumple con esas características, más aún en 
tratándose de soportes materiales de carácter público, lo que “asegura” de una u otra 
manera el cumplimiento de las funciones a las que me he referido anteriormente.  De esta 
manera la alteración no necesariamente se circunscribe de manera única al aspecto de 
material, sino que puede afectar incluso al antecedente de la concesión de ese instrumento, 
por ejemplo, si se incluye una cláusula –de la que el documento original carecía-, 
generando efectos no previstos por las partes, lo que evidentemente incurre, en una 
alteración material, pero que, dada la naturaleza del instrumento, podría o no ser cotejada 
en el tiempo adecuado, conllevando incluso a la falsificación ideológica por haber incluido 
elementos en el instrumento no concebidos en su creación. 
 
La alteración en este sentido, corresponde al forjamiento, cambio o inclusión de 
cualquiera de los elementos trascendentales del documento, en consideración a la finalidad 
del mismo. Con elementos trascendentales me refiero a aquellos que afecten directamente 
la validez, presunciones y funciones del instrumento en cuestión, sea este un acta –
transaccional o de entrega-recepción-, una escritura –de compraventa- o firmas, mismas 
que ya han sido tratadas en el acápite anterior.  
 
Por su parte el literal c) del artículo 337 del Código Penal, establece una modalidad de 
comisión de falsedad material por parte de un funcionario público, harto discutible por 
cuanto la suposición de personas, de conformidad por lo explicado por Albán Gómez 
(2012), implica que el funcionario público ha incluido dentro del documento la presencia 
de una persona que no estaba en el momento de la concesión del mismo. Se torna discutible 
esta modalidad, por cuanto, en primer lugar recibe afectación directa la función de garantía 
–debido a los autores y/o beneficiarios , según el caso, del documento-, en segundo lugar, 
puesto que de manera genérica consiste en una alteración material del instrumento, -lo que 
se encuentra fuera de discusión, pero que proviene de una percepción errada de la realidad, 
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-sea esta voluntaria o no- por parte de aquel funcionario que redacta o crea el documento- 
lo que deviene en que ese error tiene un carácter meramente subjetivo proveniente del fuero 
interno del funcionario, teniendo como consecuencia el carácter bidireccionado que posee 
esta, siendo ideológica y material a la vez; y en tercer lugar, se observará que esta 
modalidad, afecta directamente la función de perpetuación, puesto que una vez que sea 
remarcado el error constante de ese instrumento, se tornará en inválido por excelencia, por 
lo que deberá a fin de subsanarse ese error, concederse una nueva escritura o documento.  
 
El autor de esta investigación considera que es evidente la correspondencia existente 
entre los niveles de afectación de la “alteración de firmas” –literal b) del artículo 337 
ibídem- y la suposición de personas –literal c) de la misma norma- lo que conlleva a 
considerar que, como lo expresa Albán Gómez, la concurrencia de ambos literales dentro 
de un mismo documento, corresponde a una concurrencia de modalidades delictuales –no 
necesariamente de delitos- a lo que me permito añadir, que se consideraría una 
concurrencia ideal, por cuanto no existen diversos niveles de afectación a un bien jurídico 
protegido en particular, sino que más bien, nos encontramos en que la categoría delictual es 
la misma, sin que exista necesidad de afectación material, y que como bien, lo hemos 
expresado anteriormente, se trata precisamente de diversas modalidades, pero que, en 
consideración al elemento afectado, podría, eventualmente, ser considerada como una 
categoría especial dentro de lo genérico.  
 
Por su parte, el literal d) del artículo tantas veces invocado establece: “Escrituras hechas 
o intercaladas en registros u otros documentos públicos, en escritos u otras actuaciones judiciales, 
después de su formación o clausura.”, remarcando el autor de esta investigación que se trata 
principalmente en este literal de tiempos. La razón de mis dichos se debe especialmente a 
que, toda modificación o adhesión realizada a posterior de la finalización de un documento, 
se podrá considerar como un intento de alteración del mismo,  puesto que recordemos que 
el proceso de formación de un instrumento debe obedecer a las ya tantas veces referidas 
funciones, pero máximamente corresponderá de manera fiel al debido documentar, al que 
ya nos hemos referido con anterioridad. En tal sentido, el hacer o contrahacer determinada 
cláusula, o cualquier otro elemento constitutivo del instrumento, podrá ser encasillado 
dentro de esta modalidad de alteración documental.  
 
De otro lado, nos encontramos con aquellas formas de falsedad material descritas en el 
artículo 338 del aún vigente Código Penal, que establece  
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Previo a pasar a conocer el siguiente articulado que versa sobre falsedades 
documentales, considero necesario hacer un paréntesis. Si bien es cierto, en el acápite que 
acabamos nos hemos referido principalmente a falsedades documentales materiales, no es 
menos cierto que es totalmente remarcable el hecho de que estas han sido cometidas por 
funcionarios públicos, por lo que es trascendental subrayar la calidad del autor –sea 
material o intelectual- del delito, y es precisamente en este sentido que debemos insistir en 
la gran responsabilidad que poseen los servidores públicos en sus labores diarias, a fin de 
que exista un proceso de concienciación de las actividades que realizan, particularizando en 
los fedatarios, quienes  a la larga poseen el potestas estatal, a fin de entregar las 
presunciones a las que hemos hecho referencia con anterioridad.  
 
Ahora bien, otra de las modalidades de falsedad material sobre un documento, se 
encuentra determinada por el artículo 338, que al igual que el artículo 337, se refiere a los 
funcionarios públicos que en ejercicio de sus funciones incurriere en cualquiera de las 
formas descritas en el articulado referido, esto es, la desnaturalización del documento con 
base en dos pilares fundamentales para él: 
  
a) Escribiendo estipulaciones distintas a aquellas estipuladas por las partes 
b) Estableciendo como verdaderos hechos que no lo son al momento de la concepción 
del documento; 
 
De la manera en que hemos venido exponiendo las distintas modalidades que puede 
adoptar la falsedad documental, hemos de observar que la desnaturalización del 
documento. Como se ha expuesto ya con anterioridad, considero  menester recordar que en 
esta modalidad existe un doble nivel de afectación, y si tomamos en cuenta a la 
desnaturalización como una expresión de la falsedad ideológica, se puede claramente, 
inferir tres niveles de lesión: el primero y más evidente es el documento en sí; el segundo: 
el bien jurídico protegido –mismo que puede responder a la fe pública como al tráfico 
jurídico-; y el tercer elemento, de ser aplicable al caso, correspondería de manera 
inequívoca a la falsedad ideológica. 
 
Ahora bien, de la forma en que nos plantea el artículo 338 del Código Penal aún 
vigente, se observará entonces, de manera genérica, una falsedad ideológica que tiene 
como consecuencia una afectación del primer nivel al que nos hemos referido en el párrafo 
anterior, de donde se evidencia una relación consustancial entre el primero y tercer niveles, 
y podemos afirmar con toda seguridad, -por lo menos dentro del supuesto fáctico planteado 
por el artículo en cuestión- se trata de una discordancia entre las declaraciones que 
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“deberían” constar en el documento y aquellas que efectivamente constan en él, lo que 
podría dar pie a la confusión entre falsedad ideológica y la falsedad material. 
 
De manera general habremos de afirmar que el proceso de desnaturalización de un 
instrumento conferido por un fedatario público, de ninguna manera se limita únicamente a 
las formas previstas por el articulado en análisis, puesto que bastaría con la alteración de 
una de las funciones que posee el documento –a más de las conferidas por los 
comparecientes, mismas que a la larga corresponderán de manera efectiva a las funciones 
anteriormente estudiadas- para que existiera dicha incongruencia que será la “piedra 
angular” sobre la que se erigirá una falsedad –sea esta material o ideológica- y que se verá 
expresada en el factum probandum, afirmación de donde podremos colegir la trascendencia 
del cotejamiento que deberá realizar el órgano juzgador, puesto que se observan cinco 
posibilidades que puede seguir el funcionario público que crea un documento y sobre las 
que se construirán determinadas relaciones jurídicas: 
 
a) Crear el documento de manera tal que exista correspondencia entre lo allí constante 
y la realidad;  
b) Crear el documento con una correspondencia parcial entre lo allí constante y la 
realidad;  
c) Crear un documento que no posea conexión alguna con la realidad sensible; 
d) Formar un documento que responda o no a su percepción –verdad sinceridad-; 
e) No crear documento alguno. 
 
De las posibilidades anotadas, observamos que la única que tiene sentido legal es la 
constante en el literal a), puesto que existe el debido documentar, sea en su 
correspondencia con el mundo de los sentidos, o con aquello declarado por las partes; por 
su parte los literales b) y c) constituyen medios idóneos de dar a luz un documento que no 
corresponda al debido documentar, a la verdad veracidad ni al sentido jurídico que deberá 
poseer el mismo en caso de ser correctamente instrumentado, -aunque no necesariamente 
falso en consideración a la amplitud legal del concepto-, de tal manera que  hablaríamos 
simplemente de una carencia de autenticidad, que bajo determinadas condiciones incurriría 
en una falsedad ideológica, pero que sin duda ni excepción, constituye una alteración 
material al documento formado por un funcionario público, y que configura de esta manera 
esta desnaturalización, que ultimadamente es nada menos que la carencia de 
correspondencia entre la intención de los otorgantes y aquello plasmado en el instrumento, 
evidenciando de esta manera el error en el que puede incurrir el funcionario público ante 
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quien se ha otorgado determinado instrumento, afectando principalmente la función 
probatoria del documento.  
 
En este sentido corresponde citar a (Corredor Pardo, 2011, pág. 413), quien indica que:  
 
“La falsedad material consistirá en la ruptura de la verdad de origen de la prueba cuando 
sobre las pruebas legítimamente creadas (status positivo de la prueba) que ya conforman el 
tráfico se introduce mediante acción física sobre las mismas, por parte del falsario, una 
modificación material en el texto o en la identificación del autor mismo”.  
 
Es de subrayar que las acciones descritas en los literales a) y b) del artículo 338 del aún 
vigente Código Penal, corresponden a una alteración de algo ya existente, y es esa 
precisamente la razón por la que hemos optado por puntualizar este injusto penal como 
falsedad material, cuyo verbo rector, a nuestro humilde criterio, es ALTERAR, puesto que 
como se ha dejado ya expuesto, se realiza una falsificación sobre un documento público ya 
existente, sea por introducción de elementos nuevos, cambio de elementos propios como 
firmas, identidades, suposición de personas entre otros.  
 
El literal d) ya ha sido descrito en líneas pasadas, por lo que sería infructuoso volver a 
estudiar lo que ya se ha repasado en capítulos anteriores. El literal e), en cambio, es de 
especial interés; recordemos pues, que una de las funciones más importantes para la vida 
jurídica de cualquier declaración, es la probatoria, podríamos incluso afirmar que ni 
siquiera consiste en una función propiamente dicha, sino que corresponde a la finalidad 
misma de un instrumento –sea este público o privado- y que apoyado este objetivo en las 
funciones de perpetuación y garantía, sin duda, corresponde al mismo. En tal sentido, la 
finalidad probatoria es la que dirige al instrumento de manera tal que se hace evidente para 
las partes la forma en la que deberá concederse, así de trascendente es la mal llamada 
función probatoria, que determina la creación de instrumentos.  
 
Como hemos referido igualmente, es de especial importancia la carencia de 
instrumentos puesto que da pie a la creación de los mismos a fin de que las partes puedan 
observar plasmadas las declaraciones que han realizado, y es precisamente aquí donde se 
encuentra una relación directa entre la finalidad probatoria y las acciones descritas por el 
artículo 338 de nuestra ley sustantiva penal, puesto que al no tener un documento que 
pruebe las declaraciones preexistentes al momento de exigir el cumplimiento de las 
obligaciones de los “presuntos” comparecientes, se evidencia la necesidad del mismo, por 
lo que en la práctica se inicia con la creación de uno.  
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Hasta aquel punto, se encontraría todo en orden. Sin embargo, al ser un momento 
posterior al que debió haber sido creado un documento, nos hallamos con el primer 
obstáculo, puesto que y a menos que las partes tengan un acuerdo previo respecto a la 
temporalidad –en ejercicio de la autonomía de la voluntad privada- se configuraría un 
nuevo documento, sin tener base alguna respecto de las declaraciones que allí deben 
constar, y esto se pone de manifiesto más aún, si ese documento fue elaborado por una solo 
de los presuntos comparecientes. En otras palabras, se ha confeccionado un nuevo 
documento, lo que la doctrina llama un documento ex novo. 
 
Respecto a este último, es menester indicar la trascendencia que posee esta modalidad 
de falsedad material, que aunque se podría confundir fácilmente con la falsedad 
ideológica
20
, al observar que afecta gravemente la función probatoria del documento, se 
puede colegir que lesiona en este sentido, la relación de autenticidad que posee el 
documento con el medio externo, lo que demuestra la afectación en el instrumento mismo, 
por lo que, en consecuencia, se le tacha de falso. De esta manera, podremos determinar que 
la creación de un documento ex novo podría llegar a ser ilegítima –puesto que ha sido 
concebido con posterioridad a la formación y aceptación de las obligaciones-, lo que no 
solo afecta la finalidad probatoria del instrumento como tal, sino que perturbaría de manera 
tácita ahora sí, las funciones del documento: perpetuación y garantía, lo que acarrearía 
como consecuencia la invalidez de ese instrumento por su naturaleza, y llegando a la vida 
social, le retiraría por completo las presunciones de autenticidad, legalidad y legitimidad. 
 
Ahora subsumiendo todo lo descrito al artículo 338, la desnaturalización se configura 
por varios hechos, que el legislador ha optado por ubicar dentro de la mencionada norma: 
a) Escribiendo estipulaciones distintas a aquellas estipuladas por las partes, actividad que 
lesiona el debido documentar, es decir la relación existente entre el documento y la 
objetividad, incurriendo en la afectación de la autenticidad ergo las funciones de garantía y 
perpetuación, puesto que si bien no obedece a una percepción errada del medio (que podría 
ser medio adecuado para la consecución de una falsedad ideológica en su extremo más 
lejano), se consideraría como una lesión directa al documento, por lo que insistimos una 
vez más, se trata de una falsedad material, que determina la falta de correspondencia entre 
las declaraciones realizadas por las partes y las constantes en el instrumento, teniendo 
como consecuencia, la invalidez de dicho documento por cuanto se lo ha desnaturalizado 
en su contenido.  
                                                         
20
 Misma que sin ánimo alguno de adelantar criterio, afecta al igual que la falsedad material, a la estructura 
del documento, pero se la considera como una falsedad impropia puesto que no versa sobre la relación 
objetiva del documento con el medio externo, sino que se trata de una incoherencia entre aquello expresado 
por el instrumento y la materialidad u objetividad subyacente en dichas expresiones de voluntad.  
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Por su parte, el literal b) de la misma norma, expresa: “Estableciendo como verdaderos 
hechos que no lo son al momento de la concepción del documento”. Es de especial curiosidad 
esta descripción fáctica realizada por el legislador puesto que, de la forma descrita por él, 
nos encontraríamos frente a una incongruencia entre la objetividad del medio externo y su 
percepción –si queremos ser benignos, puesto que, se podría dudar de la acción deliberada 
del funcionario público, de establecer verdades sobre elementos que no ostentan tal 
calidad- tomando de esta manera la forma de una falsedad impropia, pero que, al revisar los 
niveles de lesión existentes sobre el documento, corresponde aseverar la falsedad material, 
al encontrarse afectadas las funciones en su orden de garantía, probatoria y perpetuación. 
En tal orden de ideas, al establecer, por ejemplo, que uno de los comparecientes es capaz, 
cuando en realidad no lo es, invalidaría el documento, puesto que el supuesto declarante no 
se halla en capacidad de hacerlo, e incluso, con este ejemplo, será totalmente innecesario 
pasar a analizar el daño que recibieron las demás funciones; otro ejemplo diáfano de lo 
expuesto sería establecer la propiedad de un terreno sobre alguien no posee título traslaticio 
de dominio del mismo, descontando la posibilidad de “subsanar” el yerro del fedatario. Es 
de remarcar que aparte de la función ejercida por el servidor público, el momento en el que 
se puede dar esta falsedad es en la misma concepción del documento, lo que descuenta la 
punibilidad del mismo por alteración posterior a la clausura del instrumento en cuestión, lo 
que de darse, incurriría en la modalidad contenida en el literal a) del artículo 337 del 
Código Penal, descrito con anterioridad,  y las modalidades descritas en el artículo  339 del 
mismo cuerpo de leyes, mismo que establece:  
 
“Será reprimida con pena de seis a nueve años de reclusión menor, cualquiera otra 
persona que hubiere cometido una falsedad en instrumentos públicos, en escrituras de 
comercio o de banco, contratos de prenda agrícola o industrial, o de prenda especial de 
comercio, en escritos o en cualquiera otra actuación judicial:  Ya por firmas falsas;  Ya 
por imitación o alteración de letras o firmas;  Ya por haber inventado convenciones, 
disposiciones, obligaciones o descargos, o por haberlos insertado fuera de tiempo en los 
documentos;  Ya por adición o alteración de las cláusulas, declaraciones o hechos que esos 
documentos tenían por objeto recibir o comprobar.” 
 
Del articulado transcrito se observa que el elemento subjetivo ostentado por los 
artículos 337 y 338 del Código Penal, desaparece, es decir, no es necesario que las 
modalidades descritas por el artículo 339 ibídem, sean realizadas por un funcionario 
público en ejercicio de sus funciones, ya que pueden ser cometidas por particulares, sin 
embargo el objeto del delito, deberá ser un documento público, y en general aquellos que 
contengan una obligación de pago, de conformidad por lo allí descrito, manteniéndose en 
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este orden de ideas, la falsedad material que pesa sobre un documento continente de una 
obligación.  
 
De la norma trascrita, igualmente se deriva el hecho de la descripción penal del tipo, por 
lo que abordándolo de manera general podremos agruparlos, de tal forma que queden: 
 
a) Alteración: de firmas, letras, cláusulas, declaraciones o hechos que el documento 
busca probar. 
b) Ya por haber inventado convenciones, disposiciones, obligaciones o descargos, o 
por haberlos insertado fuera de tiempo en los documentos. 
 
Expuesto de esta manera, la alteración de un documento –en elementos como firmas y 
hechos- ya ha sido analizada anteriormente, por lo que sería infructuoso volver a hacerlo. 
Mientras que por otro lado nos encontramos de frente con la segunda posibilidad que tiene 
un particular para falsear un instrumento público, sin embargo, la misma en realidad 
plantea la existencia a su vez de dos modalidades, la primera se refiere al haber invocado 
convenciones, disposiciones, obligaciones o descargos y hacerlos constar en el documento, 
mientras que la segunda de las formas es haber insertado o agregado cláusulas a un 
documento ya terminado.  
 
A fines de realizar el estudio de la manera más didáctica posible, empezaremos diciendo 
que la primera parte ya anotada, se refiere a inventar determinados antecedentes –sean 
estos de hecho o de derecho- en el documento, sin considerar su existencia o no, lo que 
deriva en una posible falsedad ideológica, particularmente por la atención que merecen en 
caso de tratarse de antecedentes legales que puedan justificar de manera jurídica 
determinado actuar por parte del particular interesado que ha tomado el papel del sujeto 
activo del ilícito penal, que incurre lógicamente en una actividad sujeta a la descripción 
fáctica de nuestro Código Penal, aún vigente. Se deberá considerar, entonces la existencia 
de dos momentos dentro del articulado analizado: a) cuando el documento o instrumento se 
encuentra en formación –tiempo oportuno para realizar cualquier objeción o introducción, 
sea de antecedentes, obligaciones, convenciones, cláusulas o acuerdos extracontractuales-; 
y, b) cuando el documento se encuentra ya formado, es decir, se encuentra cerrado, y 
cualquier adición o modificación se lo deberá hacer en un adéndum, -dada la naturaleza del 
instrumento público- y en tal sentido, se remarca para el lector de este humilde trabajo de 
investigación, una vez más, que cuando la infracción penal en análisis se adecue al tipo 
contenido y descrito por el artículo 339 de nuestra ley sustantiva penal, deberá tomar en 
cuenta que el carácter primario de las acciones tomadas por el sujeto activo de la 
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infracción, no corresponden al aspecto subjetivo del mismo, es decir, no son llevadas a 
cabo ni realizadas por un funcionario público en ejercicio de sus funciones, pese a que las 
descripciones de las mismas puedan parecerse, e incluso llegar a ser las mismas, situación 
que se repite respecto al objeto del delito, esto es el instrumento que deberá ser sometido, 
eventualmente a una pericia. De igual manera se deberá tener en cuenta, que la normativa 
antes señalada, se refiere no únicamente a las escrituras o documentos, sino que –y en 
obediencia al carácter protector de última ratio del Derecho Penal- amplía la protección de 
la fe pública y la seguridad del tráfico jurídico, a aquellos documentos que son producto del 
ejercicio de la autonomía de la voluntad privada, tales como escrituras de banco, prendas 
industriales y agrícolas, o actuaciones comerciales –como las facturas comerciales, las 
letras de cambio, pagarés y en general toda suerte de títulos valor, a excepción de los 
cheques
21
-, por medio de lo establecido por el artículo 340 del mismo código. 
 
Remarcado que fue el aspecto subjetivo del delito, habremos de continuar explicando, 
que mientras el documento se encuentre “abierto” en su proceso de formación en estricta 
obediencia al vacío jurídico existente que busca llenar con su creación, puede ser alterado, 
cambiado, realizadas adiciones o establecidas restricciones, y como es lógico, realizado una 
vez esto, y aceptadas dichas condiciones por las partes, constante de fe pública e incluso ya 
entrado en el tráfico jurídico, por ningún medio se podría detener las consecuencias que 
derivan del mismo, -salvo la declaratoria de nulidad-, por lo que, e insisto, el camino 
adecuado para realizar un cambio o añadidura al mismo documento, es el realizar un 
adenda, es decir creando otro documento, que cumpla con las mismas formalidades del 
primero, a fin de garantizar su legitimidad. Pero, por ejemplo, si debemos crear 
prácticamente un documento ex Novo a fin de modificar o alterar el primero, sin que se 
cuente con la aquiescencia de una de las partes interesadas, se observará que el nuevo 
documento, no poseerá la presunción de legitimidad que ostentan todos los documentos 
públicos, ergo, mal podríamos en ubicarlo dentro de la esfera de un documento veraz, 
legítimo, legal que cumpla con los principios de confianza colectiva y buena fe, ya que ha 
sido elaborado por la parte interesada, excluyendo en este proceso a la contraparte, dejando 
de ser un acto bilateral, un acuerdo de voluntades por ejemplo, y pasa a ser un acto 
unilateral que carece de asidero jurídico a fin de generar efectos para las partes, y más aún 
cuando se trate de contratos sinalagmáticos. Dentro de este mismo campo, de manera usual 
se observa a un acuerdo en contratación pública, que deberá cumplir con determinadas 
formalidades y procesos a fin de llegar a ser un contrato público, al ser un contrato de 
                                                         
21
 Respecto a esta extensión de protección que realiza nuestro Código Penal obedece principalmente a 
razones de índole económica, y en tal sentido, se ha pronunciado la Sala Especializada de lo Penal de la 
Corte Nacional de Justicia, en el juicio Nº 1059-2012, respecto a los Delitos Aduaneros y la trascendencia 
de la protección que debe darse al aspecto económico del aparato estatal. 
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adhesión, es necesario que la entidad contratista acepte las condiciones impuestas por la 
entidad contratante y que se encuentran establecidas en los pliegos y requisitos 
precontractuales que son evaluados previamente a asignar el contrato; ahora bien, 
supongamos que la entidad contratante “Ministerio X” ha invocado una resolución que le 
habilita a exigir el cumplimiento de nuevas garantías por parte del “Contratista Y”, 
existiendo ya un contrato adjudicado, sin embargo este último al hacer un análisis 
pormenorizado del marco contractual y precontractual, cae en cuenta que la mentada 
resolución es inexistente, por lo que mal haría en cumplir dichas garantías.  
 
Del caso planteado se derivan dos hechos: 
 
a) El contrato posee una cláusula clara respecto a la ejecución de garantías, sin 
embargo, al exigir el “Ministerio X” la ejecución de una garantía extra a la 
determinada en la referida cláusula, carece de asidero jurídico. 
 
b) Si la resolución consta bien en el contrato público, o en el marco precontractual, 
nos hallaríamos frente a un caso de falsedad ideológica, debido a la inexistencia de 
dicha resolución, y que evidentemente además de afectar el contrato en sí, lesiona 
considerablemente la relación entre el contenido de ese documento público y las 
obligaciones a cumplir por parte de la entidad contratista. 
 
Al ser un documento público, que ha seguido determinado proceso, ostenta las 
formalidades determinadas por la Ley y el Reglamento del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, considerándose un acto administrativo –que tiene sobre sí las 
presunciones de legalidad, legitimidad y por excepción ejecutoriedad-, se lo deberá 
considerar nulo, por cuanto, existe una falencia grave respecto al marco legal aplicable, 
existiendo un nivel de insubsanabilidad del “error” incurrido por la entidad contratante, 
debido a la falsedad ideológica cometida en dicho documento, siendo este un medio de 
comisión del delito, separándose de manera práctica entonces, del objeto y fin del injusto 
penal.  
 
El caso planteado, se complica al existir ya un contrato adjudicado, puesto que dicha 
resolución invocada, a más de ser extemporánea es inexistente. De lo anotado se colige, 
que de haber existido la misma, ni siquiera existe la posibilidad de incluirla y por ende de 
exigir el cumplimiento de nuevas garantías por parte de la entidad contratista, debido a que 
como se deja explicado, es extemporánea su invocación, es decir, después de haber cerrado 
el contrato, lo que incurriría en una lesión a los derechos de la entidad contratista y que de 
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ser aceptada dicha inclusión acarrearía incluso la nulidad del contrato y de todo el proceso 
que ha seguido dicha adjudicación.  
 
La segunda de las posibilidades antes descritas se resume de esta manera: 
 
a) Falsedad ideológica; y, 
b) Extemporaneidad de las cláusulas, condiciones, obligaciones o declaraciones. 
 
B) LA FALSEDAD IDEOLÓGICA 
 
Como se ha explicado brevemente en líneas anteriores, la falsedad ideológica, no 
consiste de manera alguna en una falsedad propiamente dicha, por cuanto no afecta la 
materialidad del documento, no afecta el objeto del supuesto delito, por lo que no 
podríamos determinar que se trata de una afectación material. En tal sentido, la falsedad 
como concepto, se erige sobre un proceso lógico de comparación entre dos o más 
afirmaciones –contenidas en instrumentos o soportes materiales- de donde se obtendrá que 
una de ellas es verdadera y la otra, falsa. Ahora bien, al tratarse de que el contenido de un 
soporte material, no va acorde con aquello que está llamado a demostrar o aseverar, mal 
podríamos determinar que la falsedad es material por cuanto no ha existido el proceso 
lógico volitivo de comparación, debido a que no existe la contraparte de dicha afirmación 
contenida en el soporte material con el fin de realizar la referida comparación; de donde se 
colige que se trata de un documento veraz –por lo menos en su forma- pero que se 
encuentra viciado en su contenido. En otras palabras, es un continente veraz, pero con un 
contenido falso, de donde se deriva que no se trata de una falsedad propiamente dicha, por 
cuanto no existe afectación alguna respecto del continente, del objeto del delito, mas no así 
su contenido. 
 
Se entenderá de igual manera que la falsedad ideológica, no es una falsedad 
propiamente dicha, por cuanto y como se expresa en el párrafo anterior, la misma no 
lesiona al soporte material, pero se remarca que en realidad la lesión trasciende de lo 
comparable, puesto que existe una afectación al nivel funcional del instrumento, ya que, al 
modificar la relación real con el mundo objetivo de los sentidos, que estaba llamado a 
cumplir el documento, se encuentra de hecho, lastimando gravemente las multifunciones de 
ese soporte material, en tal sentido lo expresa  
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Se trata entonces, de una falsedad impropia que afecta la realidad subyacente dentro del 
instrumento y que no es verificable por medios legales, ya que mal haríamos en usar la 
doctrina de la verdad sinceridad a la que nos hemos referido en la primera parte de este 
capítulo al intentar el órgano juzgador –llamado a la comparación- determinar la sinceridad 
de la que ha hecho uso el que ha confeccionado el documento, en el momento de su 
creación, como se deja explicado en la parte pertinente de esta investigación, por lo que en 
tal sentido, la posibilidad de determinar la veracidad de lo declarado, escapa muchas de las 
veces al campo subjetivo, de donde se entiende que un documento ex novo, que no tiene 
conexión alguna con la realidad, puede ser considerado como original, y no necesariamente 
falso.  
 
De igual manera se colige, que para entender de mejor manera el grado de falsedad o 
veracidad en este tipo penal, habremos de retrotraernos al momento de la creación del 
documento, y si es posible, aún más atrás, al instante en el que se dio a luz a la  obligación 
o a la supuesta necesidad de ese documento a fin de determinar si esta última era legítima, 
de tal manera que el soporte material era trascendente en la vida jurídica a fin de que se 
cumpla lo allí declarado. Estas afirmaciones tienen especial conexión con el aspecto 
negativo de la prueba, que técnicamente plantea la necesidad de un vehículo legal (no 
necesariamente procesal) para demostrar algo que de no existir dicho medio, nos 
hallaríamos frente a un vacío jurídico que se prolongaría hasta que se dé a luz al objeto con 
el que se llenará el mismo.  
 
Aplicando esta última teoría, habremos de remarcar entonces que el vacío jurídico, es la 
causa primigenia de un instrumento destinado a probar –cumpliendo de esta manera el 
principio  de la lógica formal referente a la razón suficiente-, mientras que el documento 
consiste en el medio de prueba de aquellas declaraciones contenidas en él, siendo estas 
últimas el objeto de la prueba. Es menester indicar que el vacío jurídico consiste en la 
mayoría de casos, en los antecedentes de la necesidad de la instrumentación de la 
obligación por medio del documento o soporte material, de manera tal, que los mismos 
pueden ser considerados fuente de prueba en determinados casos. En consecuencia el 
procedimiento para determinar una falsedad ideológica, puede ser remitido de manera 
extrema a los antecedentes de la emisión del documento falseado por parte del sujeto 
activo. 
 
Otra de las características a remarcar de la falsedad ideológica, es que no puede 
cometerse en un documento privado, salvo aquellos que representan valor respecto de la 
economía del Estado, puesto que la autonomía de la voluntad privada, se puede expresar de 
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manera tal en un instrumento que únicamente afecte a los comparecientes, no así respecto 
de los documentos públicos, que como se ha indicado con anterioridad, poseen sobre ellos 
las prenombradas presunciones que los dotan de fuerza y validez. Sin embargo, respecto de 
estos, es necesario remarcar de nueva vez, que los documentos públicos, en ejercicio de su 
función probatoria, prueban la existencia del documento en el que se ha realizado 
determinada declaración, mas no demuestran que esa declaración sea veraz, tal como nos 
indica el fallo de la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia de Ecuador, publicado 
en la ( Gaceta Judicial Año LXXXII. Serie XIII. No. 15. Pág. 3622, (Quito, 11 de mayo de 
1982)), que establece:   
 
“La falsedad documental puede originarse por la formación íntegra o parcial de 
un documento falso; por la supresión o destrucción de un documento; por la 
adulteración de documentos verdaderos o por falsificación, de donde resulta que 
bien puede establecerse la falsedad del documento impugnado, sin embargo de ser 
éste auténtico en lo que tiene relación al funcionario que lo extendió.” 
 
Por lo que, una vez subrayada esta naturaleza de los efectos de un documento público, 
habremos de indicar que se trata del medio idóneo para confeccionar una falsedad 
ideológica, en la que básicamente se crea una verdad, de tal manera que, de conformidad 
con lo expresado por (Carrara, 1997, pág. 295)  
 
"Se llama falsedad meramente ideológica la que se encuentra en un documento, 
exteriormente verdadero cuando contiene declaraciones mendaces; y 
precisamente se llama ideológica porque el documento no es falso en sus 
condiciones esenciales, pero sí son falsas las ideas que se quiere afirmar en él 
como verdaderas". 
 
De lo expresado se puede inferir que el documento materialmente no se encuentra 
afectado –de ahí que no se le otorgue a esta modalidad la calidad de falsedad material- pero 
la parte intangible del mismo no corresponde a tal aptitud, hallándonos en este punto en la 
necesidad de realizar una diferenciación entre aquello que es falso y la falsedad, siendo la 
segunda de aquellas la generalidad, mientras que lo falso es una característica que reposa 
sobre un documento que siendo preexistente ha sido sometido a un proceso de alteración –
sin importar la calidad que ostente el sujeto activo de la infracción, que tiene la 
adjetivación de falsario-.  
 
Retomando el tema que nos ocupa, la falsedad ideológica operará únicamente sobre 
documentos públicos por la naturaleza que estos poseen, además del proceso de formación 
  75   
 
de los mismos, ya que es el momento oportuno para el falsario de imprimir su particular 
interés en ese instrumento, en consecuencia, si hacemos una clasificación de las 
modalidades penales en base al sujeto activo de la infracción, remarcaremos diáfanamente 
el nexo existente entre la falsedad material e ideológica que puede realizar el funcionario 
público. Resulta de igual manera interesante, la forma en que se excluye al particular de 
esta modalidad de la falsedad, por cuanto, la creación ex novo de un documento que tenga 
tal carácter, y que posea particular interés de la parte afectada, se verá circunscrito 
únicamente a la falsedad material.  
 
Por otro lado, y a modo de corolario, el autor de esta investigación considera que la 
modalidad de falsedad que más lesiona la funcionalidad íntegra del documento, es la 
ideológica, por cuanto, a más de limitar la actividad probatoria de las partes y comparativa 
del órgano juzgador, complicará de sobremanera el poder arribar a la verdad procesal, con 
una carencia de motivación intra-procesal que incurrirá de manera lesiva en la decisión de 
la causa, debido a la carencia de la llamada prueba trascendental y en consideración al 
supuesto “interés” del sujeto activo de la infracción para realizarla en detrimento de la 
verdad real. 
 
Es de especial interés para el investigador la diferencia existente entre la falsedad 
ideológica y la falsedad ideal, indicando que la primera posee como modalidad la 
falsificación o imitación de un documento, mientras que en la segunda y como ya se ha 
explicado, se crea un documento sin que este tenga una base material, ambas modalidades 
con un mismo objeto: llenar un vacío jurídico a fin de demostrar algo –que obedece al 
interés del creador de ese documento-, de tal manera que la falsificación o imitación 
consiste en trabajar sobre algo existente, sobre un documento que ya ha sido creado y 
cerrado, mientras que la forjadura es la creación del instrumento sin basarse en un original, 
imposibilitando, como se expresó en líneas anteriores, la comparación entre ambos. En tal 
sentido, se observa que existe correspondencia entre la falsedad ideológica –por imitación, 
alteración de alguno de los elementos componentes del instrumento- y la falsificación ideal 
–como acción de la forjadura-, siendo ambas modalidades de la falsedad susceptibles de ser 
cometidas por funcionarios públicos, -remarcando que la segunda puede también ser 
cometida por particulares- limitando de esta manera la acción de falsedad por parte de un 
ciudadano particular sobre un mismo documento público, tomando en cuenta dicha 
situación como regla general de punibilidad, cuya excepción se encuentra en los 
documentos privados con valor económico de especial interés para el Estado por la 
afectación al régimen económico tanto empresarial como estatal. 
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Respecto al tema propio de esta tesis, por la naturaleza jurídica de la falsedad ideológica 
y en su variante de ideal, no corresponden de manera alguna a la prejudicialidad, por 
cuanto esta institución se enmarca dentro del procedimiento previsto para la falsedades 
materiales en las que pudiere incurrir un funcionario público en ejercicio de sus funciones, 
esto es: alteración de firmas, letras, cláusulas o escrituras; suposición de personas –en 
cuanto a sus identidades-, y escrituras intercaladas; por otro lado, la invención de cláusulas, 
antecedentes de hecho o de derecho, convenciones o instrumentos o la misma inserción de 
cláusulas o declaraciones en documentos cuyo proceso de formación ha finalizado, 
corresponderá a la esfera de la falsedad ideológica, por lo que la judicialización de dichas 
actividades no ingresa a la esfera de lo establecido por el artículo 180 del Código de 
Procedimiento Civil, como lo analizaremos en el capítulo IV de esta investigación.  
 
En resumen, dentro de la falsedad ideológica, no existe la acción de mutatio veritatis 
que explicamos con anterioridad, puesto que si en verdad existe una acción de falsedad 
sobre elementos que son componentes del soporte material, no afecta a una o varias de las 
funciones previstas para él, sino que afecta a todas ellas en distintos niveles, de tal manera 
que al inventar totalmente un documento (forjadura) o al invocar disposiciones p.e., 
encontraremos que las mismas no afectan directamente al documento material, sino que 
afectan a su relación con el medio, los antecedentes que dieron origen a ese instrumento, y 
que por tanto, al observar la totalidad de la infracción, nos conduce indudablemente a 
considerar dicho instrumento nulo, no por la posible falta de cumplimiento de las 
formalidades –recordemos pues que se trata de un instrumento público-, sino, por lo que 
contiene, que no es de valor jurídico por falta de veracidad y no autenticidad.  
 
4.4  EL USO DOLOSO DE DOCUMENTO FALSO 
 
Nuestro aún vigente Código Penal, en su artículo 341, establece: “En los casos expresados en los 
precedentes artículos, el que hubiere hecho uso, dolosamente, del documento falso, será reprimido como si 
fuere autor de la falsedad.”.  
 
El verbo rector en este presupuesto fáctico es el uso, mismo que es definido por el Diccionario 
de la Real Academia de la Lengua Española: “Hacer servir una cosa para algo.”  ( 
http://lema.rae.es/drae/?val=usar), en el tipo penal determinado por el artículo 340, como deviene 
evidentemente de la descripción fáctica que realiza, se entiende que la calidad de falso del 
documento en cuestión ya ha sido encontrada, de tal manera que en la teoría no es necesaria la 
demostración de la calidad de falsedad del instrumento, más en la práctica esta cuestión se torna 
trascendental a fin de aplicar la sanción correspondiente, como se analizará más adelante, pero que 
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sin embargo la punibilidad se la realiza sobre el uso que se hace del mismo. En tal sentido es 
menester diferenciar la existencia del uso del documento falso o si este ha sido simplemente un 
medio a fin de llegar a la comisión de otro injusto penal, lo que, como se hizo referencia 
anteriormente, es importante por cuanto habrá que tomar en cuenta esta situación a fin de imponer 
una pena correspondiente a aquella conducta que se subsume dentro del tipo penal descrito en el 
injusto penal adecuado, y más aún en consideración a la existencia de una concurrencia real o ideal 
de delitos. Respecto a esta última afirmación, el autor de este trabajo de investigación considera un 
error de legislación el no haber incluido dentro de la misma al concurso medial de delitos, -error 
que se encuentra repetido en el Código Orgánico Integral Penal- puesto que si bien es cierto existe 
en cuanto a la punibilidad, una semejanza en la aplicación de las reglas del concurso ideal, no es así 
en cuanto se remite al tratamiento de la misma, y el ejemplo más claro de este yerro es el 
tratamiento procesal que se da al uso doloso de documento falso, particularmente cuando este se 
trata de un instrumento a fin de concretar una estafa por ejemplo, motivo de análisis del siguiente 
capítulo de esta investigación. 
 
Ahora bien, centrándonos de mejor manera en el estudio de esta figura penal, es necesario 
indicar que el tipo penal nos conduce no a buscar ni la declaratoria de falsedad del instrumento 
usado, como tampoco al autor de la misma, sino que busca sancionar su mero uso, es decir, 
sanciona a quien ha usado un documento falso en su provecho, para efectos de lo cual reputa al 
usuario, autor del referido instrumento, dejando de lado la presunción de inocencia. 
 
Esta conexidad establecida legalmente, encuentra su razón de ser precisamente en el provecho, 
que constituye el objeto de la adopción de la conducta realizada por el sujeto activo, que en un caso 
material, no podríamos de manera alguna determinar que sea el autor de ese instrumento de manera 
específica, pero que sin embargo, se lo presume de esta manera porque es él quien aprovechará del 
uso de ese instrumento, sea como un medio para recobrar su libertad –como versa el recurso de 
casación Nº 213-2014- o para concretar otro delito (una estafa por ejemplo).  
 
En este sentido, considero trascendental realizar un análisis de la autoría dentro de este tipo de 
delitos, por cuanto, la punibilidad se la realiza sobre una presunción iuris tantum, que podría ser la 
errada en muchos casos, pero que aun así, realiza en determinados casos, una asignación de 
responsabilidad sobre particulares cual si se tratara de un funcionario público, para efectos de lo 
cual realizaremos un análisis de la teoría de la autoría y principalmente la teoría de la imputación 
objetiva, siendo esta última la adoptada por el Código Orgánico Integral Penal, que entrará en 
vigencia dentro de los próximos meses.  
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En líneas anteriores nos hemos permitido realizar un breve análisis respecto de la autoría de la 
forma en la que se encuentra determinada por el Código Penal y el Código Orgánico Integral Penal, 
correspondiendo en este punto de la investigación realizar una construcción lógica más elaborada 
respecto al elemento subjetivo del tipo penal de uso doloso de documento falso, puesto que es aquí 
donde realmente trasciende la autoría de un tercero, para efectos de lo cual, iniciaremos diciendo 
que el concepto de autor responde a dos líneas de pensamiento, cuya aplicación depende 
enteramente del tipo penal que pretendemos castigar; en tal sentido, encontramos dos variantes del 
concepto de autor: la definición unitaria y la conceptualización extensiva de la autoría.  
 
La definición unitaria plantea la determinación de la autoría por medio de la especificación de la 
realización de actos propios conducentes a un fin ilícito, que se encuadran dentro de la descripción 
fáctica realizada por la ley penal. Esta línea adoptada principalmente por la escuela alemana en los 
tiempos del nacional socialismo, se enmarca como una opción de política criminal que buscaba 
principalmente la punición de cualquier tipo de conducta que pudiere considerarse como lesiva al 
régimen establecido en ese tiempo. En ese orden de ideas se observa que el concepto unitario de 
autor, no obedece a una objetividad externalizada, sino que por el contrario, plantea una grave 
situación respecto a los grados de punición de las conductas consideradas como delitos, por cuanto 
no existe una diferenciación específica en referencia a los grados de participación si en el momento 
de perfeccionamiento del delito nos encontramos con la concurrencia de varios sujetos activos en 
ese período de tiempo.  
 
Por otro lado,  la segunda consideración que realiza el autor de esta investigación realiza es 
precisamente que al no existir un diferenciación de grados de participación permite generar un 
campo jurídico propicio para la aplicación de la teoría de equivalencia de causas, que expuesta de 
manera sencilla y breve, nos plantea que quien es causa primigenia de la causa (efecto) que generó 
el perfeccionamiento del injusto penal, es causa del mismo. En otras palabras: si “a” causa a “b” y 
este a “c”, entonces “a” es causa de “c”. Se deberá cuestionar entonces ¿Cuál teoría generó a la 
otra?  La respuesta es harto compleja: si bien es cierto, la teoría de la causalidad encuentra su razón 
de ser en la escuela alemana inicial, no es menos cierto que por la época en la que se generó el 
concepto unitario de autor, responde a una igualdad de condiciones, por lo que el investigador opta 
por creer que la teoría de la equivalencia de causas debe ser considerada como el génesis del 
concepto unitario de autor. Resumiendo de manera concreta lo expresado en líneas anteriores, al no 
existir grados de participación en la configuración de un injusto penal, si en este concurren varias 
personas, todas ellas serán consideradas como autores.  
 
Al ser este concepto, por lo menos dentro de la legislación penal ecuatoriana, caduco, hemos de 
expresar que no es factible su aplicación dentro de un sistema garantista como el nuestro, debido a 
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que la autoría y los grados de participación se encuentra determinados por la gravedad y 
trascendencia de los actos propios, es decir, las acciones u omisiones, que responden 
ultimadamente al principio personal de la pena, imposibilitando que un colectivo de personas que 
han tomado parte de la configuración y perfeccionamiento de un tipo penal en distinto grado, sean 
castigadas como si fueran autores todos ellos de dicho delito, llevándonos entonces directamente a 
la teoría de la causa adecuada/eficiente, que en pocas palabras expresa que la causa que ha 
generado el daño o lesión es la que debe ser sometida al Potestas Puniendi estatal.  
 
Es precisamente esta última teoría la que fue adoptada en su momento por los legisladores y 
plasmada en el aún vigente Código Penal, generando una especie de equilibrio al entender que la 
causa real o material de la lesión generada a determinado bien jurídico deberá ser individualizada 
por parte del órgano jurisdiccional, a fin de castigarla. Esta teoría ha dado pie a otro tipo de 
accionar por parte del aparato administrador de justicia estatal, puesto que en caso de existir 
distintas causas en diferentes niveles de gravedad y que apuntalan a dañar determinado bien 
jurídico protegido, sean punibles todas ellas, pero a diferencia de la teoría de la equivalencia de 
causas, esta plantea que se castiguen de conformidad con la gravedad, la participación y el daño 
causado, generando una nueva posibilidad respecto de los grados de participación y autoría, dando 
lugar a la aplicación de dos conceptos: extensivo y restrictivo. 
 
Respecto a este último, se ha referido (Mir Puig, 2005, pág. 370), quien expresa:  
 
“[…] parte de que no todo el que es causa del delito es autor, porque no todo el que 
interpone una condición causal del hecho realiza el tipo. Causación no es igual a la 
realización del delito. […]Los tipos de participación serán, pues, causas de extensión de la 
pena […] La diferencia entre autor y partícipe puede ser objetiva, según la clase de 
contribución al hecho.” 
 
De la cita transcrita se observará la trascendencia de las actuaciones que deberán tener por parte 
de los partícipes en el hecho que constituye delito, teniendo como consecuencia los 
cuestionamientos consiguientes respecto al método de diferenciación del grado de participación en 
casos que lo amerite, obteniendo como resultado las siguientes posibilidades: 
 
a) Teoría objetivo-formal, que plantea técnicamente que lo decisivo en cuanto se refiere a la 
determinación de los grados de participación es el nivel de adecuación de los actos u 
omisiones adoptadas por el agente activo de la infracción, es que estas se adecuen al 
supuesto fáctico prescrito en la ley penal, generando un proceso de agrupación y exclusión 
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respecto de los delitos de resultado, tentativa, delitos inacabados, delitos de peligro 
concreto y abstracto.  
 
b) Teoría objetivo-material, que plantea la necesidad legal de que los actos que adopte el 
sujeto activo del injusto penal, sean los adecuados para generar un daño en base a la 
consideración del nivel de contribución generado por el sujeto activo a fin de activar la 
punibilidad de los mismos. 
 
c) Teoría del dominio funcional del hecho a la que considero como la madre de la teoría de la 
causa eficiente y principalmente la teoría de la imputación objetiva puesto que plantea la 
necesidad de existencia del dominio final del resultado, es decir que el sujeto activo del 
delito conoce y quiere llegar a cumplir determinado objetivo y es precisamente que por ello 
adopta las medidas necesarias para el cumplimiento del mismo.  
 
Es procedente detenernos en el análisis de esta teoría, en consideración a que es la que se ha 
aplicado dentro del marco jurídico penal ecuatoriano, ya que, se habrá de remarcar que a primera 
vista esta teoría al igual que la objetivo-formal, dejaría de lado los delitos de mera actividad, por 
cuanto obedece principalmente al finalismo planteado por la misma doctrina alemana –siendo su 
principal expositor Welzel-, pero que sin embargo plantea una parte trascendente respecto a autoría 
directa e indirecta –de acuerdo a lo planteado por el artículo 42 del Código Orgánico Integral 
Penal- subrayando los elementos de pertenencia, la instrumentación y la actividad necesaria, que 
dan origen a la autoría mediata y al coautor.  
 
Por otro lado, es necesario indicar que los delitos de mera actividad o de peligro –concreto o 
abstracto- como es el caso que se analiza, no corresponderán directamente a la teoría del dominio 
funcional del hecho, pues como se deja anotado, este teorema responde únicamente por delitos de 
resultado, pero que sin embargo, ha permitido desarrollar la teoría de la imputación objetiva, que es 
la que adopta nuestro sistema legal y en particular en el uso doloso de documento falso, tesis que 
encuentra su base principalmente en la adopción por parte del agente activo de la infracción, la 
adopción de la conducta descrita por la ley penal, entrañando en sí, el peligro latente, como se deja 
expuesto anteriormente en cuanto se refiere a la naturaleza del bien jurídico protegido. En el caso 
de uso doloso de documento falso, se observará pues, la importancia de dicho uso, puesto que si 
bien es cierto, al usuario se le ubica en el nivel de punibilidad de autor, no necesariamente lo es, 
tratándose de una ratio legis.  
 
Ahora bien, dentro de este mismo análisis, conviene expresar que esta teoría permite de manera 
efectiva determinar los grados de participación en un hecho que haya sido cometido por un grupo 
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delictivo, diferenciando incluso, las acciones “necesarias” para la comisión del hecho, la 
cooperación y el encubrimiento. En tal sentido, considero trascendental referirnos al autor mediato, 
cuya descripción consta en el segundo inciso del artículo 42 del Código Orgánico Integral Penal: 
 
“a) Quienes instiguen o aconsejen a otra persona para que cometa una infracción, cuando 
se demuestre que tal acción ha determinado su comisión. b) Quienes ordenen la comisión 
de la infracción valiéndose de otra u otras personas, imputables o no, mediante precio, 
dádiva, promesa, ofrecimiento, orden o cualquier otro medio fraudulento, directo o 
indirecto. c) Quienes, por violencia física, abuso de autoridad, amenaza u otro medio 
coercitivo, obliguen a un tercero a cometer la infracción, aunque no pueda calificarse 
como irresistible la fuerza empleada con dicho fin. d) Quienes ejerzan un poder de mando 
en la organización delictiva.” 
 
De la norma transcrita se observa un denominador común a las acciones que puede tomar el 
presunto autor mediato, esto es, el perfeccionar el injusto penal, por medio del uso de otra persona. 
Si bien es cierto, la autoría mediata no es aplicable al tipo penal que estudiamos, no es menos cierto 
que en un caso forzado, podría ser alegada en miras de la aplicación del desplazamiento de 
culpabilidad.  
 
En tal sentido, (Mir Puig, 2005, pág. 379), expresa:  
 
“[…] la relación ha de ser tal que invierta los papeles que normalmente corresponden al 
realizador material y a la persona de atrás. Si en principio el autor es el realizador 
material y la persona de atrás es sólo partícipe (inductor), en la autoría mediata sucede 
precisamente lo contrario.” 
 
De la cita anotada se infiere entonces que la autoría mediata encuentra su génesis 
principalmente en una relación entre dos personas frente a la adopción de determinada conducta 
antijurídica, de manera tal que se incluso podríamos hacer referencia a la figura del extraneus en 
los delitos de peculado por ejemplo. Sin ánimo de perdernos en otro tipo de cuestiones que no 
corresponden al tema de estudio de esta investigación, hemos de indicar que la autoría mediata de 
conformidad con lo establecido por el Código Orgánico Integral Penal, corresponde a tres acciones: 
a) el accionar subjetivo de aconsejar o instigar a la comisión de un delito; b) usar determinados 
medios para lograr que una persona cometa una infracción penal, medios que pueden ir desde 
dádivas hasta el uso de fuerza o engaño; c) las ordenes emanadas desde la cabeza de una 
organización criminal –asociación ilícita por ejemplo.  
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Este accionar encuentra su base entonces en la relación entre dos personas, aquel que ejecuta la 
acción y que podrían imputárseles los actos delictivos que cometa y aquel sujeto activo que se 
encuentra entre las sombras y que probablemente ha orquestado dicho accionar por parte del primer 
sujeto, a fin de mantener su identidad en secreto y salvaguardado de las leyes penales, a quién se le 
otorgará la calidad de autor mediato. Frente a este tipo de accionar corresponde totalmente la 
aplicación del principio de la accesoriedad de la participación, puesto que en determinados casos, la 
el proceso de adopción de una conducta antijurídica no responde precisamente a la voluntad y 
conciencia del sujeto activo al que le son atribuibles las infracciones penales, puesto que bien 
puede hallarse bajo la influencia de otro ente, que lo conduce de tal manera, que sea previsible para 
este último, el perfeccionamiento del delito
22
, configurando al agente fáctico, como un mero 
instrumento y que muchas de las veces puede conducir a un error “invencible” o al mismo error de 
prohibición, generando de esta manera un desplazamiento de culpabilidad que imposibilitaría al 
órgano jurisdiccional respectivo el juzgamiento de este tipo de conductas.  
 
Con el ánimo de no alejarnos más de lo necesario respecto del tema que estudiamos, al haber 
existido un ratio legis respecto de la atribución de punibilidad en contra del usuario de un 
documento falso, elevándolo para los efectos, a la calidad de autor, lo que origina la siguiente 
cuestión: ¿Qué pasa si es identificable el autor material de esa falsificación?  
 
La respuesta es muy discutible, por cuanto en primer lugar, de ser el caso sería perfectamente 
aplicable la autoría mediata, circunscribiendo la posibilidad del juzgamiento del sujeto que 
perfeccionó fácticamente el delito, a la aplicación de la teoría de la accesoriedad de la 
participación. Sin embargo, al ser identificable el autor mediato, nos encontramos con dos 
posibilidades: la aplicación de la falsedad documental sobre este último dejando otorgando el grado 
de partícipe –en cualquiera de sus variantes- a aquel a quien se puede atribuir el acto propio y; la 
segunda posibilidad responde a una división de la continencia de la causa, para cada uno de los 
artífices del injusto penal: mal podríamos referirnos a una concurrencia real o ideal de delitos, por 
cuanto las acciones que han tomado cada uno de los partícipes son distintas: uno confecciona, el 
otro usa; empero de lo cual, daría pie a una confusión entre la concurrencia medial de delitos y la 
autoría mediata, encontrando un punto clave entre ambas: el uso de un instrumento a fin de arribar 
a la comisión de un injusto penal.  
 
                                                         
22
 Respecto al perfeccionamiento del delito el autor de esta investigación considera que no responde 
únicamente a la configuración de los hechos descritos por la ley penal independientemente si se trata de un 
delito de peligro o de resultado, sino que responde especialmente a la adopción de conductas conducentes a 
lesionar un bien jurídico protegido, -sin querer decir que un accionar es punible desde aquel momento- sino 
que es necesario considerar el concepto extensivo de autor, a fin de aplicar la teoría de la causa eficiente, 
para asegurar de esta manera el cumplimiento de la no impunidad.  
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Sin embargo y dejándonos guiar por la casuística propia de cada causa, sin duda alguna 
llegaríamos a la conclusión de que el injusto penal de resultado –me refiero evidentemente al uso 
doloso de documento falso- constituye una excepción a la formalidad de las teorías de la autoría 
por las razones expuestas, de tal manera que, se deberá de manera obligatoria a fin de garantizar la 
seguridad jurídica, aplicar el concepto extensivo de autor, en consideración a la configuración 
previa de un delito de mera actividad que pasa a concretarse en uno de resultado al poner en el 
tráfico jurídico un instrumento falso. 
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CAPÍTULO V 
TRATAMIENTO JUDICIAL DE LOS DELITOS DE FALSIFICACIÓN 
DE DOCUMENTOS 
 
Como se ha indicado ya en capítulos anteriores, la prejudicialidad civil en delitos de 
falsificación manifiesta de documentos públicos, se encuentra como un requisito previo, -valga la 
redundancia- al inicio de la acción penal, en tal sentido, no podemos dejar de evidenciar la 
necesidad del estricto cumplimiento de este requisito a fin de que el proceso penal, como tal no 
encuentre ningún tipo de causa de nulidad que pueda acarrear desde su inicio.  
 
Desafortunadamente, como tantas ocasiones lo hemos visto y otras tantas las hemos sentido en 
carne propia, este requisito no siempre se cumple, de tal manera que lo explicado en el párrafo 
anterior, no tendría cabida en la vida jurídica de un proceso, pese a ser lo estimado, lo legal, lo 
adecuado en el caso de una falsedad de un instrumento público, de tal manera que, y muy a peso de 
nuestra conciencia legalista, esta norma prevista por el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Civil se encuentra en calidad de letra muerta para la mayoría de casos previstos en la norma 
invocada, por cuanto, el procedimiento costumbrista por el que se ha optado a fin de iniciar el 
juzgamiento de la falsedad de un documento público –tomando por sentada tal calidad- ha sido la 
presentación de la notitia criminis  al fiscal correspondiente, dejando de lado el procedimiento 
previsto en la referida norma y afectando directamente el principio de legalidad adjetiva previsto 
por nuestra Constitución en su artículo 76.3.  
 
Sin más que decir o indicar, pasaremos entonces a describir el tratamiento judicial que reciben –
o deberían recibir en su defecto- en primer lugar la demanda de falsedad de un documento público 
ante el Juez civil, para pasar inmediatamente a describir el tratamiento en fuero penal de la 
denuncia presentada ante el Fiscal correspondiente. 
 
5.1  PROCEDIMIENTOS 
 
5.1.1. PROCEDIMIENTO CIVIL EN ACCIÓN POR FALSEDAD DE 
INSTRUMENTO PÚBLICO 
 
Como lo hemos expresado anteriormente, la falsedad de instrumento público por lo 
menos en la teoría debe ser iniciada en la vía civil, por orden legal, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, y en tal sentido, el 
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proceso deberá encontrar su génesis en la demanda que debe presentar el afectado por la 
presunta falsedad de “x” o “y” instrumento ante el Juez competente y natural de 
conformidad con las circunstancias del caso, en consecuencia, y demás está decir que  la 
misma deberá contener los requisitos determinados en el artículo 69 del Código Adjetivo 
Civil, en base al trámite de un juicio ordinario. 
 
Una vez presentada la acción, el juez deberá calificarla u ordenar que se complete, con 
lo que una vez realizado, se procederá a citar al demandando –en caso de singularizarlo- de 
lo contrario, nos encontraríamos únicamente frente a la petición de la declaratoria de 
nulidad del documento en cuestión.  
 
Realizada la citación y con la contestación a la demanda –o en rebeldía-  de manera 
genérica el Código Adjetivo Civil ordena que se convoque a las partes a una audiencia de 
conciliación en la que de llegarse a un acuerdo, se dejará constancia en el acta que se 
elabore y se finiquitará la litis con la respectiva sentencia, sin embargo, en este punto 
considero necesario indicar que al tratarse de un asunto que tiene por objeto además de 
declarar la nulidad de un instrumento público por la falsedad en él contenida, se ventila 
principalmente una especie de “indicios de responsabilidad”, por lo que mal podría 
practicarse este tipo de actuación procesal por parte del órgano jurisdiccional, por cuanto 
nos hallamos frente a una bidireccionalidad de la intención de la demanda, como ya se ha 
indicado anteriormente y que nos permitimos remarcar de nueva vez: 
 
 Declarar la nulidad de instrumento 
 De ser consecuente, remitir el expediente completo a la Fiscalía General del 
Estado, a fin de que esta investigue la posible autoría y responsabilidad a fin de que 
se active la potestad punitiva del Estado.  
 
De esta manera, hemos de indicar que  al tener una consecuencia penal –que 
evidentemente sobrepasa la gravedad de las consecuencias civiles- y al estar hablando de 
una acción penal que busca, principalmente castigar al responsable del delito en cuestión –
de demostrarse su existencia-, mal podría llegarse a un acuerdo respecto a cuestiones de 
puro derecho en el caso civil, de tal manera que esta norma procesal se encuentra proscrita 
en cuanto se refiere a su aplicación.  
 
Continuando con este trámite ordinario en juicio civil, observamos que una vez se ha 
demostrado –en la teoría- la imposibilidad de llegar a un acuerdo o mediación entre la parte 
accionante y la accionada, el órgano jurisdiccional competente ordenará que se abra el 
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término probatorio de diez días, a fin de que se demuestre la falsedad documental además 
de los hechos que se hayan enunciado en la demanda, lo que una vez realizado, deberá ser 
resuelto en sentencia.  
 
Cabe señalar en este punto, que al tratarse de un juicio que tiene por objeto los ya 
transcritos fines, mal podría llegarse a determinar una cuantía, pues lo que se busca, no es 
precisamente el resarcimiento de un daño personal o patrimonial, sino que se pretende se 
declare la nulidad de un instrumento, que de ponerse en circulación, afectaría además del 
tráfico jurídico como medio, el patrimonio tanto inmaterial como material de los 
declarantes, por lo que la trascendencia, el trascendencia del tratamiento judicial en fuero 
civil es remarcable en consideración a los prenombrados factores, remarcando la 
preeminencia que tiene el accionante sobre el proceso. 
 
Por otro lado, es necesario indicar otro procedimiento que se torna en factible al 
examinar tanto el Código de Procedimiento Civil, como el actual proyecto de Código 
General de Procesos –que busca la uniformidad en el tratamiento judicial de acciones no 
penales, sistematizando el actuar procesal jurisdiccional a fin de implementar la oralidad y 
con esta un proceso mucho más ágil y oportuno-, y este se trata de la presentación de 
falsedad de un instrumento público como excepción, en caso de tratarse de la base de la 
acción civil, -perentoria-, de tal manera que esta deberá ser resuelta en sentencia, sea que se 
ha demostrado o no, teniendo, básicamente el órgano jurisdiccional, la misma obligación 
de remitir el proceso a la Fiscalía General del Estado en caso de existir un indicio de 
responsabilidad suficiente para empezar la investigación correspondiente.  
 
5.1.2 PROCEDIMIENTO PENAL POR DENUNCIA 
 
Previo a iniciar profundamente este tema, es necesario indicar que la denuncia es el acto 
por el que un ciudadano particular pone en conocimiento del brazo investigador del Estado 
la comisión de un delito otorgándole la información necesaria a fin de facilitar la labor de 
investigación por parte de la Fiscalía General del Estado, encontrándonos entonces que esta 
última es la institución que es la “dueña” del proceso investigativo y acusador, teniendo el 
acusador particular un carácter incidental sobre el desarrollo del proceso, pero no siendo él 
de quien depende la acusación oficial.  
 
En esta misma línea de análisis, hemos de indicar que una vez realizada la denuncia, -
sea por medio oral o por medio escrito- el o la Fiscal tiene la obligación de iniciar la 
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respectiva indagación previa, a fin de recabar elementos que permitan presumir la 
materialidad de la infracción así como la responsabilidad de determinada persona, proceso 
que será reservado, en consecuencia se encuentra únicamente en conocimiento de las partes 
que en él intervienen, vale decir, el o la Fiscal y sobre quien recae la denuncia. 
 
Una vez realizada la investigación, se solicitará al Juez de Garantías Penales se señale 
fecha para la audiencia de formulación de cargos, en la que se de llegarse a determinar la 
necesidad de una nueva etapa investigativa, es decir la instrucción fiscal  a fin de recabar 
elementos de convicción que posean las características de unívocos y concordantes entre sí, 
se la declarará abierta por una etapa no mayor a noventa días, después de la cual, en caso 
de no llegarse a recabar suficientes elementos de convicción que permitan presumir la 
existencia de un delito, se dictará sobreseimiento provisional o definitivo (provisional del 
proceso y del procesado; provisional del proceso y definitivo del procesado; definitivo del 
proceso y del procesado). 
 
Si no se llega a determinar la necesidad de apertura de la instrucción fiscal, se ordenará 
inmediatamente el archivo de la indagación previa. 
 
Una vez que haya fenecido el plazo de duración de la instrucción fiscal y adquiridos 
todos los elementos de convicción,  el o la fiscal de la causa solicitará al Juez de Garantías 
Penales, se señale fecha de audiencia preparatoria de juicio y formulación de dictamen 
fiscal, en la que, el referido órgano jurisdiccional, en caso de encontrar indicios suficientes 
y a más de realizar la calificación jurídica de los hechos correspondiente al presunto delito 
y procesado, dictará el auto de llamamiento a juicio en contra del presunto autor del delito 
y de ser aplicable al caso, ordenará la prisión preventiva, siempre y cuando se apliquen las 
condiciones determinadas en el artículo 167 del Código Procesal Penal. Una vez dictado el 
auto de llamamiento a juicio en la audiencia y fundamentado en debida forma de 
conformidad con la resolución Nº 002-2013 emitida por el Pleno de la Corte Nacional de 
Justicia el 22 de mayo de 2013, se concederá a la Fiscalía y a la parte procesada un término 
a fin de que presenten los anticipos probatorios de los que se crean asistidos, remitiendo 
todo este conjunto de actuaciones procesales al Tribunal de Garantías Penales, a fin de que 
este proceda al juzgamiento de la conducta adoptada por el imputado, sin que esto quite la 
posibilidad de declarar su inocencia o incluso de realizar un cambio de la calificación 
jurídica de los hechos que fue realizada en su momento por el Juez de Garantías Penales.
23
 
                                                         
23
 De conformidad con la sentencia dictada dentro del caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, dictada el 18 de 
junio de 2005 por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la que si bien es cierto se 
desarrolla una especie de vinculación entre el principio de congruencia entre la acusación fiscal y la 
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Una vez remitido al Tribunal de Garantías Penales el proceso, y después de haber 
proveído el acervo probatorio por las partes (demás está decir, cumpliendo con la doctrina 
POPI), procederá a dictar sentencia en la misma audiencia oral, pública y de contradictorio 
de juzgamiento.  
 
Cabe resaltar que el thema probandi, en pocas palabras y de manera muy general está 
constituido por aquella afirmación que se intentará probar mediante el uso de las distintas 
clases de pruebas, sean estas materiales, documentales o testimoniales, a las que incluso se 
las podría nuevamente clasificar en pruebas directas y pruebas referenciales. Aplicando 
esta definición al ámbito penal, hemos de indicar que el thema probandi se encuentra 
limitado por la afirmación contenida en la acusación fiscal, -de ahí la importancia de la 
congruencia entre esta última y la sentencia-, de tal manera que evidentemente, en onus 
probandi por regla general corresponderá a quien sostiene la acusación pública, es decir, el 
agente fiscal, circunscribiendo la actividad de este funcionario público a probar sus 
acusaciones mediante el uso de medio probatorios que cumplan con la ya analizada aptitud 
probatoria, en base a los parámetros de legalidad y constitucionalidad. La trascendencia de 
la teoría general de la prueba en el caso de la denuncia presentada directamente ante el 
Fiscal se encuentra remarcada por cuanto está dirigida a probar dos de los tres elementos 
constitutivos del tripartito penal, esto es, la materialidad del delito, -documento falso- y la 
responsabilidad del aún presunto sujeto activo de la infracción –un funcionario público y 
que el mismo se haya encontrado en ejercicio de sus funciones al momento de falsear ese 
documento-.  
 
En este sentido, en caso de aplicarse la prejudicialidad descrita por el artículo 180 del 
Código de Procedimiento Civil, uno de esos elementos se encontraría ya en firme, por 
cuanto existe una sentencia ejecutoriada que declara la falsedad de un instrumento, lo que 
sería factible en base al principio de economía procesal.  
 
                                                                                                                                                                          
sentencia que se le impondrá al procesado, no es menos verdadero que la calificación jurídica al ser 
obligatoria por parte del Juez que dicta el auto de llamamiento a juicio tiene una incidencia primordial 
durante todo el proceso de juzgamiento, por lo que el nomen iuri con el que se le identifique a determinada 
conducta, determinará de igual manera el acervo probatorio adecuado a fin de demostrar la comisión de un 
delito, tanto en su materialidad como en su responsabilidad. En el voto razonado emitido por el Juez Juan 
Sergio García Ramírez en la misma sentencia, se remarca la importancia que posee el saber identificar la 
conducta, a fin de calificar jurídicamente los hechos, de manera correcta, restando de esta manera los 
efectos de la primera calificación realizada por el Juez de Garantías Penales, habilitando en tal sentido, al 
tribunal de juzgamiento el cambiar dicha calificación, como bien lo ha determinado el inciso segundo del 
artículo 232 del aún vigente del Código de Procedimiento Penal, así como el numeral 5 del artículo 608 del 
Código Orgánico Integral Penal. 
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Una vez notificadas las partes con la sentencia, se activa la etapa de impugnación, 
dentro de la que nos encontramos (a nivel de la Corte Provincial de Justicia) con los 
recursos de apelación y nulidad, además del recurso de hecho, que a la larga se tramitará 
como un recurso de apelación en caso de ser aceptado, y los recursos extraordinarios de 
casación y revisión. Demás está decir que todos estos se ventilarán en audiencia oral, 
pública y de contradictorio en ejercicio de la oralidad ordenada por la Constitución de la 
República y el Código Orgánico de la Función Judicial.  
 
5.2 LA DENUNCIA PRECLUYE LA DEMANDA POR FALSEDAD DE 
INSTRUMENTO PÚBLICO 
 
En los dos acápites anteriores hemos intentado realizar una diferenciación entre la demanda y la 
denuncia, remarcando la naturaleza jurídica de ambas así como los efectos procesales que poseen 
cada una de ellas, en tal sentido, nos es necesario indicar, de nueva vez, que la demanda se 
encuentra bajo los efectos del principio dispositivo, a fin de que el accionante solicite al juez una 
reparación o declaración de alguno de sus derechos que se hayan visto lesionados por el ejercicio 
de la autonomía de la voluntad privada, por lo que, precisamente la demanda obedece a tal 
situación; mientras que, por otro lado la denuncia busca dar la llamada notitia criminis  al Fiscal a 
fin de que se inicie una investigación con el objeto –a largo plazo- de encontrar culpables y 
responsables de cualquier presunto delito. Ahora bien, dada la naturaleza de la notitia criminis, 
hemos de indicar que la misma cumple la finalidad de su existencia cuando se ha dado ya el inicio 
de la investigación, mientras que la demanda, ha de cumplir su finalidad una vez que la sentencia 
se encuentre ejecutada, de tal manera que los resultados de resarcimiento se encuentren ya 
completados.  
 
En esta misma línea de análisis, deberemos indicar que de aplicarse la prejudicialidad, esta 
precluiría de manera expresa la posibilidad de presentar una denuncia ante el Fiscal competente 
(Unidad de Delitos en contra de la Fe Pública), puesto que de acuerdo a la disposición final del 
artículo 180 del Código Adjetivo Civil, el juez civil se encuentra en la obligación de remitir copias 
certificadas del expediente a fin de que se inicie una investigación, sin que esto signifique que no se 
pueda presentar una acusación particular; en consecuencia, el vehículo por el que se da a conocer la 
notitia criminis, en el caso planteado, varía sustancialmente, por cuanto no se trata de una 
denuncia, sino de una sentencia que declara un documento falso (materialidad de la infracción), 
ahorrando tiempo y medios a la Fiscalía a fin de que se encuentre un responsable.  
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Ahora bien, si se ha obviado el procedimiento civil, y la denuncia se presenta directamente ante 
el Fiscal de la Unidad de delitos contra la Fe Pública, esta última al ser considerada como el brazo 
investigativo del Estado, se encuentra en la obligación legal de iniciar una investigación, -valga la 
cacofonía- a fin de determinar materialidad y responsabilidad, variando en este sentido el objetivo 
de la denuncia frente a la demanda de falsedad instrumental. Por otro lado, si el denunciante decide 
acudir al fuero civil demandando la falsedad de un documento público, bien podría hacerlo, pero 
corre el riesgo de que uno de los dos procesos iniciados, termine en una sentencia contradictoria, de 
manera tal que si se ha dictado un auto de llamamiento a juicio en contra de una persona por 
considerarla presunta autora de la falsedad de instrumento público, y resulta que el denunciante  ha 
acudido después de haber presentado su denuncia, a demandar a esa misma persona en fuero civil y 
este se pronuncia en el sentido de desechar la demanda por cuanto el documento es válido y veraz, 
la investigación realizada por la Unidad de Delitos contra la Fe Púbica de la Fiscalía General del 
Estado quedaría sin sustento fáctico y legal –para ser benignos, puesto que bien podría suceder 
aquello cuando existe ya una sentencia penal condenatoria-, lo que, habilitaría al presunto autor a 
acceder a otro tipo de acciones como daño moral y reparación de daños y perjuicios en contra de 
accionante/denunciante; bien puede ocurrir precisamente lo inverso, que exista una sentencia penal 
absolutoria y la sentencia civil declara que el documento es falso, lo que incurriría en una 
contradicción entre los distintos órganos de administración de justicia. 
 
En tal sentido, y a fin de evitar este tipo de pronunciamientos contradictorios, hemos planteado 
precisamente la preclusión de una de las acciones adoptadas por el sujeto pasivo/ofendido de la 
infracción de tal manera, que como se deja anotado en líneas anteriores, la presentación de la 
demanda precluye la denuncia sobre un mismo hecho y viceversa, es decir la denuncia de una 
falsedad de un instrumento público precluye la demanda civil, a fin de evitar en primer lugar 
pronunciamientos contradictorios, y en segundo lugar, estos pronunciamientos incurren en lo que 
se llama la regla del tercero excluido, es decir, si una de las sentencias es verdadera, por lógica la 
otra es falsa, lo que de acuerdo al criterio del autor de esta investigación, podría incluso llegar a 
considerarse error judicial. 
 
Por otro lado, es necesario considerar que una vez presentada la denuncia es de vital 
importancia iniciar una serie de actividades que permitan esclarecer el tipo penal por el que se está 
entregando la notitia criminis, de tal manera que se pueda adoptar el procedimiento adecuado, para 
efectos de lo cual remarcamos una nueva ocasión, que la prejudicialidad contenida en el artículo 
180 del Código Adjetivo Civil tiene su base únicamente en la falsedad material de un documento 
público, por lo que para el resto de falsedades el Fiscal de la Unidad de Delitos contra la Fe Pública 
se encuentra en capacidad de iniciar una investigación.  
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Es precisamente que por este tipo de errores de identificación de los elementos del tipo penal 
han provocado que incluso se proceda ante la Dirección Nacional de Actuación y Gestión Procesal 
de la Fiscalía General del Estado, puesto que se ha permitido que delitos análogos a la falsedad 
documental se queden en la impunidad, -particularmente durante el inicio de la etapa investigativa 
de los referidos delitos, es decir, la indagación previa, en la que el agente fiscal se ha “inhibido” de 
continuar con dicho procedimiento invocando la prejudicialidad-, violando de esta manera 
principalmente los principios de no impunidad y de justicia universal. 
 
5.3  LA PREJUDICIALIDAD Y EL DEBIDO PROCESO  
 
Hemos de iniciar esta sección indicando que de acuerdo al artículo 76 de nuestra Constitución, 
el debido proceso constituye un conjunto de garantías que entre otras encuentran sus piedras 
angulares en el salvaguardar los derechos de las partes intervinientes en un proceso –sea cual fuere 
la naturaleza de este último-, en cumplimiento de las normas vigentes; la presunción de inocencia; 
el principio de legalidad adjetiva y sustantiva; actividad probatoria; ultra-actividad de la ley así 
como la aplicación de sanciones pro homine; la proporcionalidad y el derecho a la defensa, bases 
sobre las cuales se ha erigido de manera no poco esforzada un concepto de debido proceso, en 
consideración al carácter garantista de nuestra Ley Suprema que de modo extensivo no abarca 
únicamente normas y procedimientos, sino que incluye también principios, de tal manera que el 
contenido de la norma o ley, -de acuerdo a la intención del constituyente- no se encuentra limitado 
por el contenido de la letra de esa ley, el tenor de la ley, sino que el órgano de aplicación de la ley, 
se halla sujeto al principio contenido en la misma.  
 
En este sentido, es menester indicar en primer lugar y de conformidad con lo establecido por 
nuestra Constitución que nos encontramos en un Estado Constitucional de derechos, en tal sentido 
lo implícito en dicha afirmación es que la aplicación de la norma dada en derecho deja de obedecer 
precisamente a la intencionalidad otorgada a esta por parte del legislador –que podía o no ser 
obediente al espíritu de la ley-, y en tal sentido, se pasa a una nueva etapa en la que el Estado, tiene 
la obligación de cuidar y salvaguardar los derechos de sus ciudadanos,
24
 siendo este el primer y 
último llamado a hacerlo, como se hace constar en la sentencia dictada dentro del recurso de 
casación Nº 35-2012, por la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador. 
                                                         
24
 En tal sentido el autor de esta investigación remarca el hecho de que dentro del Estado constitucional de 
derechos, no existen súbditos –como lo remarca la teoría aplicada en la Constitución anterior, en la que se 
enmarca la norma escrita a su aplicación, circunscribiendo la posibilidad por parte de los órganos 
administradores de justicia, a la aplicación directa de la norma más conveniente, situación que ha sido 
cambiada dentro de esta nueva estructura constitucional del Estado Ecuatoriano, obligando de esta manera 
al Juez (Pluripersonal) a expandir el contenido de la misma en el sentido más favorable al ser humano, de 
ahí que la garantía normativa –que naturalmente corresponde al Derecho Penal-, se encuentra ahora 
enmarcada dentro de un ámbito constitucional, el principio pro-homine. 
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En esta estructura de ideas, entonces conviene indicar que ahora el Juez, debe aplicar la norma 
en el sentido que más favorezca a la aplicación de los derechos y principios contenidos en la 
Constitución, lo que en teoría, da como resultado la preponderancia de estos mismos derechos y 
normas constitucionales, teniendo como consecuencia una “Constitucionalización del Derecho”, 
que se aplicará progresivamente, de conformidad con lo establecido por los numerales 5 y 8 del 
artículo 11 de la Constitución, por lo que, las actividades que realicen los administradores de 
justicia, en el ámbito de su competencia, deberán ser enmarcadas dentro de los límites establecidos 
por la Norma Suprema del Estado, conllevándonos entonces al ya referido proceso.  
 
Este proceso de Constitucionalización obedece principalmente a las garantías y derechos 
aplicables al ser humano, como ya se ha indicado anteriormente, encontrando su objetivo en la 
dignidad humana, sin embargo, es de remarcar el proceso de control de constitucionalidad tanto de 
las normas como de los fallos puesto que, la naturaleza de nuestra Carta Suprema establece que no 
son necesarias las normas secundarias o conexas a fin de garantizar el cumplimiento de los 
derechos, garantías y acciones allí constantes, determinando incluso, de manera pragmática el 
control concreto de constitucionalidad, como una de las facultades de la Corte Constitucional, 
fijando precisamente en ella la “jurisdicción” para dicho fin, además de los trámites propios, como 
la Acción Extraordinaria de Protección
25
. Es necesario remarcar que entonces, el concepto de 
jurisdicción otorgado por nuestro Código Adjetivo Civil: “La jurisdicción, esto es, el poder de 
administrar justicia, consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia 
determinada, potestad que corresponde a los tribunales y jueces establecidos por las leyes.”, se encuentra 
en desuso de conformidad con lo establecido por el artículo 150 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, que establece en su parte pertinente:“La jurisdicción consiste en la potestad pública de juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado, potestad que corresponde a las juezas y jueces establecidos por la Constitución y 
las leyes, y que se ejerce según las reglas de la competencia.”, de tal manera que ahora, y como se ha 
expresado ya, la jurisdicción, ya no se encuentra establecida únicamente en la ley correspondiente, 
                                                         
25
 Que a decir del investigador, se trata en su naturaleza de un recurso, una expresión del derecho a la 
impugnación consagrado en el literal m) del artículo 76.7 de nuestra Constitución, ya que en el rito legal, se 
lo tramita de esa manera. En tal sentido, nos encontramos frente a una división del concepto de jurisdicción, 
llegando a determinarse la jurisdicción judicial: es decir la ordinaria; y la jurisdicción constitucional, 
aquella otorgada a favor de las y los jueces constitucionales, a fin de controlar la constitucionalidad de las 
decisiones judiciales. Por consecuencia, he de indicar que la independencia interna y externa de los órganos 
judiciales –prevista por los numerales 1 y 3 del artículo 168 de la Constitución- se ha visto mermada, por 
cuanto, al declarar vulnerado un derecho –en una acción extraordinaria de protección- se declara 
igualmente nula la sentencia dictada por la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y 
Tránsito de la Corte Nacional de Justicia –sea esta en un recurso de casación o revisión-, lo que si bien es 
cierto puede favorecer a la vigencia y aplicación de los derechos del o la procesada, no es menos verdadero 
que aquello favorece a la intromisión en la decisiones judiciales, por parte de una institución “satélite”, es 
decir que no posee ni el carácter jurisdiccional, que la ubicaría bajo el control del Consejo de la Judicatura 
del Ecuador; y menos aún el carácter de otra función del Estado, pese a tener dentro de nuestra misma 
Carta Suprema, una sección que le otorga autonomía –tanto administrativa como financiera- a fin de 
garantizar el control de constitucionalidad, en virtud del cual, existe dentro de nuestro índice de 
instituciones públicas. 
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sino que también se encontrarán sus preceptos en la Constitución de la República, encontrándose 
entonces una bifurcación en cuanto se refiere a la fuente de la competente: la Constitución como 
ley de leyes, y la ley como tal; esto tiene su consecuencia más relevante en la administración de 
justicia constitucional y la administración de justicia ordinaria, teniendo la primera la finalidad 
principal del control de constitucionalidad sea de la ley o de resoluciones, sentencias o autos con 
fuerza de sentencia; mientras que la segunda, tiene como fin el conocer la acción –esta última 
expresión que busca poner en conocimiento de un órgano jurisdiccional un derecho o derechos que 
deben o no ser declarados –en base a un concepto civilista del término-, por lo que hemos de 
indicar que la acción es el vehículo procesal adecuado a fin de que el ciudadano tenga una primera 
aproximación a un órgano jurisdiccional, que tendrá la obligación de mantener siempre por delante 
la llamada tutela judicial efectiva, es decir, mantener en igualdad de condiciones a las partes, en 
ejercicio de su derecho a la defensa, presunción de inocencia, libertad probatoria –siempre y 
cuando esta no violente los principios determinados en la Constitución ni en la ley penal-, 
contradicción, aplicación de la norma más acorde al marco constitucional, la proporcionalidad
26
, y 
la motivación, por enumerar las más importantes. 
 
Retomando el tema principal, que plantea la necesidad de un análisis respecto a la jurisdicción, 
a la acción y al proceso como instrumento, hemos de indicar que dentro de nuestro sistema de 
administración de justicia ordinaria –jurisdicción judicial- se les ha otorgado a los jueces y juezas 
del país una nueva facultad, la del control concreto de constitucionalidad, esto es, que de 
conformidad con el artículo 142 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, el juez en caso de tener duda razonable y motivada respecto a la aplicación de una 
norma que podría ser considerada inconstitucional, se encuentra en la obligación de consultar tal 
calidad de la referida norma a la Corte Constitucional, la que de no pronunciarse en un plazo de 
cuarenta y cinco días, habilitará al órgano jurisdiccional que consulta, a seguir sustanciando la 
causa, pero en consideración a que existe normativa constitucional que obliga a que se aplique la 
norma más favorable en consideración al contexto constitucional, así se lo deberá realizar. En tal 
sentido, el control de constitucionalidad de la normativa es mayor aún, en cuanto se les dota a los 
jueces –de cualquier nivel- esta posibilidad, tomando la última palabra la misma Corte 
Constitucional que dejará  en tal sentido, precedente constitucional vinculante. 
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 Respecto de la cual cabe indicar que es necesaria la aplicación de la misma, siempre y cuando exista una 
quántum de la pena, en obediencia estricta de los principios previstos por la dosimetría penal. En otras 
palabras, no corresponde al juez calcular la pena sobre una base inexistente, sino que deberá tomar en 
cuenta el parámetro constante en la ley penal a fin de imponer una sanción que vaya acorde con la gravedad 
de la lesión al bien jurídico protegido; en este sentido, no puede el órgano jurisdiccional imponer una pena 
que no esté prevista en la ley, por cuanto estaríamos violentando el núcleo de la garantía penal –prevista 
esta como uno de los pilares fundamentales de la administración de justicia penal-, además de ignorar por 
completo el principio de legalidad en materia penal. En consecuencia, el órgano jurisdiccional deberá 
considerar los subprincipios de necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la pena a fin de imponerla. 
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De tal manera, que en cuanto al ejercicio de la jurisdicción, nos encontramos frente a una 
especie de monopolio estatal, de donde se derivan dos monopolios: el judicial y el procesal. 
Corresponde entonces, hablar en primer lugar del monopolio judicial
27
, que, y como se dijo antes, 
busca en primer lugar la tutela judicial efectiva en dos ámbitos: subjetivo y objetivo: el subjetivo, 
de manera evidente se refiere a la persona y a las partes que intervienen en el juicio, esto es “inter 
partes”; el objetivo, hace referencia respecto a libertades y derechos fundamentales del ser humano, 
esto es “erga omnes”. Por otra parte, el monopolio procesal que se encuentra ligado directamente al 
principio de legalidad adjetiva prevista por el artículo 76.3 de la Constitución, y que establece que 
la ley es la única que determina los procedimientos a seguir, dentro del que encontramos, y como 
ya hemos explicado en el parágrafo que antecede, el Fiscal es aquel representante del monopolio 
estatal habilitado para iniciar una investigación a fin de iniciar un proceso de una acción penal 
pública, en otras palabras, es el titular de la acción penal pública, no siendo así una acción penal 
privada, que si bien es cierto a efectos probatorios puede recurrir a los mismos instrumentos a los 
que acude el Fiscal, al Estado no le interesa sancionar por ejemplo una injuria o una usurpación, lo 
que corresponde más a una litis particular; en tal sentido, el monopolio procesal, está limitado por 
la ley y por las actuaciones de un funcionario público que también debe actuar apegado a derecho; 
en consecuencia, el proceso debe cumplir con determinados requisitos a fin de llegar a su fin, -sea 
con sentencia o con auto con fuerza de sentencia-, manteniendo siempre la regularidad procesal –
validez procesal- y la veracidad.  
 
Como consecuencia final y trayendo a la memoria las disertaciones del distinguido doctor 
Ramón Rodríguez Noboa, la concurrencia de estos tres monopolios dentro de la esfera del Ius 
Puniendi Estatal da como resultado la llamada garantía jurisdiccional, y que de acuerdo al criterio 
del autor, determina el ámbito de acción de la justicia ordinaria dentro de un estado constitucional 
de derechos, pero principalmente que encuentra su fuente en el principio de legalidad, tomado este 
como la piedra angular del Derecho Penal, y que se expresa en la siguiente frase: “Nullum crimen, 
nulla poena sine praevia lege”, es decir, no hay crimen, no hay pena sin ley, que constituye el 
principio de legalidad penal. 
 
De lo anotado se deriva entonces el hecho de que el principio de legalidad penal, se encuentra 
articulado en tres partes: criminalidad, penalidad y ley, al que hemos de sumar entonces la 
trascendencia de la jurisdicción legal y la ejecución de la pena, esta última activándose únicamente 
en casos de sentencia condenatoria. En tal sentido, el principio de legalidad penal se divide en dos 
                                                         
27
 Demás está decir, erigida sobre la actividad de los jueces ordinarios, pero que sin embargo, dentro de 
nuestra Constitución se otorga la posibilidad de administración de justicia en el ámbito indígena, lo que 
conlleva a la coexistencia de dos jurisdicciones en un mismo territorio. 
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grandes ramas: la primera de ellas referente a la legalidad sustantiva; la segunda, a la legalidad 
adjetiva.  
 
La legalidad sustantiva establece que no puede existir crimen sin ley que lo establezca, creando 
de esta manera una reserva de ley absoluta, puesto que la única fuente que puede establecer o crear 
delitos es la ley penal sustantiva, que dicho sea de paso, establece también las penas, por lo que es 
en este punto álgido cuando se concretan los tres principios del Derecho Penal Romano: “Lex 
scripta, lex praevia, lex certa”, en consecuencia, y en aplicación de estos principios hemos de 
observar dentro de nuestro sistema de derecho positivo (que ultimadamente responde también al 
sistema de derecho continental europeo –particularmente al sistema penal belga-), la necesidad de 
una ley preexistente de manera escrita que determine con claridad que una conducta se encuentra 
catalogada como delito (sea de resultado o de mera actividad), frente a lo que se presenta la 
excepción de la ultra-actividad de la ley determinada en el numeral 5 del artículo 76 de nuestra 
Constitución.  
 
Ahora, por otro lado, tenemos la segunda rama de la legalidad penal, y en tal sentido, habremos 
de indicar que la legalidad adjetiva se encuentra determinada en el numeral 3 del artículo 76 
ibídem, determinando el principio de Derecho Romano “nullum judicium sine lege”; lo que de 
manera expresa: “no hay juicio sin ley”. En este orden de ideas, el juicio penal se convierte en una 
necesidad a fin de imponer una sanción a quien incurra en la configuración de un delito, por lo que, 
tomando los principios antes transcritos es necesario indicar que el juicio, dentro del sistema penal 
ecuatoriano, se torna en la cúspide de la investigación, en la que no se juega tanto la argumentación 
jurídica, sino la prueba con la que se pueda probar determinada acusación (como regla general, 
excluyendo a los delitos como el enriquecimiento ilícito donde la carga de la prueba se invierte), 
poniendo en juego factores distintos a la legalidad sustantiva, puesto que esta se limitará a 
identificar la actividad delictiva mediante la calificación jurídica de los hechos, a fin de 
sancionarla; siendo la legalidad adjetiva la que determina el procedimiento adecuado para arribar a 
una certeza (siendo esta el estado final necesario de la conciencia del órgano juzgador a fin de 
emitir una decisión en ejercicio de su potestad jurisdiccional), y que deberá respetarse a fin de 
alcanzar la tutela judicial efectiva, prevista por nuestra Ley Suprema.  
 
En otras palabras, la legalidad adjetiva nos indica el camino jurídico que debemos seguir con el 
objeto de alcanzar las finalidades del juicio penal. En consecuencia, las dos ramas de la legalidad 
nos responden a las cuestiones del qué (legalidad sustantiva), el cómo y cuándo (legalidad 
adjetiva).  
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La importancia de la segunda se ve traducida en que ampara a modo de “umbrella”  no solo el 
procedimiento, el ritual jurídico, sino que también prevé las consecuencias de no hacerlo, al punto 
de establecer la nulidad
28
 como remedio procesal a los errores en los que ha incurrido el órgano 
juzgador en la sustanciación de un juicio –ya sea como ejercicio del principio de privilegio de 
control o bien por mutuo propio-, a fin de mantener la igualdad material y formal de las 
condiciones en las que se desenvuelven las partes, encontrando su expresión máxima en la tantas 
veces aludida regularidad procesal, que ultimadamente es, conjuntamente con la uniformidad 
procedimental, la finalidad de la legalidad adjetiva, a fin de mantener la igualdad de “armas”. Tanto 
es así que incluso regula la actividad probatoria de las partes a fin de que la prueba sea legal y más 
aún constitucional, sin bordear la teoría del fruto del árbol envenenado.  
 
Como conclusión del análisis realizado y a fin de subsumir en el mismo la trascendencia de la 
aplicación de la prejudicialidad en los casos prácticos, hemos de indicar que la misma es nula. De 
un estudio de diez causas ingresadas en la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal 
Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia por el delito de falsificación de documento 
público, se deriva que los juicios penales por tal delito no han encontrado su base en una sentencia 
civil, de donde se denota entonces la siguiente cuestión: ¿En realidad se aplica el procedimiento 
establecido por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil respecto de la falsedad en un 
instrumento público, en cuanto este es un requisito de prejudicialidad?  
 
La respuesta, es no. Dentro del caso Nº 1413-2012 que por el delito de Falsedad de Instrumento 
Público se siguió en contra del Sr. G.R.B.J. y cuyo recurso de casación fue resuelto por la Sala 
Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, 
su defensa técnica refirió precisamente la trascendencia de la disposición contenida en el artículo 
ya invocado, de tal manera, que -de acuerdo a lo manifestado por la defensa- el juicio debía 
declararse nulo.  En este mismo sentido, la defensa ejercida por el doctor H.S., haciendo referencia 
a la questio factum del juicio, indicó que el señor B.J, en complicidad con la señora M.A.G, solicitó 
una copia certificada de determinada documentación que reposaba los archivos del Registro Civil, 
siendo entregado el documento original por parte de la encargada de custodiarlo. Por su parte, los 
hoy sentenciados procedieron a alterar el documento original añadiendo por su propia mano datos 
que no constaban en la referida documentación con anterioridad a su entrega, y a fin de no ser 
descubiertos en esta actividad ilícita, incluso procedieron a ordenar la manufacturación de uno de 
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 De conformidad con el auto de nulidad dictado por la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, 
Penal Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, dentro de la causa Nº 383-2014, se observa que 
la nulidad se la puede concebir en dos sentidos: a) Como una expresión del derecho a la impugnación (de 
conformidad con lo establecido por el Código de Procedimiento Penal); así como una facultad oficiosa del 
órgano jurisdiccional, encontrando su base en la necesidad de regularidad procesal, que es precisamente el 
objetivo de la legalidad adjetiva, y que en caso de no respetarse, se estaría dando lugar a una “variable” 
procesal, distorsionando de esta manera la uniformidad de la ritualidad de trámite en los juicios.  
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los sellos propios del Registro Civil, que sin ser usado, fue destruido por los referidos ciudadanos. 
La funcionaria pública al darse cuenta de lo sucedido con la documentación a su cargo y la 
intencionalidad delictiva por parte de los señores B.J. y M.A.G, procedió a realizar la denuncia 
correspondiente ante el Fiscal de la Unidad de Delitos contra la Fe Pública, quien al haber recibido 
la notitia criminis, se encontraba en la obligación legal de proceder a la investigación -dado el 
precedente administrativo sentado por la Dirección Nacional de Actuación y Gestión Procesal de la 
Fiscalía General del Estado, de fecha 29 de junio 2009- en la que se establece de manera tácita 
dicha obligación, y en la que se sanciona a la Agente Fiscal a cargo del caso por no haber iniciado 
la investigación correspondiente (por haber confundido la falsedad ideológica con la material 
indicando que la ambas son prejudiciales). 
 
Continuando con el caso propuesto, y examinadas las tablas procesales del mismo, se deriva 
para el investigador que en la audiencia preparatoria de juicio, pese a haberse realizado el llamado 
de atención sobre la prejudicialidad existente en el caso jurídico, el juez de Garantías Penales ni 
siquiera se ha pronunciado sobre el asunto correspondiente en el auto de llamamiento, situación 
que se da de manera repetitiva tanto en el Tribunal de Garantías Penales, Sala Penal de la Corte 
Provincial y Corte Nacional de Justicia, indicando esta última en su fallo dictado el 17 de enero de 
2014, a las 09:15,  que el recurso de casación se encuentra circunscrito a la corrección de errores de 
derecho e incluso de manera general se hace referencia a errores in cogitando –de motivación-, por 
lo que y aludiendo –en la referida resolución- a una mal llamada “jurisprudencia”, dictada por la 
Tercera Sala de lo Penal de la ex–Corte Suprema de Justicia el 8 de agosto del 2007; a las 10h35, 
misma que establece en la parte atinente: 
 
“No tiene al momento ninguna relevancia legal la prejudicialidad que invoca la recurrente 
alegando que la falsedad de un instrumento público corresponde ser declarada 
previamente por el Juez Civil antes de iniciar la acción penal, porque esta objeción debió 
ser planteada durante la etapa intermedia ante el Juez Penal como lo establece de manera 
expresa el Art. 229 del Código de Procedimiento Penal; si es que no lo hizo en la audiencia 
preliminar resulta impertinente ahora invocar la prejudicialidad, vía casación, tanto más 
que precluyó la respectiva etapa del proceso.” 
 
Por lo que de acuerdo a dicha sentencia, el momento procesal oportuno para la reclamación 
respecto a la prejudicialidad ha precluido, siendo este la audiencia preparatoria de juicio y 
formulación de dictamen fiscal –el equivalente a la etapa de evaluación constante en el Código 
Orgánico Integral Penal-, en este sentido, el investigador considera que esta sentencia deja de lado 
la importancia del principio de legalidad adjetiva, ya analizado en líneas anteriores, y que más aún 
vulnera la garantía constitucional de la motivación, por cuanto si bien es cierto se ha hecho una 
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invocación de un precedente pronunciado por el máximo órgano de administración de justicia 
ordinaria –que no constituye jurisprudencia como se lo llama erróneamente por parte del Tribunal 
que resolvió el caso referido, pues recordemos que una de las primeras reglas específicas en el 
Derecho Penal es la casuística, que descuenta por sí, la aplicación análoga de la ley- carece de un 
análisis jurídico profundo que demuestre la verdad de la lógica jurídica aplicada en el referido fallo, 
más aún cuando  el desarrollo procesal del juicio en análisis, se ha llamado la atención sobre la 
prejudicialidad en varias ocasiones, omitiendo en este sentido, los distintos órganos jurisdiccionales 
pronunciarse en derecho.  
 
El tema principal de la investigación no corresponde a la casación, sin embargo, el autor 
considera trascendental referirse al mismo, por cuanto, no podemos dejar pasar que, la regularidad 
procesal es trascendente en cualquier etapa del desarrollo procesal, y es justamente que el órgano 
superior, se encuentra en la obligación de aplicar el principio del privilegio del control al que ya 
nos hemos referido con anterioridad, a fin de garantizar el llamado en derecho anglosajón “Due 
Process of Law”, es decir el debido proceso, cuya expresión, cuanto menos abarca la regularidad y 
la uniformidad procesales. En tal sentido, lo que observamos en la referida resolución emanada de 
la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito, en su considerando 
segundo, declara la validez de todo lo actuado, sin embargo, nos preguntamos: ¿Cómo puede 
declararse la validez de todo lo actuado en cuanto que existe una posible violación a la legalidad 
adjetiva? 
 
Ahora bien, la pregunta planteada puede resolverse de dos maneras: Al haberse dejado de 
aplicar la prejudicialidad civil en cuanto a la declaratoria de nulidad del instrumento falso, no 
quiere decir que el fuero penal carezca totalmente de competencia para iniciar una acción penal, 
toda vez que existe un presunto delito que ha alterado la paz social y que ultimadamente debe ser 
sancionado. Es decir, en consideración a la existencia de un delito, y en base a un requisito de 
prejudicialidad, no puede dejarse de administrar justicia, aún más cuando, observamos que las 
materias civil y penal se encuentran sumamente ligadas, de tal manera que el juez penal, pueda 
justificar sus actuaciones en dos pilares fundamentales:   
 
a) Principio de economía procesal; y, 
b) Preclusión de la actuación civil 
 
En primer lugar, hemos escogido invocar al principio de economía procesal previsto por el 
artículo 18 del Código Orgánico de la Función Judicial, que técnicamente plantea el que se 
consigan la mayor cantidad de resultados jurídicamente válidos, con el menor desgaste de medios 
de administración de justicia –lo que incluye incluso el desgaste de actividad jurisdiccional además 
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de la obligación por parte de los múltiples órganos jurisdiccionales de evitar la declaración de 
nulidades, cuando estas sean subsanables-. En tal sentido, si indicamos que la economía procesal 
consiste en un principio rector del sistema de administración de justicia, y lo empatamos con el 
principio de la verdad procesal además del principio-base de nuestro sistema judicial, el de la tutela 
judicial efectiva de los derechos,-todos ellos constantes en el Código Orgánico de la Función 
Judicial- nos indica que el órgano de investigación del Estado competente, se encuentra en la 
obligación de iniciar la investigación penal pre-procesal a fin de iniciar la acción penal pública para 
llegar al juicio penal y se efectivicen todos los principios anteriormente expuestos; mal podría, en 
tal sentido, el usuario recibir una negativa a su excitativa fiscal, toda vez que el numeral 1 del 
artículo 282 ibídem, establece la obligación de la Fiscalía General del Estado de iniciar una 
investigación pre-procesal y procesal penal, sea de oficio o a petición de parte. Dicho en otras 
palabras, si “a” denuncia que “b” presuntamente ha cometido un delito, la Fiscalía “c”; está en la 
obligación de investigar tanto las acciones presuntamente cometidas por “b”, como su conexión 
con las mismas.  
 
En segundo lugar, hemos indicado en este mismo capítulo la necesidad de identificar la 
preclusión de las acciones, en el sentido de que la una excluye a la otra, a fin de evitar yerros 
judiciales, por lo tanto, y lo manifestamos de nueva vez, la denuncia precluye la acción civil –sin 
que esto imposibilite al acusador, de haberlo, a acceder a las acciones de las que se crea asistido a 
fin de que su derecho sea reparado-, por dos razones: la primera es el evitar fallos contradictorios 
entre sí, que demuestren que uno de ellos es incorrecto; y la segunda nos indica que el dueño de la 
acción penal pública por delitos de falsedad de instrumento público
29
 es el Fiscal, y por la 
naturaleza jurídica del proceso penal, se busca materialidad, responsabilidad, sanción y 
rehabilitación, que en el caso, corresponderán ultimadamente a los intereses estatales. La actuación 
civil, se encuentra entonces ubicada dentro de una segunda esfera, por cuanto se trata de una 
actividad producto netamente de la voluntad de intereses particulares, cuya finalidad radica en la 
declaración de la nulidad del instrumento, mas no en la búsqueda de responsables del daño inferido 
al Estado como ente.  
 
                                                         
29
 Hemos de atrevernos incluso a pensar en la falta de necesidad de acusación particular dentro de este tipo 
de delitos, por cuanto, no estamos hablando de una afectación a un derecho particular cuya titularidad 
también le corresponde al Estado, sino que hablamos de un bien jurídico que representa cuanto menos, uno 
de las facultades del Estado, por lo que, es este último quien funge las veces de acusador oficial y acusador 
particular. Remitiéndonos al caso específico ya invocado Nº 1413-2012, la Fiscalía era la acusadora oficial, 
-la dueña de la acción penal-, sin embargo, y dado que el Registro Civil, tenía también en juego sus 
intereses, se encontraba en la posibilidad de deducir una acusación particular en contra de los ciudadanos 
B.J. y M.A.G, por cuanto era esta institución pública la que se vio directamente afectada por el actuar 
delictivo de los prenombrados procesados. En tal sentido, la acusación particular, dentro del delito de 
Falsedad de Instrumento Público, es discutible.  
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Por otro lado, hemos de indicar que la acción civil también precluye a la denuncia ante el Fiscal 
correspondiente, en parte por el primer motivo explicado en los dos párrafos anteriores, esto es, el 
evitar contradicciones en el mismo sistema de administración de justicia. 
 
La segunda respuesta a la interrogante planteada, se encuentra en la nulidad, al ser considerada 
está dentro de nuestra legislación en doble connotación, esto es, como recurso y como remedio 
procesal a la falta de regularidad en el procedimiento, en ambos casos busca corregir los posibles 
errores in procedendo dentro del juicio penal,  que puedan comportar problemas más graves como 
la falta de competencia, falta de los requisitos en la sentencia (artículo 309) o la violación del 
debido proceso en la sustanciación de la causa, todas ellas constantes en los tres numerales del 
artículo 330 del Código de Procedimiento Penal, y en el Código Orgánico Integral Penal, en el 
numeral 10 del artículo 652, en el que se realiza un cambio al texto ya conocido, de la manera que 
sigue: 
 
“a) La falta de competencia de la o el juzgador, cuando no pueda subsanarse con la 
inhibición. 
b) Cuando la sentencia no reúna los requisitos establecidos en este Código. 
c) Cuando exista violación de trámite, siempre que conlleve una violación al derecho a la 
defensa.” 
 
Ahora bien, dentro de los parámetros antes indicados, la carencia de aplicación de la 
prejudicialidad, no comporta en primer lugar el hecho de la carencia de la competencia, puesto que 
recordemos que el Juez Penal, es el competente para conocer el delito
30
, fijando la competencia de 
igual manera en los órganos superiores –Tribunales, Corte Provincial y de ser el caso, Corte 
Nacional de Justicia-, por lo que y como se dijo antes, por el principio de Acceso a la Justicia, se 
encuentra en la obligación de dar trámite a la pretensión punitiva promovida por el o la agente 
fiscal.  
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 Que se ha iniciado en nuestro caso sin la aplicación del artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, 
encontrándose en él, radicada la competencia para sustanciar la etapa de investigación procesal en contra 
de “x” ciudadano a fin de determinar la presencia de elementos de convicción, unívocos y concordantes que 
hagan sospechar la comisión de un injusto penal; en tal sentido conviene realizar la diferenciación entre la 
acción penal y la acción civil, a las que ya me he referido en líneas anteriores, encontrando la acción penal 
su base en el Ius Puniendi estatal; por otro lado la acción civil encuentra su base, llamémosla pretensión, en 
la declaratoria de nulidad de un instrumento que representa un potencial peligro a un derecho que se ha 
visto afectado por el ejercicio de la voluntad privada. En tal sentido, conviene distinguir entre la pretensión 
punitiva del Estado y la pretensión de nulidad civil, por ende, los jueces tienen distintas funciones en cuanto 
a la acción como vehículo iniciador de un juicio.   
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En segundo lugar, mal podríamos afirmar una nulidad por cuanto la sentencia no reúne 
determinados requisitos, -entre ellos la motivación como exigencia constitucional-, por cuanto aún 
no hemos llegado a esa etapa procesal. 
 
Finalmente, y en tercer lugar, cabe resaltar la diferencia que existe en el texto del actual Código 
de Procedimiento Penal, con el del Código Orgánico Integral Penal, estableciendo el primero de 
ellos en su artículo 330: “Cuando en la sustanciación del proceso se hubiere violado el trámite previsto en 
la ley, siempre que tal violación hubiere influido en la decisión de la causa.”, mientras que el segundo de 
ellos instaura: “Cuando exista violación de trámite, siempre que conlleve una violación al derecho a la 
defensa”. En este sentido, considero procedente indicar en primer lugar la existencia de las 
semejanzas:  
 
a) La violación de trámite previsto por la ley –vale decir, errores in procedendo-. 
 
b) La existencia de condición sine qua non, no será aplicable la institución de la nulidad, 
existiendo la diferencia entre ambos epígrafes: 
 
1) Del texto del numeral 3 del artículo 330 del Código de Procedimiento Penal, 
establece como condición, la influencia de esa nulidad siempre y cuando haya 
influido en la decisión de la causa –por ejemplo que un juez se halle en la 
audiencia de fundamentación del recurso conformando tribunal, y otro distinto se 
halle en el pie de firma de la sentencia sin motivo o razón actuarial de tal situación- 
es decir, que se trate de una nulidad que no sea subsanable de manera adecuada.  
 
2) Del texto del literal c) del numeral 10) del artículo 652 del Código Orgánico 
Integral Penal, se deriva que la condición sine qua non no existiría la aplicación de 
la institución correspondiente a la nulidad, es la violación del derecho a la defensa, 
como pilar fundamental del debido proceso, reduciendo en este sentido -de lo que 
han sido hasta ahora- posibles causas de nulidad. 
 
De lo anotado, se deriva entonces la alta probabilidad que posee el Juez de Garantías Penales 
para declarar la nulidad de la actuación fiscal dentro de casos de falsificación de instrumento 
público si existe la falta de sentencia civil ejecutoriada
31
, lo que sería una especie de atentado a la 
                                                         
31
 Lo que dicho sea de paso, conllevaría aún más tiempo, por cuanto, la parte que se considere afectada en 
sus derechos por la sentencia civil –de haberla- puede impugnarla, de manera tal que el tiempo hasta que se 
encuentre ejecutoriada puede transcurrir lo suficiente como para invocar la prescripción de la acción penal, 
de conformidad con el artículo 101 del Código Penal, o a partir del 10 de agosto de este año, con el literal 
a) del numeral 3 del artículo 417. 
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administración oportuna de justicia, toda vez que se encuentran en colisión dos principios, el de la 
legalidad adjetiva-previsto por el numeral 3 del artículo 76 de la Constitución de la República del 
Ecuador versus el de acceso a la justicia –previsto por el artículo 22 del Código Orgánico de la 
Función Judicial-. 
 
Todo este análisis va dirigido hacia una pregunta en particular: ¿La falta de aplicación del 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como un requisito de prejudicialidad al  
juzgamiento del delito de falsedad de instrumento público, constituye un atentado contra la 
seguridad jurídica, garantía prevista por el artículo 82 de la Constitución de la República del 
Ecuador? 
 
La respuesta a esta interrogante, se plantea en el siguiente punto.  
 
5.4  LA PREJUDICIALIDAD Y LA SEGURIDAD JURÍDICA 
 
Como bien lo enunciamos en la sección anterior, nos encontramos en un nuevo estadio dentro 
del desarrollo jurídico de la vida del Estado Ecuatoriano, en tal sentido, la trascendencia del 
carácter supremo de la Constitución, ha teñido de nuevos matices la corriente procedimentalista 
que hemos llevado a cabo durante épocas anteriores, implementando en lugar de conceptos 
constitucionales tradicionales una serie de valores-principios que otorgan a nuestra Ley Suprema 
un carácter garantista, incorporando por primera ocasión en nuestro sistema jurídico el bloque de 
constitucionalidad, llamado doctrinariamente también neo-constitucionalismo. 
 
Expuesta de esta manera,  la Constitución de la República constituye un catálogo de valores-
principios que rigen las relaciones jurídicas entre los particulares y especialmente entre el Estado –
siendo representado este por las instituciones públicas o de servicio público determinadas en el 
artículo 225 de nuestra Ley Suprema- y sus ciudadanos, de tal manera que exista un equilibrio en 
las mismas, y que, son aquellas fundadas sobre la supremacía constitucional. En este sentido, las 
relaciones jurídicas que impliquen la cesación o interrupción por parte del Estado sobre un derecho 
fundamental –la libertad por ejemplo-, deben ser consideradas de trascendencia a fin de mantener 
un criterio formal y material respecto a este monopolio –recordemos pues que el Estado es el único 
ente autorizado para suspender o restringir un derecho fundamental como la libertad- que 
corresponde únicamente a las autoridades judiciales. Por consecuencia, hemos de ratificarnos en 
que la Constitución, es de directa aplicación en cuanto a materia de derechos se refiere, cuya 
interpretación será extensiva y progresiva a fin de alcanzar los distintos objetivos que esta 
propende, siendo los más importantes a criterio del  autor de esta investigación, inter alia la 
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dignidad humana, la paz social, la seguridad jurídica, el debido proceso, el respeto a los derechos 
humanos, no impunidad, acceso a la justicia, y es precisamente necesario remarcar en este sentido, 
que se trata de una cadena interdependiente, en la que ninguno de los principios enumerados puede 
existir sin que exista el anterior, y es precisamente debido a esta razón que cuando existen 
contradicciones entre estos principios-valores, que nuestra Ley Suprema establece medios de 
ponderación o valoración para determinar cuál de ellos se torna más aplicable tomando en cuenta el 
principio pro-homine constante en la misma, cuyo objetivo, reiteramos una vez más es la dignidad 
humana. 
 
En este sentido, entonces hemos de indicar que cuando exista contraposición entre dos 
principios constitucionales, el juez –encargado además de administrar justicia en el sentido 
legalista del concepto, ejercer el control concreto de constitucionalidad normativa e interpretación 
de los principios constitucionales a fin de allanar el camino a la Constitucionalización del Derecho- 
se encuentra en la ardua tarea lógica de desentrañar las razones de existencia y los alcances que 
tiene un principio constitucional que más tarde evolucionará en un valor constitucional y 
finalmente a la postre del proceso de positivización de dicho principio, desarrollará como un 
derecho constitucional. Derivamos de lo enunciado, que el proceso de desentrañamiento deberá ir 
acompañado de varias operaciones lógicas de nivel constitucional puesto que después de 
determinar la existencia de una colisión de principios-valores constitucionales, el juez debe 
desentrañar su naturaleza, entenderla y a base del pragmatismo, ponderación e interpretación literal 
y abstracta, a fin de arribar a una decisión que se verá plasmada en su resolución.  
 
La explicación realizada nos remite a un estado de conciencia dubitable respecto a la colisión de 
principios-valores en consideración con la práctica procesal, puesto que, realizando una toma 
general de la presente investigación chocan el debido proceso contra la  práctica diaria en la 
administración de justicia referente a la tramitación de los juicios penales por delitos de falsedad de 
documento público. 
 
Considero en esta misma línea de análisis que el quid quo del asunto se traduce en que la 
prejudicialidad como parte del procedimiento determinado por la ley es una fracción de la 
representación total de la legalidad adjetiva y por ende del debido proceso que al final es parte 
también de la seguridad jurídica; por otra parte, vemos que la administración de justicia se 
encuentra regida por determinados principios-valores, como el acceso a la justicia, celeridad y 
economía procesales, entre otros, siendo estos últimos parte del bloque de constitucionalidad 
implementado en el país en el 2008. Puesta en estos términos la cuestión, es trascendental indicar 
que la idea de seguridad jurídica se ve afectada, particularmente en su concepto, constante en el 
artículo 82 de la Ley Suprema del Estado, que me permito transcribir a continuación: “El derecho a 
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la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.”, de la norma transcrita se deriva 
entonces que la seguridad jurídica además de ser una aspiración de nuestra Constitución es un 
estadio de desarrollo jurídico en el que se encuentra un Estado, que básicamente plantea la 
necesidad de existencia de certeza respecto a las diversas consecuencias que acarrean las distintas 
actuaciones que los ciudadanos e instituciones tanto públicas como privadas  pudieren llegar a 
adoptar, que encuentra su base en el respeto irrestricto a la normativa tanto legal como 
constitucional, así como en la seguridad que debe poseer el ciudadano respecto a que el estatus 
jurídico que posee –la presunción de inocencia por ejemplo- no será alterado sino por medio de la 
aplicación del procedimiento previsto en la ley.  
 
Vista desde esta manera, la resolución Nº 4-2012 de la Corte Constitucional, publicada en el 
Registro Oficial Nº 692 de 27 de abril de 2012, establece que: 
 
“La seguridad jurídica se relaciona con la idea del Estado de Derecho; su relevancia 
jurídica se traduce en la necesidad social de contar y garantizar con claros y precisos 
modelos normativos de conducta destinados a otorgar una seguridad de realización de las 
previsiones normativas (…). La seguridad jurídica (…) determina las condiciones que debe 
tener el poder para producir un sistema jurídico (validez y eficacia) capaz de alcanzar sus 
objetivos, evitando aquellos aspectos del poder que pueden dañar la seguridad del 
ordenamiento normativo. A través de la seguridad jurídica se garantiza a la persona la 
certeza y existencia de un operador jurídico competente para que lo defienda, proteja y 
tutele sus derechos. En este contexto, la seguridad jurídica es el imperio de la ley y la 
Constitución, el Estado de Derechos donde se regula y se racionaliza el uso de la fuerza 
por el poder (quien puede usarlo, con qué procedimientos, con qué contenidos, con qué 
límites), asegura, da certeza y previene en sus efectos.” 
 
De igual manera conviene invocar la sentencia dictada por la Corte Constitucional de 
Transición, publicada en el Registro Oficial Suplemento Nº 602 de 01 de junio de 2009, que 
establece: 
 
“[…] la seguridad jurídica es la garantía constitucional dada a los ciudadanos y 
ciudadanas por el Estado, de que sus derechos no serán violados; si esto ocurriera, se los 
protegerá. Es la convicción, […] que tiene el ciudadano y ciudadana de que su situación 
jurídica no será de ninguna manera cambiada más que por procedimientos establecidos 
previamente.” 
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En este contexto, hemos de indicar que la seguridad jurídica como enunciado encuentra su 
fundamento en el principio de legalidad, en sus dos contenidos, esto es legalidad sustantiva y 
legalidad adjetiva, tomando en cuenta la reserva de ley penal. Como consecuencia de este 
corolario, tenemos que la relación entre seguridad jurídica y aplicación del principio de legalidad es 
directamente proporcional, lo que de manera sensata establece el artículo 82 de nuestra Ley 
Suprema, que fue tomado de la Constitución Política del Ecuador de 1998. Se denotará para el 
lector de este trabajo de investigación de igual manera que la relación se torna en inversamente 
proporcional en el momento en el que se deja de aplicar el factor variable de esta ecuación jurídica, 
esto es el principio de legalidad, lo que da como resultado una disminución de la seguridad jurídica.  
 
En torno al caso que nos ocupa e intentando responder la cuestión formulada en la sección 
anterior, en consideración a los parámetros expuestos en base a los cuales se ha detallado el alcance 
de la seguridad jurídica, podemos claramente inferir que cuando se deja de aplicar el procedimiento 
previsto por la ley, se encuentra violentado el debido proceso –que por extensión se deberá 
considerar nulo por cuanto se enmarca en la causal tercera de nulidad del artículo 330 del Código 
de Procedimiento Penal aún vigente en el Ecuador-, vulnerando en este sentido la tutela judicial 
efectiva y por conexidad el artículo 76 de la Constitución.  
 
Por contraposición es necesario expresar que la Carta Suprema y el Código Orgánico de la 
Función Judicial establecen de igual manera los principios que rigen al sistema procesal y de 
administración de justicia, a saberse simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 
economía procesal, a los que se suman los principios de: 
 
 Supremacía constitucional  
o Subprincipios de aplicación directa de la Constitución e interpretación integral de 
la norma constitucional. 
 Independencia 
 Imparcialidad 




 Dedicación Exclusiva 
 Servicio a la Comunidad 
 Acceso a la Justicia 
 Tutela Judicial Efectiva 
  106   
 
 Seguridad Jurídica 
 Verdad Procesal 
 Obligatoriedad de Administración de Justicia 
 Interpretación de normas procesales conforme a la Constitución 
 
En tal sentido, es de remarcar que en la nueva corriente establecida en nuestro país desde 2008, 
llamada bloque de constitucionalidad, la interpretación de las normas procesales va dirigida a la 
efectivización de los derechos humanos constantes en la Constitución, imponiendo en primer lugar 
la interpretación y aplicación de los principios-valores en ella constante, no como se lo ha hecho 
tradicionalmente, invocando a estos últimos cuando la norma no da lugar para hacerlo, en tal 
sentido, se ha invertido la tarea de interpretación constitucional de la norma procesal, estableciendo 
de esta manera el principio de supremacía constitucional. 
 
De lo anotado se observa entonces que en el año 2008 se produjo el inicio de una transición de 
sistemas, esto es del legalista al constitucionalista, por lo que nos encontramos en la necesidad de 
dejar atrás el legalismo que por antonomasia se opone al constitucionalismo y al que (Alexy, 1994, 
pág. 159), resume: 
 
“[…] más principios que reglas; más ponderación que subsunción; omnipresencia de la 
Constitución en todas las áreas jurídicas […], en lugar de espacios exentos en favor de la 
opción legislativa o reglamentaria; omnipotencia judicial en lugar de autonomía del 
legislador ordinario; […]coexistencia de una constelación plural de valores, a veces 
tendencialmente contradictorios, en lugar de homogeneidad ideológica en torno a un 
puñado de principios coherentes entre sí y en torno, sobre todo, a las sucesivas opciones 
legislativas”. 
 
En fin, en consideración a lo anotado, el autor de esta investigación, considera que en base al 
principio pro-legislatore, hemos de entender que el espíritu de la ley que consagra la efectivización 
de los derechos previstos por la Constitución obedece precisamente al espíritu de la misma, por lo 
que, al existir una aparente violación flagrante a la legalidad penal adjetiva y por ende a la 
seguridad jurídica por cuanto se opta por un procedimiento permitido pero no adecuado por la ley 
en cuanto se refiere a la aplicación de la prejudicialidad en el juzgamiento de delitos de falsedad de 
documento público, en realidad no lo es, toda vez que se trata de un error común de lectura, y la 
actividad civil, se podría circunscribir únicamente a la voluntad del accionante, es decir se activaría 
con la presentación de la demanda, conllevando a la consecuente activación de la prejudicialidad, 
que en ese caso, correspondería a un obstáculo en el desarrollo procesal penal de la acción 
correspondiente.  
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Por otro lado este actuar  se encuentra este actuar amparado por los principios anteriormente 
invocados, toda vez que, en base a la ponderación y a la técnica pragmática de interpretación legal, 
tiene más valor la administración oportuna de justicia, tomando en cuenta la naturaleza jurídica de 
los procesos en juego (esto es civil y penal), estableciendo entonces, la preeminencia del juicio 
penal sobre el juicio civil, por cuanto el primero de ellos no versa sobre elementos atinentes al 
ejercicio de la voluntad privada, sino que obedece al Potestas Puniendi estatal, y más aún por 
cuanto dentro de esta esfera se ubica en juego un derecho fundamental como es la libertad, cuya 
restricción se halla dentro de la esfera del poder del Estado, por lo que en conclusión, se 
encontraría permitido el desarrollo procesal penal sin la necesidad de una sentencia civil 
ejecutoriada, ya que, y como lo remarcamos nuevamente, es facultativo, y si el afectado decide ir 
por la vía penal, al dar la notitia criminis a la Fiscalía esta se encuentra en obligación legal de 




























Dentro de la presente investigación se ha realizado un estudio pormenorizado tanto de casos 
penales, como de la aplicación de la observación de la práctica penal a fin de arribar a las 
conclusiones que expondremos pertinentemente en el capítulo octavo de esta investigación, en tal 
sentido, lo que se ha planteado dentro del presente proyecto es la existencia de dos posibilidades de 
comportamiento que puede adoptar el sistema procesal, la primera de ellas es la adopción irrestricta 
de lo planteado por el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil; mientras que la segunda, se 
trata de la aplicación de los principios de administración de justicia, consagrados en los artículos 18 
y subsiguientes del Código Orgánico de la Función Judicial. Para efectos de conseguir determinar 
cuál de los dos sistemas es el más adecuado, se ha usado en especial la observación científica y la 
obtención de información a través de material documental, tal como el estudio de juicios seguidos 
por el delito estudiado, doctrina y pronunciamientos previos de órganos jurisdiccionales, así como 
la recolección de distintos criterios a través de la entrevista, cuyos ítems de valoración constituyen 
la base de los resultados que se expondrán adecuadamente en el siguiente capítulo, de esta manera, 
hemos formulado cinco preguntas, teniendo cada una de ellas un direccionamiento específico que 
detallamos a continuación: 
 
TABLA 2  ITEMS DE VALORACIÓN DE ENTREVISTA 
PREGUNTA ÍTEM A VALORAR 
 
1.- ¿Qué opina acerca de la aplicación o 
inaplicación de la prejudicialidad prevista en 
el artículo 180 del CPC como requisito 
previo al enjuiciamiento de delitos de 
Falsificación de Instrumento Público? 
 
OPINIÓN DEL SUJETO ENTREVISTADO 
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el 
precepto legal en referencia, el o la Jueza de 
Garantías Penales debería declarar la nulidad 
del proceso en la etapa evaluatoria 
(COIP)/audiencia preparatoria de juicio o 




PARÁMETROS DE FACULTADES DE LOS 
JUECES DE GARANTÍAS PENALES 
NULIDAD COMO INSTITUCIÓN 
VIOLACION DE DERECHOS DE  LAS 
PARTES 
 
3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada 
más adelante en caso de no haber sido 
declarada la nulidad en la etapa en la que 
SUBSANABILIDAD DE NULIDADES 
MOTIVACIÓN COMO PARÁMETRO 
CONSTITUCIONAL DE FUNCIONALIDAD 
DE RESOLUCIONES 
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dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se 
encontraría el Tribunal de Garantías Penales 
en la obligación de motivar su decisión en 




4.- ¿De existir una colisión entre los 
principios del debido proceso y aquellos 
previstos como rectores de la administración 
de justicia en el tratamiento judicial de este 




COLISIÓN DE PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES 
MÉTODOS DE SOLUCIÓN DE COLISIÓN 
 
 
5.- ¿Considera Usted que la posible falta de 
aplicación de la prejudicialidad prevista por 
el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Civil como requisito previo al juzgamiento 
de delitos de falsificación de instrumento 
público, lesiona al debido proceso y por 










ELABORADO POR: Guillermo Daniel Domínguez Cueva 
 
 
De lo expuesto en el cuadro Nº 2 se observa entonces la importancia de cada una de las 
preguntas, llevando todas ellas al punto álgido de esta investigación, referente de manera indistinta 
a la seguridad jurídica y principalmente a las condiciones en las que se consagra el debido proceso. 
 
Ahora bien, los sujetos de la entrevista a quienes se pudo acceder, se encuentran de la siguiente 
manera: 
 
TABLA 3 SUJETOS DE LA ENTREVISTA 
ENTREVISTADO CARGO 
Dr. Alejandro Arteaga García Conjuez - Corte Nacional de Justicia 
Dra. Verónica Medina Jueza Vigésima de lo Penal, Penal-
Aduanero-Quito 
Dra. Fanny Correa Defaz Asesora-Sala Especializada de lo Penal, 
Penal Militar, Penal Policial y Tránsito-
Corte Nacional de Justicia 
Dra. Sonnia Flores Naranjo Ayudante Judicial 3- Sala Especializada de 
lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y 
Tránsito - Corte Nacional de Justicia 
Abg. Denisse Albán Carvallo Ayudante Judicial 3- Sala Especializada de 
lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y 
Tránsito - Corte Nacional de Justicia 
Dr. José García Falconí Asesor del Fiscal General del Estado 
ELABORADO POR: Guillermo Daniel Domínguez Cueva 
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Expuestas de esta manera los dos elementos de la metodología, es hora de pasar a observar las 
respuestas entregadas por los entrevistados, de conformidad con la transcripción realizada, además 
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CAPÍTULO VII 
INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS  DE RESULTADOS 
 
7.1  ENTREVISTAS Y ANÁLISIS 
ENTREVISTA Nº 1  
 
Dr. Alejandro Arteaga García 
Conjuez  
Corte Nacional de Justicia 
 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
Basándome en la lectura de la norma, y aplicando los principios de interpretación de la norma y 
avalados por la Constitución de la República, esto es el tenor de la ley, el artículo al que Usted hace 
referencia empieza indicando: “Si se demandare […]”; esto es facultativo, por lo que la parte 
interesada en que no haya enjuiciamiento penal, nunca lo hará, consecuentemente, no puede ser 
sujeto el juicio penal al condicionante de que se revise en un juicio civil la falsedad o no de un 
documento público, porque la norma indica claramente, es decir, si previamente a iniciarse el 
enjuiciamiento penal por falsificación de instrumento público, existe un juicio civil, el Juez Penal 
se encuentra en la obligación de esperar a esa sentencia, allí se contempla la prejudicialidad, sino 
hay juicio civil, el fiscal se encuentra libre para investigar, sin que esto represente una violación al 
debido proceso. La prejudicialidad no es obligatoria, es opcional.  
  
ANÁLISIS: De acuerdo a lo manifestado por el doctor Arteaga, la prejudicialidad es aplicable 
únicamente si se ha acudido previo al inicio de la acción penal ante un juez civil, de lo contrario no 
habría necesidad alguna de hacerlo, puesto que esto se trata de una facultad, una posibilidad que 
posee el afectado, quien en su debido momento puede obviar la acción civil y acudir ante el Fiscal 
correspondiente para que este inicie la investigación respectiva, sin que esto imposibilite al agente 
de iniciar una investigación de oficio. 
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
  112   
 
Si el hecho en cuestión causa trascendencia, causa un gravamen que puede cambiar curso de 
hechos del proceso, según la norma, debe declararse la nulidad. Por ejemplo de existir una causa 
civil previa y paralelamente se ha iniciado una causa penal, convergentemente, causaría una 
suspensión en el trámite de la causa penal, por cuanto esta depende enteramente de una sentencia 
civil. Es importante acotar que la unicidad de la Función Judicial podría verse afectada toda vez 
que pueden incurrir en fallos contradictorios tanto en fuero civil como penal. De ser el caso, si 
existe un juicio civil-sin sentencia ejecutoriada- y se ha comenzado ya el penal, es imperioso que se 
declare esa nulidad. 
 
ANÁLISIS: La respuesta ofrecida por el Conjuez Nacional determina en primer lugar la condición 
especial que posee la nulidad como institución jurídica, y que es aplicable entre otros casos cuando 
existe un gravamen, un daño a los derechos de las partes, porque no se ha tutelado efectivamente su 
derecho. Otro elemento remarcable que objeta el doctor  Arteaga, es la unicidad de la Función 
Judicial, entendida esta como la imposibilidad de existencia de contradicciones entre los distintos 
órganos de la administración de justicia, en consideración incluso a la presunción de certeza que 
poseen las sentencias. 
 
3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
Existen normas internacionales y constitucionales, en las que se establece que todo individuo tiene 
derecho a ser oído dentro de un proceso, entonces, las alegaciones son libres de ser hechas por las 
partes, y es sumamente interesante que Usted mencione que hay cuestiones que deben ser 
ventiladas en una etapa procesal oportuna, pero en ningún momento podemos interrumpir que las 
personas o las partes aleguen tal o cual cosa, es obligación del juez al momento de resolver esa 
alegación, indicar motivadamente, si esta es apropiada o no para el momento procesal. Si un Juez 
encuentra en esa alegación una violación al debido proceso o a un derecho humano, no 
refiriéndome precisamente al motivo de esta entrevista, se encuentra en la obligación de hacerlo, no 
hay preclusión para ese tipo de alegaciones. No podemos permitir so pretexto de que las fases han 
precluido, pero si estas se han sostenido sobre un error procesal craso que no admite enmienda, el 
Juez debe tener la valentía de resolverlo, aplicando la sanción debida ante ese proceso arbitrario 
enervadamente, por lo que es necesario, insisto, revisar cada caso para determinar la trascendencia 
de una falla procesal, que puede culminar en la nulidad. En el caso que Usted precisa, puede ser 
atendida en casación, si el individuo justifica la existencia de un juicio civil previo al juicio penal, 
la casación es el mejor momento porque se ha violentado el debido proceso de manera drástica, 
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porque no ha habido cuidado del investigador fiscal en la verificación de la existencia de una causa 
civil en la que se ventile la validez del documento público en consecuencia debe resolver 
positivamente para quien alega. 
 
ANÁLISIS: Esta respuesta observa el planteamiento de varias interrogantes de manera tal que 
existe en primer lugar, la obligatoriedad del Juez para escuchar las alegaciones de las partes y 
resolverlas, toda vez que se ejercitan de esta manera las normas constitucionales e incluso 
supraconstitucionales respecto al debido proceso; en segundo lugar y como consecuencia de este 
axioma, el mismo órgano jurisdiccional debe responder lo alegado, hacerlo de una manera 
motivada, calificando en primer lugar si la alegación correspondiente se la ha realizado en un 
momento procesal oportuno, y luego pasando a resolver sobre el fondo; de no ser el caso, debe 
negar –motivadamente- lo solicitado en la alegación. 
 
4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
Existen varias posibilidades que tiene el Juez para determinar con equilibrio cuál de los principios 
en colisión pesa más, como por ejemplo la proporcionalidad y la razonabilidad, en consecuencia es 
necesario tomar en cuenta la naturaleza jurídica de los principios en colisión a fin de determinar su 
contenido y sus posibles consecuencias, por lo que el proceso de subsanación iría acompañado de 
una ponderación constitucional. 
 
ANÁLISIS: Dentro de nuestra Constitución y nuestra Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional, se determinan varias posibilidades para que el juez ejerza en el momento 
en el que se determine una colisión de principios-valores constitucionales, de tal manera, que a 
entender del Conjuez Nacional, se deberá aplicar en el caso propuesto, la proporcionalidad, a fin de 
determinar el contenido de los principios valores en colisión, y cuál de los dos representa una 
mayor factibilidad de aplicación en consideración al contexto constitucional. 
 
5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Partiendo del hecho de que la norma no es dispositiva sino facultativa [refiriéndose al contenido del 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil] siempre y cuando se haya iniciado un juicio civil 
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antes de un juicio penal, y este último se halle en trámite, puesto que en ese único caso el juicio 
penal depende enteramente de la sentencia civil ejecutoriada, sino es el caso, no existe lesión 
alguna. Recuerde Usted que el juicio civil no busca responsabilidades como es el caso del penal, y 
si se puede aplicar el vocablo de “materialidad” dentro del juicio civil, es el adecuado, ya que este 
busca la verdad sobre la falsedad de ese documento, con lo que, al momento de iniciarse el juicio 
penal, con la declaratoria de falsedad de ese instrumento, la actividad de la Fiscalía se limitaría a 
buscar responsables, puesto que la sentencia que declara la falsedad de ese instrumento goza de la 
presunción de certeza, y para retirarla habría que iniciar una acción de nulidad de sentencia. Ahora, 
un peligro que acarrea consigo la prejudicialidad es precisamente el prejuicio, esto es, que si por 
coincidencias el juez civil sugiere un posible responsable de la falsedad del documento, se 
encontraría violentada la presunción de inocencia del presunto responsable de ese ilícito penal y 
particularmente la seguridad jurídica, más allá del principio de legalidad.  
 
ANÁLISIS: La respuesta ofrecida por el doctor Arteaga, remarca la naturaleza del juicio civil en 
primer lugar, que en el caso propuesto, se la descubre como opcional, y en tal sentido, determina 
que esta no busca declarar la responsabilidad en la que posiblemente incurrió quien haya 
manufacturado un instrumento falso, sino que implica que la falsedad al ser declarada, está 
prácticamente adelantando el juicio penal, por cuanto el elemento equivalente a la materialidad 
dentro del mismo, se encuentra ya declarada en una sentencia que goza de la presunción de certeza. 
Si se respeta ese orden de ideas la seguridad jurídica no se encuentra lesionada. Deja entrever 
entonces el Conjuez Nacional que en el caso hipotético en el que la persona afectada ha iniciado un 
juicio civil y acude ante el Fiscal de la unidad correspondiente con la pertinente denuncia, si este 
sin comprobar la existencia de un juicio civil previo, comienza la investigación previa a la acción 
penal, puede incurrir en una violación al debido proceso, y por medio de esta, afectar a la seguridad 
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ENTREVISTA Nº 2 
 
Dra. Verónica Medina 
Jueza Vigésima de Garantías Penales de Pichincha 
 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
De acuerdo a los casos que llegan a esta judicatura, he determinado que son tres tipos de expediente 
específicos que requieren la llamada prejudicialidad, estos son: la falsificación de instrumento 
público, la quiebra fraudulenta y la insolvencia fraudulenta. En estos casos para que opere la acción 
penal se requiere un auto o sentencia ejecutoriada dictada por el juez civil, que deberá determinar 
en su resolución, de conformidad con el caso: a) el documento es falso; b) en el caso de la quiebra 
o insolvencia, -cuando hay obligaciones contractuales por ejemplo- la presunción de fraudulencia 
de la quiebra, remitiendo en ambos casos copias certificadas de las actuaciones judiciales a la 
Fiscalía a fin de que proceda esta última, mediante la unidad correspondiente, a investigar el 
presunto delito. De esta manera se sienta la base de necesidad de prejudicialidad para iniciar con la 
acción penal pública. 
 
ANÁLISIS: La Jueza Vigésima de Garantías Penales de Quito establece en  su respuesta tres casos 
en los que la prejudicialidad es necesaria: la falsificación de instrumento público; la quiebra 
fraudulenta y la insolvencia fraudulenta, de tal manera que para estos casos no puede iniciarse la 
acción penal sin que exista una sentencia civil.  
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
 
El contenido del artículo 40 del Código de Procedimiento Penal y su correspondiente 414 del 
Código Orgánico Integral Penal, es sumamente claro. En mi calidad de Jueza de Garantías Penales, 
de conformidad con el artículo 226 del Código de Procedimiento Penal, aún vigente, para resolver 
la situación de los procesados, se llama a la audiencia preparatoria de juicio, cuya finalidad es el 
controlar las actuaciones de las partes, es decir, si los procesos se han desarrollado en debida y 
legal forma, si se han respetado los requisitos de procedibilidad, prejudicialidad, falta de 
competencia, que puede afectar la validez de lo actuado. Cuando tenemos en esta judicatura una 
causa por el delito que Usted investiga, se observa primeramente si existe el cumplimiento de la 
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prejudicialidad contenida en el artículo 40 del Código de Procedimiento Penal, si hay o no una 
sentencia o auto ejecutoriado, de no haberlo, declaro la nulidad. En falsificación de instrumentos, 
debe tener en cuenta igualmente la [falsificación] material y la ideológica, siendo la primera 
prejudicial. Hay que cumplir con este requisito de prejudicialidad, de lo contrario no se puede 
iniciar la acción penal. 
 
ANÁLISIS: La respuesta  establece el parámetro de necesidad de la prejudicialidad previo a dar 
inicio a la acción penal pública, por medio del auto de llamamiento a juicio. En caso de no existir la 
sentencia EJECUTORIADA, se declara la nulidad en el caso de falsificación de instrumento 
público. Se remarca de igual manera que la única falsedad que requiere de dicha sentencia, es la 
material. 
 
3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
Considero que no, sin embargo existen casos materiales en los que los tribunales se han 
pronunciado de diferente manera, indicando que hay una violación de fondo debido a que no se ha 
cumplido con el principio de legalidad, entonces, la situación que Usted me plantea, es discutible. 
La etapa para resolver estas cuestiones es la etapa preparatoria de juicio. El COIP, nos entrega la 
potestad a los Jueces de Garantías Penales toda potestad para que el proceso llegue a Tribunales 
saneado, de tal manera que estos últimos únicamente resuelvan sobre la situación jurídica de los 
procesados. En consecuencia, la alegación de la prejudicialidad habría ya precluído en la etapa 
correspondiente, ya que no afecta la decisión de la causa, habría que retrotraerse al inicio de la 
misma a fin de que se cumpla con ese requisito, y esa es la nulidad, puesto que remito todo lo 
actuado al Juez Civil, para que este cumpla con el requisito. Es más fácil detectar en esta etapa 
intermedia este tipo de nulidad, por lo que para mi criterio, el legislador hizo bien en establecerlo 
así, debido a que sería otra manera de dilatar el proceso y más que nada, creo que no incide en la 
decisión de la causa sino se ha tocado el tema en la etapa intermedia. Si el juez no ha tomado la 
decisión en debida y motivada forma sobre estos hechos, podría ser revisada en otros órganos e 
instancias de la Función Judicial, sin embargo,  si se trabó la litis en la misma audiencia y se han 
escuchado las peticiones y el juez en base al principio de inmediación, ya ha resuelto y mediante su 
razonamiento y motivación jurídica ha indicado que no se trata de una causa de nulidad, se 
encuentra precluída esta alegación; pero si ocurre lo contrario, y el juez no se ha pronunciado sobre 
esta situación se puede vulnerar una garantía.  
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ANÁLISIS: De la respuesta efectuada se determinan dos posibilidades, la primera de ellas es que 
la situación sobre este tipo de alegación se haya resuelto ya en la etapa intermedia, esto es, la 
evaluatoria y preparatoria de juicio (de conformidad con lo dispuesto por el COIP), lo que 
imposibilitaría al Tribunal de Garantías Penales a pronunciarse sobre la misma alegación; mientras 
que la segunda de las posibilidades es que no se haya resuelto adecuadamente por parte del Juez de 
Garantías Penales, lo que incurre, en una violación al derecho de la parte que ha realizado la 
respectiva alegación, en tal sentido, el Tribunal deberá pronunciarse sobre la misma, subsanando de 
esta manera esa posible causa de nulidad, que de no ser así, deberá ser remitida al juez 
correspondiente a fin de que la corrija. 
 
4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
Considero que no existe una colisión, puesto que los principios estatuídos en el artículo 169 de la 
Constitución de la República determinan que este tipo de cuestiones deben ser tratadas en el 
momento procesal oportuno, de tal manera que si no se ha cumplido, se puede subsanar dicha 
situación, devolviéndose el expediente para que se cumpla este requisito, por seguridad jurídica. 
 
ANÁLISIS: La devolución del expediente sería el método adecuado a fin de resolver la posible 
causa de nulidad, sin que exista necesariamente una colisión entre los principios rectores de la 
administración de justicia y el debido proceso, a fin de no causar un gravamen mayor a los 
derechos de las partes, lo que evidentemente se lo realizaría mediante la declaratoria de nulidad. La 
Jueza de Garantías Penales considera que no existe una colisión material entre los mencionados 
principios. 
 
5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Definitivamente, y como le he dicho, los administradores de justicia operamos en base a lo que las 
partes ponen en nuestro conocimiento, entonces, si se deja pasar y no se resuelve oportunamente 
incurriríamos en este error, toda vez que la Constitución como ordenamiento supremo para todos 
aquellos que ostentamos alguna autoridad pública, la motivación se trata de una obligación, por lo 
que nosotros buscamos la verdad procesal, la verdad histórica, en base a lo que las partes ponen a 
nuestra disposición, sus asertos y actuaciones procesales en aplicación de la norma que más 
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favorezca al procesado y a la seguridad jurídica, cuidando eso sí, de no entregar más derechos de 
aquellos que les asisten a las partes, porque hay que ser equilibrado a fin de ponderar qué es lo que 
pesa más: la seguridad jurídica, el debido proceso o el derecho de una de las partes que se siente 
afectada o también establecer que el Estado siga gastando tiempo en una acción penal que 
posiblemente no concluya en un auto de llamamiento a juicio –dentro de la judicatura 
correspondiente- o que en el mismo Tribunal se puede caer. Si se actúa de esta manera en la etapa 
correspondiente, no habría vulneración alguna del debido proceso.  
 
ANÁLISIS: Al existir para la doctora Medina la necesidad de la aplicación de la prejudicialidad 
como requisito previo al inicio de la acción penal, y de no ser aplicado este precepto legal, se 
incurre en una violación al debido proceso y a la seguridad jurídica, pero en esta continua 
ponderación, es necesario tener cuidado de entregar más derechos a las partes que los que 
legalmente les asiste, a fin de mantener un equilibrio y más allá de ello, sopesar el factor que pesa 
más: la seguridad jurídica o el derecho de las partes. Remarca la necesidad de actuar correcta y 
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ENTREVISTA Nº 3 
 
Dra. Fanny Correa Defaz 
Asesora de la Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito 
Corte Nacional de Justicia 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
El tema de la prejudicialidad, a mi criterio,  no solo es amplio, sino confuso. Si nos atenemos a la 
doctrina este es un principio que tiene que ver con todo problema de naturaleza extrapenal; lo que 
implica que su esclarecimiento se debe intentar por otra vía que permita esclarecer  el carácter 
delictuoso del mismo. El  artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, en concreto, determina 
que el juez que declare falso un instrumento público, remitirá las copias del enjuiciamiento civil, al 
fiscal competente para que ejerza la acción penal, en virtud de las disposiciones del artículo 40 del 
Código de Procedimiento Penal que establece que no se podrá iniciar el proceso penal antes de que 
haya  auto o sentencia en la cuestión prejudicial; sin embargo coincido con los tratadistas que 
consideran que no existe claridad ni precisión en las cuestiones prejudiciales, ya que no se señala 
exactamente cuáles son los casos en los que debe aplicarse la prejudicialidad; pues no se ha tomado 
en cuenta que únicamente la falsedad material en documento público es prejudicial, o por lo menos 
así lo sostiene la doctrina en esta materia, lo que en muchos de los casos no se ha observado. 
 
ANÁLISIS: De la respuesta otorgada por la doctora Fanny Correa, observamos que es evidente la 
existencia de confusión tanto en los órganos de administración de justicia, como el brazo 
investigativo del Estado, esto es, la Fiscalía, coincidiendo la asesora en que la determinación del 
artículo 40 del Código Procesal Penal es vaga e ineficaz, teniendo como consecuencia yerros en los 
que han incurrido tanto la administración de justicia como el proceso investigativo. Remarca 
nuevamente que la prejudicialidad es aplicable únicamente para la falsedad material.  
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
 
Con respecto a declarar la nulidad del proceso, esto tiene relación directa con lo que constituye o 
no la validez jurídica del mismo, es decir, habrá de verificarse si se violó el trámite que establece el 
Código de Procedimiento Penal, y si esto influye en la decisión de la causa; en ese caso,  el juez 
tiene la obligación de declarar la nulidad, a petición de un sujeto procesal o de oficio, siempre a 
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costa del que viola el trámite. Al respecto, el fiscal no puede iniciar una investigación o una 
instrucción fiscal, mientras no exista sentencia ejecutoriada dictada por el juez de lo civil. 
 
ANÁLISIS: La doctora Fanny Correa Defaz, remarca nuevamente en su intervención que el juicio 
penal debe ser iniciado única y exclusivamente en base a una sentencia civil. Remarca que la 
nulidad es una institución de última ratio, relacionada directamente con la validez jurídica del 
mismo, por lo que la validez jurídica se deberá encontrar en evaluación por parte del órgano 
jurisdiccional correspondiente a fin de determinar si esta puede llegar a incidir sobre la decisión 
final de la causa, que en caso de ser declarada, deberá serlo a costas de aquel funcionario o 
judicatura que violó el trámite previsto en la ley. 
 
3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
La prejudicialidad si puede ser alegada y en este caso hay que atenerse a las disposiciones 
constitucionales y legales que marcan los parámetros en los cuales ha de motivarse las resoluciones 
de los jueces.  La motivación es una garantía básica del debido proceso, en ella deberán constar 
normas y principios jurídicos en los que se funda dicha motivación, caso contrario los fallos se 
considerarán nulos y se sancionará a los responsables. 
 
ANÁLISIS: La prejudicialidad como alegación puede ser invocada en cualquier fase del proceso 
toda vez que de no ser aplicada, incurriría en una violación al debido proceso y por ende a la 
seguridad jurídica por cuanto no se ha cumplido con el trámite previsto en la ley para la 
sustanciación de determinada causa, en tal sentido, se torna en una obligación del Tribunal de 
Garantías Penales –al ser un órgano jurisdiccional- el velar por el debido proceso y lo que es más 
importante aún, la tutela judicial efectiva. Por otro lado, la doctora Correa, deja entrever la 
obligación de toda autoridad pública de motivar sus decisiones de conformidad con lo dispuesto en 
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4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
En este caso, debemos atenernos a la nueva normativa del COIP que pronto entrará en vigencia y 
en cuya Cuarta Disposición Derogatoria, se refiere al artículo 180 del Código de Procedimiento 
Civil del cual deroga su parte final.   
 
ANÁLISIS: De conformidad con la disposición derogatoria cuarta del Código Orgánico Integral 
Penal, se ha eliminado el inciso final del artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, que 
constituía un impedimento legal en la iniciación del juicio penal, sin embargo de aquello, se 
observa que esta disposición contenida en el inciso final del articulado en cuestión era lo que 
instituía la prejudicialidad y cuya aplicación correspondía a la institución referida en tal sentido, 
impidiendo de esta manera iniciar un juicio penal. Una vez que la misma se encuentra derogada a 
partir del mes de agosto, la acción penal toma la fuerza que verdaderamente posee en el sentido de 
que no existen impedimentos ni límites para ejercerla más allá de aquellos establecidos en la ley.   
 
5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Porque se debe advertir que ha existido una indebida utilización de la prejudicialidad. La 
obscuridad de la norma procesal ha provocado errores judiciales, causando perjuicio a los 
litigantes, lo cual se traduce en una transgresión al debido proceso e inseguridad jurídica. Muchos 
operadores de justicia han confundido el tipo de falsedad, habida cuenta de que existen tres tipos de 
falsedades en documentos públicos: material, ideológico e ideal, aplicando la ley equivocadamente, 
iniciando unas veces el proceso penal sin tomar en cuenta el impedimento real existente, otras, 
remitiendo el expediente al ámbito civil, cuando no correspondía.  Considero que el advenimiento 
del COIP, viene a dar la solución a este problema que por su desconocimiento o falta de 
acuciosidad de los operadores de justicia, ha causado serios inconvenientes a los sujetos inmersos 
en esta problemática legal.    
 
ANÁLISIS: La afirmación obtenida de la doctora Fanny Correa Defaz nos permite ratificarnos en 
nuestro criterio respecto a la posible violación existente debido a la falta de aplicación de la 
institución de prejudicialidad, puesto que, de acuerdo al criterio ofrecido por la asesora, nos 
permite dilucidar la existencia de errores judiciales, que además de generar un gravamen en contra 
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del derecho de las partes, ha causado una lesión grave a la seguridad jurídica por cuanto el debido 
proceso se ha visto afectado toda vez que no se ha seguido el procedimiento previsto en la ley, y en 
tal sentido, este último debió haber sido declarado nulo, sin embargo, en eso ha consistido 
precisamente el error en el que han incurrido una multicidad de órganos jurisdiccionales que han 
declarado válido aquello que no lo es, teniendo como consecuencia la violación del artículo 82 de 
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ENTREVISTA Nº 4 
 
Dra. Sonnia Flores Naranjo 
Ayudante Judicial 3 
Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito 
Corte Nacional de Justicia 
 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
Como se ha determinado en algunos fallos emitidos por la Corte Nacional de Justicia, la 
prejudicialidad no es necesaria, sino que cada tipo tanto de acción como infracción tiene que seguir 
su curso, esto es en materia civil y penal. 
 
ANÁLISIS: La doctora Naranjo en su respuesta nos deja entrever la existencia de 
pronunciamientos jurisdiccionales respecto a la prejudicialidad en el sentido de remarcar la falta de 
necesidad de la misma para el inicio de la acción penal, lo que cabe destacar, al ser resoluciones del 
más alto órgano de administración de justicia en el Ecuador, tienen estas una fuerza vinculante para 
todos los demás órganos jurisdiccionales del país. 
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
 
Si, el hecho de que se haya violado el debido proceso acarrea la nulidad, por lo que el Juez de 
Garantías Penales o incluso más adelante debe declarar esa nulidad, a fin de evitar pérdida de 
tiempo. 
 
ANÁLISIS: La respuesta de la funcionaria subraya la trascendencia que posee la nulidad como 
institución jurídica en el país, y que se deberá activar únicamente cuando se evidencie una falta en 
el debido proceso, es decir, un error in procedendo, y que como el resto de entrevistados lo han 
expresado tácita o específicamente, debe ser declarada por el superior a fin de garantizar la tutela 
judicial efectiva, con las costas a cargo del funcionario que ocasione dicha lesión, que se traducirá 
de igual manera en una pérdida no únicamente de tiempo, sino de medios para el Estado. 
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3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
Todas las resoluciones deben ser motivadas, pero si es necesario que los jueces que tengan en sus 
manos este tipo de acciones deben ver si proceden o no proceden. En lo personal y como dije 
anteriormente, no existe la prejudicialidad. El Tribunal de Garantías Penales se encontraría 
entonces exento de responsabilidad en cuanto a la aplicación de lo que Usted hace referencia.  
 
ANÁLISIS: La motivación como exigencia constitucional trasciende a las razones consideradas 
para tomar una decisión, llega hasta el contenido de los principios que deben ser aplicados en 
determinados casos, de tal manera que, se trata de una garantía. Por otro lado, se hace hincapié en 
la labor de identificación que deben realizar los miembros de un Tribunal Penal a fin de determinar 
cuál es el camino procesal a seguir, y en tal sentido, dada la respuesta ofrecida por la funcionaria, 
se deberá continuar con el trámite, toda vez que no existiría una violación al proceso determinado 
por la ley, teniendo como consecuencia la exención de obligatoriedad por parte del Tribunal de 
Garantías Penales para tomar en cuenta la posible alegación de las partes. 
 
4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
Considero que esto debería ser subsanado mediante una reforma a la ley procesal penal, lo que no 
existe hasta la fecha, denotando entonces una laguna legal. 
 
ANÁLISIS: En esta sucinta respuesta, existe una gran cantidad de contenido jurídico, por cuanto 
en primer lugar está afirmando tácitamente la existencia de colisión entre los dos principios 
referidos en la pregunta, teniendo como consecuencia una incapacidad por parte de los órganos 
jurisdiccionales para subsanarla, de tal manera que sugiere la doctora Flores, se realice una reforma 
legal –refiriéndose al artículo 40 del Código de Procedimiento Penal y su correspondiente 
normativa en el Código Orgánico Integral Penal (artículo 414), en el sentido de determinarse con 
precisión cuáles son los casos en los que se torna aplicable la prejudicialidad, lo que no existe hoy 
en día, encontrándonos de frente con una laguna legal que ha generado confusión. 
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5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Claro que sí. El hecho de que no se ha seguido un proceso debido en cuanto al juzgamiento de una 
infracción, implica que la seguridad jurídica se encuentra afectada, por lo que insisto nuevamente 
en la reforma que debería hacerse a la ley procesal penal. 
 
ANÁLISIS: La doctora Flores indica nuevamente en su exposición la trascendencia del debido 
proceso como una garantía de las partes y como medio para arribar a la tutela judicial efectiva, 
compartiendo estos últimos una misma esfera que toma su forma en el proceso judicial, en tal 
sentido, de encontrarse lesionado uno de ellos, se afecta indirectamente a la seguridad jurídica, que 
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ENTREVISTA Nº 5 
 
Abg. Denisse Albán Carvallo 
Ayudante Judicial 3 
Sala de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito 
Corte Nacional de Justicia 
 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
Considero que no es necesario, porque si en todo caso el proceso penal ya ha empezado no requiere 
de esta prejudicialidad. Si se da primero el proceso civil va a ser un requisito, pero esto descontaría 
la posibilidad de declarar una nulidad si no se ha dado el proceso civil. 
 
ANÁLISIS: Lo expresado por la funcionaria judicial empata con lo indicado por el doctor 
Alejandro Arteaga García, Conjuez Nacional toda vez que existe una correspondencia en cuanto al 
criterio vertido respecto al inicio de la acción civil teniendo como consecuencia la preclusión penal 
y viceversa, denotando de esta manera la naturaleza jurídica de cada una de las acciones, en 
consecuencia, no habría ninguna violación al trámite ni al debido proceso. 
 
2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
 
Insisto en mi criterio, si el proceso penal ya ha iniciado y se está indicando que no se puede seguir 
el proceso penal por cuanto no existe una sentencia civil, tiene que seguir  el proceso penal, no es 
necesario. Siguen habiendo opiniones diversas y criterios contradictorios, por lo que creo que 
debería reformarse el Código de Procedimiento Penal. 
 
ANÁLISIS: Remarca la abogada Albán la existencia de diversas corrientes respecto a la aplicación 
de la prejudicialidad, sin que ninguna de ellas se haya puesto de acuerdo a fin de garantizar 
uniformidad en cuanto a los criterios jurisdiccionales, de tal manera que se encuentra una necesidad 
galopante de incluir una reforma en la norma penal a fin de establecer con claridad cuáles son los 
casos en los que se debe aplicar la institución en estudio. Por otro lado, remarca de nueva vez la 
preclusión que existiría entre las acciones civiles y penales por el delito de Falsificación de 
Instrumento Público. 
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3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
Puede ser propuesta por las partes que considera que su derecho ha sido afectado. El Tribunal de 
Garantías Penales deberá aplicar sus conocimientos, y en mi criterio, considero que debería 
negarse, porque la etapa oportuna ya precluyó.  
 
ANÁLISIS: Expresa la funcionaria judicial la existencia de momentos procesales oportunos para 
la evacuación de determinados alegatos, y que en este sentido, la etapa para resolver el de la 
prejudicialidad ya ha sido finalizado, por lo que pese a haber la posibilidad de que la parte que se 
considere afectada por el actuar del Juez de Garantías Penales remarque tal situación ante el 
Tribunal, no obligaría a este último a tomar en cuenta ese hecho y resolverlo en estricto apego a la 
motivación como disposición constitucional. En consecuencia, ese alegato debe ser desechado por 
no ser el momento procesal oportuno. 
 
4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
En el caso hipotético de un paralelismo de acciones civiles y penales, si el proceso civil ha 
concluido antes de la audiencia de juzgamiento esa sentencia servirá como un medio probatorio a 
fin de demostrar la falsificación. Si no se ha determinado dicha situación el Tribunal de Garantías 
Penales deberá esperar a fin de que se emita primeramente la sentencia civil. Si en el hipotético 
caso que el Tribunal hubiere continuado con la sustanciación del juzgamiento de ese delito sin que 
haya concluido el juicio civil, estaríamos enfrentándonos a una posible violación del debido 
proceso. 
 
ANÁLISIS: Propuesto un caso hipotético en el que existan acciones convergentes tanto civil y 
penalmente, nos encontraríamos en una encrucijada procedimental, cuya resolución más lógica 
sería verificar cuál de los dos procesos inició en primer lugar, siguiendo la regla de la prevención 
de la competencia, en tal sentido, si es el juez civil, el juez penal deberá suspender la tramitación de 
la causa hasta que exista sentencia o auto en materia civil que se encuentre ejecutoriado; si es al 
revés y el juez penal ha prevenido en el conocimiento de la causa, se deberá continuar con este 
trámite, suspendiéndose el civil. Si no se da este tipo de tratamiento se incurriría en una violación 
al debido proceso en el juicio que ya ha iniciado. 
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5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Sin duda alguna, por cuanto se han violentado los principios y garantías del debido proceso, lo que 
en miras de cumplir la seguridad jurídica, no pueden ser desplazados en su cumplimiento. 
 
ANÁLISIS: Encontramos en esta respuesta una contradicción en la que ha incurrido la funcionaria 
judicial, toda vez que indica en primer lugar que no es necesario el cumplimiento de la 
prejudicialidad en el juzgamiento de delitos de falsificación material de documentos públicos, pero 
sin embargo, indica posteriormente que la falta de cumplimiento lesiona los principios del debido 
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ENTREVISTA Nº 6 
Dr. José García Falconí 
Asesor del Fiscal General del Estado 
 
1.-  ¿Qué opina acerca de la aplicación o inaplicación de la prejudicialidad prevista en el 
artículo 180 del CPC como requisito previo al enjuiciamiento de delitos de Falsificación de 
Instrumento Público? 
 
Es uno de los temas más complicados y que mayor duda ha causado en la legislación ecuatoriana.  
La prejudicialidad material procede siempre y cuando se haya iniciado un juicio civil antes del 
juicio penal, por el principio de seguridad jurídica, podríamos tener una sentencia en materia civil 
una cosa y en materia penal otra, por esa razón el legislador ha considerado que una vez que se ha 
iniciado el juicio  civil ya no se puede iniciar el juicio penal por la prejudicialidad, hasta que haya  
una sentencia que dicte el juez civil en el caso concreto. En caso de haber dos procesos iniciados 
paralelamente y el civil aún no ha emanado una sentencia, el juez penal deberá suspender la 
tramitación del segundo, por la prohibición expresa del artículo 180 del Código de Procedimiento 
Civil, de lo contrario se rompería la seguridad jurídica prevista por el artículo 82 de la Constitución 
de la República del Ecuador. 
 
En cuanto a lo que indica el COIP en su artículo 414, se violenta el principio de legalidad, 
causando incluso inseguridad jurídica. En algunas sentencias que dictó la Sala de lo Penal de la 
Corte Nacional de Justicia de transición, se ha señalado incluso que el delito de perjurio es 
prejudicial, sin que exista una norma expresa que instituya en qué casos y en qué forma se puede 
ejercitar la prejudicialidad, para efectos de lo cual, hace falta que el Pleno de la Corte Nacional de 
Justicia  se reúna, en ejercicio de la facultad prevista por el artículo 282 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, se reúna y aclare esta situación porque acarrean muchos problemas, no solo en 
este aspecto, sino que principalmente al error de tipo y error de prohibición respecto a los cuales 
algunos juristas dicen que sí existe, por ejemplo Gustavo Benítez, constituyéndose este tipo de 
problemas en dudas, vacíos por lo que se vuelve necesario la dilucidación de aquellos, por cuanto 
se afecta la seguridad jurídica. Pertenezco a una institución jerarquizada, por lo que el señor Fiscal 
General del Estado debe fijar políticas de acción, y determinar en qué casos existe la 
prejudicialidad y en cuáles, no. La Fiscalía es una institución auxiliar de la justicia, pero eso no 
quiere decir que no se pueda equivocar, y para evitar precisamente aquello, los señores jueces 
deben hacer uso de la facultad iura novit curiae, para subsanar estas falencias de legislación. 
Debemos igualmente considerar que estamos a la puerta del Código General del Proceso, que 
elimina al Código de Procedimiento Civil. Es un tema sumamente interesante y discutido, que 
amerita un análisis pormenorizado.  
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Retomando el tema principal si tenemos dos sentencias contradictorias, se violenta el principio de 
unicidad de la Función Judicial, lo que evidencia una violación al debido proceso, y en cuyo caso, 
los jueces que presuntamente ocasionaron dicha situación se hallan sujetos a la reparación integral, 
por cuanto han violentado el principio de legalidad, y obviamente el Estado ecuatoriano, después 
de haber reparado los daños ocasionados se halla en la posibilidad de ejercer el derecho de 
repetición en contra de aquellos jueces, más aún, puede constituir error inexcusable, que amerita la 
destitución del funcionario judicial que haya obrado de esta manera, toda vez que la ignorancia de 
la ley no excusa a persona alguna, en consideración a iuria novit curiae.  
 
ANÁLISIS: La respuesta ofrecida por el delegado del Fiscal General del Estado abarca una 
multiplicidad de aspectos que se torna necesario analizar:  
 
En primer lugar se refiere al hecho de que la prejudicialidad como un conjunto de procesos que dan 
origen a una institución jurídica, es aplicable única y exclusivamente cuando un juicio civil se ha 
iniciado con anterioridad a la acción penal, de tal manera que el juez penal se encuentra 
imposibilitado de conocer este tipo de sucesos toda vez que no existe aún el medio procesal 
adecuado que lo habilite, esto es la sentencia o auto ejecutoriado.  
 
En segundo lugar indica que la forma en la que actualmente se encuentra redactado el artículo 414 
del Código Orgánico Integral Penal es vaga, por lo que se torna estrictamente necesario subsanar el 
posible error en el que ha incurrido el legislador, de tal manera que propone que el Pleno de la 
Corte Nacional de Justicia se pronuncie al respecto e indique con claridad cómo y cuándo es 
aplicable la norma contenida en ese articulado. 
 
 En tercer lugar, remarca el delegado la posibilidad de existencia de fallos contradictorios entre las 
dos materias, que podrían incurrir en dos posibilidades, ordenadas de acuerdo a su trascendencia la 
primera de ellas, la afectación directa a los derechos de la parte acusada, toda vez que si una 
sentencia es condenatoria (penal) y la sentencia civil indica que no es falso el documento, por regla 
del tercero excluído, una de las dos es errónea, lo que incluso podría ser llevado al campo del error 
inexcusable (cuya institución también es vaga), incurriendo entonces en que el yerro judicial debe 
ser subsanado, por medio de la reparación al ciudadano que fue acusado y sentenciado injustamente 
por un delito que no cometió; la otra afectación se halla frente al nivel del principio de la unicidad 
judicial, esto es, en los términos más básicos la imposibilidad de que existan contradicciones entre 
los órganos de administración de justicia.  
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2.- ¿En caso de haberse irrespetado el precepto legal en referencia, el o la Jueza de Garantías 
Penales debería declarar la nulidad del proceso en la etapa evaluatoria (COIP)/audiencia 
preparatoria de juicio o podría continuar con el procedimiento? ¿Por qué? 
 
El Código de Procedimiento Civil, del que remarco, es muy anticuado, establece que cuando el 
superior declare la nulidad de todo lo actuado, el inferior jamás podrá declarar nuevamente la 
nulidad. Esto se daba en el sistema procesal anterior, actualmente es distinto. Considero que de 
acuerdo a lo establecido en  la tercera causal del numeral 10 del artículo 652 del COIP, habilita al 
Juez de Garantías Penales, antes de emitir el auto de llamamiento a juicio a dictar la nulidad de 
todo lo actuado sin la menor duda. Se trata de un requisito de procedibilidad y hasta que exista una 
sentencia en fuero civil no se puede iniciar el enjuiciamiento penal, de tal manera que debe declarar 
esa nulidad, toda vez que el juicio penal debe esperar una sentencia civil a fin de poder ser 
comenzado, en consideración a la última ratio que posee el Derecho Penal, considerándose para 
hacerlo la preeminencia del Derecho Penal sobre el Derecho Civil, de conformidad con el artículo 4 
del COIP.  
 
ANÁLISIS: En la misma línea de pensamiento que ha expresado el doctor García Falconí respecto 
a la prejudicialidad, al ser iniciado en primer lugar un enjuiciamiento civil, este toma la delantera 
por así decirlo, precluyendo inmediatamente al juicio penal, instituyendo de esta manera la 
prejudicialidad. Ahora una vez analizados estos elementos, si el juicio penal ha iniciado pese a 
existir un juicio civil aún por finalizar, el juez penal no solo que se encontraría en la posibilidad de 
declarar la nulidad, sino en la obligación de hacerlo, toda vez que se trata de la violación del debido 
proceso que debe ser subsanada o corregida inmediatamente; por otra parte, lo que nos indica el 
delegado del Fiscal General del Estado, es el carácter de última ratio que posee el Derecho Penal, y 
en tal sentido el juicio civil debe ser resuelto en primer lugar. 
 
3.- ¿La prejudicialidad puede ser alegada más adelante en caso de no haber sido declarada la 
nulidad en la etapa en la que dicha cuestión se ventila? ¿De ser el caso, se encontraría el 
Tribunal de Garantías Penales en la obligación de motivar su decisión en base a dicha 
alegación? 
 
El Tribunal de Garantías Penales se encuentra en la obligación de declarar la nulidad en caso de 
encontrar alguna de las causales previstas por el artículo 330 del Código de Procedimiento Penal 
como en las determinadas por el artículo 652 del COIP, especialmente porque este tipo de posible 
nulidad existe una violación al derecho a la defensa y que incurre directamente en la decisión de la 
causa. Si bien es cierto el momento procesal no es el oportuno, a fin de que esa causal de nulidad 
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no siga proyectándose en el tiempo y terminar con la validez del proceso, el órgano jurisdiccional 
debe hacerlo.  
 
ANÁLISIS: Pese a no ser el momento procesal oportuno para ese tipo de alegaciones, y si estas 
tienen una base fáctica y jurídica real, comprobable, el Tribunal, Corte Provincial o Corte Nacional 
se encuentran en la obligación de por lo menos discutir sobre la calidad de dichas alegaciones, toda 
vez que los referidos órganos jurisdiccionales más allá de administradores de justicia –que también 
lo son- ostentan la calidad de garantes del debido proceso y de la tutela judicial efectiva, en tal 
sentido, si observan que existe alguna causal de nulidad prevista por el articulado respectivo, 
deberá declarársela a fin de evitar una lesión mayor en las garantías jurisdiccionales y desgaste de 
actividad jurisdiccional innecesario. 
 
4.- ¿De existir una colisión entre los principios del debido proceso y aquellos previstos como 
rectores de la administración de justicia en el tratamiento judicial de este tipo de delitos, 
cómo podría ser subsanada? 
 
No podría ser subsanada. La Constitución de la República establece algunos medios de valorar la 
colisión de principios, en este caso, existe la ponderación, en aplicación del artículo 3 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la proporcionalidad, la 
razonabilidad, tres principios que deben tener en cuenta los señores jueces. 
 
ANÁLISIS: El contenido constante en la respuesta del doctor García Falconí, nos habilita a pensar 
en que el proceso de subsanación de una colisión obedece en primer lugar a la calidad de los 
principios en colisión, en segundo lugar, la magnitud de aquella, y en tercer lugar, la profundidad 
los contenidos de cada uno; en tal sentido, y de conformidad con lo expresado por el entrevistado, 
no es fácil determinar un medio de subsanación de una colisión, pero sí de determinar cuál de los 
dos valores en choque es aplicable en el entorno constitucional, en consideración al caso, a la 
misma colisión, y como lo he expresado en líneas anteriores, el alcance de los contenidos de los 
principios-valores en cuestión, debiendo el órgano jurisdiccional aplicar las posibilidades 
determinadas en la Constitución –para evaluar la constitucionalidad de una norma infra- esto es la 
razonabilidad, proporcionalidad  y la ponderación, subrayando que esta es la más aplicable por la 
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5.- ¿Considera Usted que la posible falta de aplicación de la prejudicialidad prevista por el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Civil como requisito previo al juzgamiento de 
delitos de falsificación de instrumento público, lesiona al debido proceso y por intermedio de 
este a la seguridad jurídica? ¿Por qué? 
 
Sin duda alguna, puesto que existen reglas que norman el debido proceso, lo que conlleva a la 
lesión de la seguridad jurídica, particularmente si se trata de un caso en el que se hayan iniciado 
dos juicios al mismo tiempo, esto es el civil y el penal, debiendo haberse suspendido la 
sustanciación del segundo, puesto que se corre el riesgo de que uno de los dos sea contradictorio al 
otro, incurriendo en una lesión a la parte procesada, generando entonces una responsabilidad al 
Estado por error en la administración de justicia del que ya hablamos. 
 
ANÁLISIS: El distinguido catedrático nos ha expresado de nueva ocasión la existencia de una 
posible vulneración al debido proceso, toda vez que existen normas que lo rigen y que en caso de 
que una de ellas se encuentre en lesión, conllevaría a que el debido proceso se encuentre también 
en cuestionamiento, en tal sentido, la falta de aplicación de la institución de la prejudicialidad –
vista esta no como un requisito sino una posibilidad de juzgamiento previo a una falsificación 
material de un instrumento público- lesionaría al debido proceso si no se ha respetado la preclusión 
que opera en contra del juicio penal, si el juicio civil habiendo iniciado antes de este, no ha 
concluido con una sentencia o auto ejecutoriado, en tal sentido, si existiría una lesión al debido 
proceso y por medio de este a la seguridad jurídica. Planteando entonces una segunda cuestión, 
respecto a la existencia de dos sentencias contradictorias, que lesionan, como se ha expresado con 
anterioridad, en primer lugar la seguridad jurídica directamente, y en segundo lugar, la unicidad de 
la Función Judicial, teniendo como consecuencia la primera de ellas, un error judicial. 
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7.2.- COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
En el plan de tesis original, se hizo constar la siguiente hipótesis: 
 
“El incumplimiento de la cuestión prejudicial civil, contenida en el artículo 180 del Código de 
Procedimiento Civil, vigente a la fecha, no violenta de manera alguna el debido proceso, ni los principios de 
legalidad y seguridad jurídica ni el derecho a la defensa, en tratándose de la etapa de enjuiciamientos 
penales de delitos de falsificación manifiesta de documentos públicos, por lo que, al haber dejado de 
cumplirse dicha norma, los informes periciales que versan sobre la veracidad del documento pueden suplir 
de manera efectiva la cuestión prejudicial civil, ejecutando de esta manera los principios de celeridad y 
economía procesal, previstos en el Código Orgánico de la Función Judicial como principios rectores de la 
administración de justicia, cumpliendo estos los principios probatorios de petición, ordenamiento, práctica, 
incorporación y contradicción.” 
 
Lo que se ha procurado con el planteamiento de la hipótesis que antecede en primer lugar es la 
que la no aplicación de la prejudicialidad no implica una violación al debido proceso toda vez que 
se activa única y exclusivamente si se ha iniciado un juicio civil en primer lugar, impidiendo de 
esta manera que se inicie el juicio penal, pero si por el contrario el juicio penal ha iniciado sin la 
sentencia civil que declare el documento dubitado como falso, se lo hará en el transcurso del 
proceso penal, en estricto apego a la tutela judicial efectiva además de los principios del debido 
proceso en mira al cumplimiento de la seguridad jurídica, por lo que esta parte de la hipótesis se 
encuentra comprobada.  
 
En segundo lugar, cabe señalar que dentro del desarrollo paulatino de la presente investigación 
hemos remarcado la importancia que posee la Teoría General de la Prueba como parte del Derecho, 
haciendo hincapié en que precisamente el Derecho Penal, basa prácticamente toda su estructura en 
la prueba, su legalidad, sus medios de obtención, su validez y apreciación entre los procesos más 
importantes que debe realizar el Juez Penal, en tal sentido, y considerando que el juicio civil que 
puede culminar con la declaratoria de falsedad de un instrumento, puede ser fácilmente subrogado 
por la práctica probatoria en el transcurso del juicio penal. Recordemos pues en este sentido que la 
acción civil por falsedad de un documento público busca restar los efectos de este por medio de la 
declaratoria de falsedad, que acarrea su nulidad, en tal sentido, la materialidad de la infracción se 
encontraría ya demostrada –por la presunción de certeza que posee toda sentencia; por otro lado, la 
Fiscalía vería reducido su trabajo a buscar al imputado, toda vez que la materialidad se encuentra 
ya demostrada dentro del juicio civil. En la otra mano, encontramos que en los casos en los que la 
denuncia se ha realizado en primer lugar el Fiscal de la unidad de Delitos contra la Fe Pública se 
encarga en primer lugar de hallar vestigios e indicios de la infracción, para posteriormente al 
proceso científico que deben ser sometidos, alcanzan el valor de prueba en la etapa de juicio, por lo 
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que en el caso material, al ser un documento dubitado, sometido a la pericia técnica 
correspondiente (grafotécnica por ejemplo), y al alcanzar este informe el valor de prueba si se han 
respetado los preceptos constitucionales, –luego de haber sido pedido, ordenado, practicado e 
incorporado en la audiencia de juzgamiento- puede suplir perfectamente a la sentencia civil, que 
declara la materialidad de la infracción que se juzga. Se otorgaría entonces el valor de prueba 
trascendental a esa materialidad de la infracción, por lo que en miras de la celeridad y economía 
procesal, el juicio que tiene por fin determinar la calidad de falso o no de un documento, es 
innecesario, en consecuencia, la segunda parte de nuestra hipótesis, se encuentra comprobada. 
 
7.3- COMPROBACIÓN OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Dentro de nuestro plan de tesis original se propuso como objetivos específicos de la 
investigación en primer lugar, el diferenciar la falsedad material de la falsedad ideológica, 
mediante la aclaración de conceptos básicos como el debido documentar, y el bien jurídico 
lesionado de ambos, lo que efectivamente se ha realizado, toda vez que en el capítulo tercero de 
este proyecto constan tales procesos de diferenciación entre los tipos de falsedad, -a los que habrá 
que agregar la ideal-, el concepto del debido documentar –como correspondencia entre lo declarado 
y lo constante en el documento- y el bien jurídico protegido, que de acuerdo al humilde criterio de 
este servidor, corresponde al tráfico jurídico, mas no a la Fe Pública. 
 
En segundo lugar, se ha buscado definir el alcance de “falsedad manifiesta” de un documento o 
instrumento sea este público o privado, correspondiendo ésta a la falsedad material, como se ha 
expresado en el documento, a la que corresponde la aplicación facultativa del artículo 180 del 
Código de Procedimiento Civil, si no se ha iniciado antes la acción penal correspondiente. 
 
En tercer lugar, nos hemos propuesto esclarecer el procedimiento necesario para la declaración 
de falsedad de un documento o instrumento, en jurisdicción civil como requisito previo al ejercicio 
de la acción penal pública, lo que se ha logrado de manera parcial, toda vez que no se trata de un 
requisito sine qua non, puesto que es facultativo de la parte afectada acudir a la vía penal o a la vía 
civil, obedeciendo esto siempre al carácter de ultima ratio que posee el Derecho Penal, como así lo 
hemos logrado en el capítulo quinto de este proyecto. 
 
En cuarto lugar, el enfatizar la existencia de consecuencias del documento falso, sin la 
necesidad de declaratoria de tal calidad vía sentencia dictada en jurisdicción civil, ha sido 
esforzado toda vez que hemos procurado incluir dentro de esta investigación ejemplos hipotéticos y 
claros que permitan al lector inferir la existencia de los efectos jurídicos del uso de un documento 
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falso, tanto en lo civil como en lo penal, de tal manera que esta meta la consideramos alcanzada 
parcialmente. 
 
Finalmente el objetivo general de la presente investigación es el demostrar la falta de necesidad 
de aplicación de la prejudicialidad en delitos de falsificación material de documentos públicos, en 
estricta y obligatoria aplicación de los principios de celeridad y economía procesal, lo que ha sido 
alcanzado en su totalidad, en consideración a que para el inicio de una acción penal, sino se ha 
iniciado la acción civil previamente, no es necesaria la prejudicialidad, toda vez que se trata de una 
acción opcional, facultativa que posee la parte lesionada para acudir al fuero que considere 
adecuado, y en tal sentido, hemos de decir que este accionar no lesiona al debido proceso, siempre 
y cuando se respete el carácter de ultima ratio que posee el Derecho Penal, imposibilitando así al 
afectado a acudir paralelamente ante la justicia civil, puesto que como se ha evidenciado, se trataría 
entonces de romper con el principio de unicidad de la Función Judicial, lo que conllevaría a algo 






























Al encontrarnos en un Estado constitucional de derechos y justicia, es necesario tomar en cuenta 
que el mismo se puede ver construido únicamente sobre el respeto irrestricto y el cumplimiento de 
las normas que rigen en el mismo, a fin de garantizar la seguridad jurídica, como base de la 
construcción legal del Estado, previsto este como el primer y ulterior garante de los derechos de sus 
ciudadanos. En tal sentido, es de remarcar que la seguridad jurídica adquiere la calidad de piedra 
angular para la construcción de la estructura estatal alrededor de la Constitución, como bien lo 
propugna esta, tomando en cuenta que la finalidad de la misma se halla  en el cumplimiento de la 
dignidad de los seres humanos como eje central de nuestra Ley Suprema. 
 
Ahora bien, no podemos dejar de tomar en cuenta que nos encontramos en una etapa de 
evolución jurídica, que se ha visto propulsada precisamente a partir de la promulgación de la 
Constitución de 2008, el 20 de octubre de ese año, en el que una nueva calidad del Estado 
comenzaba, buscando primordialmente la equidad, y como lo he dicho en líneas anteriores, la 
dignidad. Pese a que la Constitución fue tildada de proteccionista, ha procurado principalmente 
cumplir con su objetivo de equiparar las condiciones de los menos favorecidos con su contraparte. 
Centrándonos de mejor manera en el tema que corresponde, ha previsto una serie de garantías a 
favor de las personas privadas de libertad que ha permitido en muchas ocasiones arribar a la meta 
ulterior de la rehabilitación social.  
 
Sin embargo, no es menos cierta la existencia de falencias, recordemos pues, que toda 
institución humana es perfectible, en consecuencia, gracias al carácter de proteccionista que ostenta 
la Ley Suprema, se ha descuidado por otro lado el principio de legalidad, que como se ha explicado 
extensamente, es la piedra cuadrangular del Derecho Penal.  
 
Dado que en nuestro sistema penal se ha implementado el Derecho continental europeo, es 
decir, normas positivizadas –en la más básica expresión-, no podemos dejar de resaltar la 
trascendencia que posee la legalidad tanto adjetiva como sustantiva, y en tal sentido, deberemos 
indicar que todos los procesos penales deben estar regidos por la ley correspondiente –recordemos 
la naturaleza de la ley penal: reserva de ley-, por lo que cualquier omisión en esta última acarrearía 
una falla que trascendería al sistema, evidenciando errores legislativos como el que hemos 
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estudiado durante el desarrollo de este proyecto, es decir, la carencia de especificación en los casos 
en los que la prejudicialidad puede ser aplicada. 
 
Aún con el nuevo Código Orgánico Integral Penal, no hemos logrado superar la etapa de “lege 
ferenda”, de tal manera que la prejudicialidad, en su extensión conceptual, sigue siendo incierta en 




La cuestión de prejudicialidad civil en la falsificación manifiesta de documentos públicos al 





A modo de introducción es necesario indicar que el delito de falsificación de documentos 
públicos carece de un origen histórico claro, sin embargo delitos conexos o derivados como lo es el 
uso doloso de documento falso encuentran su génesis en él, por lo que si bien podríamos analizar 
este injusto penal como delito medio para llegar a un fin ilegal determinado –como la apropiación 
de bienes ajenos, o cambio de estado civil- es menester también indicar que el proceso de 
falsificación de documentos públicos o privados se encuentra claramente descrita en el artículo 339 
del Código Penal.  
 
Desde otra perspectiva, la prejudicialidad, como límite establecido para la actividad 
jurisdiccional de un Tribunal Penal en los delitos de falsificación manifiesta de documento público, 
se encuentra concebida –como se estableció con anterioridad- en el artículo 180 del Código 
Procesal Civil ecuatoriano, en concordancia con el artículo 40 del Código Adjetivo Penal, siendo, 
en conclusión esta situación, limitante para la activación de la jurisdicción penal. 
 
Abordando el tema que nos ocupa, dentro de la doctrina nacional, hemos podido observar dos 
corrientes claramente opuestas,  siendo la primera de ellas representada por el doctor Jorge Zavala 
Baquerizo, quien señala que: 
 
“[…] la Prejudicialidad en materia penal está dada por toda cuestión de carácter 
jurídico-civil que debe ser previamente resuelta por el órgano jurisdiccional civil, 
como presupuesto necesario para la procedencia del ejercicio de la acción penal 
o de la sentencia […]”.  
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Constituye el criterio anotado, el más claro ejemplo de la lógica formal, el cual tomado en su 
debido contexto legal, encuentra su par jurídico en el procedimiento expresado en el Código 
Procesal Civil para el tratamiento de falsedades materiales. Este mismo criterio jurídico lo expresa 
el actual magistrado y presidente de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial 
y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, doctor Jorge Maximiliano Blum Carcelén, en su obra 
“Prejudicialidad, Falsedad material en documento público”. 
 
Por otro lado, y en respuesta al criterio vertido, nos hallamos de frente con los criterios 
emanados de la ex-Corte Suprema de Justicia y de las diversas Cortes Provinciales y Tribunales del 
Ecuador, siendo todos ellos jurídicamente valederos, no han logrado delinear claramente, por lo 
menos, para el autor de la presente investigación, una guía específica sobre el tratamiento de esta 
clase de delitos, puesto que en la práctica se observa en determinados casos la omisión en el 
cumplimiento de requisitos necesarios para la validez del proceso. 
 
En este sentido, la muestra de contraposición de criterios ha llevado tanto a la Fiscalía General 
del Estado como a los abogados en libre ejercicio profesional, a incurrir en yerros, que han costado 
muchas veces, errores judiciales insubsanables, puesto que como se deja ejemplificado, las 
decisiones han sido de última instancia, a tal punto que han pasado al imperio de la res iudicata, 
violando la seguridad jurídica y el principio de legalidad. 
 
En este punto, es entonces la pregunta: ¿Cuál es la extensión de la prejudicialidad civil sobre la 
actividad penal en el delito de falsificación manifiesta de documento público frente a los principios 
del debido proceso? 
 
Esa es la cuestión que precisamente se ha intentado solucionar durante el desarrollo del presente 




Habiéndose realizado un estudio de campo comparativo en casos prácticos, el autor de este 
trabajo, ha llegado a determinar la falta de aplicación de la norma contenida en el artículo 180 del 
Código de Procedimiento Civil, por cuanto, en práctica de los principios de celeridad y economía 
procesales, se ha dejado de obedecer lo determinado en el mencionado artículo, en el sentido de 
requisito de prejudicialidad civil en el campo penal, en consideración a que no se lesiona de manera 
efectiva las garantías jurisdiccionales y menos aún las constitucionales en el procedimiento penal. 
De lo anotado, es menester indicar que si bien es cierto, el artículo 82 de la Constitución de la 
República del Ecuador, desarrolla de manera somera el concepto de seguridad jurídica, no es 
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menos real que dicho concepto se encuentra ampliado cuando tratamos acerca del principio de 
legalidad.  
 
Con base a lo expuesto, considero necesario cuestionar el marco jurídico y constitucional 
vigente, en lo que respecta a los principios rectores de la administración de justicia. En tal sentido, 
podemos claramente inferir que existen contradicciones en el mismo sistema, por cuanto, de un 
lado, se nos impone la obligación de respetar la seguridad jurídica, mediante el respeto irrestricto 
del principio de legalidad, siendo este, la premisa mayor en el desarrollo de un razonamiento 
jurídico, en cuanto se refiere a la misma actividad jurisdiccional; sin embargo, de otro lado, 
encontramos el principio de justicia, mismo que nos obliga al cumplimiento de determinados 
principios, como lo son el de economía procesal, celeridad y buena fe, que se encuentran 
determinados en el Código Orgánico de la Función Judicial, y aún más, nos permite, reemplazar 
normas –sean estas sustantivas o procesales- con la norma jerárquica superior, siempre y cuando, 
esta vaya acorde a la finalidad del Estado constitucional de derechos y justicia –mismo, que según 
el autor de esta investigación, es la dignidad humana- en el caso específico de yuxtaposición entre 
las normas de diferente jerarquía, para efectos de lo cual, la misma Carta Suprema, nos entrega 
formas de “valoración” de las mencionadas normas, tales como la ponderación. 
 
Entonces, claramente, nos hallamos frente a una contradicción expresa del sistema, debido a que 
de un lado es trascendental respetar la seguridad jurídica, pero de otro, se nos deja abierta la puerta 
para dejar de aplicar determinada norma para aplicar una de mayor jerarquía, de mayo alcance, b 
con la finalidad de alcanzar el objetivo ulterior del Estado. 
 
En este sentido se torna necesaria una reforma, que además de complementar aquella realizada 
por el COIP, establezca el procedimiento adecuado para subsanar la carencia de aplicación de la 
institución de prejudicialidad en los delitos de falsedad documental, y que de manera final 







a) Amplificar las facultades de los miembros de los Tribunales de Garantías Penales a fin 
de que puedan declarar nulo el documento dubitado en caso de haber mérito para ello. 
ESPECÌFICOS  
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a) Remarcar la trascendencia de los principios de celeridad y economía procesales, constantes 
en el Código Orgánico de la Función Judicial como principios rectores de la administración 
de justicia. 
b) Evitar el desgaste de actividad jurisdiccional cuando se ventila una demanda de falsedad 
documental, pudiendo remitirse esta actividad directamente a las autoridades 
jurisdiccionales penales. 
c) Complementar la reforma iniciada con la publicación del Código Orgánico Integral Penal, 
en cuya disposición cuarta elimina el inciso final del artículo 180 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
8.6 Análisis de Factibilidad e Impactos 
 
 La propuesta en cuestión habilitaría al Tribunal Penal a que sus declaraciones tengan 
consecuencias directas sobre el campo civil en el sentido de que el instrumento cuya 
validez se discute, sea competencia del Tribunal Penal, aseverando este último, su decisión 
en un doble sentido –por lo menos en el juzgamiento de este tipo de infracciones-, el 
primero de ellos y el más clásico, resolver sobre la situación jurídica del o la acusada; el 
segundo, se refiere a la declaratoria de validez o nulidad del instrumento sobre el que versa 
la acusación, para efectos de lo cual, deberá motivar su decisión, además de en principios y 
normas, -en cumplimiento del deber constitucional de motivación-, sobre hechos en base a 
los cuales se ha construido la teoría del caso, es decir, las construcciones lógico-fácticas 
que han permitido a la Fiscalía acusar.  
 
 Se otorgaría el carácter de prueba trascendental al informe pericial que verse sobre la 
veracidad del instrumento, lo que ayuda al fortalecimiento de la institucionalidad de la 
teoría general de la prueba, como necesidad dentro de la práctica penal ecuatoriana, 
resultando en la uniformidad de criterios judiciales respecto al tratamiento de este acervo 
probatorio. 
 
 El desarrollo de un estándar de la prueba sobre este tipo de delitos, a fin de asegurar la 
tutela judicial efectiva, sin embargo de lo cual, es necesario mantener intacto el principio 
de libertad probatoria, toda vez que  de conformidad con diversas sentencias emitidas tanto 
por la Corte Europea de Derechos Humanos como por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, además del inciso segundo del artículo 232 del aún vigente Código de 
Procedimiento Penal, y numeral 5 del artículo 608 del Código Orgánico Integral Penal, la 
calificación jurídica de los hechos presuntamente constitutivos de una infracción penal, 
puede cambiar, sin que los mismos dejen de ser fuente de la prueba.  En tal sentido, es 
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menester remarcar que aquellos deberán mantener un nivel predeterminado de valor, esto 
es tarifa legal, a fin de desarrollar un esquema válido de valoración de la prueba por medio 
del estándar antes mencionado.  
 
o Paralelamente, esto coadyuvaría a reducir los pedidos tendientes a revalorizar la 
prueba en sede impugnatoria, particularmente en sede casacional, llevando a 
reducir el desgaste de actividad jurisdiccional que implica el negar ocasión tras 
ocasión este tipo de impugnaciones, toda vez que se encuentra prohibido por el 
inciso final del artículo 349 del Código de Procedimiento Penal y el inciso final del 
artículo 656 del Código Orgánico Integral Penal.  
 
 En cuanto se refiere a la etapa de evaluación y preparatoria de juicio cuyo equivalente es la 
audiencia preparatoria de juicio y dictamen fiscal de acuerdo al aún vigente Código 
Procesal Penal, excluiría en este tipo de delitos la alegación de la prejudicialidad de manera 
tal que la misma se encontraría proscrita de invocación en las siguientes etapas del proceso, 
precluyendo la posibilidad de declarar una nulidad por la falta de aplicación del debido 
proceso. 
 
 Permite de igual manera aseverar y reafirmar la naturaleza jurídica de la nulidad como una 
institución de última ratio, de aplicación excepcional y que previene la tutela judicial 
efectiva de los derechos de las partes, de efecto bi-direccionado, es decir sancionatorio y 
eliminatorio de errores in procedendo. 
 
 Ratificaría el estado de preclusión de la demanda a la presentación de la denuncia, 
eliminando de esta manera la duplicidad de procedimientos sobre una misma base fáctica, 
unificando los objetivos de ambos: el civil, que busca retirar la presunción de validez y 
legitimidad del instrumento cuya veracidad se objeta mediante la declaratoria de nulidad 
del mismo; y, el penal que busca determinar responsabilidades y materialidad de la 
infracción, imposibilitando en consecuencia, la probabilidad de existencia de fallos 
contradictorios entre sí. 
 
 Como derivación directa del impacto anterior, el desgaste de actividad jurisdiccional se 
reduciría para la esfera civil, permitiendo que los órganos jurisdiccionales que pertenecen a 
esta materia, centren su atención en otros casos, lo que conllevaría a un incremento de 
productividad, incidiendo de esta manera la cuota propuesta por el actual Consejo de la 
Judicatura de 11 jueces por cada 10000 habitantes. 




A fines de completar la reforma que ha sido realizada por el Código Orgánico Integral Penal, 
que en su disposición derogatoria cuarta, elimina el contenido del inciso final del artículo 180 del 
Código de Procedimiento Civil y al existir una falla en la aplicación de la reserva de ley, la 
prejudicialidad como institución no encuentra sus límites claros sino en otras leyes, por lo que se 
torna necesario especificar en la misma ley penal cuáles son los casos de prejudicialidad aplicables, 
además de la amplificación de las facultades del órgano jurisdiccional correspondiente, -vale decir, 
el Tribunal Penal-, que deberá en su sentencia –de ser condenatoria o absolutoria- y si al caso así le 
corresponde declarar la nulidad del instrumento público o su plena validez, sustentando su decisión 
en el medio y objeto de la prueba, esto es el documento, ahorrando de esta manera un desgaste 
innecesario en la actividad jurisdiccional y por ende poniendo en práctica los principios de 
simplificación, celeridad y economía procesales en conjunción con los principios de acceso a la 
justicia, obligatoriedad de administración de justicia, y concentración, previstos todos estos en el 
Código Orgánico de la Función Judicial, por lo que el texto de la propuesta final de redacción del 
inciso a ser insertado al final del artículo 328 del Código Orgánico Integral Penal, quedaría 
elaborado de la siguiente manera: 
 
“Artículo 328.- Falsificación y uso de documento falso.- La persona que falsifique, destruya o adultere 
modificando los efectos o sentido de los documentos públicos, privados, timbres o sellos nacionales, 
establecidos por la Ley para la debida constancia de actos de relevancia jurídica, será sancionada con pena 
privativa de libertad de cinco a siete años. 
 
Cuando se trate de documentos privados la pena será de tres a cinco años. 
 
El uso de estos documentos falsos, será sancionado con las mismas penas previstas en cada caso. 
 
En los delitos que versen sobre el presupuesto contenido en este articulado, el Tribunal de Garantías 
Penales en caso de emitir sentencia condenatoria, sin perjuicio de los requisitos establecidos en los artículos 
621 y 622 de este Código, deberá declarar nulo el documento que constituye la materialidad de la 




Nuestro actual sistema jurídico ha adquirido a partir de la Constitución del 2008 la calidad de 
Derecho Dúctil, puesto que aquella ordena la aplicación directa de la misma, en el sentido de 
ampliar progresivamente la interpretación a favor del hombre, pro homine, en cuanto se refiere a 
derechos y su alcance, en tal sentido, y como conexión observamos que el sistema que habíamos 
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manejado hasta antes de aquella fecha, fue declarado caduco por el simple reemplazo del mismo, y 
particularmente se subrogaron los principios contenidos en la Ley Suprema del Estado, a los 
principios-valores constantes en nuestra actual Constitución, de tal manera que atrás quedó la 
antigua concepción de que el juez es el órgano ciego que actúa con sujeción a la letra de la ley, 
puesto que se hallan, estos órganos jurisdiccionales obligados a someter a la norma a un proceso de 
cuestionamiento y adecuación a los principios-valores constitucionales, a fin de determinar su 
contenido y alcance, y finalmente a aplicarlos siempre y cuando estos se hallen subsumidos dentro 
de la dogmática constitucional, llamada neo-constitucionalismo. 
 
He escogido iniciar este subcapítulo enfocándolo desde esta perspectiva, puesto que de acuerdo 
a lo planteado, encontramos una especie de contradicción, puesto que, si bien es cierto, nuestra 
Constitución, -en cuanto a derechos se refiere- es de inmediata aplicación –principio que por demás 
está decir, excluye tácitamente la necesidad de la presencia de leyes secundarias que viabilicen ese 
proceso- trasciende al carácter reglamentario de la misma, y en tal sentido, las referidas leyes 
secundarias que supuestamente no poseen incidencia en la aplicación de derechos, habilitan de 
cierta manera al órgano jurisdiccional a hacerlo, y tal es el caso del Código Orgánico de la Función 
Judicial, teniendo este, sin dejar de lado su carácter orgánico, un espíritu reglamentario si lo 
comparamos con la Constitución de la República del Ecuador, incurriendo en ese caso, en una 
contradicción, por cuanto, el primer cuerpo de leyes, establece los principios mediante los cuales se 
regirá el sistema de administración de justicia en el país, pero que sin embargo, se remarca la 
complementariedad que tiene el Código Orgánico de la Función Judicial frente a la Ley Suprema 
del Estado, habilitando la implementación de principios-valores, inter alia como simplificación, 
celeridad, economía procesal, acceso a la justicia, obligatoriedad de administración de justicia, y 
concentración, por nombrar los más trascendentales; al tener estos últimos la calidad de principios-
valores, su contenido va mucho más allá de la ley, lo que obliga a pensar en la posibilidad de 
superar la letra de la ley, esto es, el principio de legalidad. 
 
La última afirmación en el sentido más estricto, se trata de una aberración jurídica ante los ojos 
del Derecho Penal, puesto que como tantas veces se ha dicho dentro de esta investigación, la piedra 
angular del mismo, es el principio de legalidad, tanto sustantivo como adjetivo, porque 
precisamente es este el que permite que un Estado, se encuentre viviendo la seguridad jurídica, que 
dicho sea de paso, no es otra cosa que la seguridad que posee un ciudadano de que su status 
jurídico no cambiará sino por las causas y medios previstos por la ley. Ahora bien, teniendo como 
base a este enfoque, la cuestión se centra en que la inaplicación del debido proceso, podría incurrir 
en una violación de la seguridad jurídica.  
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La primera parte de la cuestión encuentra su sustento en la falta de aplicación de la institución 
de la prejudicialidad en conexión al juzgamiento de delitos de falsificación manifiesta de 
documento público, por lo que se deja sentada la violación al debido proceso y en tal perspectiva 
deberían declararse nulas las actuaciones que no hubieren respetado dicho procedimiento, por la 
prohibición expresa que versa la parte final del artículo 180 del Código Adjetivo Civil. La 
consecuencia lógica de este actuar incurre entonces, en una violación directa al principio de 
legalidad adjetiva penal, dentro de la que se encuentra una grave laguna legal por cuanto no se 
especifica, en el actual Código de Procedimiento Penal (artículo 40), ni en el Código Orgánico 
Integral Penal (artículo 414), los casos en los que la referida institución es aplicable, lo que ha 
tenido como consecuencia dicha violación.  
 
Se trata entonces, de una institución incierta, que ha tenido que remitirse a la práctica 
profesional a fin de encontrar una fuente directa, pero que incluso no consta materialmente en 
pronunciamientos jurisprudencial por parte de los órganos administradores de justicia, para efectos 
de lo cual nos reafirmamos nuevamente, en que se trata de una laguna legal, puesto que recordemos 
que dentro de nuestro sistema jurídico el vehículo legal que manda, prohíbe o permite es la ley 
escrita, como expresión máxima de nuestro derecho positivo.  
 
Pasando por alto esta grave falta legislativa de la que son tan responsables quienes redactaron el 
Código de Procedimiento Penal como quienes redactaron el Código Orgánico Integral Penal, es de 
indicar que aplicando la lógica jurídica en este tipo de casos, arribamos a la conclusión de que la 
acción penal precluye a la acción civil, por la preeminencia que posee la primera por cuanto trata 
de cuestiones que le interesan al Estado, y que por su naturaleza es en la que se observa con mayor 
facilidad la materialización de la tutela judicial efectiva así como el accionar del órgano 
jurisdiccional correspondiente, debido al dinamismo inherente a la misma; por otra parte, la acción 
civil persigue fines tanto más particulares, toda vez que se trata de intereses específicos y privados.  
 
De igual modo se ha determinado durante el desarrollo de la presente investigación que no 
existe necesidad de la acción civil como requisito previo al inicio de la acción penal por la 
falsificación de un instrumento público, puesto que se evidencia, lo que se ha dicho ya tantas 
ocasiones, la acción civil persigue la declaración de nulidad del instrumento dubitado, toda vez que 
afecta directamente los intereses de la parte demandante, sin embargo, la sentencia que la declara, 
puede ser emitida por el Tribunal Penal, en ejercicio de una función prorrogada, evitando de esta 
manera el desgaste de actividad jurisdiccional, hechos que ya han sido expuestos en el punto 
segundo de este capítulo.  
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Por otro lado, es necesario mencionar que precisamente, se ha hecho pertinente durante el 
progreso de este proyecto, realizar varias menciones a la Teoría General de las Pruebas, y sin 
querer ahondar innecesariamente en ella, se ha hecho evidente, por lo menos para el autor de este 
trabajo, la carencia de un estándar de la prueba, que se hace tan necesario hoy en día. Recordemos 
pues que el sistema de la sana crítica es un medio que el juez posee para valorar la prueba, sin 
embargo, no existe, un sistema –por lo menos dentro del Derecho Penal Ecuatoriano- que indique 
con toda certeza la validez de una prueba: lo que hallamos son enunciados que ordenan por ejemplo 
cuándo una prueba debe ser declarada ilegal, pero no nos indican con toda seguridad, cuál es el 
valor que una prueba debe tener en determinadas circunstancias procesales. Sabemos por ejemplo 
que esta debe cumplir requisitos constitucionales –legalidad-, y que debe ser pedida, ordenada, 
practicada e incorporada durante la audiencia de juzgamiento, que debe ser pertinente al hecho que 
se intenta probar, pero carecemos de un estándar de la prueba como tal, por lo que se hace 
necesario implementar uno, a fin de mantener el derecho a la defensa y la libertad probatoria como 
partes integrantes del debido proceso, intactos.  
 
8.8.1. Conclusiones  
 
En el desarrollo paulatino de esta investigación, se nos ha permitido arribar a las siguientes 
conclusiones: 
 
 El documento como tal implica una variedad conceptual que puede ser afectada en 
cualquiera de sus formas, en consecuencia el documento o instrumento puede ser 
cualquier soporte material que contenga información, tales como documentos con 
firma electrónica, discos compactos, entre otros. 
 
 El soporte material posee distintas funciones:  
 
 La función de perpetuación que consiste en la realización material de las declaraciones 
para las que fue concebido el documento o instrumento. 
 La función probatoria que es el “corazón” del documento puesto que es esta la que 
permite a las partes probar precisamente las declaraciones que han realizado cuando lo 
crean pertinente, y cabe señalar que el instrumento prueba la existencia de un acuerdo, 
pero no prueba el acuerdo contenido en él, lo que implica que dicha información, no 
necesariamente es veraz, sin que exista la relación de correspondencia entre lo 
expresado en el documento y la intención de las partes declarantes en el mismo.  
 La función de garantía que corresponde ultimadamente a la capacidad de identificar a 
los forjadores y/o otorgantes del instrumento. 
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 De lo anotado, la falsificación afecta directamente a la funcionalidad del instrumento. 
 
 El bien jurídico protegido del delito de falsificación de instrumentos (públicos o 
privados), no es la fe pública como tal, sino que esta última es el medio que el Estado 
posee para autenticar un documento, incluyendo sobre él las presunciones de 
legitimidad, autenticidad y veracidad, sin embargo no es este que se afecta 
directamente, sino que  es la seguridad del tráfico jurídico, por lo que ultimadamente es 
este el bien jurídico protegido. 
 
 Se trata de un tipo penal de mera actividad –o peligro-, puesto que su mera tenencia 
implica un riesgo para la sociedad –el tráfico jurídico-, que puede derivar en uno de 
resultado cuando se convierte en el uso doloso de documento falso. 
 
 Existen distintos tipos de falsedad –mirada esta como efecto de la falsificación-: la 
material y la ideológica, ambas lesionando la relación que posee el documento con la 
realidad objetiva, la primera usando adhesiones o restas a la integridad material del 
documento, mientras que la segunda se vale de invenciones que forjan el documento, 
de ahí que ambas usan distintos medios para alterar el debido documentar, ergo, la 
falsificación tiene distintas modalidades, como la forjadura, la creación, añadidura o 
resta de información del instrumento. 
 
 La autoría en el uso doloso de documento falso, es punible toda vez que la ley hace un 
traslado de responsabilidad hacia quién uso el instrumento, pues presume que este es el 
beneficiario y por ende autor. En tal sentido, existe una presunción de autoría, y en 
consideración a que es punible, se trata de una presunción de culpabilidad que violenta 
el principio de presunción de inocencia constante en el numeral segundo del artículo 76 
de la Constitución de la República.  
 
 Nos hemos cuestionado: ¿Qué es más fácil sancionar: la falsificación de un documento 
o el uso doloso del mismo? Respondiendo esta pregunta, se encuentra directamente 
relacionada con el punto anterior toda vez que –y recordando la Teoría General de la 
Prueba- el acervo probatorio nacerá –jurídicamente hablando- de aquel hecho que 
intentemos probar, de tal manera que existirá mayor facilidad de comprobación de que 
el sujeto “x” usó el documento falso a que se compruebe que el mismo lo  creó. 
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 Es necesario que para aplicar determinadas modalidades penales, el sujeto activo de la 
infracción reúna sobre sí una calidad subjetiva equivalente a ser funcionario público, en 
ejercicio de sus funciones.  
 
8.8.2  Recomendaciones  
 
Realizadas las conclusiones sobre la elaboración del presente proyecto, hemos de indicar, 
que se torna necesario tomar las siguientes medidas: 
 
 Modificación del artículo 414 del Código Orgánico Integral Penal, en el sentido de 
que este determine con claridad cuáles son los casos en los que la prejudicialidad 
se torna aplicable, toda vez que la única fuente de procedimiento es la norma, a fin 
de respetar el principio de legalidad adjetiva. 
 
 Identificar correctamente las clases de autoría, puesto que en el delito de Uso 
Doloso de documento falso, se violenta la presunción de inocencia de la que somos 
garantizados todos los ecuatorianos, cuando se realiza una presunción legal 
determinando que quien usa el instrumento falso probablemente sea el autor.  
 
 El principio de legalidad tanto sustantiva como adjetiva es la piedra angular del 
Derecho Penal, puesto que se trata en primer lugar de la limitante que posee el 
poder punitivo del Estado, de tal manera que deben mantenerse a rajatabla estos 
principios a fin de alcanzar la tutela judicial efectiva. 
 
 La uniformidad de criterios y vinculación jurisdiccional debe obedecer, 
precisamente a la tutela judicial efectiva, que ulteriormente hará posible el alcance 
de la seguridad jurídica que se ha visto violentada por la inaplicación de una 
institución jurídica cuyas líneas no se encuentran claramente limitadas por la ley 
penal, lo que conlleva a una violación a la reserva de ley que por su naturaleza, le 
pertenece al Derecho Penal. 
 
 Es necesaria el desarrollo progresivo de un estándar de la prueba, que permita 
identificar en primer lugar la fuente de la prueba, los medios probatorios y el 
objeto de la prueba, sin que esto afecte de manera decisiva al principio de libertad 
y legalidad probatoria preeminentes en el Derecho Penal, y que de igual manera se 
encuentre a salvo el derecho a la defensa si existe un cambio en el nomen iuri o 
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ANEXO 2 REGISTRO OFICIAL N° 692 
FECHA: 27 DE ABRIL DE 2012 
CONTENIDO: SENTENCIA CONSTITUCIONAL N° 004-2012-SEP-CC 
CASO N° 626-2010-EP 
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ANEXO 3REGISTRO OFICIAL SUPLEMENTO N° 602 
FECHA: 01 DE JUNIO DE 2009 
CONTENIDO: SENTENCIA CONSTITUCIONAL N° 0001-2009-SCN-CC 
CASO N° 0002-2008-CN 
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ANEXO 4 .- SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS 
      CASO FERMÍN RAMÍREZ  VS. GUATEMALA 
 
 
Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 
De 9 de mayo de 2008 
 
Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala 
Supervisión de Cumplimiento de Sentencia 
 
Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala 
Supervisión de Cumplimiento de Sentencia 
 
Caso Raxcacó Reyes y otros 
Solicitud de ampliación de medidas provisionales 
 
VISTOS: 
 A)  Caso Fermín Ramírez 
1. La Sentencia de fondo, reparaciones y costas dictada el 20 de junio de 2005 por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”, “la Corte Interamericana” o “el 
Tribunal”), notificada íntegramente al Estado el 15 de julio de 2005, mediante la cual dispuso, por 
unanimidad, que: 
7. El Estado debe llevar a cabo, en un plazo razonable, un nuevo enjuiciamiento en contra del señor 
Fermín Ramírez, que satisfaga las exigencias del debido proceso legal, con plenas garantías de audiencia y 
defensa para el inculpado. En caso de que se le impute la comisión del delito de asesinato, cuya tipificación 
estaba en vigor al momento de los hechos que se le imputaron, deberá aplicarse la legislación penal vigente 
entonces con exclusión de la referencia a la peligrosidad, en los términos del punto resolutivo siguiente. 
8.  El Estado debe abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código Penal de Guatemala que 
se refiere a la peligrosidad del agente, y modificar dicha disposición dentro de un plazo razonable, 
adecuándola a la Convención Americana, conforme a lo estipulado en su artículo 2, de manera que se 
garantice el respeto al principio de legalidad, consagrado en el artículo 9 del mismo instrumento 
internacional. Se debe suprimir la referencia a la peligrosidad del agente contemplada en ese precepto. 
9.  El Estado debe abstenerse de ejecutar al señor Fermín Ramírez, cualquiera que sea el resultado 
del juicio al que se refiere el Punto Resolutivo séptimo. 
10. El Estado debe adoptar, en un plazo razonable, las medidas legislativas y administrativas 
necesarias para establecer un procedimiento que garantice que toda persona condenada a muerte tenga 
derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena, conforme a una regulación que establezca la autoridad 
facultada para concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo; en estos casos no debe 
ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la decisión sobre el indulto o la conmutación 
solicitados. 
11. El Estado debe proveer al señor Fermín Ramírez, previa manifestación de su consentimiento para 
estos efectos, a partir de la notificación de la […] Sentencia y por el tiempo que sea necesario, sin cargo 
alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, un tratamiento adecuado, incluida la provisión de 
medicamentos. 
12. El Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las 
condiciones de las cárceles se adecuen a las normas internacionales de derechos humanos. 
13. El Estado debe efectuar el pago por concepto de reintegro de gastos dentro del plazo de un año, 
contado a partir de la notificación del presente fallo, en los términos de los párrafos 131 a 137 de [la] 
Sentencia. 
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14. Las obligaciones del Estado en el marco de las medidas provisionales ordenadas quedan 
reemplazadas por las que se ordenan en [la] Sentencia, una vez que el Estado asegure el cumplimiento de 
los Puntos Resolutivos 7, 8 y 9 de la […] Sentencia. 
[…] 
2. La Resolución de la Corte de 22 de septiembre de 2006, mediante la cual: 
DECLARÓ 
1. Que de conformidad con lo señalado en el Considerando octavo de la […] Resolución, el Estado ha 
dado cumplimiento a lo dispuesto en el punto resolutivo décimo tercero de la Sentencia sobre fondo y 
reparaciones dictada por el Tribunal el 20 de junio de 2005, en cuanto a que cumplió con el pago por 
concepto de reintegro de gastos a favor del Instituto de Estudios Comparados de Ciencias Penales de 
Guatemala, de acuerdo a los términos de los párrafos 131 a 137 de dicha Sentencia. 
2. Que mantendrá abierto el procedimiento de supervisión de cumplimiento de los puntos 
pendientes de acatamiento integral, a saber, las obligaciones de: 
a) llevar a cabo, en un plazo razonable, un nuevo enjuiciamiento en contra del señor Fermín Ramírez, 
que satisfaga las exigencias del debido proceso legal, con plenas garantías de audiencia y defensa para 
el inculpado (punto resolutivo séptimo); 
b) abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código Penal de Guatemala referente a la 
peligrosidad del agente y adecuarla a la Convención en un plazo razonable (punto resolutivo octavo); 
c) abstenerse de ejecutar al señor Fermín Ramírez, cualquiera que sea el resultado del juicio al que se 
refiere el punto resolutivo séptimo (punto resolutivo noveno); 
d) adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para establecer un procedimiento para 
que toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena 
(punto resolutivo décimo); 
e) proveer al señor Fermín Ramírez un tratamiento adecuado (punto resolutivo décimo primero). 
f) adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condiciones de las cárceles 
se adecuen a las normas internacionales de derechos humanos (punto resolutivo décimo segundo); 
Y RESOLVIÓ: 
1. Requerir al Estado que adopte todas las medidas que sean necesarias para dar efecto y pronto 
cumplimiento a los puntos pendientes de cumplimiento que fueron ordenados por el Tribunal en la 
Sentencia sobre fondo y reparaciones el 20 de junio de 2005 y en la […] Resolución, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 68.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
[…] 
 
3. Los escritos presentados el 19 de enero, 18 de julio, 2 de agosto y 7 de noviembre de 2007, 
mediante los cuales la República de Guatemala (en adelante “el Estado” o “Guatemala”) 
informó sobre el avance en el cumplimiento de la Sentencia emitida en el presente caso. 
4. Los escritos presentados por los representantes del señor Fermín Ramírez el 23 de agosto 
de 2007 y 11 de enero de 2008, mediante los cuales remitieron sus observaciones a los 
informes estatales mencionados. 
5. Los escritos presentados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) el 19 de septiembre y 21 de 
diciembre de 2007, mediante los cuales remitió sus observaciones a los informes estatales 
referidos. 
6. La nota de la Secretaría de la Corte (en adelante “la Secretaría”) de 29 de enero de 2007, 
mediante la cual solicitó al Estado que remitiera una copia de la “Ley del Régimen 
Penitenciario” y del “Reglamento Interno de las Granjas Modelo de Rehabilitación y 
Cumplimiento de Condenas a Cargo de la Dirección General del Sistema Penitenciario”, a 
los cuales se refirió en su primer informe de cumplimiento, y se otorgó una prórroga 
solicitada por el Estado hasta el 1 de marzo de 2007 para presentar un informe adicional. 
Dicha nota fue reiterada el 20 de abril y 25 de junio de 2007, y la información solicitada 
fue remitida el 18 de julio de 2007. 
7. La Resolución de la Presidenta de la Corte (en adelante “la Presidenta”) de 28 de marzo de 
2008, mediante la cual, en ejercicio de las atribuciones de la Corte de supervisión del 
cumplimiento de sus decisiones, en consulta con los demás Jueces del Tribunal, y de 
  190   
 
conformidad con los artículos 63.2, 67 y 68.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) y los artículos 25.1 
y 25.2 del Estatuto de la Corte (en adelante “el Estatuto”) y 4, 14.1, 25.7 y 29.2 del 
Reglamento del Tribunal (en adelante “el Reglamento”), decidió convocar a la Comisión 
Interamericana, al Estado, a los representantes de la víctima en el caso Fermín Ramírez, a 
los representantes de la víctima en el caso Raxcacó Reyes y a los representantes de los 
beneficiarios de las medidas provisionales dictadas en el caso Raxcacó Reyes y otros a una 
audiencia privada que se celebraría en la sede de la Corte el día 8 de mayo de 2008, a partir 
de las 15:00 horas y hasta las 16:45 horas, con el propósito de que el Tribunal obtuviera 
información por parte del Estado sobre el cumplimiento de las Sentencias emitidas en los 
casos señalados, escuchara las observaciones de la Comisión y de los representantes de las 
víctimas al respecto, y recibiera información sobre la solicitud de ampliación de medidas 
provisionales, en cuanto ésta se relacione con las sentencias cuyo cumplimiento se 
supervisa. 
8. La audiencia privada celebrada por la Corte en su sede en San José de Costa Rica el 8 de 
mayo de 2008
32
. En el curso de dicha audiencia privada el Estado, la Comisión 
Interamericana y los representantes se refirieron a los puntos pendientes de cumplimiento 
en el presente caso. 
 
 B) Caso Raxcacó Reyes 
9. La Sentencia de fondo, reparaciones y costas dictada por la Corte el 15 de septiembre de 
2005, mediante la cual dispuso, inter alia, que: 
5. El Estado debe modificar, dentro de un plazo razonable, el artículo 201 del Código Penal vigente, 
de manera que se estructuren tipos penales diversos y específicos para determinar las diferentes formas de 
plagio o secuestro, en función de sus características, la gravedad de los hechos y las circunstancias del 
delito, con la correspondiente previsión de punibilidades diferentes, proporcionales a aquéllas, así como la 
atribución al juzgador de la potestad de individualizar las penas en forma consecuente con los datos del 
hecho y el autor, dentro de los extremos máximo y mínimo que deberá consagrar cada conminación penal. 
Esta modificación en ningún caso ampliará el catálogo de delitos sancionados con la pena capital previstos 
con anterioridad a la ratificación de la Convención Americana. 
6.  Mientras no se realicen las modificaciones señaladas en el punto resolutivo anterior, el Estado 
deberá abstenerse de aplicar la pena de muerte y ejecutar a los condenados por el delito de plagio o 
secuestro, en los términos del párrafo 132 de la […] Sentencia. 
7. El Estado debe adoptar, en un plazo razonable, un procedimiento que garantice que toda persona 
condenada a muerte tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener indulto, conforme a una regulación que 
establezca la autoridad facultada para concederlo, los supuestos de procedencia y el trámite respectivo. En 
estos casos no debe ejecutarse la sentencia mientras se encuentre pendiente la decisión sobre el indulto o la 
conmutación solicitados. 
8. El Estado debe dejar sin efectos la pena impuesta al señor Raxcacó Reyes en la sentencia del 
Tribunal Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente […] dentro de un plazo 
razonable y, sin necesidad de un nuevo proceso, emitir otra que en ningún caso podrá ser la pena de 
muerte. El Estado deberá asegurar que la nueva pena sea proporcional a la naturaleza y gravedad del delito 
que se persigue, y tome en cuenta las circunstancias atenuantes y agravantes que pudieren concurrir en el 
caso, para lo cual, previamente a dictar sentencia, ofrecerá a las partes la oportunidad de ejercer su derecho 
de audiencia. 
9. El Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las 
condiciones de las cárceles se adecuen a los estándares internacionales relativos a esta materia. 
10. El Estado debe proveer al señor Raxcacó Reyes, previa manifestación de su consentimiento, por 
el tiempo que sea necesario, a partir de la notificación de la […] Sentencia, sin cargo alguno y por medio de 
                                                         
32
  A esta audiencia comparecieron, por la Comisión Interamericana, los señores Juan Pablo Albán 
Alencastro, asesor, y la señora Silvia Serrano, asesora; por los representantes, las señoras Soraya Long, 
Marcela Martino y Gisela De León, del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), la señora 
Nydia Lissette Arévalo Flores de Corzantes y el señor Reyes Ovidio Girón Vásquez, del Instituto de la 
Defensa Pública Penal, y los señores Alejandro Rodríguez Barillas y David Augusto Dávila Navarro, del 
Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala; y por el Estado, las señoras Ruth del 
Valle Cóbar, Presidenta del Comisión Presidencial de Derechos Humanos; Yovana López Salguero y Vivian 
González Westendorff, abogadas. 
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los servicios nacionales de salud, un adecuado tratamiento médico y psicológico, incluida la provisión de 
medicamentos, según las prescripciones de especialistas debidamente calificados. 
11. El Estado debe adoptar, a partir de la notificación de la […] Sentencia, las medidas necesarias 
para posibilitar que el señor Raxcacó Reyes reciba visitas periódicas de la señora Olga Isabel Vicente. 
12. El Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas educativas, laborales o de 
cualquier otra índole necesarias para que el señor Raxcacó Reyes pueda reinsertarse a la sociedad una vez 
que cumpla la condena que se le imponga de conformidad con el punto resolutivo octavo de la […] 
Sentencia. 
13. El Estado debe publicar, en el plazo de un año a partir de la notificación de la […] Sentencia, en el 
Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, al menos una vez, el capítulo de Hechos 
Probados, los párrafos 65, 66, 72, 81, 82, 85, 86, 102 y 113 que corresponden a los capítulos VIII, IX, X y XI, 
y los puntos resolutivos primero a decimosexto de la […] Sentencia. En la publicación se deberán incluir los 
títulos de los referidos capítulos y se omitirán las citas al pié de página. 
14. El Estado debe efectuar el pago por concepto de reintegro de gastos dentro del plazo de un año, 
contado a partir de la notificación del […] fallo, en los términos del párrafo 138 de la Sentencia. 
[…] 
10. La Sentencia de interpretación de la Sentencia de fondo, reparaciones y costas emitida por 
el Tribunal el 6 de febrero de 2006. 
11. Los escritos de 13 de octubre y 19 de diciembre de 2006; 6 de marzo, 8 de marzo, 11 de 
abril, 8 de mayo, 9 de julio, 2 de octubre y 13 de diciembre de 2007; 16 de abril y 25 de 
abril de 2008, mediante los cuales el Estado informó sobre el avance en el cumplimiento 
de la Sentencia. 
12.  Las comunicaciones de 19 de enero, 12 de abril, 8 de mayo, 16 de mayo, 7 de agosto, 5 de 
noviembre de 2007 y 16 de enero de 2008, mediante las cuales los representantes de la 
víctima remitieron sus observaciones a los informes del Estado. 
13. Los escritos de 8 de febrero, 27 de abril, 30 de mayo, 22 de junio, 4 de septiembre, 21 de 
diciembre de 2007 y 24 de enero de 2008, mediante los cuales la Comisión Interamericana 
presentó sus observaciones a los informes del Estado. 
14. La Resolución de la Presidenta de la Corte de 28 de marzo de 2008 (supra Visto 7). 
15. La audiencia privada celebrada por la Corte (supra Visto 8), en el curso de la cual el 
Estado, la Comisión y los representantes se refirieron a los puntos pendientes de 
cumplimiento en el presente caso. 
 
C) Solicitud de ampliación de medidas provisionales en el caso Raxcacó Reyes y 
otros. 
16. La Resolución de la Corte dictada el 30 de agosto de 2004, en cuyo punto resolutivo 
primero resolvió: 
Requerir al Estado que adopte, sin dilación, las medidas necesarias para proteger la vida de 
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes, Hugo Humberto Ruiz Fuentes, Bernardino Rodríguez 
Lara y Pablo Arturo Ruiz Almengor a fin de no obstaculizar el trámite de sus casos 
ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 
17. La Sentencia de fondo, reparaciones y costas emitida por la Corte Interamericana en el caso 
Raxcacó Reyes (supra Visto 9) en la que el Tribunal resolvió, inter alia, que: 
15.  Las obligaciones del Estado en el marco de las medidas provisionales ordenadas por 
este Tribunal en el presente caso quedan reemplazadas, exclusivamente en lo que 
respecta al señor Raxcacó Reyes, por las que se ordenan en [la] Sentencia, a partir de la 
fecha de notificación de la misma. 
18. La Resolución de la Corte de 20 de abril de 2006, en la que desestimó, por improcedente, la 
solicitud de ampliación de medidas provisionales a favor del señor Tirso Román 
Valenzuela Ávila, interpuesta por los representantes de los beneficiarios. 
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19. La Resolución del Tribunal de 4 de julio de 2006, por medio de la cual resolvió “dar por 
terminadas las medidas provisionales ordenadas a favor del señor Hugo Humberto Ruiz 
Fuentes”. 
20. La Resolución de la Corte de 2 febrero de 2007, mediante la cual resolvió mantener las 
medidas necesarias para proteger la vida de Bernardino Rodríguez Lara y Pablo Arturo 
Ruiz Almengor. 
21.  La Resolución de la Corte de 21 noviembre de 2007, mediante la cual resolvió levantar las 
medidas provisionales en lo que se refiere al señor Pablo Arturo Ruiz Almengor, y 
mantener las medidas necesarias para proteger la vida del señor Bernardino Rodríguez 
Lara. 
22. El escrito de 28 de febrero de 2008, mediante el cual los representantes de los beneficiarios 
de las presentes medidas solicitaron la ampliación de las mismas “a favor de todas las 
personas condenadas a pena de muerte” en Guatemala. 
23. La Resolución de la Presidenta de la Corte de 28 de marzo de 2008 (supra Visto 7). 
24. La comunicación estatal de 2 de abril de 2008, mediante la cual presentó información 
adicional. 
25. La nota de la Comisión Interamericana de 4 de abril de 2008, en la que expuso 
consideraciones adicionales a la solicitud de ampliación de medidas provisionales 
interpuesta por los representantes. 
26. La audiencia privada celebrada por la Corte (supra Visto 8), en el curso de la cual el 
Estado, la Comisión y los representantes se refirieron a la solicitud de ampliación de 




1. Que es una facultad inherente a las funciones jurisdiccionales de la Corte el supervisar el 
cumplimiento de sus decisiones. 
 
2. Que Guatemala es Estado Parte en la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978 
y reconoció la competencia de la Corte el 9 de marzo de 1987. 
 
3. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 67 de la Convención Americana, las 
sentencias de la Corte deben ser prontamente cumplidas por el Estado en forma íntegra. 
Asimismo, el artículo 68.1 de la Convención Americana estipula que “[l]os Estados Partes 
en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que 
sean partes”33. 
 
4. Que la obligación de cumplir lo dispuesto en las sentencias del Tribunal corresponde a un 
principio básico del derecho sobre la responsabilidad internacional del Estado, respaldado 
por la jurisprudencia internacional, según el cual los Estados deben acatar sus obligaciones 
convencionales internacionales de buena fe (pacta sunt servanda) y, como ya ha señalado 
esta Corte y lo dispone el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados de 1969, aquéllos no pueden, por razones de orden interno, dejar de asumir la 
                                                         
33
  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. 
Serie C No. 104, párr. 60, y Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de octubre de 2007, considerando 
séptimo. 
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responsabilidad internacional ya establecida. Las obligaciones convencionales de los 




A)  RESPECTO AL CASO FERMÍN RAMÍREZ 
5. Que según fue constatado por la Corte en su resolución de 22 de septiembre de 2006, el 
Estado ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el punto resolutivo décimo tercero de la 
Sentencia sobre fondo y reparaciones dictada por el Tribunal el 20 de junio de 2005, en 
cuanto a que cumplió con el pago por concepto de reintegro de gastos a favor del Instituto 
de Estudios Comparados de Ciencias Penales de Guatemala (supra Visto 2). 
 
6. Que en cuanto a la obligación de llevar a cabo, en un plazo razonable, un nuevo 
enjuiciamiento en contra del señor Fermín Ramírez, que satisfaga las exigencias del debido 
proceso legal, con plenas garantías de audiencia y defensa para el inculpado (punto 
resolutivo séptimo de la Sentencia), así como la obligación de abstenerse de ejecutarlo 
cualquiera que sea el resultado del juicio (punto resolutivo noveno de la Sentencia), el 
Estado informó que se ha llevado a cabo un nuevo juicio oral y público luego del cual el 
Tribunal de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente del 
Departamento de Escuintla dictó sentencia el 21 de junio de 2006, en la que declaró por 
unanimidad al señor Fermín Ramírez como autor responsable del delito de violación 
calificada, previsto en el artículo 175 del Código Penal, y le impuso la pena de 40 años de 
prisión inconmutables. La defensa presentó recurso de apelación especial contra dicha 
sentencia, el cual fue resuelto el 2 de noviembre de 2006 por la Sala Cuarta de la Corte de 
Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, la que declaró 
no acoger dicho recurso y, por ende, no modificar la sentencia impugnada. El 22 de enero 
de 2007 la Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia rechazó el recurso de casación 
interpuesto por la defensa del señor Fermín Ramírez. Por último, el Estado señaló que, a 
julio del año 2007 no había notificaciones ni recursos pendientes de tramitar y la casación 
se encontraba firme. Esta información fue reiterada durante la audiencia (supra Visto 8). 
7. Que los representantes refirieron que el Estado cumplió parte de esta obligación en cuanto 
a realizar un nuevo juicio con las garantías respectivas, pero le impusieron 40 años de pena, 
sin que fuera imputado de circunstancias agravantes que pudieran elevar la pena de prisión. 
Por su parte, la Comisión tomó nota de que no se ha aplicado al señor Fermín Ramírez la 
parte del artículo 132 del Código Penal de Guatemala referente a la peligrosidad y 
manifestó que el Estado ha respetado la obligación de abstenerse de ejecutar al señor 
Fermín Ramírez. 
8. Que las partes concuerdan en que estos puntos de la Sentencia han sido efectivamente 
cumplidos por el Estado. Tal como fue señalado en su Resolución de supervisión de 
cumplimiento dictada anteriormente en este caso (supra Visto 2), este Tribunal valora 
positivamente los avances demostrados por el Estado en este sentido, en particular los 
términos del Acuerdo No. 96-2006 tomado por la Corte Suprema de Justicia de Guatemala, 
el cual constituye un precedente de importante trascendencia en el ámbito del Sistema 
Interamericano en lo concerniente a la ejecución de sentencias de este Tribunal. 
 
                                                         
34
  Cfr. Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la 
Convención (arts. 1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-14/94 de 
9 de diciembre de 1994. Serie A No. 14, párr. 35; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Supervisión de 
Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de 
noviembre de 2007, considerando quinto, y Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Supervisión de 
Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 28 noviembre 
de 2007, considerando tercero. 
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9. Que respecto a la obligación de proveer al señor Fermín Ramírez, previa manifestación de 
su consentimiento, sin cargo alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, un 
tratamiento adecuado, incluida la provisión de medicamentos (punto resolutivo undécimo 
de la Sentencia), el Estado informó que el señor Fermín Ramírez ha recibido regularmente 
atención médica, psicológica y odontológica por parte del equipo multidisciplinario de la 
clínica del centro penal. Se le ha brindado tratamiento médico por haber padecido 
patologías menores. Además, en julio de 2007 y abril de 2008 se le hizo evaluaciones 
médicas en la que refirió padecer gastritis y posible evolución de úlcera desde hace 6 años, 
por lo que se le está proporcionando tratamiento al respecto. Además, informó que 
actualmente no está recibiendo tratamiento psicológico por no haber espacio adecuado. 
10. Que los representantes indicaron que el tratamiento médico que se está proporcionando al 
señor Fermín Ramírez es inadecuado; que los medicamentos prescritos son suministrados 
en forma irregular e insuficiente; que tiene que comprar sus medicinas y que no ha recibido 
tratamiento odontológico por un dolor severo de los dientes. Reconocieron que se le ha 
brindado terapia psicológica a través de personal especializado, pero señalaron que la 
persona encargada ha sido removida de su cargo, que a enero de 2008 no se había 
contratado a otro profesional y que hace seis meses que el señor Fermín Ramírez no ve al 
psiquiatra. 
11. Que la Comisión reconoció que se ha hecho el esfuerzo de proveer algún tipo de asistencia 
de salud al señor Fermín Ramírez. Sin embargo, expresó su preocupación ya que son los 
familiares del señor Fermín Ramírez quienes le proveen los medicamentos, lo cual 
constituye una obligación del Estado. 
12. Que si bien el Estado se ha referido al tratamiento que el señor Fermín Ramírez ha recibido 
para diversos padecimientos, no es claro que éste haya sido proporcionado en forma regular 
según sus necesidades. La Corte valora la disposición del Estado y lo insta a realizar 
esfuerzos tendientes a asegurar que el tratamiento necesario le sea brindado en forma 
adecuada, completa y efectiva, según lo que le sea prescrito por los profesionales 
encargados de su atención. 
13. Que en lo referente al deber de adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas 
necesarias para que las condiciones de las cárceles se adecuen a las normas internacionales 
de derechos humanos (punto resolutivo duodécimo de la Sentencia), específicamente 
respecto del señor Fermín Ramírez, el Estado informó que se encuentra recluido en el 
sector B-4 del Centro de Alta Seguridad “Canadá”, en el Departamento de Escuintla, donde 
cuenta con sanitarios, condiciones adecuadas y espacio en el corredor y el patio; se 
desempeña como cocinero, se dedica a la elaboración de manualidades y se encuentra 
estudiando la segunda fase de alfabetización. 
14. Que al respecto los representantes indicaron que en el sector del Centro de Alta Seguridad 
de Escuintla donde se encuentra recluido el señor Fermín Ramírez escasea el agua 
permanentemente y el número de sanitarios es insuficiente. Además, el centro no cuenta 
con ningún programa laboral, de capacitación profesional o de talleres. Indicaron que los 
trabajos de manualidades y los programas educativos los realiza en forma autogestionada y 
que no se le permite realizar actividades al aire libre. Además, manifestaron que la zona de 
recreación es reducida, existe superpoblación en dicho centro y el médico y odontólogo 
solo llegan tres veces por semana. 
15. Que en el presente caso fue determinada la responsabilidad del Estado por las condiciones 
de detención padecidas por el señor Fermín Ramírez. Una vez dictada la Sentencia, el 
Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que esas condiciones cesen. 
 
B)  RESPECTO AL CASO RAXCACÓ REYES 
16. Que en lo referente a la obligación del Estado de dejar sin efectos la pena de muerte 
impuesta al señor Raxcacó Reyes (punto resolutivo octavo de la Sentencia), el Estado 
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informó que el 17 de octubre de 2007 el Tribunal Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad 
y Delitos contra el Ambiente dejó sin efecto la pena de muerte e impuso la pena de 
“cuarenta años de prisión inconmutables” al señor Raxcacó Reyes, quien interpuso un 
recurso de apelación especial contra dicho fallo. El 11 de marzo de 2008 la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones, Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente 
dictó sentencia declarando que no acogía el recurso de apelación especial interpuesto por el 
señor Raxcacó Reyes y confirmó la sentencia dictada por el Tribunal Sexto de Sentencia 
Penal. 
17. Que los representantes indicaron que la nueva pena impuesta al señor Raxcacó Reyes “es 
desproporcionada a la gravedad del delito cometido”. 
18. Que la Comisión no presentó observaciones al respecto. 
19. Que del expediente ante el Tribunal se desprende que el Estado ha sustituido la pena de 
muerte impuesta al señor Raxcacó Reyes por una pena privativa de la libertad; que la 
máxima pena de prisión en Guatemala es de 50 años y el señor Raxcacó Reyes recibió una 
pena de 40 años; que ninguna parte alegó que las cortes internas hayan fallado en su deber 
de motivar sus decisiones o que hayan cometido una violación a las garantías judiciales; 
que los jueces nacionales oyeron los alegatos de los representantes del señor Raxcacó 
Reyes y lo que él mismo tenía que decir, en la audiencia que para tal efecto se realizó. En 
consecuencia, la Corte estima que el Estado ha dado cumplimento total a este punto de la 
Sentencia. 
20. Que en lo referente a proveer al señor Raxcacó Reyes, previa manifestación de su 
consentimiento, por el tiempo que sea necesario, un adecuado tratamiento médico y 
psicológico, incluida la provisión de medicamentos (punto resolutivo décimo de la 
Sentencia), el Estado detalló diversas gestiones que ha realizado desde el 15 de enero de 
2002 hasta el 15 de junio de 2007 para dar cumplimiento a este punto. Asimismo, indicó 
que “[l]a Jefatura de Psicología y el psicólogo del centro penal informaron que el señor 
Raxcacó Reyes refirió de forma voluntaria no necesitar el tratamiento psicológico por lo 
que no recibe psicoterapia ni se le administra ningún medicamento”. 
21. Que los representantes y la Comisión reconocieron que el Estado ha brindado cierto tipo de 
asistencia médica, pero manifestaron que son los familiares de la víctima quienes le 
proveen de la medicación necesaria. Que la Comisión indicó que el Estado debe tener 
presente que “buena parte” de las consecuencias físicas y enfermedades que padece la 
víctima son consecuencia directa del sufrimiento a que fue sometida, sobre todo por el 
excesivo tiempo que permaneció en incertidumbre sobre la posibilidad de su ejecución. 
22. Que la Corte considera que el Estado ha realizado algunas gestiones para dar cumplimiento 
a este punto de la Sentencia, pero considera adecuado recibir mayor información por parte 
del Estado, en especial sobre la alegada falta de provisión de medicamentos a la víctima. 
Asimismo, el Tribunal estima apropiado que los representantes confirmen si el deseo del 
señor Raxcacó Reyes es el de no recibir tratamiento psicológico. 
23. Que en lo referente al deber de adoptar las medidas necesarias para posibilitar que el señor 
Raxcacó Reyes reciba visitas periódicas de la señora Olga Isabel Vicente (punto resolutivo 
undécimo de la Sentencia), el Estado informó que la señora Vicente se encuentra recluida 
en el Centro de Orientación Femenino (COF) y que, luego de una entrevista personal 
mantenida con ella, la señora Vicente habría indicado que “hace aproximadamente dos 
años no tiene ninguna relación con el señor Raxcacó Reyes debido a que él mantiene una 
relación con otra reclusa del Centro de Orientación Femenina, quien ha solicitado 
permiso para visitarlo en la Granja Modelo de Rehabilitación Pavón, manifestando que 
ellos dos son pareja. Por lo que expresó que no desea tener comunicación con el señor 
Raxcacó Reyes a pesar de ser aún su esposo e indicó que no está en disposición de 
visitarlo”. 
24. Que ni los representantes ni la Comisión se refirieron a este alegato del Estado. 
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25. Que en razón de lo anterior, la Corte considera oportuno requerir a los representantes y a la 
Comisión que se pronuncien sobre el referido alegato. 
26. Que en lo referente al deber del Estado de adoptar medidas educativas, laborales o de 
cualquier otra índole para que el señor Raxcacó Reyes pueda reinsertarse a la sociedad una 
vez que cumpla la condena (punto resolutivo duodécimo de la Sentencia), el Estado señaló 
que la víctima “participa en la elaboración de manualidades y se desempeña como 
jardinero frente a la Oficina del Director de la Granja Pavón. Además, participa en la 
educación para adultos de CONALFA [Comité Nacional de Alfabetización] en la segunda 
etapa de post alfabetización que abarca cuarto, quinto y sexto grado de primaria, y en 
clases de inglés”. 
27.  Que los representantes indicaron que el Estado no ha facilitado los espacios de trabajo 
formal para los procesos de rehabilitación. 
28. Que la Comisión no presentó observaciones en este punto. 
29. Que el Tribunal considera que el Estado debe aclarar cuál es el salario que el señor 
Raxcacó Reyes percibe por sus tareas de jardinero, cómo esa labor es útil para la 
readaptación de la víctima, si la educación que recibe es proporcionada por instancias del 
Estado o si es brindada por iniciativa de los internos, de la propia víctima o de una 
organización no gubernamental, y cuál es el apoyo estatal que el señor Raxcacó Reyes 
recibe en la elaboración de sus manualidades. 
* 
* * 
30. Que en lo referente a la publicación de la Sentencia (punto resolutivo décimo tercero de la 
Sentencia), el Estado informó que el 22 de septiembre de 2006 procedió a la publicación de 
las partes pertinentes de la Sentencia en el Diario de Centroamérica y el 28 de marzo de 
2007 se hizo la publicación respectiva en el Diario Nacional “El Periódico”. 
31.  Que los representantes no se refirieron a este punto en la audiencia privada celebrada en 
este caso (supra Visto 8), pero anteriormente indicaron que “las publicaciones realizadas 
por el Estado no satisfacen los requisitos establecidos [en] la [S]entencia”, ya que “si bien 
se publican literalmente los párrafos establecidos por la [S]entencia, no se hace referencia 
al numeral de los mismos, ni a los capítulos [a] los cuales corresponden”. 
32. Que la Comisión tampoco se refirió a esta medida de reparación en la audiencia privada, 
pero anteriormente observó “con satisfacción el cumplimiento sustantivo de lo ordenado 
por la Corte”. 
33. Que del expediente obrante ante el Tribunal se constata que en efecto las publicaciones de 
la Sentencia no contienen el número de los párrafos de la misma ni los capítulos a los que 
corresponden. Sin embargo, el texto íntegro de los párrafos está publicado. Además, la 
Corte nota que los representantes no presentaron justificación alguna que demuestre que la 
falta de numeración de los párrafos y los capítulos afecte en alguna medida el fin de la 
reparación. En consecuencia, la Corte considera que el Estado ha dado cumplimiento total 
a este punto. 
34. Que en lo referente al pago por concepto de reintegro de gastos (punto resolutivo décimo 
cuarto de la Sentencia), el Estado señaló que el 26 de febrero de 2007 procedió a entregar 
la cantidad de US$ 5.000,00 (cinco mil dólares de los Estado Unidos de América) en 
moneda guatemalteca, conforme a lo ordenado por la Corte. 
35. Que los representantes no controvirtieron lo anterior. 
36. Que la Comisión no se refirió a este punto en la audiencia privada, pero anteriormente 
indicó que “el Estado de Guatemala ha cumplido con esta obligación”. 
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37. Que del expediente se observa que el Estado ha realizado el pago ordenado por esta Corte, 
por lo que se considera que ha dado cumplimiento total a este punto. 
 
C) PUNTOS EN COMÚN EN LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS CASOS FERMÍN 
RAMÍREZ Y RAXCACÓ REYES 
38. Que en lo referente al deber del Estado de abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del 
Código Penal de Guatemala referente a la peligrosidad del agente y adecuarla a la 
Convención en un plazo razonable (punto resolutivo octavo de la Sentencia dictada en el 
caso Fermín Ramírez), así como la modificación del artículo 201 del Código Penal (punto 
resolutivo quinto de la Sentencia dictada en el caso Raxcacó Reyes), el Estado informó que 
existen anteproyectos de ley que proponen reformar esas normas, pero que “han sido 
devueltos con observaciones”; que el 31 de marzo de 2008 se solicitó al Congreso de 
Guatemala que informe sobre las acciones que ha realizado para modificar dicho artículo, 
solicitud que se encuentra actualmente pendiente de respuesta, la cual será transmitida a 
esta Corte “en su momento oportuno”. Asimismo, indicó que el Poder Ejecutivo se 
encuentra preparando una iniciativa de ley por presentarse al Poder Legislativo, basado en 
lo dispuesto en las Sentencias dictadas en estos casos. 
39. Que además de lo anterior, en lo referente a que el Estado deberá abstenerse de aplicar la 
pena de muerte y ejecutar a los condenados por el delito de plagio o secuestro (punto 
resolutivo sexto de la Sentencia dictada en el caso Raxcacó Reyes), el Estado indicó que 
“[l]a Corte Suprema de Justicia por medio de su Presidente, Oscar Humberto Vásquez 
Oliva, informó […] que ‘la ejecución de la pena de muerte en los procesos tramitados por 
el delito [de plagio o secuestro] se encuentran suspendidas en atención a lo resuelto en la 
[S]entencia proferida por la Corte Interamericana […]. En relación a la emisión de los 
fallos que declaran la procedencia e improcedencia de la revisión en casos de plagio o 
secuestro, responde a que en algunos de estos la prueba no satisface los requerimientos 
establecidos en la legislación procesal penal guatemalteca y es por esa razón que existe tal 
distinción’”. 
40. Que los representantes han manifestado que el Estado ha incumplido aquellos puntos, pues 
hasta mayo de 2008 no se había presentado ningún proyecto de ley al Congreso de la 
República para modificar esas disposiciones del Código Penal de Guatemala. Además, 
recordaron que la Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales ha rechazado un 
proyecto de ley para derogar la pena de muerte en los delitos de secuestro y asesinato. 
Manifestaron que el Presidente no ha ejercitado su facultad de iniciativa de ley y no ha 
promovido las reformas legislativas ordenadas por la Corte. Consideran que las reformas 
legislativas deben extenderse a todas las normas que ingresan en las categorías declaradas 
por la Corte, esto es, que prevean la imposición de la pena de muerte por la peligrosidad 
del agente o que hayan sido emitidas ampliando el catálogo de delitos previstos con pena 
de muerte tras la ratificación de la Convención Americana. Señalaron que en el Código 
Penal existen otras dos normas que prevén la imposición de la pena de muerte por 
peligrosidad del agente: el delito de parricidio del artículo 131 y el magnicidio del artículo 
383. Con respecto a delitos que han extendido la pena de muerte, se encuentran el delito de 
ejecución extrajudicial previsto en el artículo 132 bis, la desaparición forzada prevista en el 
artículo 201 ter, y el delito calificado por el resultado del artículo 52 de la Ley de 
Narcoactividad. Además, en la legislación guatemalteca existe un delito con pena de 
muerte obligatoria, este es, el de violación calificada del artículo 179 del Código Penal. Por 
otra parte, informaron que siete personas que se encuentran condenadas con base en el 
artículo 132 del Código Penal de Guatemala corren riesgo de ser ejecutadas, ya que el 
Estado no ha revocado ni conmutado la condena a muerte. En este sentido, indicaron que la 
Corte Suprema de Justicia en un inicio procedió a acoger los recursos de revisión 
presentados ante ella por varios condenados a pena de muerte por el delito de plagio o 
secuestro y, en cumplimiento de lo ordenado por esta Corte, revocó 6 sentencias por plagio. 
  198   
 
Sin embargo, “a partir de septiembre de 2006 la Corte Suprema de Justicia revirtió su 
propia jurisprudencia y ha negado valor a la decisión de la Corte [Interamericana] 
rechazando los recursos de revisión” presentados desde entonces y que procuraban dejar 
sin efecto sus sentencias de pena de muerte. Estas decisiones habrían sido, además, 
confirmadas por la Corte de Constitucionalidad, lo cual resulta preocupante ya que han 
sentado doctrina legal en cuanto a que son obligatorias para todos los tribunales de 
Guatemala, negándose a reconocer el carácter obligatorio y vinculante de las Sentencias de 
esta Corte. Además, expresaron que si bien desde 2005 los tribunales no han impuesto la 
pena de muerte, los fiscales sí han procedido a pedir la pena de muerte en diversos 
procesos y que funcionarios del Estado han manifestado públicamente la necesidad de 
acelerar las ejecuciones. 
41. Que la Comisión indicó que el Estado tiene la obligación de proveer recursos judiciales 
idóneos y efectivos para revisar las condenas a muerte impuestas en función de tipos 
penales incompatibles con la Convención Americana. La Comisión entiende que no existe 
ninguna iniciativa legislativa para obtener la efectiva reforma de dichas disposiciones, 
aunque existe una iniciativa que continúa bajo estudio en el Poder Ejecutivo. Por ello, 
consideró central que se haga el esfuerzo de someter proyectos al Poder Legislativo 
nacional para la reforma de dichos artículos del Código Penal. 
42. Que conforme a lo expuesto por las partes estos puntos de las Sentencias no han sido 
cumplidos por el Estado, a pesar de que la reforma de las referidas normas del Código 
Penal es un aspecto sustancial de aquéllas. 
43. Que los Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplimiento de las 
disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de sus 
respectivos derechos internos. Este principio se aplica no sólo en relación con las normas 
sustantivas de los tratados de derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones 
sobre los derechos protegidos), sino también en relación con las normas procesales, como 
las que se refieren al cumplimiento de las decisiones de la Corte. Estas obligaciones deben 
ser interpretadas y aplicadas de manera que la garantía protegida sea verdaderamente 
práctica y eficaz, teniendo presente la naturaleza especial de los tratados de derechos 
humanos
35
. Tal como señalaron los representantes, si las instancias judiciales superiores 
internas no dan efecto a lo dispuesto en estas Sentencias, otras personas se ven en la 
paradójica situación de verse obligadas a presentar su caso ante el Sistema Interamericano. 
44. Que este Tribunal estima oportuno reiterar que lo ordenado por la Corte en estos puntos 
resolutivos de las Sentencias tiene, efectivamente, alcances generales, en la medida en que 
el origen de esa forma de reparación fue el incumplimiento por parte del Estado del artículo 
2 de la Convención Americana, por haber mantenido vigentes aquellas normas del Código 
Penal, una vez ratificado dicho tratado por parte de Guatemala. Esta orden de la Corte 
vincula a todos los poderes y órganos estatales
36
. Específicamente en el caso Fermín 
Ramírez, según los términos de los párrafos 81 y 90 a 98 de la Sentencia, la introducción en 
el texto penal de la peligrosidad del agente como criterio para la calificación típica de 
hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es incompatible con el principio de legalidad 
criminal y, por ende, contrario a la Convención. De tal manera, la reparación ordenada 
establece, por un lado, la obligación de los órganos del Estado encargados de administrar 
justicia penal de abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código Penal de 
                                                         
35
  Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Competencia. Sentencia de 24 de septiembre de 1999. Serie C 
No. 54, párr. 37; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia, supra nota 
3, considerando sexto, y Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia, supra nota 3, considerando cuarto. 
36
  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia, supra nota 2, párr. 60; Caso Gómez 
Palomino Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia, supra nota 2, considerando séptimo, y Caso 
García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 12 julio de 2007, considerando sexto. 
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Guatemala referente a la peligrosidad del agente respecto de cualquier persona procesada, 
acusada o condenada bajo ese tipo penal. Por otro lado, de ahí deriva la obligación del 
órgano legislativo guatemalteco de modificar esa disposición en un plazo razonable, de 
manera tal que se garantice el respeto al principio de legalidad, suprimiendo la referencia a 
la peligrosidad contemplada en ese precepto. En lo que respecta al caso Raxcacó Reyes esta 
Corte sentenció que el artículo 201 del Código Penal guatemalteco es contrario a la 
Convención Americana y que el Estado, además de modificar dicha norma en los términos 
del párrafo 132 de la Sentencia, debe abstenerse de aplicarla y no ejecutar a las personas 
que han sido condenadas por el delito tipificado en dicho artículo, mientras no se realicen 
las reformas.  
45. Que la Corte subraya que los Estados que han ratificado la Convención, actuando en 
ejercicio de sus atribuciones soberanas, han adquirido el compromiso de adecuar su 
legislación y con ello asegurar la aplicación de las normas reconocidas por el propio 
Estado, por parte de todos los agentes u órganos de éste. Este compromiso estatal se vuelve 
aún más evidente cuando la propia Corte señala en un caso concreto que ciertas normas de 
la legislación interna violan la Convención Americana y, por ello, ordena como garantía de 
no repetición la adecuación del derecho interno. Lo contrario se traduciría en una 
desconcertante suspensión de las normas convencionales en forma inconsecuente con la 
vigencia efectiva de los derechos humanos y con la decisión soberana del Estado de 
obligarse a cumplir con las normas de la Convención. 
46. Que de tal manera, para asegurar el efecto útil de las disposiciones de la Convención 
Americana y sus efectos propios, bajo las obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 
de la Convención, la Corte insta al Estado a que adopte las medidas necesarias para ajustar 
su ordenamiento interno y, en consecuencia, le solicita que en su próximo informe se 
refiera a lo señalado por los representantes (supra párr. 40).  
 
47. Que en lo referente al deber de adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas 
necesarias para que las condiciones de las cárceles se adecuen a las normas internacionales 
de derechos humanos (puntos resolutivos duodécimo de la Sentencia dictada en el caso 
Fermín Ramírez y noveno de la Sentencia dictada en el caso Raxcacó Reyes), el Estado 
indicó que se aprobó la “Ley del Régimen Penitenciario” a través del Decreto número 33-
2006 del Congreso de la República, y que fue publicada en el Diario de Centro América el 
6 de octubre de 2006, la cual regula el Sistema Penitenciario Nacional guatemalteco, 
específicamente lo relativo a los centros de prisión preventiva y los centros de 
cumplimiento de condena para la ejecución de las penas. Dicha ley fue complementada con 
el “Reglamento Interno de las Granjas Modelo de Rehabilitación y Cumplimiento de 
Condenas a Cargo de la Dirección General del Sistema Penitenciario”, publicado en el 
Diario de Centro América el 29 de noviembre de 2006. Además, durante la audiencia el 
Estado informó que se han efectuado coordinaciones para construir centros penitenciarios 
de carácter preventivo y de condena, renovar otros y habilitar nuevas áreas, con el 
propósito de alcanzar los estándares internacionales. Asimismo, que en la actualidad se han 
implementado programas laborales y educativos en varios centros y 19 centros cuentan con 
programas de alfabetización básica y algunos con programas de educación básica y 
bachillerato. 
48. Que los representantes manifestaron que el 6 de abril de 2007 entró en vigencia la Ley del 
Régimen del Sistema Penitenciario. Sin embargo, a diciembre de 2007 no se había 
implementado, pues no se había asignado el presupuesto ni dictado los reglamentos 
necesarios. Asimismo, sostuvieron que dicha ley es discriminatoria e incumple con los 
estándares internacionales, pues establece Centros de Máxima Seguridad donde no existen 
programas de reinserción social y se delega en la autoridad penitenciaria la reglamentación 
de dicho régimen, además de que no tienen redención de penas los condenados por delitos 
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con pena de muerte. Igualmente, manifestaron que se han construido 3 nuevas cárceles, 
pero no se ha dado a conocer las instalaciones. 
49. Que la Comisión tomó nota de las reformas legislativas llevadas a cabo por el Estado en 
este ámbito, pero consideró que su efectividad y el cumplimiento de lo ordenado por este 
Tribunal deben ser valorados a partir de la aplicación de la nueva legislación y el efectivo 
mejoramiento de las condiciones carcelarias generales. Por ello, expresó su preocupación 
ya que si bien se han informado avances para mejorar las condiciones carcelarias a nivel 
nacional, estos avances son mínimos y las nuevas cárceles construidas no cumplen con los 
estándares mínimos. 
50. Que este Tribunal valora positivamente los avances en la planificación de otros centros. A 
su vez, es consciente de que el alivio y corrección de la situación planteada en las cárceles 
de un Estado es un proceso a corto, mediano y largo plazo, que requiere de un conjunto de 
acciones por parte de diversas autoridades, de carácter administrativo, judicial y 
eventualmente legislativo, dirigidas a subsanar las condiciones carcelarias y de detención. 
Este conjunto de acciones no podrían ser evaluadas por este Tribunal en todos sus alcances 
y dimensiones en el marco de un procedimiento de supervisión de cumplimiento de una 
sentencia específica. Sin embargo, el Estado no puede alegar razones de derecho interno 
para dejar de adoptar medidas firmes, concretas y efectivas para adecuar las cárceles a los 
estándares internacionales. De tal manera, la Corte estima necesario solicitar al Estado que 
en sus próximos escritos presente información concreta y actualizada acerca del estado 
actual de la situación y de las medidas adoptadas con tales fines, en particular los 
principales problemas carcelarios y las medidas específicas adoptadas o por implementarse. 
 
D) Respecto a la solicitud de ampliación de las medidas provisionales (supra Visto 22) y el 
deber de adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para establecer un 
procedimiento para que toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar 
indulto o conmutación de la pena (puntos resolutivos décimo de la Sentencia dictada en el 
caso Fermín Ramírez y séptimo de la Sentencia dictada en el caso Raxcacó Reyes) 
 
51. Que los representantes alegaron en su escrito de 28 de febrero de 2008 y en la audiencia 
privada que: 
a) el 12 de febrero de 2008 el Congreso de la República aprobó el Decreto 
No. 6-2008 que contiene la “Ley Reguladora de la Conmutación de la Pena para 
los Condenados a Muerte”, la cual “devuelve la facultad al Presidente de la 
República de conocer y resolver el recurso de gracia”; 
b) dicha ley presentaría algunas falencias, entre ellas: “[n]o se contempla el 
ente administrativo responsable de recibir el indulto[; n]o establece los supuestos 
de procedencia del indulto[; n]o se prevé el derecho de audiencia […] no 
contempla un período probatorio[, y] crea la figura de la denegación tácita, 
mediante la cual, en caso de que el Presidente no se pronuncia en un término de 
30 días, se debe considerar que el recurso se encuentra denegado […], tras lo cual 
procede la ejecución inmediata del condenado dentro de las veinticuatro (24) 
horas siguientes”; 
c) la forma como se encuentra regulado el recurso de gracia hace que éste sea 
“una formalidad burocrática previa que no está destinad[a] a cumplir su función de 
protección al derecho a la vida”; 
d) el mencionado Decreto fue vetado por el Presidente de la República 
mediante Acuerdo Gubernativo No. 104-2008 de 14 de marzo de 2008; 
e) si bien el decreto está siendo reconsiderado por la Comisión de 
Gobernación del Congreso, “no es claro cuál será la determinación que tome el 
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Congreso de la República respecto de este decreto o de alternativas similares, ya 
que los procedimientos regulados en la Ley Orgánica del Organismo Legislativo 
no son claros y existe una voluntad expresada abierta y repetidamente por una 
gran cantidad de diputados, tanto oficialistas como de oposición, de aprobar 
normativa que agilice las ejecuciones de la personas condenadas a muerte”; 
f) “el decreto en cuestión fue aprobado por 140 de los 143 diputados que 
estaban presentes en el Congreso”; 
g) “existe un alto riego de que se apruebe una ley con las mismas 
características y objetivos que el decreto vetado”, y 
h) la situación de riesgo de las personas condenadas a muerte “no se deriva 
únicamente de la aprobación del Decreto No. 6-2008, sino [de un] conjunto de 
factores […], a saber: la falta de modificación legislativa con respecto a las 
figuras penales que la Corte consideró incompatibles a la Convención Americana, 
a la negativa del Estado de resolver la situación jurídica de las personas que han 
sido condenadas por estas normas […], y [al] contexto político actual en torno al 
debate de la pena de muerte y las declaraciones de los diputados, incluso luego del 
veto presidencial, de su voluntad de que se prosigan con las ejecuciones. Es el 
incumplimiento del Estado de las Sentencias de Fermín Ramírez y de Ernesto 
Raxcacó lo que ha generado la situación de riesgo para los condenados a muerte”. 
52. Que la Comisión señaló que el objetivo de la ley de indulto era acelerar la ejecución de las 
condenas, lo cual, según su criterio, se desprende del veto presidencial. Consideró que 
debe aprobarse una ley de indulto que satisfaga los principios constitucionales 
guatemaltecos y las exigencias de las Sentencias de la Corte. Indicó que la aplicación de la 
pena de muerte en los casos señalados implicaría un “abierto incumplimiento” de las 
decisiones de la Corte que ordenaron al Estado reformar los tipos penales, modificar el 
sistema de recursos y abstenerse de ejecutar a personas condenadas hasta tanto no hubiera 
procedido a cumplir con estas obligaciones. Sostuvo que “la ejecución de cualquier 
persona [condenada] a muerte en Guatemala no sería conforme con la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos ni con los pronunciamientos de la Comisión y la 
Corte” y estimó necesario que en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de las 
Sentencias dictadas en los casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes la Corte adopte medidas 
de protección para estas personas. Subsidiariamente, la Comisión señaló que si la Corte 
considera que lo anterior excede su competencia de supervisión de cumplimiento de las 
referidas Sentencias, se tome a su posición como una solicitud expresa de medidas 
provisionales. 
53. Que el Estado señaló que el Acuerdo Gubernativo No. 104-2008, por el cual el Presidente 
de la República vetó el Decreto No. 6-2008 contenía las siguientes observaciones: 
a) Esta ley viola el artículo 2 de la Constitución Política de la República porque en sus disposiciones 
contenidas en los artículo[s] 5 [y] 8 y relacionadas con los antecedentes personales del solicitante, el plazo 
para el silencio administrativo y el plazo de solicitud para el indulto violentan e infringen el principio de 
“seguridad jurídica” que debe garantizar el Estado a todos los habitantes de la República; b) El Decreto en 
mención viola los artículos 2° y 3° de la Constitución porque bajo el argumento de establecer el indulto para 
la pena de muerte, lo que está haciendo implícitamente es restaurar la ejecución de esta pena, lo que va en 
contra del principio más elemental de la Constitución, cual es el derecho a la vida que el Estado garantiza y 
protege; c) Se viola el artículo 15 porque bajo el argumento de establecer el indulto de la pena de muerte se 
está haciendo eficaz nuevamente el proceso de ejecución de esa penalización con lo que se da carácter 
retroactivo a la ley, lo que no solo es prohibido por la Constitución sino que la disposición no favorece al 
reo; este proceso de ejecución de la pena fue abolido con la derogatoria del Decreto 159 de la Asamblea 
Nacional Legislativa siendo eliminado del ordenamiento jurídico de Guatemala, (Decreto 32-2000 del 
Congreso de la República de fecha 11 de mayo de 2000); d) Se viola el último párrafo del artículo 18 de la 
Constitución porque, ya había sido abolido el proceso de ejecución de la pena de muerte con la derogatoria 
del Decreto 159 mencionado y con la emisión del Decreto 6-2008 del Congreso de la República se está 
dando un viraje de retroceso a la tendencia de abolición de la pena de muerte; con ello también se viola el 
artículo 46 de la Constitución Política de la República por el que prevalece el numeral 3 del artículo 4 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, por el que se determina 
que una vez abolida dicha pena, ya no se restablecerá; en este caso, abolido el proceso de ejecución, la 
tendencia a la abolición de la pena de muerte avanzó y, por virtud de la ley que marcó una tendencia, ya no 
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puede restablecerse la ejecución de la pena, aunque la misma siga existiendo en el ordenamiento jurídico 
penal; e) Se viola el artículo 19 de la Constitución porque con la aplicación de la pena de muerte se 
mantiene una tendencia de eliminar al ser humano del núcleo social, mientras que la Constitución dispone 
que el sistema penitenciario debe tender a la readaptación social y a la reeducación de los reclusos y 
cumplir con el tratamiento de los mismos con esta orientación. 
54. Que asimismo el Estado informó que el Decreto 6-2008 “se encuentra en suspenso hasta 
que lo conozca nuevamente el Pleno del Congreso de la República y reconsidere o rechace 
el veto presidencial, para ello el Congreso deberá reunir 105 votos para hacer uso de la 
Supremacía Legislativa y de esta manera, entre en vigencia el decreto relacionado”. El 
Estado reconoció que el Decreto No. 6-2008 “no cumple con las sentencias de la […] 
Corte en los casos Fermín Ramírez y Ronald Ernesto Raxcacó Reyes, en relación al 
establecimiento de un procedimiento que garantice que toda persona condena a muerte 
tenga derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena, conforme a una regulación 
que establezca la autoridad facultada para concederlo, los supuestos de procedencia y el 
trámite respectivo, luego de un debido proceso en el cual se ha hado pleno uso de los 
recursos legales”. 
55. Que en relación a la naturaleza de las medidas provisionales dictadas en el caso Raxcacó 
Reyes y otros el Estado indicó que las mismas “tienen como objetivo salvaguardar la vida 
de las personas beneficiarias de éstas mientras se sustancia su caso ante el sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos, por lo que la solicitud de 
ampliación de las medidas no es concurrente con el sentido de la medida ya existente”. Sin 
embargo, el Estado indicó que “no se opone a la adopción de medidas a favor de las 
personas condenas a la pena de muerte”. 
56. Que de la información aportada por el Estado se desprende que 25 personas están 
condenadas a pena de muerte en Guatemala, de las cuales 6 se encuentran prófugas de la 
justicia. De las 19 restantes, 7 personas están condenadas por el delito de asesinato, a saber: 
1. Miguel Ángel López Caló; 2. Dimas Samayoa García; 3. Santos Hernández Torres; 4. 
Adolfo Rodas Hernández; 5. Antonio Israel Jiménez Godínez; 6. Miguel Ángel Rodríguez 
Revolorio, y 7. Juan Pablo Rafael Eduardo Ocampo Alcalá. La Corte no tiene información 
de a cuáles de estos condenados se aplicó el artículo 132 del Código Penal que el Tribunal 
consideró incompatible con la Convención en el caso Fermín Ramírez. El Estado deberá 
informar al respecto. De otra parte, 12 personas están condenadas por el delito de plagio o 
secuestro, a saber: 1. Carlos Enrique Chun Choc; 2. Gustavo Adolfo Carranza Castañeda; 
3. Jorge Arturo Mazate Paz; 4. Carlos Amilcar González Díaz; 5. Audelio Díaz González; 
6. Moisés Esteban Santizo Ola; 7. Edwar Mike Pineda Morales; 8. Ramiro Geovanny 
Padilla Marroquín; 9. Waldemar Hidalgo Marroquín; 10. Jaime Raúl Quezada Corzo; 11. 
Douglas Rembil Montt Solórzano, y 12. Bernardino Rodríguez Lara. La Corte desconoce si 
en todos estos casos se aplicó la parte del artículo 201 del Código Penal que el Tribunal 
consideró como una ampliación al catálogo de delitos sancionados con pena de muerte. El 
Estado deberá informar al respecto. Únicamente el señor Bernardino Rodríguez Lara (caso 
No. 12) se encuentra actualmente protegido por la Corte en virtud de las medidas 
provisionales ordenadas en este caso. 
57. Que la Corte considera que las diversas obligaciones del Estado derivadas de las Sentencias 
dictadas en los casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes son aplicables a todos o a parte de 
los individuos señalados en el considerando anterior. En efecto, conforme al punto 
resolutivo sexto y al párrafo 132 de la Sentencia del caso Raxcacó Reyes, el Estado no 
podrá ejecutar a los condenados por el delito de plagio o secuestro que no haya tenido 
como consecuencia el fallecimiento del secuestrado. Como se señaló anteriormente, la 
Corte no puede identificar cuáles de estas personas se encuentran en este supuesto. Por otro 
lado, conforme al punto resolutivo octavo y a los párrafos 81 y 90 a 98 de la Sentencia del 
caso Fermín Ramírez, el Estado no podrá ejecutar a las personas a quienes se haya aplicado 
la parte del artículo 132 del Código Penal que se refiere a la peligrosidad del agente. La 
Corte tampoco puede identificar quiénes se encuentran en este supuesto. Finalmente, en 
virtud de los puntos resolutivos décimo de la Sentencia del caso Fermín Ramírez y séptimo 
  203   
 
de la Sentencia del caso Raxcacó Reyes, el Estado no podrá ejecutar a ningún condenado a 
muerte, sea cual fuere el delito por el cual se impuso la pena capital, mientras se encuentre 
pendiente la decisión sobre el indulto o la conmutación de la pena. Bajo este supuesto se 
encuentran las 25 personas condenadas a muerte y cualquier otra que en el futuro 
eventualmente sea condenada a la misma pena. 
58. Que conforme a lo anterior, a este Tribunal le corresponde, en el marco de la supervisión 
del cumplimiento de las Sentencias emitidas en los referidos casos, verificar que el Estado 
cumpla con las obligaciones señaladas. 
59.  Que al igual que en otros casos
37
 la Corte estima que, a diferencia de las medidas 
provisionales que el Tribunal ordena de conformidad con el artículo 63.2 de la Convención 
Americana, que requieren la demostración prima facie de una situación de extrema 
gravedad y urgencia, los casos analizados en esta Resolución poseen una extrema gravedad 
y urgencia que no se queda en la demostración prima facie, sino que fue plenamente 
comprobada ante la Corte y expresamente declarada por ella en Sentencia. Por ello, la 
Corte ordenó al Estado que adoptara las medidas de reparación señaladas anteriormente. 
Asimismo, no se trata de evitar daños irreparables a las personas por hechos aún no 
demostrados, sino de cesar las consecuencias de violaciones a la Convención ya declaradas 
por la Corte en Sentencias inapelables. 
60. Que en razón de lo expuesto, es innecesaria la ampliación de las medidas provisionales 
solicitadas por los representantes y respaldadas por la Comisión. En efecto, la obligación 
estatal de no ejecutar a los condenados a muerte nació ya de las Sentencias dictadas en los 
casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes, en los términos expuestos en los considerandos 
anteriores. 
61. Que de otra parte, las medidas provisionales dictadas en el caso Raxcacó Reyes y otros 
tienen un objeto concreto, a saber, proteger la vida del señor Bernardino Rodríguez Lara a 
fin de no obstaculizar el trámite de su caso ante el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos. El objeto expuesto por los representantes en su solicitud de 
ampliación es distinto al señalado anteriormente, y ante tal falta de conexidad no puede 
hablarse de una ampliación de medidas sino que corresponde a una nueva solicitud de 
medidas provisionales que, conforme al artículo 63 de la Convención, sólo puede ser 
interpuesta por la Comisión Interamericana. 
62. Que aun cuando la Comisión haya en efecto presentado una solicitud de medidas 
provisionales son aplicables los Considerandos 59 y 60 supra. 
63. Que en cuanto a la obligación del Estado de brindar un procedimiento que garantice que 
toda persona condenada a muerte tenga el derecho a solicitar y, en su caso, obtener indulto, 
la Corte recuerda al Estado que los recursos que debe ofrecer, incluido el indulto, no deben 
ser simples formalidades condenadas de antemano a ser infructuosas. De otro modo, no 
serían efectivos en los términos de la Convención. Al respecto, la Corte valora que el 
propio Estado se haya manifestado en el sentido que el Decreto No. 6-2008 no contenía un 
recurso que cumpliese con las exigencias convencionales dispuestas en las Sentencias de 
los casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes. En tal sentido, el Tribunal entiende que en el 
supuesto no deseado de que el Congreso de la República de Guatemala rechace el veto 
presidencial a tal Decreto, el Estado no habrá cumplido con sus obligaciones 
internacionales y, como consecuencia lógica, no podrá ejecutar a ningún condenado a 
muerte, hasta tanto no se adecue la legislación a la Convención Americana. Valga recordar 
que conforme a la jurisprudencia de esta Corte, 
cuando el Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no adoptar leyes contrarias a 
la Convención Americana, el Judicial permanece vinculado al deber de garantía 
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  Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 2 de febrero de 2007, 
Considerandos noveno y décimo. 
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establecido en el artículo 1.1 de la misma y, consecuentemente, debe abstenerse de 
aplicar cualquier normativa contraria a ella. El cumplimiento por parte de agentes 
o funcionarios del Estado de una ley violatoria de la Convención produce 
responsabilidad internacional del Estado, y es un principio básico del derecho de la 
responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos, en el sentido de que todo Estado es internacionalmente 
responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos en 
violación de los derechos internacionalmente consagrados, según el artículo 1.1 de 
la Convención Americana. 
[…] 
La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 
de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 
internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 
del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los 
efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de 
efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de 
“control de convencionalidad” [ex officio] entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos [, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes]. En esta tarea, el Poder Judicial debe 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 






64. Que la Corte valora la utilidad de la audiencia celebrada para supervisar los puntos 
pendientes de cumplimiento en estos casos. 
65. Que la Corte considerará el estado general del cumplimiento de los puntos pendientes de 
las Sentencias dictadas en los casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes, una vez que reciba 




LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
 
En ejercicio de sus atribuciones de supervisión de cumplimiento de sus decisiones y de 
conformidad con los artículos 33, 62.1, 62.3, 65, 67 y 68.1 de la Convención Americana sobre 
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  Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 123 y 124, y Caso Trabajadores 
Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 128. 
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A) Respecto del caso Fermín Ramírez 
 
1. Que el Estado ha dado cumplimiento a sus obligaciones dispuestas en los siguientes 
puntos resolutivos de la Sentencia de fondo y reparaciones dictada por el Tribunal el 20 
de junio de 2005: 
a) efectuar el pago por concepto de reintegro de gastos a favor del Instituto de Estudios 
Comparados de Ciencias Penales de Guatemala, de acuerdo a los términos de los 
párrafos 131 a 137 de dicha Sentencia (punto resolutivo décimo tercero); 
b) llevar a cabo, en un plazo razonable, un nuevo enjuiciamiento en contra del señor 
Fermín Ramírez, que satisfaga las exigencias del debido proceso legal, con plenas 
garantías de audiencia y defensa para el inculpado (punto resolutivo séptimo), y 
c) abstenerse de ejecutar al señor Fermín Ramírez, cualquiera que sea el resultado del 
juicio al que se refiere el punto resolutivo séptimo (punto resolutivo noveno. 
2. Que mantendrá abierto el procedimiento de supervisión de cumplimiento de los puntos 
pendientes de acatamiento total, a saber: 
a) abstenerse de aplicar la parte del artículo 132 del Código Penal de Guatemala 
referente a la peligrosidad del agente y adecuarla a la Convención en un plazo 
razonable (punto resolutivo octavo); 
b) adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para establecer un 
procedimiento para que toda persona condenada a muerte tenga derecho a solicitar 
indulto o conmutación de la pena (punto resolutivo décimo); 
c) proveer al señor Fermín Ramírez un tratamiento adecuado (punto resolutivo 
undécimo), y 
d) adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las 
condiciones de las cárceles se adecuen a las normas internacionales de derechos 
humanos (punto resolutivo duodécimo). 
 
B) Respecto del caso Raxcacó Reyes 
 
3. Que el Estado ha dado cumplimiento total a los siguientes puntos resolutivos de la 
Sentencia de fondo y reparaciones de 15 de septiembre de 2005: 
a)  dejar sin efecto la pena de muerte impuesta al señor Raxcacó Reyes (punto 
resolutivo octavo de la Sentencia); 
b)  publicar las partes pertinentes del fallo dictado en el presente caso (punto 
resolutivo décimo tercero de la Sentencia), y 
c)  pagar la cantidades fijadas como reembolso de costas y gastos (punto resolutivo 
décimo cuarto de la Sentencia). 
4. Que de conformidad con lo señalado en la presente Resolución, el Estado ha dado 
cumplimiento parcial al siguiente punto resolutivo de la Sentencia dictada en el caso 
Raxcacó Reyes: 
a)  proveer un adecuado tratamiento médico al señor Raxcacó Reyes (punto resolutivo 
décimo de la Sentencia) 
5.  Que mantendrá abierto el procedimiento de supervisión de cumplimiento de los siguientes 
puntos pendientes de la Sentencia dictada en el caso Raxcacó Reyes: 
a)  modificar el artículo 201 del Código Penal guatemalteco (punto resolutivo quinto 
  206   
 
de la Sentencia); 
b) abstenerse de aplicar la pena de muerte y ejecutar a los condenados por el delito de 
plagio o secuestro (punto resolutivo sexto de la Sentencia); 
c) adoptar un procedimiento que garantice que toda persona condenada a muerte 
tenga derecho a solicitar y, en su caso, obtener indulto (punto resolutivo séptimo de la 
Sentencia); 
d) adoptar las medidas necesarias para que las condiciones de las cárceles se adecuen 
a los estándares internacionales (punto resolutivo noveno de la Sentencia); 
e) adoptar las medidas necesarias para posibilitar que el señor Raxcacó Reyes reciba 
visitas periódicas de la señora Olga Isabel Vicente (punto resolutivo undécimo de la 
Sentencia); y 
f)  adoptar las medidas educativas, laborales o de cualquier otra índole necesarias para 
que el señor Raxcacó Reyes pueda reinsertarse a la sociedad una vez cumplida su condena 




1. Requerir al Estado de Guatemala que adopte todas las medidas que sean necesarias para dar 
efectivo y pronto acatamiento a los puntos pendientes de cumplimiento de las Sentencias 
dictadas en los casos Fermín Ramírez y Raxcacó Reyes señaladas en los puntos 
declarativos segundo, cuarto y quinto supra. 
2. Solicitar al Estado del Guatemala que presente a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, a más tardar el 15 de septiembre de 2008, un informe por cada caso en los cuales 
indique todas las medidas adoptadas para cumplir las reparaciones ordenadas por esta Corte 
que se encuentran pendientes de cumplimiento. En cuanto al caso Raxcacó Reyes el Estado 
deberá incluir en su informe lo señalado en los párrafos considerativos 22, 29, 50 y 56 de 
esta Resolución y, respecto al caso Fermín Ramírez, lo señalado en los párrafos 
considerativos 12, 15, 50 y 56. 
3. Solicitar a los representantes de las víctimas y a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos que presenten las observaciones que estimen pertinentes a los informes del 
Estado mencionados en el punto resolutivo anterior, en los plazos de cuatro y seis semanas, 
respectivamente, contados a partir de la recepción de los informes. En cuanto al caso 
Raxcacó Reyes, los representantes deberán presentar a la Corte la información señalada en 
los párrafos considerativos 22 y 25 de esta Resolución, y la Comisión la información 
requerida en el párrafo considerativo 25 supra. 
4. Desestimar la solicitud de ampliación de medidas provisionales sometida por los 
representantes de los beneficiarios, por las razones expuestas en los párrafos considerativos 
51 a 63 de la presente resolución. 
5. Reiterar al Estado que mantenga las medidas provisionales necesarias para proteger la vida 
del señor Bernardino Rodríguez Lara a fin de no obstaculizar el trámite de su caso ante el 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 
6. Requerir al Estado que presente un informe sobre las providencias que haya adoptado a fin 
de dar cumplimiento a las medidas provisionales ordenadas en beneficio de Bernardino 
Rodríguez Lara, a más tardar el 15 de septiembre de 2008, y que continué informando a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, cada cuatro meses, sobre el cumplimiento de 
las medidas adoptadas. 
7. Requerir al beneficiario de las medidas provisionales o sus representantes que presenten 
sus observaciones a los informes del Estado señalados en el punto resolutivo anterior en un 
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plazo de cuatro semanas contado a partir de su recepción, y a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos que presente sus observaciones a dichos informes en un plazo de 
seis semanas contado a partir de su recepción. 
8. Solicitar a la Secretaría de la Corte que notifique la presente Resolución al Estado del 
Guatemala, a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a los representantes de 
las víctimas y beneficiarios. 
 
 


































Pablo Saavedra Alessandri 
   Secretario 
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VOTO RAZONADO DEL JUEZ SERGIO GARCIA RAMIREZ EN LA SENTENCIA 
SOBRE EL CASO FERMIN RAMIREZ VS. GUATEMALA, DEL 18 DE JUNIO DE 2005 
 
 
A) El debido proceso y la función penal 
 
 
1. En esta primera parte de mi Voto razonado formularé algunas consideraciones sobre la posición 
de la Corte Interamericana acerca del debido proceso en general, una noción que ha orientado las 
decisiones del Tribunal en los casos contenciosos que atañen a los temas del enjuiciamiento. En 
párrafos separados, infra, me referiré a las características que la cuestión del debido proceso asume 
en el caso sub judice. Este ofrece, ciertamente, rasgos particulares, en buena medida diferentes de 
los que han tenido otros litigios que han llegado al conocimiento de esta Corte sobre puntos del 
debido proceso penal. 
 
2. Como punto de aclaración previa, es pertinente señalar que el concepto de debido proceso que 
ahora examinaré es el que atiende a cuestiones procesales, denominado “adjetivo”  (que cuenta con 
una referencia paradigmática en la clásica reflexión de Lord Coke sobre la impertinencia de que 
alguien sea  juez de su propia causa). Esta versión del debido proceso se refiere al adecuado 
despacho a través de instancias jurisdiccionales y otras que tienen a su cargo la decisión de 
controversias disciplinada a ciertos principios y reglas formales. Otra cosa es el debido proceso en 
su sentido “sustantivo”, desarrollado por la jurisprudencia y la doctrina de los Estados Unidos de 
América y recibido en otros países (cuya referencia paradigmática fue reexaminada por el justice 
Samuel Miller, de la Suprema Corte de Estados Unidos, en Davidson v. New Orleans (1878): 
“quitar a A para dar a B”). Obviamente, la Convención Americana y la Corte Interamericana han 
tomado en cuenta  --aunque bajo diferentes expresiones--  la materia que se aloja en la versión 
sustantiva del due process, concentrada en la congruencia de las normas y las decisiones con cierto 
conjunto de valores e intereses.  
 
3. Esa noción sustantiva deberá analizarse a la luz de varios preceptos de la Convención y de 
diversa jurisprudencia de la Corte. Entre aquéllas se hallan las disposiciones acerca de la 
interpretación del Pacto de San José, particularmente las que prohíben interpretarlo en forma que 
pudiera “excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de 
la forma democrática representativa de gobierno” (art. 29, c), así como “excluir o limitar el efecto 
que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 
internacionales de la misma naturaleza” (art. 29, d); las que se refieren a restricciones admisibles, 
que “no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general 
y con el propósito para el cual han sido establecidas” (art. 30); y las que conciernen al límite de 
los derechos de cada uno: “los derechos de los demás, (…) la seguridad de todos y  (…) las  justas 
exigencias del bien común, en una sociedad democrática” (art. 32.2).  
 
4. La jurisprudencia de la Corte incorpora datos importantes para el examen del debido proceso 
“sustantivo”, aunque no haya empleado este giro. Sin la pretensión de entrar al detalle de estas 
cuestiones  --tomando en cuenta que, como ya dije, este Voto alude sólo al debido proceso 
“adjetivo”, que es la versión explorada bajo el rubro de debido proceso--, la jurisprudencia 
interamericana se ha referido a las características que debe poseer la ley que establece limitaciones 
a los derechos: adoptada en el marco de instituciones y procedimientos propios de una sociedad 
democrática y atenta al bien común. La Corte ha reflexionado sobre las características que debe 
poseer una ley en el marco de la protección de los derechos humanos (OC-6/86, párrs. 32 y ss.). Y 
el propio Tribunal ha puntualizado que el concepto de bien común, en el contexto de la 
Convención, se refiere “a las condiciones de la vida social que permiten a los integrantes de la 
sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo personal y la mayor vigencia de los valores 
democráticos” (OC-5/85, párr. 66). Igualmente, la jurisprudencia interamericana examinó la 
conexión entre conceptos radicales del orden político-jurídico sustentado en las convicciones 
filosóficas que informan la Convención Americana: “El concepto de derechos y libertades y, por 
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ende, el de sus garantías, es también inseparable del sistema de valores y principios que lo inspira. 
En una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y el 
Estado de Derecho constituyen una tríada, cada uno de cuyos componentes se define, completa y 
adquiere sentido en función de los otros” (OC-8/87, párr. 26).  
 
 
5. Vuelvo ahora al debido proceso adjetivo. Esta cuestión ha ocupado a la Corte Interamericana 
desde que inició su desempeño consultivo. Se ha ocupado de ella, extensamente, en el 
conocimiento de casos contenciosos y medidas provisionales. Es una materia abundantemente 
transitada, quizás la que más entre las muchas que este Tribunal ha considerado en su ejercicio 
judicial durante un cuarto de siglo. Con la designación de debido proceso abarco ahora, pues, tanto 
los temas que analiza el artículo 8 de la Convención, como los que prevé el artículo 25 y, en alguna 
medida, los que figuran en los artículos 5 y 7 a propósito del trato a las personas detenidas, la 
duración de la detención y las condiciones en las que ésta se desarrolla. Eventualmente, los temas 
del debido proceso se proyectan sobre otras disposiciones de la Convención, que aluden a diversos 
derechos, o recogen temas abarcados por ellas: así ha ocurrido, en ciertos extremos, a propósito del 
artículo 4. . 
 
6. Parece natural que abunden los asuntos en torno al debido proceso en el panorama de las 
transgresiones a los derechos humanos. En el despacho de la justicia penal  --o de la injusticia 
penal--  existe un amplio contingente de violencias sólo comparables, acaso, con las consumadas 
por los delincuentes: existe un curso paralelo entre la historia del crimen y la de las reacciones 
ideadas para combatirlo, generalmente bajo el nombre de justicia penal. Es en aquel espacio, que 
siempre se ha querido legitimar y a menudo no se ha acertado siquiera a legalizar, que se desarrolla 
el más dramático encuentro  --como he recordado en diversas ocasiones--  entre el Estado investido 
con todo el poder y el individuo desvalido de méritos y defensas, salvo las que pueda proveerle la 
benevolencia del poderoso, primero, y el desarrollo del Derecho, más tarde.  
 
7. El desbordamiento de la represión ocurre con mayor facilidad aquí que en otros espacios del 
quehacer público, porque aquélla se vuelca sobre quien ha sido titulado como “enemigo social”: el 
delincuente que lesiona bienes individuales y colectivos muy apreciados  --de ahí la condición 
precisamente delictuosa, y no simplemente ilícita, de la conducta que realiza-- y con ello pone en 
riesgo la existencia de la sociedad. Es, pues, un adversario social mayor; un enemigo inclusive. 
Difícilmente habría destinatario más natural y vulnerable de la acción estatal.  Esto explica el 
desempeño de las persecuciones y los castigos, su fenomenología, sus características, sus 
consecuencias, y la lenta aparición de los medios de tutela del individuo que se enfrenta al Estado a 
título de inculpado, y que puede ser culpable, en efecto, pero también puede ser inocente de los 
cargos que se le hacen, y en todo caso es un ser humano.  
 
8. En el ejercicio de la civilización se ha llegado a conciliar la necesidad imperiosa de que el 
Estado provea seguridad a la sociedad –provisión que constituye una de las razones de ser del 
Estado, entre las más radicales y necesarias--  y la exigencia ética y hoy jurídica de que lo haga sin 
lesionar la dignidad humana ni prejuzgar sobre la responsabilidad que está sujeta a juicio. De esta 
complicada conciliación  --ámbito natural para la construcción y preservación del Estado de 
Derecho--, que garantiza la libertad de todos, no sólo la seguridad del inculpado, surge el debido 
proceso legal en sus diversas vertientes, la penal a la cabeza, y con ella se disipa lo que de otra 
suerte pudiera plantearse como dilema: seguridad o justicia, paz o derecho. En la era del 
garantismo, el debido  proceso  que  conduce  al  esclarecimiento  de  los  hechos  y  a la sentencia  
justa  --debido proceso que sirve, pues, al acceso formal y material a la justicia--  es prenda de 
aquella conciliación y del frágil equilibrio en el que se instala. 
 
9. Cuando crece la criminalidad, impulsada por numerosos factores que rara vez considera el 
político  --salvo que se trate de un político acostumbrado a mirar a través de las apariencias y a 
actuar más allá de los síntomas--, la persecución se extrema. Es explicable que así ocurra. Ante la 
desesperación social, pronto convertida en exasperación, vuelve a la escena el conflicto entre due 
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process y crime control, una dialéctica que hoy se agita a lo largo y ancho del proceso penal, como 
ha observado Mireille Delmas-Marty por lo que toca a Europa, y que ciertamente encuentra 
múltiples manifestaciones en otros países asediados por la criminalidad tradicional y la 
delincuencia evolucionada, que los esfuerzos públicos no alcanzan a prevenir, enfrentar y reducir 
con éxito. 
 
10. La Corte Interamericana, que se ha ocupado en muchas ocasiones del debido proceso, como 
dije, señaló que éste es el “conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales 
a efecto de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante 
cualquier (…) acto del Estado que pueda afectarlos” (Opinión Consultiva OC-18, párr. 123). Este 
concepto, según la jurisprudencia de la Corte, no se concentra en la materia penal; alcanza a otras 
especialidades del enjuiciamiento y, en general, del procedimiento, cuando se hallan en suerte los 
derechos de las personas: el “elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del (artículo 
8) se aplica también a (otros) órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene 
también el derecho, en general, al debido proceso que se aplica en materia penal” (Caso del 
Tribunal Constitucional, párr. 70). 
 
11. Para que exista debido proceso, estableció la OC-16, “es preciso que un justiciable pueda hacer 
valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad con 
otros justiciables. Al efecto, es útil recordar que el proceso es un medio para asegurar, en la mayor 
medida posible, la solución justa de una controversia. A ese fin atiende el conjunto de actos de 
diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso legal” (párr. 
117). En otras oportunidades, la Corte manifestó que la existencia de verdaderas garantías 
judiciales  --en las que se afirma el debido proceso--  requiere que en éste se observen todos los 
requisitos que “sirvan para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un 
derecho” (OC-8/87, párr. 25), es decir, las “condiciones que deben cumplirse para asegurar la 
adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial” 
(OC-9/87, párr. 28)” 
 
12. En mi Voto concurrente a la Opinión Consultiva OC-16 señalé que “lo que conocemos como el 
‘debido proceso penal’, columna vertebral de la persecución del delito, es el resultado de esta larga 
marcha, alimentada por la ley, la jurisprudencia --entre ella, la progresiva jurisprudencia 
norteamericana-- y la doctrina.  Esto ha ocurrido en el plano nacional, pero también en el orden 
internacional.  Los desarrollos de los primeros años se han visto superados por nuevos 
desenvolvimientos, y seguramente los años por venir traerán novedades en la permanente 
evolución del debido proceso dentro de la concepción democrática de la justicia penal”.  
 
13. Añadí entonces: “Los  derechos y garantías que integran el debido proceso --jamás una realidad 
agotada, sino un sistema dinámico, en constante formación-- son piezas necesarias de éste; si 
desaparecen o menguan, no hay debido proceso.  Por ende, se trata de partes indispensables de un 
conjunto; cada una es indispensable para que éste exista y subsista.  No es posible sostener que hay 
debido proceso cuando el juicio no se desarrolla ante un tribunal competente, independiente e 
imparcial, o el inculpado desconoce los cargos que se le hacen, o no existe la posibilidad de 
presentar pruebas y formular alegatos, o está excluído el control por parte de un órgano superior. 
 
 
14. “La ausencia o el desconocimiento de esos derechos destruyen el debido proceso y no pueden 
ser subsanados con la pretensión de acreditar que a pesar de no existir garantías de enjuiciamiento 
debido ha sido justa la sentencia que dicta el tribunal al cabo de un procedimiento penal irregular.  
Considerar que es suficiente con lograr un resultado supuestamente justo, es decir, una sentencia 
conforme a la conducta realizada por el sujeto, para que se convalide la forma de obtenerla, 
equivale a recuperar la idea de que ‘el fin justifica los medios’ y la licitud del resultado depura la 
ilicitud del procedimiento.  Hoy día se ha invertido la fórmula: ‘la legitimidad de los medios 
justifica el fin alcanzado’; en otros términos, sólo es posible arribar a una sentencia justa, que 
acredite la justicia de una sociedad democrática, cuando han sido lícitos los medios (procesales) 
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utilizados para dictarla.  
 
15. “Si  para  determinar  la  necesidad  o  pertinencia  de un derecho en el curso del proceso --
con el propósito de determinar si su ejercicio es indispensable o dispensable-- se acudiese al 
examen y a la demostración de sus efectos sobre la sentencia, caso por caso, se incurriría en una 
peligrosa relativización de los derechos y garantías, que haría retroceder el desarrollo de la 
justicia penal.  Con este concepto sería posible --y además inevitable-- someter al mismo examen 
todos los derechos: habría que ponderar casuísticamente hasta qué punto influyen en una 
sentencia la falta de defensor, la ignorancia sobre los cargos, la detención irregular, la aplicación 
de torturas, el desconocimiento de los medios procesales de control, y así sucesivamente.  La 
consecuencia sería la destrucción del concepto mismo de debido proceso, con todas las 
consecuencias que de ello derivarían. 
 
16. Al emitir ese Voto  --hace ya varios años--  examiné las consecuencias que pudiera acarrear el 
vicio grave del procedimiento sobre el proceso en su conjunto y la sentencia que se dicta en éste. 
Al respecto, dije que la violación del proceso “trae consigo las consecuencias que necesariamente 
produce una conducta ilícita de esas características: nulidad y responsabilidad.  Esto no significa 
impunidad, porque es posible disponer la reposición del procedimiento a fin de que se desarrolle 
de manera regular.  Esta posibilidad es ampliamente conocida en el derecho procesal y no 
requiere mayores consideraciones”. 
 
17. En la evolución de la jurisprudencia de la Corte Interamericana se debe valorar no solamente la 
elaboración del concepto de debido proceso, sino además su extensión a temas distintos y hasta 
distantes de la materia penal, tomando como referencia, sin embargo, en todo lo que resulte 
racionalmente aplicable, las características que aquél tiene en asuntos penales  --que son las más 
ampliamente exploradas y detalladas--  para instalar una tutela amplia y cierta.  
 
18. En esa jurisprudencia se puede apreciar también el carácter dinámico, expansivo, del debido 
proceso  --al que me referí en mi citado Voto concurrente a la OC-16--,  al que llegan nuevos datos 
que contribuyen a la más completa tutela de los derechos  --y bienes jurídicos depositados en ellos-
-  protegidos a través de esa noción. Ha sido plausible la incorporación como pieza del debido 
proceso del derecho a conocer la posibilidad de recibir asistencia consular, que favorece al detenido 
extranjero y cuya inobservancia, negativa o menoscabo vicia el procedimiento y priva de validez a 
la sentencia construida sobre esa base endeble. Esta afirmación, originalmente formulada por la 
Corte Interamericana en la OC-16, fue luego acogida en la solución de casos ante la Corte 
Internacional de Justicia: LaGrand, de Alemania vs. Estados Unidos, y Avena y otros nacionales 
mexicanos, de México vs. Estados Unidos. 
 
 
B) Debido proceso y combate a la delincuencia 
 
 
19. Al entrar en el examen del Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala y emitir la sentencia 
correspondiente, la Corte ha establecido de nueva cuenta el sentido y el límite de su función: a) 
conoce la necesidad de que el Estado combata con firmeza la delincuencia, tarea que constituye un 
perentorio deber de aquél, y b) al mismo tiempo asegura que esa batalla indispensable se realice en 
el cauce del Derecho y conforme a los principios y las reglas que éste acoge. Al resolver, la Corte 
Interamericana actúa conforme a su competencia estricta: dispone en función de la compatibilidad 
o incompatibilidad de cierto acto del Estado, sujeto a controversia, con los términos de la 
Convención Americana que la propia Corte aplica. No puede hacer otra cosa. Es un tribunal de 
derechos humanos, no un tribunal penal. La investigación de hechos delictuosos y la imposición de 
penas compete a los órganos nacionales. La Corte no cuestiona esta función, no la invade, no la 
impide. No ha intentado hacerlo en ningún caso. La respeta. 
 
20. La Corte Interamericana nunca ha asumido la defensa  --y tampoco la acusación--  de probables 
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responsables de una conducta ilícita. Se ha limitado con rigor, y lo seguirá haciendo, a resolver 
acerca de la interpretación y la aplicación del ordenamiento que puede invocar: la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Las instancias nacionales deben aplicar con pulcritud y 
eficiencia, respetando las disposiciones de esa Convención, las normas que les competen: los 
códigos penales y otros ordenamientos llamados a sancionar las conductas delictuosas. Quien haya 
leído, así sea someramente, las resoluciones de la Corte Interamericana, habrá advertido que ésta ha 
sido su posición invariable. No podría ser otra.   
 
21. En la sentencia correspondiente al Caso Castillo Petruzzi, de 30 de mayo de 1999, la Corte 
sostuvo que “no está facultada para pronunciarse sobre la naturaleza y gravedad  de los delitos 
atribuidos a las presuntas víctimas”, y manifestó que no examinaría “la presunta responsabilidad 
penal de las supuestas víctimas, materia que corresponde a la jurisdicción nacional” (párrs. 89-90). 
Finalmente, el Tribunal  declaró la existencia de ciertas violaciones en el proceso de los inculpados 
que había motivado el conocimiento de ese caso y dispuso “que se les garantizará un nuevo juicio 
con la plena observancia del debido proceso legal” (punto resolutivo 13). 
 
22. En el caso al que se refiere la sentencia que acompaño con este Voto razonado, no se demandó 
al Estado por una violación brutal de las garantías inherentes al debido proceso. En diversas 
ocasiones se ha traído a la consideración de la Corte transgresiones notorias que entrañan el 
maltrato al inculpado para arrancar una confesión,  investigaciones irregulares y prejuiciadas, 
actuación de tribunales que carecen de independencia o imparcialidad, privación absoluta del 
derecho de defensa, obstrucción de la justicia, supresión del acceso a pruebas, ausencia de medios 
de impugnación idóneos y otras violaciones del mismo carácter. Ahora se trata de una vulneración  
de  otro  género: incongruencia entre la acusación y la condena, que acarrea  --a pesar de que no 
ofrece una apariencia dramática ni ofende inmediatamente la conciencia social--  una restricción en 
el derecho de defensa, que es el más preciado para quien se ve sujeto a juicio y repercute en la 
decisión final del tribunal que condena. Cualquier persona que supone la posibilidad de verse 
llevado a un juicio penal  --¿y quién se halla absolutamente a cubierto de esta posibilidad?--, sabe 
que la ley le reconoce el derecho a la defensa y confía en que contará con él. 
 
23. Es probable que quienes observen este punto consideren que se trata de un mero tecnicismo 
procesal. La separación entre los llamados “tecnicismos” y las violaciones graves es un tema 
frecuentemente examinado por los tratadistas del enjuiciamiento y no es extraño al debate en 
diversos círculos de opinión. Ahora bien, es preciso advertir que tras los denominados 
“tecnicismos”, a los que algunos observadores restan importancia e incluso atribuyen resultados 
adversos a la seguridad y a la justicia, se hallan verdaderos derechos humanos que deben ser 
respetados. Finalmente, la fortaleza moral y política de la sociedad democrática se mide también 
por su capacidad de atender puntualmente los derechos de los individuos y al mismo tiempo servir 
a los objetivos de seguridad y justicia que demanda la sociedad y que constituyen razón de ser del 




C) Principio de congruencia entre la acusación y la sentencia 
 
 
24. En el Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, la Corte Interamericana examinó algunos temas del 
debido proceso que no había conocido previamente. Hoy no se ha ocupado, como en tantos otros 
casos, del juez natural, la independencia e imparcialidad del juzgador, la posibilidad de designar 
defensor y recibir su asistencia, la estructura de la prueba, el recurso contra decisiones 
condenatorias, la confiabilidad de la confesión y otros más que han estado constantemente a la 
vista. En este caso, se ha puesto en juego un dato del proceso penal en una sociedad democrática: la 
congruencia entre la acusación y la sentencia, que no sólo entraña una conexión lógica entre dos 
actos procesales de extrema importancia, sino atañe a la defensa del inculpado  --porque la afecta 
profundamente--, y por lo tanto se proyecta sobre el conjunto del proceso y gravita en la validez de 
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la sentencia misma.  
 
25. Más todavía, la congruencia a la que me refiero  --que impide resoluciones judiciales al margen 
de la acusación formulada por un órgano ajeno al juzgador e independiente de éste--  constituye 
una expresión regular de la división de poderes y caracteriza al sistema procesal penal acusatorio. 
En efecto, pone en evidencia la separación entre el órgano que acusa y el órgano que sentencia, y 
reconoce que la función persecutoria incumbe a aquél, no a éste. Si no fuera así, es decir, si el 
juzgador pudiera rebasar los términos de la acusación, desatenderlos o sustituirlos a discreción, 
estaríamos en presencia de un desempeño judicial inquisitivo: el órgano de la jurisdicción llevaría 
por sí mismo a la sentencia hechos y cargos que no ha esgrimido el órgano de la persecución, y se 
convertiría, en buena medida, en un acusador.  
 
26. En el proceso penal democrático, el inculpado, sujeto del proceso, dotado con derechos 
adjetivos que permiten sostener y asegurar sus derechos materiales, enfrenta ciertos cargos sobre 
los que aguarda la decisión judicial. En función de ellos, que son el “tema del enjuiciamiento”, 
desarrolla el conjunto de los actos de defensa. De ahí la importancia de que conozca, desde el 
principio mismo del proceso  --y más todavía, desde que comienza el procedimiento en su contra y 
se le priva de libertad en un momento anterior a su presentación ante el juzgador--,  los hechos que 
se le atribuyen, para que pueda construir su defensa. No se trata de enterarlo de cuestiones técnicas 
en torno a los cargos que pesan sobre él, sino de que sepa con certeza  --y también, por supuesto, de 
que sepa su defensor--  qué hechos se le atribuyen, cómo se dice que los cometió, en qué forma lo 
hizo, etcétera, para que cuente con los elementos indispensables para contradecir la acusación y 
obtener al cabo una sentencia justa. 
 
27. Lo  anterior no sólo funda la exigencia de información precisa, completa y oportuna   sobre las 
imputaciones --que es un derecho elemental del encausado, un dato crucial del debido proceso, sin 
el cual declina la condición  del inculpado como sujeto del enjuiciamiento, para reinstalarlo como 
objeto de la investigación--,  sino también la indispensable relación que debe existir entre la 
acusación que propone el tema del proceso y la sentencia que dispone sobre ese tema, no sobre otro 
u otros que pudieran ser aledaños a él, pero en todo caso no fueron materia de la prueba, del debate, 
de las defensas, y por lo tanto sólo podrían ser, si acaso, cuestiones para un proceso diferente en el 
que se observen las correspondientes garantías de información y defensa.  
 
28. La convicción de que el inculpado debe conocer, desde el momento mismo de su detención, los 
cargos que se le hacen  --no apenas las denominaciones técnicas de éstos, que dicen poco o no 
dicen nada al individuo común, sino los hechos cuya comisión se le atribuyen--,  se ha instalado en 
el procedimiento moderno de orientación democrática. Se halla, por ejemplo, en la exigencia de 
que quienes capturan al supuesto infractor le informen sobre esos cargos y acerca de la posibilidad 
que tiene de declarar sobre ellos, guardar silencio y designar quien lo defienda. Otro tanto debe 
ocurrir cuando el inculpado comparece  ante  el juez de su causa. La misma norma ha de observarse  
--ya lo mencioné--  cuando el sujeto es extranjero y se le notifica que puede recurrir a la asistencia 
del cónsul de su nacionalidad. 
 
 
29. Nada habría que oponer, en mi concepto, a lo que la ley del Estado denomina recalificación de 
los hechos, es decir, a la observación de éstos desde otra perspectiva técnica, bajo una clasificación 
o designación diversas de las que inicialmente fueron aplicadas, pero conservando invariable la 
identidad de aquéllos, como materia o tema del proceso. En este supuesto queda en pie la defensa 
que hicieron y sigan haciendo el inculpado y su asistente legal, porque ésta se ha referido y se 
refiere a unos hechos que no han sido alterados, modificados, incrementados, sino apenas 
denominados con otros términos. Dicho de manera diferente: los hechos quedan inalterados; sólo 
cambia el nomen juris con el que se los designa, y esta variación no tiene más trascendencia que la 
depuración técnica en el empleo de los conceptos, pero no toca la defensa. Hasta ahí las cosas, si 
hablamos de recalificación de hechos. Y si las cosas permanecen en ese punto, no hay violación del 
derecho a la defensa. 
  214   
 
 
30. No es esto lo que sucede si se modifica lo que la sentencia de la Corte Interamericana ha 
designado como “base fáctica” del proceso penal. Si esto ocurre, el fiscal que hace una nueva 
acusación debe promover los actos conducentes a reencauzar el proceso, y si no lo propone, debe 
acordarlo espontáneamente el propio tribunal, que en último análisis responde por la buena marcha 
del enjuiciamiento, esto es, por el debido desarrollo del proceso, atendiendo las exigencias de la ley 
y los requerimientos de la justicia. No fue esto lo que aconteció en el caso que ahora nos ocupa. Es 
verdad que coinciden ciertos datos de la acusación original y de la sentencia con la que se cerró el 
proceso, pero también lo es que otros, de gran importancia, no coinciden en absoluto.  
 
31. Para acreditar lo anterior basta con observar la descripción típica de la violación agravada, que 
se hace en el artículo 175, conectado con el 173, del Código Penal de Guatemala, y del homicidio 
calificado (llamado “asesinato” en el ordenamiento penal nacional), que se formula en el artículo 
132, vinculado con el  123,  del  mismo  ordenamiento.  La violación  es ayuntamiento carnal 
forzado que se  perpetra  contra  una  mujer   --dice  el artículo 173--  y cabe la posibilidad  --señala 
el 175, que describe la figura complementada calificada--  de que “con motivo o a consecuencia de 
la violación” fallezca la víctima. En cambio, el asesinato es privación de la vida  --conforme al 
artículo 123--  realizado en la forma, con los medios, bajo el impulso o con el propósito que 
describe el artículo 132. Así las cosas, cada conducta punible se integra con elementos propios, 
característicos, que deben ser propuestos en la acusación y que se hallan o deben hallarse sujetos al 
examen del inculpado y su defensa. Si la condena se emite por hechos diferentes de los que señaló 
la acusación, se habrá vulnerado el nexo de congruencia entre ésta y la sentencia. Sólo la integridad 
de ese nexo acredita que el inculpado ejerció adecuadamente el derecho a la defensa que el Estado 
le reconoce y está obligado a respetar y garantizar. 
 
32. A la luz del artículo 8 de la Convención Americana, no se tiene en pie una sentencia adoptada 
de esa manera. Ahora bien, esto no significa, en lo absoluto, que la Corte Interamericana exonere 
de responsabilidad al inculpado, y tampoco que declare que la hay. Sólo trae consigo una 
conclusión: la violación del debido proceso priva de soporte jurídico a la sentencia y obliga al 
Estado, como lo ha mencionado la Corte, a llevar adelante, si así lo resuelve, un enjuiciamiento en 
el que se observen la exigencias del debido proceso para arribar a la conclusión que derive de los 
hechos aducidos por quien acusa, las pruebas presentadas por las partes o atraídas por el tribunal y 
el debate en torno a aquéllos  --no acerca de otros hechos--  con sustento en éstas. No hay, pues, 
riesgo de impunidad, sino exigencia de justicia conforme a las previsiones de la Convención 
Americana, que el Estado ha ratificado. 
 
33. Es preciso observar, siempre a propósito de este punto, pero también del que en seguida 
examinaré, que la supuesta reforma en la calificación de los hechos, que en este caso ha sido, en 
rigor, una modificación de los hechos mismos  --modificación que pudiera o no reflejar la realidad; 
eso no lo discute la Corte Interamericana, porque no tiene atribuciones para hacerlo--  arroja 
consecuencias de enorme importancia. En efecto, la punibilidad prevista para la violación 
calificada consiste en privación de libertad de entre 30 y 50 años, salvo en el caso de que la víctima 
sea menor de 10 años (artículo 132 bis del Código Penal), lo que no se plantea ahora. En cambio, la 
punibilidad correspondiente al asesinato es la muerte del reo cuando concurran circunstancias del 
hecho, la ocasión, los móviles o la comisión que revelen “una mayor particular peligrosidad del 




D) Peligrosidad del agente 
 
 
34. Se ha planteado en este caso, pues, el problema que trae consigo la antigua expresión 
introducida en el penúltimo párrafo del artículo 132: la “mayor particular peligrosidad del agente”, 
concepto que fue revisado por las partes en el proceso ante la Corte Interamericana y a través de 
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escritos de amici curiae que  analizamos  con  atención. El concepto de peligrosidad ha sido 
desterrado por las más modernas corrientes del Derecho penal de orientación democrática  --
modernas, sin embargo, con casi un siglo de vigencia--, que han insistido en la necesidad de hacer 
de lado esta noción de raíz positivista para incorporar en su lugar, como datos rectores de la 
reacción penal, la entidad del delito y la culpabilidad del agente. 
 
35. El positivismo que campeó en el último tercio del siglo XIX caló en múltiples ordenamientos 
penales, entre ellos las oleadas de códigos iberoamericanos con las que despuntó nuestro siglo XX. 
Las lecciones del positivismo, cuyo atractivo radica en la consideración de los factores causales del 
crimen, tanto en general como en la dinámica particular del agente, fueron ampliamente recibidas 
por profesionales y estudiantes, entre los que militamos durante mucho tiempo. El atractivo 
“científico” del positivismo y el rechazo al formalismo jurídico ocultaron los riesgos que aquél 
entrañaba para la libertad y la democracia y las ventajas que éste aportaba para los mismos fines. 
La peligrosidad se erigió en hipótesis de  la  intervención  del  Estado.  
 
36. Con sustento en la peligrosidad se podría sancionar al infractor  --actual o futuro--  no ya por lo 
que ha realizado, su conducta, su comportamiento ilícito, dañoso y culpable, sino por lo que es, su 
personalidad, su tendencia, sus posibles decisiones y su conducta futura y probable, apreciada en la 
única forma en que podría serlo: a través de pronósticos. Esto genera, en fin de cuentas, un Derecho 
penal de autor  --en el que se reacciona en función de la persona--, que se contrapone al Derecho 
penal de acto, hecho o conducta  --en el que se reacciona en función del comportamiento 
efectivamente desplegado por el agente, el daño o el riesgo realmente producidos, la culpabilidad 
acreditada.  
 
37. Para los fines del juicio ante la Corte Interamericana, el punto puede ser considerado desde una 
doble perspectiva: sea como vulneración del derecho a la prueba y a la defensa, en la medida en 
que la acusación no recogió el cargo de peligrosidad y por lo tanto no se permitió al reo 
desvirtuarlo; sea como transgresión del principio de legalidad penal, que dispone atender sólo a una 
ley ajustada al hecho realizado. En la demanda de la Comisión prevaleció la primera perspectiva, 
de carácter procesal; en la decisión de la Corte, que no desecha ese enfoque, sino lo complementa, 
dominó la segunda, de carácter material.  
 
38. La Corte consideró que la incorporación de la peligrosidad como elemento de la descripción 
típica o como factor para la selección de la pena, en sus respectivos casos, no se aviene con el 
principio de legalidad que dispone la punición de hechos o conductas ilícitos culpablemente 
realizados, pero no autoriza la sanción a partir de una combinación de la certeza sobre los hechos 
pasados y la especulación sobre conductas futuras. En fin de cuentas, no hubiera sido satisfactorio 
para la aplicación del Pacto de San José, considerado como un solo cuerpo normativo, asegurar al 
inculpado la posibilidad de defenderse del cargo de ser peligroso, es decir, del pronóstico sobre 
crímenes probables en algún momento del porvenir. Lo que se necesita es suprimir enteramente la 
referencia a la peligrosidad. De ahí la disposición de la Corte en el capítulo de reparaciones, cuando 
se alude a la posibilidad de un nuevo juicio subordinado al debido proceso, pero también se 
requiere, en aras de la observancia del artículo 2 de la Convención, reformar en este extremo el 






39. Finalmente, la Corte se ha ocupado en el tema del indulto, recurso al que debe tener acceso el 
reo condenado a muerte, en los términos del artículo 4 de la Convención Americana. Obviamente, 
tener acceso a la interposición de este remedio no significa, por fuerza, tener el derecho a una 
respuesta favorable. El indulto está saliendo gradualmente de la legislación penal. En él se aloja 
todavía la remota facultad de gracia del monarca absoluto, señor de vidas y haciendas, que 
precisamente por ello podía disponer de la vida del reo, sustrayéndolo a la muerte ordenada por el 
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tribunal. La racionalidad penal, instalada en la racionalidad política y jurídica, sugiere prescindir de 
esta figura, sin que ello impida establecer, en cambio, sucedáneos pertinentes que permitan la 
conversión de la pena impuesta cuando existan causas que lo justifiquen. 
 
40. La Corte aprecia que el Estado carece de un régimen cierto y adecuado acerca del indulto. Si 
éste subsiste, cosa que atañe a la decisión del Estado, no debe quedar exento de  reglas precisas 
acerca de la autoridad llamada a concederlo, los fundamentos para otorgarlo y el procedimiento 
para resolverlo. De lo contrario sería una expresión de puro arbitrio, extraña al Estado de Derecho 
en  una sociedad democrática. Incluso si de trata de una facultad de perdón, es necesario que ésta se 
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